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Introducción 

1. El Comité de Libertad Sindical, creado por el Consejo de Administración en su 117.ª reunión 

(noviembre de 1951), se reunió en la Oficina Internacional del Trabajo, en Ginebra, los 

días 10, 11, 12 y 18 de marzo de 2016, bajo la presidencia del Profesor Paul van der Heijden. 

2. Los siguientes miembros participaron en la reunión: Sr. Albuquerque (República 

Dominicana), Sr. Cano (España), Sra. Onuko (Kenya), Sr. Teramoto (Japón), Sr. Titiro 

(Argentina), Sr. Tudorie (Rumania); el Vicepresidente del Grupo de los Empleadores, 

Sr. Echavarría y los miembros Sr. Frimpong, Sra. Hornung-Draus (sustituyendo al Sr. De 

Regil) y Sr. Matsui; el Vicepresidente del Grupo de los Trabajadores, Sr. Veyrier 

(sustituyendo al Sr. Cortebeeck) y los miembros Sr. Asamoah, Sra. Mary Liew Kiah Eng, 

Sres. Martínez, Ohrt y Ross. Los miembros del Comité de nacionalidad argentina no 

estuvieron presentes durante el examen de los casos relativos a la Argentina (caso 

núm. 2987). 

* * * 

3. Se han sometido al Comité 175 casos, cuyas quejas han sido comunicadas a los gobiernos 

interesados para que envíen sus observaciones. En su presente reunión, el Comité examinó 

17 casos en cuanto al fondo, llegando a conclusiones definitivas en 12 casos y a conclusiones 

provisionales en cinco casos; los demás casos fueron aplazados por motivos que se indican 

en los párrafos siguientes. 

Casos graves y urgentes sobre los que el Comité llama 
especialmente la atención del Consejo de Administración 

4. El Comité considera necesario llamar especialmente la atención del Consejo de 

Administración sobre los casos núms. 2882 (Bahrein) y 2923 (El Salvador) habida cuenta 

de la extrema gravedad y urgencia de las cuestiones planteadas en él. 

Párrafo 69 de los procedimientos del Comité 

5. El Comité recuerda que, en su último informe (376.º informe, párrafo 5), había invitado al 

Gobierno de Somalia, en virtud de su autoridad tal como surge del párrafo 69 de sus 

procedimientos, de presentarse en marzo de 2016 habida cuenta de la gravedad de las 

cuestiones planteadas en el caso núm. 3113 y la aparente falta de comprensión en cuanto a 

su importancia fundamental. En una comunicación de fecha 3 de marzo de 2016, el Gobierno 

de Somalia informó al Comité de que no sería capaz de asistir a su reunión de marzo y pidió 

que la audiencia se aplazara por tres meses ya que en ese momento tendría los resultados de 

una investigación llevada a cabo por la Oficina del Fiscal General. El Comité está 

profundamente preocupado de que no ha podido reunirse con el Gobierno en marzo. El 

Comité recuerda que invoca el párrafo 69 de sus procedimientos en raras circunstancias y 

que su intención es mejorar la cooperación de los gobiernos con sus procedimientos y poner 

de relieve serias preocupaciones que pueda tener con respecto a los casos individuales. 

Recordando sus recomendaciones anteriores instando al Gobierno a abstenerse de interferir 

en el Sindicato Nacional de Periodistas Somalíes (NUSOJ) y la Federación de Sindicatos de 

Somalia (FESTU) y para asegurar la protección y garantizar la seguridad de sus dirigentes 

sindicales y miembros, el Comité está alarmado por las recientes alegaciones de las 

organizaciones querellantes relativas a la interferencia continua, acoso e intento de asesinato 

contra la vida del secretario general de la NUSOJ. El Comité insta al Gobierno en los 
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términos más enérgicos a tomar medidas inmediatas para dar pleno efecto a sus 

recomendaciones de noviembre de 2015 (376.º informe, párrafo 991) y espera que el 

Gobierno se presente en su reunión de mayo-junio de 2016 con información detallada a este 

respecto. 

Caso examinado por el Comité ante la falta 
de respuesta del Gobierno 

6. El Comité lamentó profundamente verse obligado a examinar el siguiente caso sin disponer 

de la respuesta del Gobierno: 3104 (Argelia). 

Llamamientos urgentes 

7. En lo que respecta a los casos núms. 2723 (Fiji), 3018 (Pakistán) y 3119 (Filipinas), el Comité 

observa que, a pesar del tiempo transcurrido desde la presentación de la queja o desde el último 

examen del caso, no se ha recibido la información que se había solicitado a los Gobiernos. El 

Comité señala a la atención de estos Gobiernos que, de conformidad con el procedimiento 

establecido en el párrafo 17 de su 127.º informe, aprobado por el Consejo de Administración, 

presentará en su próxima reunión un informe sobre el fondo de estos casos, aunque la 

información o las observaciones completas solicitadas no se hayan recibido en los plazos 

señalados. Por consiguiente, insta a estos Gobiernos a que transmitan o completen sus 

observaciones o informaciones con toda urgencia. 

Nuevos casos 

8. El Comité aplazó hasta su próxima reunión el examen de los casos siguientes: 

núms. 3171 (Myanmar), 3172 (República Bolivariana de Venezuela), 3173 (Perú), 

3174 (Perú), 3175 (Uruguay), 3176 (Indonesia), 3178 (República Bolivariana de 

Venezuela), 3179 (Guatemala), 3180 (Tailandia), 3181 (Camerún), 3182 (Rumania), 

3183 (Burundi), 3184 (China), 3185 (Filipinas) y 3186 (Sudáfrica), con respecto a los cuales 

se espera información y observaciones de los respectivos Gobiernos. Todos estos casos 

corresponden a quejas presentadas después de la última reunión del Comité. 

Observaciones esperadas de los Gobiernos 

9. El Comité aún espera recibir observaciones o información de los Gobiernos en relación con 

los casos siguientes: núms. 2318 (Camboya), 3016 (República Bolivariana de Venezuela), 

3019 (Paraguay), 3027 (Colombia), 3067 (República Democrática del Congo), 

3076 (Maldivas), 3081 (Liberia), 3109 (Suiza), 3117 (El Salvador), 3121 (Camboya), 

3124 (Indonesia), 3125 (India), 3126 (Malasia), 3127 (Paraguay), 3130 (Croacia), 

3133 (Colombia), 3137 (Colombia), 3138 (República de Corea), 3141 (Argentina), 

3143 (Canadá), 3146 (Paraguay), 3148 (Ecuador), 3149 (Colombia), 3150 (Colombia), 

3154 (El Salvador), 3156 (México), 3157 (Colombia), 3158 (Paraguay), 3159 (Filipinas), 

3160 (Perú), 3161 (El Salvador), 3162 (Costa Rica), 3163 (México), 3164 (Tailandia), 

3165 (Argentina), 3167 (El Salvador), 3168 (Perú) y 3170 (Perú). 
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Observaciones parciales recibidas de los Gobiernos 

10. En relación con los casos núms. 2203 (Guatemala), 2265 (Suiza), 2445 (Guatemala), 

2508 (República Islámica del Irán), 2609 (Guatemala), 2811 (Guatemala), 

2817 (Argentina), 2830 (Colombia), 2869 (Guatemala), 2902 (Pakistán), 2927 (Guatemala), 

2948 (Guatemala), 2967 (Guatemala), 2978 (Guatemala), 2989 (Guatemala), 

2997 (Argentina), 3003 (Canadá), 3023 (Suiza), 3032 (Honduras), 3042 (Guatemala), 

3047 (República de Corea), 3062 (Guatemala), 3078 (Argentina), 3089 (Guatemala), 

3090 (Colombia), 3091 (Colombia), 3092 (Colombia), 3103 (Colombia), 3106 (Panamá), 

3115 (Argentina), 3120 (Argentina), 3134 (Camerún), 3139 (Guatemala), 3151 (Canadá), 

3152 (Honduras) y 3153 (Mauricio), los Gobiernos enviaron información parcial sobre los 

alegatos formulados. El Comité pide a estos Gobiernos que completen con la mayor 

brevedad sus observaciones con el fin de que pueda examinar estos casos con pleno 

conocimiento de causa. 

Observaciones recibidas de los Gobiernos 

11. Con respecto a los casos núms. 2177 y 2183 (Japón), 2254 (República Bolivariana de 

Venezuela), 2673 (Guatemala), 2753 (Djibouti), 2761 (Colombia), 2824 (Colombia), 

2897 (El Salvador), 2957 (El Salvador), 2958 (Colombia), 2982 (Perú), 2994 (Túnez), 

3007 (El Salvador), 3035 (Guatemala), 3059 (República Bolivariana de Venezuela), 

3061 (Colombia), 3068 (República Dominicana), 3069 (Perú), 3074 (Colombia), 

3082 (República Bolivariana de Venezuela), 3093 (España), 3095 (Túnez), 

3097 (Colombia), 3098 (Turquía), 3103 (Colombia), 3108 (Chile), 3110 (Paraguay), 

3111 (Polonia), 3112 (Colombia), 3114 (Colombia), 3116 (Chile), 3122 (Costa Rica), 

3123 (Paraguay), 3131 (Colombia), 3132 (Perú), 3135 (Honduras), 3142 (Camerún), 

3144 (Colombia), 3145 (Federación de Rusia), 3147 (Noruega), 3155 (Bosnia y 

Herzegovina), 3166 (Panamá), 3169 (Guinea), 3171 (Myanmar) y 3177 (Nicaragua), el 

Comité ha recibido las observaciones de los Gobiernos y se propone examinarlas en su 

próxima reunión. 

Retiro de quejas 

12. En lo que respecta a los casos núm. 3048 (Panamá – activo) y 2868 (Panamá – en seguimiento) 

el Comité toma nota con satisfacción de que, en el marco de una misión de asistencia técnica 

de la OIT realizada a petición del Gobierno, por acuerdo de 18 de febrero de 2016 de la 

Comisión de Tratamiento Rápido de Quejas sobre la Libertad Sindical y Negociación 

Colectiva las partes concernidas indican haberse resuelto las cuestiones planteadas en las 

correspondientes quejas. En estas circunstancias, el Comité decide cerrar estos casos. 

Determinación de admisibilidad 

13. El Comité considera que algunos aspectos de los alegatos adicionales de la organización 

querellante recibidos en noviembre de 2015 en relación al caso núm. 3095 (Túnez) no son 

admisibles. El Comité examinará los otros aspectos del caso en su próxima reunión en 

mayo-junio de 2016. 
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Queja en virtud del artículo 26 

14. El Comité está a la espera de recibir observaciones del Gobierno de Belarús respecto de las 

medidas adoptadas para implementar las recomendaciones de la Comisión de Encuesta. En 

vista del tiempo que ha transcurrido desde el anterior examen de este caso, el Comité pide 

al Gobierno que envíe sus observaciones con toda urgencia, de modo que pueda examinar 

las medidas de seguimiento adoptadas en relación con las recomendaciones de la Comisión 

de Encuesta en su próxima reunión. 

Casos sometidos a la Comisión de Expertos 

15. El Comité sometió a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones los aspectos legislativos de los casos núms. 2974 (Pakistán), 3053 (Chile), 

3069 (Camboya), 3118 (Australia), 3128 (Zimbabwe) y 3136 (El Salvador) como 

consecuencia de su ratificación de los Convenios núms. 87 y 98. 

Método de trabajo, visibilidad e impacto 

16. El Comité de Libertad Sindical elegido en junio de 2014 ha continuado con el examen de 

sus métodos de trabajo, procedimientos, visibilidad e impacto, con miras a informar al 

Consejo de Administración en su 326.ª reunión de marzo de 2016. El Comité celebró 

sesiones especiales a este efecto, presididas por su presidente independiente, el 11 de marzo, 

30 de mayo y 31 de octubre de 2015 y el 12 de marzo de 2016. 

17. En primer lugar, el Comité desea recordar la importancia fundamental de su trabajo en aras 

de garantizar la universalidad, la seguridad jurídica y la predictibilidad en materia de libertad 

sindical. Estos principios guían al Comité en su trabajo para continuar con su labor de 

promover reglas equitativas aplicables a todos en materia de libertad sindical, como una de 

las garantías primordiales para la paz y la justicia social. 

18. El Comité tomó una serie de decisiones durante este período que ya se reflejan de forma 

visible, como por ejemplo la designación de sus miembros en el segundo párrafo de su 

informe, la identificación explícita, en la introducción, de casos que ha tenido que examinar 

en ausencia de respuesta por parte de los gobiernos y la importante utilización que ha hecho 

del párrafo 69 de sus procedimientos para convocar a gobiernos a sus reuniones a fin de 

obtener de primera mano informaciones más completas en casos de falta de cooperación 

grave. El Comité también ha racionalizado algunos de sus métodos de trabajo. El Comité 

considera que se trata de innovaciones importantes que han contribuido a la eficiencia de su 

trabajo y que se propone seguir según sea apropiado. 

19. En efecto, el Comité considera que sus discusiones periódicas sobre sus métodos de trabajo 

forman parte integral de su tarea para mejorar su eficiencia e impacto. Hubo muchos temas 

y propuestas para su consideración; algunos requieren mayor consideración y debate y, por 

consiguiente, el Comité se ha comprometido a proseguir con el examen de estas cuestiones 

con miras a una acción a medio y largo plazo. Estas cuestiones conciernen la comunicación 

efectiva a los mandantes de los procedimientos y el mandato del Comité, la mejora del 

seguimiento dado a sus recomendaciones y la interacción entre el Comité y otros 

mecanismos de supervisión de la OIT. El Comité pretende proseguir con sus discusiones 

sobre éstos y otros temas a lo largo de su mandato y volverá a reunirse a este efecto en su 

sesión de octubre de 2016. Entre tanto, el Comité desea apuntar a continuación algunas 

medidas concretas que ha acordado que mejorarían su funcionamiento y su interacción con 

los mandantes y que se propone poner en práctica inmediatamente. 
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Gestión de una carga creciente de trabajo y uso 
efectivo de los procedimientos del Comité 

20. El Comité ha tomado debida nota de la carga creciente de trabajo a lo largo de los años y de 

la ausencia de cooperación o información suficiente en algunos casos, sea de parte de 

querellantes o de gobiernos. El Comité ha reflexionado sobre la forma de gestionar de 

manera más efectiva su carga de trabajo y asegurar, en este sentido, que se realizan todos los 

esfuerzos para obtener, de forma prioritaria y sin retrasos indebidos, información completa 

para la preparación de los casos. 

21. En aras de realizar esta tarea, el Comité considera importante asegurar una gobernanza 

efectiva en la gestión de los casos y, por consiguiente, ha decidido crear un subcomité, cuyas 

propuestas serán sometidas a la decisión final del Comité. El subcomité del Comité de 

Libertad Sindical (CLS), compuesto por su presidente, sus dos vicepresidentes y su 

coordinador gubernamental, se reunirá en Ginebra el martes y el miércoles que preceden a 

las reuniones que el Comité celebra tres veces al año. El subcomité también podrá reunirse 

virtualmente entre reuniones del CLS, según sea necesario. Se propone que el subcomité del 

CLS se reúna a modo de prueba antes de las reuniones del Comité en mayo y octubre de 

2016, así como en marzo de 2017, en cuyo momento el Comité examinará el funcionamiento 

del subcomité y su impacto y tomará las decisiones pertinentes sobre acciones futuras. Una 

evaluación sobre el funcionamiento e impacto del subcomité será presentada al Consejo de 

Administración al final del mandato del presente Comité en 2017 y para su consideración 

por parte del nuevo Comité que será constituido en junio de 2017. 

22. La propuesta de que el subcomité se reúna antes de la reunión del CLS, acarrea implicaciones 

financieras para hacer frente al per diem de sus miembros no gubernamentales, según se 

detalla en el documento GB.326/INS/12 (Add.). 

23. El Comité también considera que el tratamiento de quejas y los métodos de trabajo de la 

Oficina tienen que modernizarse más, en aras de racionalizar los procedimientos 

administrativos y hacerlos más transparentes para el Comité, la Oficina y los mandantes. El 

Comité ha pedido a la Oficina reflexionar al respecto con otras instituciones comparables 

con miras a informar al Comité y al Consejo de Administración más adelante este año. 

Facilitar el acceso a sus decisiones y principios 

24. El Comité también ha examinado el estatus de su Recopilación de decisiones y principios 

del Comité de Libertad Sindical y ha considerado que su puesta el día reviste una importancia 

fundamental. El Comité, recordando los principios de universalidad, de seguridad jurídica, 

de predictibilidad y de reglas equitativas aplicables a todos en materia de libertad sindical 

que busca garantizar, consideró que sería de gran efectividad para su trabajo y para las 

necesidades del mundo exterior disponer de información al día sobre los principios de la 

libertad sindical si se pudiera acceder fácilmente a la Recopilación mediante un formato 

electrónico que permitiese una puesta al día periódica en tiempo real de sus decisiones y 

principios enunciados en casos específicos. Tomando en consideración las distintas 

necesidades y niveles de avance tecnológico de sus mandantes, la Recopilación sería puesta 

al día y publicada en versión papel, mientras que los desarrollos adicionales podrían 

reflejarse tras cada informe en una versión electrónica de la Recopilación. Al tener también 

implicaciones financieras no previstas en el programa y presupuesto, se detalla asimismo 

una estimación de dichos costos en el documento GB.326/INS/12 (Add.). 

25. El Comité tiene la firme esperanza que estas propuestas iniciales serán de gran utilidad para 

dar respuesta a una variedad de inquietudes relativas al procedimiento de quejas que se han 

indicado a lo largo de los años y confía que estará en posición de sustanciar dicha expectativa 
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a través de la evaluación a realizarse antes de que termine el mandato de sus miembros 

actuales en junio de 2017. 

26. El Comité invita al Consejo de Administración a examinar el documento 

GB.326/INS/12 (Add.), que indica la estimación de costos para la puesta en práctica de 

varias de estas decisiones, y espera que el Consejo de Administración apoyará sus esfuerzos 

de reforma. 

Seguimiento dado a las recomendaciones del Comité 
y del Consejo de Administración 

Caso núm. 2750 (Francia) 

27. El Comité examinó por última vez este caso en su reunión de marzo de 2014 [véase 

371.er informe, párrafos 59 a 63]. El Comité recuerda que la queja presentada por la 

Confederación General del Trabajo (Fuerza Obrera) (CGT-FO) se refiere a la conformidad 

de lo dispuesto en la Ley de 20 de agosto de 2008 de Renovación de la Democracia Social 

y Reforma del Tiempo de Trabajo y sus textos de aplicación con las disposiciones de los 

Convenios núms. 87, 98 y 135 ratificados por Francia. En sus últimas recomendaciones, el 

Comité había pedido al Gobierno que lo mantuviese informado sobre la evaluación de la 

aplicación de la ley de 20 de agosto de 2008 comprendida en el informe que a este respecto 

debía presentarse al Parlamento en 2013, así como sobre las consultas mantenidas en el seno 

del Consejo Superior de Diálogo Social (HCDS) establecido a este fin. El Comité había 

confiado entonces en que en la evaluación se tendrían plenamente en cuenta las 

preocupaciones expresadas por la CGT-FO, así como las conclusiones y recomendaciones 

que él mismo había formulado anteriormente en relación con los puntos planteados. 

28. En una comunicación de fecha 10 de septiembre de 2015, la organización querellante 

lamenta que el Gobierno aún no haya puesto en práctica las recomendaciones del Comité 

sobre los dos puntos que había planteado anteriormente, a saber, por una parte, la libertad de 

elegir al delegado encargado de representar al sindicato en la empresa, en particular en el 

marco de la negociación colectiva y, por otra, la cuestión del nombramiento y la duración 

del mandato del representante de una sección sindical, habida cuenta del derecho de las 

organizaciones sindicales de organizar su administración y sus actividades, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 3 del Convenio núm. 87. La CGT-FO considera que es muy 

sencillo efectuar las modificaciones necesarias del Código del Trabajo con miras a 

restablecer la libertad plena de nombramiento de los delegados sindicales y de los 

representantes de una sección sindical, dado que bastaría con enmendar los 

artículos L2143-3 (relativo a los delegados sindicales) y L2142-1-1 (relativo a los 

representantes de una sección sindical) del Código del Trabajo. 

29. La CGT-FO señala, sin embargo, que en diversas ocasiones recordó al Gobierno la necesidad 

de modificar el Código del Trabajo aplicando las recomendaciones del Comité, incluso durante 

las reuniones de concertación y los debates parlamentarios sobre el proyecto de ley del 

Gobierno denominado «proyecto de modernización del diálogo social», que ha sido 

recientemente debatido y adoptado (ley núm. 2015-994, de 17 de agosto de 2015, relativa al 

diálogo social y el empleo). La CGT-FO considera que el restablecimiento de la plena libertad 

de nombrar a los delegados sindicales y a los representantes de las secciones sindicales es tanto 

más urgente cuanto que el Gobierno ha confirmado su voluntad de reformar próximamente el 

Código del Trabajo para conceder un protagonismo aún mayor a la negociación colectiva a 

nivel de la empresa, incluso al extremo de dejar sin efecto las disposiciones jurídicas y los 

acuerdos a nivel sectorial o los convenios colectivos nacionales. La CGT-FO hace referencia 

a dos decisiones judiciales que, sobre la base de la ley en vigor (artículo L2143-3 del Código 

del Trabajo), niegan al sindicato CGT-FO — pese a que éste tiene capacidad representativa en 
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las empresas en cuestión, al haber obtenido más del 10 por ciento de los votos en las elecciones 

del comité de empresa — la posibilidad de nombrar al delegado sindical que elija. Ahora bien, 

en ambos casos, lo único que ha pretendido el sindicato CGT-FO es designar libremente como 

delegado sindical a uno de sus miembros, que no forma parte del comité de empresa, después 

de que los miembros electos para integrar dicho comité manifestasen libremente que no 

deseaban ejercer el mandato de delegado sindical además de la función de representante electo 

en el comité de empresa, por tratarse de funciones diferentes. 

30. En su comunicación de fecha 17 de julio de 2014 sobre el seguimiento de las recomendaciones 

del Comité con respecto al presente caso, el Gobierno afirma que la reforma de la 

representatividad sindical, que se puso en práctica a través de la ley de 20 de agosto de 2008 y 

se completó posteriormente, ha conducido a una refundición profunda de las reglas de 

representatividad de los trabajadores en la empresa y en los sectores, así como a nivel nacional 

e interprofesional. La aplicación de estos nuevos principios fue objeto de una evaluación 

exhaustiva durante el segundo semestre de 2013. En el marco de dicha evaluación, se llevó a 

cabo un análisis profundo de forma conjunta con los miembros del HCDS, paralelamente al 

proceso de publicación de las decisiones de representación a nivel sectorial. Así, pues, entre 

septiembre y noviembre de 2013, el HCDS mantuvo tres reuniones temáticas con su grupo de 

seguimiento. Las primeras sesiones se centraron en los resultados de la reforma a escala 

sectorial, nacional e interprofesional, en particular en lo que se refiere al sistema de cálculo de 

la representatividad de una organización sindical (el llamado «sistema MARS»). En las 

sesiones siguientes se examinaron los resultados del escrutinio organizado para los 

trabajadores de las empresas muy pequeñas. Por último, en las últimas sesiones se analizaron 

los resultados de la reforma de la representatividad de las empresas. Según el Gobierno, este 

proceso estuvo acompañado por una reflexión más amplia, en la que participaron todos los 

actores que contribuyeron a la aplicación de la ley, en particular las altas instancias judiciales, 

como el Tribunal de Casación y el Consejo de Estado, y los profesionales del derecho, con el 

fin de que enriquecieran la doctrina sobre este tema. El Gobierno añade que, en virtud de la 

legislación, el informe del Ministerio en el que se hace un balance de la aplicación de la ley de 

20 de agosto de 2008 fue presentado a la Comisión Nacional de Negociación Colectiva 

(CNNC) el 16 de diciembre de 2013. Según el Gobierno, la opinión de la CNNC muestra que 

los interlocutores sociales coincidieron en que en la constatación hecha por el Ministerio se 

reflejaban debidamente los distintos cuestionamientos y posturas sobre la aplicación de ley de 

20 de agosto de 2008. Por otro lado, el 20 de diciembre de 2013, los miembros del HCDS 

emitieron un dictamen con el fin de extraer lecciones del informe presentado y de presentar 

propuestas para la evolución legislativa, reglamentaria y operacional, en relación con la 

reforma de la representatividad sindical. 

31. En su comunicación de fecha 18 de diciembre de 2015, el Gobierno transmitió elementos de 

respuesta a las observaciones de la CGT-FO y recordó que anteriormente el Comité de 

Libertad Sindical lo había invitado a examinar, en consulta con los interlocutores sociales y 

en el marco del HCDS, la posibilidad de revisar la legislación. Dicha consulta, que se celebró 

el 20 de diciembre de 2013, dio lugar a la postura siguiente por parte del HCDS con respecto 

a la condición introducida por el artículo 5 de la ley de 20 de agosto de 2008 

(artículo L2143-3 del Código del Trabajo que retoma el artículo 10-3 de la postura común 

del 9 de abril de 2008): «Si bien no todos comparten la opinión de que esta condición permite 

reforzar la legitimidad del delegado sindical al asentar su designación en un procedimiento 

electoral, los miembros del Consejo Superior de Diálogo Social en su conjunto, con la 

excepción de la CGT-FO y de la Confederación Francesa de Sindicatos Cristianos (CFTC), 

no señalan, en la práctica, dificultades particulares para la aplicación de esta disposición. Al 

respecto, observan que las disposiciones de la ley complementadas con la jurisprudencia 

establecida por el Tribunal de Casación, permiten superar de forma pragmática las 

situaciones en las que podrían encontrarse las organizaciones sindicales que, pese a ser 

representativas, no dispongan o dejen de disponer de un candidato que haya obtenido 

personalmente un 10 por ciento de los votos. Por ello, los miembros del HCDS quieren que 
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la jurisprudencia se ordene con respecto a este punto, pero no consideran que sea necesario 

modificar la ley con arreglo al principio de la libertad sindical.». El Gobierno estima, pues, 

que ha respetado la recomendación del Comité de Libertad Sindical al haber recurrido al 

HCDS y no haber promovido la modificación de la ley, habida cuenta de que, con la 

excepción de la CGT-FO y la CFTC, el HCDS en su conjunto no deseaba poner en tela de 

juicio el principio de nombramiento de los delegados sindicales con arreglo a lo dispuesto 

en la ley de 20 de agosto de 2008. 

32. Por otro lado, el Gobierno aporta las precisiones siguientes en lo que respecta a la posibilidad 

de que una organización sindical designe a un delegado de su elección: el reproche formulado 

por la CGT-FO es infundado, dado que si bien la ley de 20 de agosto de 2008 prevé que los 

delegados sindicales sean elegidos entre los candidatos a las elecciones sindicales que hayan 

logrado un mínimo de votos (por lo menos el 10 por ciento), no exige que la selección se haga 

únicamente entre los candidatos electos. En efecto, la función de delegado sindical no se 

confiere exclusivamente por medio de una elección. El Gobierno reitera que la condición 

establecida en la ley de 20 de agosto de 2008 en cuanto a la elección de los delegados sindicales 

tiene como objetivo fortalecer el vínculo entre los trabajadores y sus representantes, y hace 

referencia nuevamente a las decisiones adoptadas en 2010 por el Tribunal de Casación y el 

Consejo Constitucional sobre su conformidad con el derecho interno. Por otra parte, el 

Gobierno señala que en la ley de 20 de agosto de 2008 se había previsto una solución para los 

casos en que un sindicato representativo no tuviera candidatos que hubiesen obtenido por lo 

menos el 10 por ciento de los votos en las elecciones conexas y se vieran en la imposibilidad 

de nombrar a un delegado sindical; para tal supuesto, la ley permitía que la organización 

sindical representativa designara a un delegado sindical entre los demás candidatos o, en su 

defecto, entre sus afiliados en la empresa o el establecimiento. Asimismo, en opinión del 

Gobierno, una situación en la que un sindicato ya no dispone de personas que puedan ser 

nombradas delegados sindicales no puede equipararse a aquélla en que las personas que sí 

pueden ser designadas se nieguen a aceptar su designación. Por consiguiente, el caso que cita 

la CGT-FO, en el que todos los candidatos a las elecciones profesionales habían manifestado 

que no deseaban ser designados como delegados sindicales, no puede equipararse a la 

incapacidad de un sindicato para nombrar a un delegado sindical entre sus candidatos, pues el 

sindicato sí está autorizado a designar a un delegado sindical entre sus propios miembros. En 

opinión del Gobierno, en el caso mencionado, el juez observó y sancionó actuaciones 

orientadas a evitar el cumplimiento de las exigencias legales. 

33. El Comité toma nota de la información detallada comunicada por la organización 

querellante y el Gobierno. Recuerda que, en su examen anterior del caso, el Comité había 

indicado que el derecho de las organizaciones de trabajadores a elegir libremente a sus 

dirigentes constituye una condición indispensable para que puedan actuar efectivamente 

con toda independencia y promover con eficacia los intereses de sus afiliados. Para que se 

reconozca plenamente este derecho, es menester que las autoridades públicas se abstengan 

de intervenciones que puedan entorpecer el ejercicio de ese derecho, ya sea en la fijación 

de las condiciones de elegibilidad de los dirigentes o en el desarrollo de las elecciones 

mismas [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, 

quinta edición (revisada), 2006, párrafo 391]. Por lo tanto, las autoridades públicas 

deberían abstenerse de toda intervención encaminada a entorpecer el ejercicio de ese 

derecho, ya sea en el transcurso de las elecciones o respecto de las condiciones de 

elegibilidad, reelección o destitución de los representantes. Al tiempo que toma nota de que, 

con excepción de la CGT-FO y la CFTC, el HCDS en su conjunto no ha querido poner en 

tela de juicio el principio de designación de los delegados sindicales establecido por la ley 

de 20 de agosto de 2008, el Comité debe recordar que considera que el derecho de las 

organizaciones sindicales a organizar su administración y sus actividades de conformidad 

con el artículo 3 del Convenio núm. 87 incluye tanto la libertad para las organizaciones 

reconocidas como representativas de elegir a sus delegados sindicales a efectos de la 

negociación colectiva, como la libertad de contar con la asistencia de asesores de su 
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elección. El Comité espera que el Gobierno garantice que el sistema establecido por la ley 

de 20 de agosto de 2008 no excluya estas posibilidades. Habida cuenta de lo que precede, 

el Comité invita al Gobierno a que mantenga un diálogo abierto con los interlocutores 

sociales para revisar sin demora la legislación a la luz de este principio. 

34. En lo que concierne a la libertad que tiene un sindicato cuyos candidatos no hayan obtenido 

como mínimo el 10 por ciento de los votos en las últimas elecciones para nombrar al 

representante de su sección sindical y determinar la duración de su mandato 

(artículo L2143-3 del Código del Trabajo), el Gobierno recuerda que la ley de 20 de agosto 

de 2008 ofrece a las organizaciones no representativas prerrogativas que hasta entonces sólo 

se aplicaban a las organizaciones sindicales representativas (constitución de una sección 

sindical; designación de un representante sindical; autorización de presentación de 

candidatos en la primera vuelta de las elecciones sindicales, y negociación y conclusión del 

protocolo de acuerdo preelectoral para la organización de las elecciones). En relación con el 

mandato del representante de una sección sindical, el Gobierno indica que la ley establece 

que dicho mandato expira al término de las primeras elecciones sindicales que tengan lugar 

tras su nombramiento, y que el representante que no haya logrado que su sindicato supere el 

umbral del 10 por ciento de los votos no puede volver a ser designado inmediatamente. No 

obstante, dicho sindicato conserva su facultad para nombrar a otro trabajador como 

representante de la sección sindical; en todo caso el representante nombrado en primer lugar 

podrá volver a ser nombrado en los seis meses anteriores a la fecha de las siguientes 

elecciones sindicales en la empresa. En opinión del Gobierno, esta disposición que deja al 

sindicato la posibilidad de designar a otro trabajador respeta su libertad para designar a un 

representante, y el sindicato conserva su libertad para elegir, entre dos elecciones, la 

duración del mandato del representante que designe para su sección sindical. El Gobierno 

añade que esta cuestión se aborda en el informe que está siendo elaborado para su 

presentación al Parlamento, sobre la base del cual el HCDS comunicará al Ministro de 

Trabajo las enseñanzas que deben extraerse de la aplicación de la ley de 20 de agosto 2008, 

para que éste pueda valorar si sería necesario efectuar modificaciones. En el examen anterior 

del caso, el Comité había recordado que, en virtud del artículo 3 del Convenio núm. 87, el 

nombramiento y la duración del mandato del representante de una sección sindical deberían 

depender de la libre elección del sindicato interesado y ser conformes a sus estatutos. El 

Comité había entonces llegado a la conclusión de que el sindicato tiene que determinar a la 

persona más capacitada para representarlo en la empresa y defender a sus miembros en el 

marco de sus reivindicaciones individuales, incluso cuando éste no ha reunido el 10 por 

ciento de los votos en las elecciones sociales. Tomando nota de que este punto podría ser 

objeto de debate en cuanto a las modificaciones necesarias, el Comité espera que se incluya 

en el informe que se presentará al Parlamento el análisis del HCDS sobre esta cuestión y 

que se celebren discusiones, con la participación de los interlocutores sociales, sobre la 

revisión sin demora de la legislación a la luz del principio mencionado. 

Caso núm. 2700 (Guatemala) 

35. El Comité examinó el presente caso, relativo a la falta de aplicación del pacto colectivo 

celebrado con el Sindicato de Trabajadores de Estadística del Instituto Nacional de 

Estadísticas (STINE), en su reunión de marzo de 2011. En esa ocasión [véase 359.º informe, 

párrafos 63 a 66], el Comité lamentó profundamente el tiempo transcurrido desde la 

suscripción del pacto colectivo sin que el mismo haya sido aplicado y, recordó una vez más, 

que los acuerdos colectivos deben ser de cumplimiento obligatorio para las partes. 

Informado de que el caso estaba todavía pendiente de una segunda instancia judicial, el 

Comité urgió al Gobierno a que tomara medidas para que los procedimientos en curso 

concluyan en un futuro muy próximo y que le mantenga informado de toda evolución al 

respecto. 
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36. El Comité toma nota de la comunicación del Gobierno de 10 de agosto de 2015 por medio 

de la cual transmite las observaciones del Instituto Nacional de Estadísticas (INE). La 

mencionada administración indica que: i) el recurso de nulidad del pacto colectivo iniciado 

por el INE fue declarado sin lugar en 2013; ii) atendiendo a la invitación del STINE y de 

conformidad con el artículo 11 del referido pacto, la nueva administración del INE aceptó 

conformar una Comisión de Implementación del pacto que se reúne varias veces al mes, 

gracias a lo cual se está dando aplicación a la mayoría de las disposiciones del acuerdo 

colectivo y se está trabajando sobre las consecuencias de las restricciones de presupuesto 

dictadas por el Poder Ejecutivo. El Comité toma nota con interés de estos elementos. En 

caso de que las informaciones transmitidas por el Gobierno no sean contradichas por la 

organización querellante, el Comité no proseguirá con el examen de este caso. 

Caso núm. 3024 (Marruecos) 

37. El Comité examinó por última vez este caso en su reunión de marzo de 2015 [véase 

374.º informe, párrafos 544 a 561]. El Comité recuerda que el presente caso se refiere a 

alegatos de exclusión del Sindicato Democrático de la Justicia (SDJ) de todo proceso de 

negociación colectiva por parte del Ministerio de Justicia y Libertades, pese a ser la 

organización más representativa del sector judicial, a actos de discriminación cometidos en 

contra de sus dirigentes y a la represión violenta por parte de las fuerzas del orden de las 

manifestaciones pacíficas organizadas por el SDJ. En su examen anterior del caso, el Comité 

formuló las recomendaciones siguientes [véase 374.º informe, párrafo 561]: 

a) el Comité pide al Gobierno que le informe si el secretario general adjunto del Sindicato 

Democrático de la Justicia ha presentado algún recurso administrativo o judicial con 

motivo de las sanciones disciplinarias de las que fue objeto, remita copia de las sentencias 

dictadas, y comunique información acerca de la evolución de la situación; 

b) el Comité alienta a la continuación del diálogo apaciguado entre el Ministerio de Justicia 

y Libertades y el Sindicato Democrático de la Justicia, habida cuenta de su importante 

representatividad, e invita al Gobierno a que siga comunicando información sobre las 

medidas adoptadas con ese fin, y 

c) el Comité pide al Gobierno que lo mantenga informado de toda evolución de la situación 

que se produzca respecto del proyecto de ley sobre los sindicatos profesionales y, en 

particular, que comunique copia de la ley una vez que haya sido adoptada. 

38. En su comunicación de fecha 25 de mayo de 2015, el Gobierno proporciona elementos de 

respuesta a las recomendaciones anteriores del Comité. En lo que se refiere a la 

recomendación a), el Gobierno indica que el Ministerio de Justicia y Libertades no ha tenido 

noticia alguna de la existencia de ningún recurso judicial contra personas ni instituciones por 

parte del SDJ, afiliado a la central sindical Federación Democrática del Trabajo (FDT), tras 

la violencia sufrida por su secretario general adjunto. 

39. Por lo que respecta a la recomendación en la que el Comité alienta a la continuación del 

diálogo apaciguado entre el Ministerio de Justicia y Libertades y el SDJ (recomendación b)), 

el Gobierno precisa que: i) el Ministerio de Justicia y Libertades alienta al diálogo y a una 

negociación colectiva constructiva y vela activamente por que se mantenga el diálogo con 

todos los interlocutores sociales, incluido el SDJ; ii) el Ministerio tomó la iniciativa de 

invitar a los miembros del SDJ a un diálogo de cinco sesiones en presencia del Secretario 

General del Ministerio y de los directores centrales, y iii) el SDJ participó, junto con otras 

representaciones sindicales, en el examen de las cuestiones relativas a la reforma de la 

justicia y estuvo presente en los comités encargados de examinar las solicitudes de traslado 

presentadas por funcionarios. 
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40. En lo tocante al proyecto de ley sobre los sindicatos profesionales (recomendación c)), el 

Gobierno reitera que el proyecto de ley ha sido enviado a todos los interlocutores sociales 

para que presenten sus observaciones al respecto, y después se seguirá el procedimiento 

habitual de aprobación. El Gobierno indica que la ley será transmitida al Comité después de 

que se promulgue mediante su publicación en el Boletín Oficial. 

41. El Comité toma nota de la información facilitada por el Gobierno en relación con las 

recomendaciones a) y b). Por lo que se refiere al proyecto de ley sobre los sindicatos 

profesionales (recomendación c)), el Comité pide al Gobierno que lo mantenga informado 

sobre cualquier novedad al respecto y, en particular, que le transmita una copia de ley 

cuando ésta sea aprobada. 

Caso núm. 2919 (México) 

42. El Comité examinó por última vez este caso, de prácticas e injerencias antisindicales de la 

empresa Atento Servicios S.A. de C.V. y en relación con dos recuentos de votos para 

determinar el sindicato más representativo, en su reunión de octubre de 2014 [véase 

373.er informe, párrafos 49 a 51]. En aquella ocasión el Comité: i) indicó que desearía recibir 

información sobre si el sindicato querellante (Sindicato de Telefonistas de la República 

Mexicana – STRM) planteó recursos tras el recuento de 2011 invocando que el Sindicato 

Progresista de Trabajadores de Comunicaciones y Transportes de la República Mexicana 

(rival de la organización querellante) no tenía registrado ningún trabajador en la empresa, y 

ii) tomando nota que la organización querellante indicó estar dispuesta a demandar, una vez 

más, la titularidad del contrato colectivo de los trabajadores de la empresa Atento Servicios, 

pidió a la organización querellante que le mantenga informado al respecto y subrayó una vez 

más la importancia que presta a que si se realizaba un nuevo recuento las autoridades dieran 

todas las garantías para evitar las irregularidades alegadas, garantizando la presencia de 

todos los trabajadores que deseen participar plena y legítimamente y en plena seguridad. 

43. En su comunicación de fecha 27 de enero de 2016 el Gobierno informa que, en relación al 

recuento de votos de noviembre de 2011, se interpusieron diversos juicios de amparo y que 

el último de ellos, promovido por la organización querellante contra el laudo de 6 de 

diciembre de 2011, fue resuelto de forma definitiva por el Décimo Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, confirmando el acto impugnado. El 

Gobierno precisa que, por consecuencia, se dictó un acuerdo ordenando el archivo de los 

expedientes y que, en ausencia de impugnaciones, tanto el laudo como el acuerdo de archivo 

alcanzaron y guardan carácter de cosa juzgada, dando por concluido el proceso de recuento 

de votos de noviembre de 2011. 

44. En relación a la realización de un nuevo recuento, el Gobierno informa que el 7 de noviembre 

de 2014, en seguimiento a la recomendación del Comité, la Junta Local de Conciliación y 

Arbitraje del Distrito Federal (JLCADF) emitió una resolución relativa a la demanda de 

titularidad del contrato colectivo de la empresa Atento Servicios para celebrar un recuento 

el 21 de noviembre de 2014. La JLCADF expidió una convocatoria a los trabajadores de 

dicha empresa con los lineamentos básicos del procedimiento, previendo la posibilidad de 

observadores nacionales e internacionales. El Gobierno indica que en la fecha prevista se 

llevó a cabo el recuento de conformidad con la Constitución del país, la Ley Federal de 

Trabajo, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y las 

recomendaciones del Comité, observando los principios de publicidad, imparcialidad, 

neutralidad, legalidad, seguridad, secrecía y certeza del voto, así como de publicidad y 

transparencia del cómputo en el recuento, sin objeciones de las partes al mismo. El Gobierno 

añade que participaron en el procedimiento 54 observadores nacionales e internacionales. El 

Gobierno informa que, como resultado del recuento, el sindicato que obtuvo más votos fue 

el Sindicato de Trabajadores de Servicios, Comunicaciones y Transportes de la República 

Mexicana, con un total de 2 305 votos, siguiéndole el Sindicato de Telefonistas de la 
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República Mexicana (organización querellante) con 577 votos, por lo que el sindicato 

demandado conserva la titularidad del contrato colectivo de la empresa Atento Servicios, lo 

que fue declarado por laudo emitido por la JLCADF el 17 de marzo de 2015. 

45. Tomando debida nota de las informaciones brindadas por el Gobierno y no habiendo 

recibido otras informaciones de la organización querellante, el Comité no va a seguir 

examinando el caso. 

Caso núm. 2981 (México) 

46. El Comité examinó por última vez este caso, relativo, entre otras cuestiones, a la detención 

y procesamiento penal de un representante de la Federación Sindical Mundial (FSM), en su 

reunión de junio de 2013 [véase 368.º informe, párrafos 672 a 886]. En dicha ocasión el 

Comité pidió al Gobierno que le comunicara la sentencia penal que se dictase en relación 

con el coordinador de la FSM, Sr. Efraín Arteaga Domínguez, acusado del delito de ataque 

a las vías de comunicación. 

47. En su comunicación de fecha 23 de septiembre de 2013, el Gobierno informa que el 26 de 

septiembre de 2012 se adoptó una resolución de conciliación en el Juzgado de Garantía y 

Tribunal de Juicio Oral del Distrito Judicial de Zacatecas, en la que se establecieron acuerdos 

reparatorios, terminándose de forma anticipada el proceso y decretándose extinta la acción 

penal en contra del Sr. Efraín Arteaga Domínguez. 

48. Habiendo tomado nota de la extinción de la acción penal contra el coordinador de la FSM, el 

Comité constata que no quedan otras cuestiones pendientes y no seguirá examinando el caso. 

Caso núm. 2964 (Pakistán) 

49. El Comité examinó este caso en su reunión de mayo-junio de 2013 [véase 368.º informe, 

párrafos 770-787] y, en dicha ocasión, formuló las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para enmendar el 

artículo 3, a) de la IRA de 2012, con miras a garantizar que los trabajadores puedan 

afiliarse a sindicatos sectoriales tanto a nivel provincial como nacional. Pide al Gobierno 

que le mantenga informado sobre las medidas adoptadas al respecto, y 

b) el Comité confía en que, a la espera de la vista pendiente ante el Tribunal Superior, se 

hayan restablecido los derechos del Sindicato de Trabajadores de las Centrales 

Hidroeléctricas de la WAPDA del Pakistán. El Comité también confía en que la obligación 

contraída por el Pakistán de respetar, en la legislación nacional y en la práctica, los 

principios de libertad sindical y los convenios que ha ratificado libremente, será tomada 

en consideración por el Tribunal Superior y que se garantizará el derecho de la 

organización querellante a representar a sus miembros, tanto a nivel provincial como a 

nivel nacional, según proceda. El Comité pide al Gobierno que le mantenga informado de 

la sentencia del Tribunal Superior de Islamabad. 

50. En su comunicación de fecha 7 de agosto de 2015, el Gobierno señala que el Tribunal 

Superior de Islamabad desestimó la petición de la organización querellante el 

18 de diciembre de 2012. El Sindicato de Trabajadores de las Centrales Hidroeléctricas de 

la WAPDA del Pakistán solicitó autorización para apelar ante el Tribunal Supremo del 

Pakistán, alegando que «[...] los peticionarios tienen derecho a presentar un recurso de 

apelación ante el foro apropiado, de conformidad con lo estipulado en el artículo 12 de la 

Ley de Relaciones de Trabajo (IRA) de 2012». El Gobierno declara que el peticionario 

Osama Tariq interpuso un recurso de apelación ante el órgano judicial laboral de la Comisión 

Nacional de Relaciones Laborales (NIRC), en virtud del artículo 12 de la IRA de 2012. La 

audiencia del recurso tuvo lugar el 3 de septiembre de 2015. 
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51. El Gobierno señala que los trabajadores del extinto Sindicato de Trabajadores de las Centrales 

Hidroeléctricas de la WAPDA del Pakistán han registrado un nuevo sindicato, la Unión de 

Trabajadores de las Centrales Hidroeléctricas de la WAPDA, a la que han dotado de las 

funciones de agente de negociación colectiva. Todos los dirigentes del antiguo sindicato, 

incluidos los Sres. Khurshid Ahmend y Abdul Latif Nizamani, ocupan puestos análogos en la 

nueva organización, a excepción del Sr. Osama Tariq, que presentó el recurso antes 

mencionado. 

52. El Comité toma nota de la respuesta del Gobierno. En su opinión, parece haberse hallado una 

solución al problema originado por la cancelación del registro de la organización querellante, 

el Sindicato de Trabajadores de las Centrales Hidroeléctricas de la WAPDA del Pakistán. 

53. El Comité lamenta que el Gobierno no haya proporcionado información alguna sobre las 

medidas adoptadas con objeto de enmendar el artículo 3, a) de la IRA de 2012. En ese 

sentido, pide al Gobierno que facilite a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios 

y Recomendaciones, a la que remite este aspecto del caso, información sobre las medidas 

adoptadas para enmendar dicha disposición, en consulta con los interlocutores sociales, a 

fin de garantizar que los trabajadores puedan afiliarse a sindicatos sectoriales tanto a nivel 

provincial como nacional. 

Caso núm. 2533 (Perú) 

54. El Comité examinó este caso por última vez en su reunión de junio de 2013 y en esa ocasión 

formuló las siguientes recomendaciones [véase 368.º informe, párrafos 94 y 95]: 

El Comité pide al Gobierno que continúe realizando averiguaciones en relación a la 

empresa Textiles San Sebastián S.A.C. y que se asegure que los dirigentes sindicales y 

trabajadores despedidos reciban las indemnizaciones legales y compensaciones que constituyan 

una sanción suficientemente disuasoria contra despidos antisindicales. 

[En su reunión de noviembre de 2012, el Comité urgió una vez más al Gobierno a que 

verifique si la empresa Textiles San Sebastián S.A.C. existe todavía, y en caso afirmativo a que 

tome sin demora las medidas necesarias para que la empresa reintegre a los dirigentes y 

trabajadores despedidos con el pago de los salarios caídos, reconozca al sindicato, repare las 

medidas antisindicales adoptadas contra el mismo, se abstenga de adoptar nuevas medidas de 

esta índole en el futuro y fomente la negociación colectiva entre las partes; si el reintegro fuera 

imposible por razones objetivas e imperiosas, el Comité urgió al Gobierno a que se asegure que 

los trabajadores afectados reciban una compensación adecuada que constituya una sanción 

suficientemente disuasoria contra despidos antisindicales (véase 365.º informe, párrafo 129)]. 

El Comité toma nota de que el Gobierno informa de la evolución de los procesos judiciales 

relativos al despido de sindicalistas de C.F.G. Investment, los cuales no han concluido todavía 

y le pide que le mantenga informado al respecto (Sres. Abel Antonio Rojas, Rodolfo Toyco 

Cotrina, Primitivo Ramos, Marco Antonio Matta y Juan Germán Cáceres), y cinco casos en 

recurso de apelación (Ángel Maglorio, Alfredo Flores, Segundino Flores, Alex Javier Rojas y 

Roberto Juan Gargate). 

55. En sus comunicaciones de 2013 y 2014, el Gobierno informa con detalle sobre el avance de 

los procesos judiciales iniciados por trabajadores despedidos contra C.F.G. Investment. 

Concretamente informa lo siguiente: 1) mediante sentencia de la Corte Suprema de Justicia 

núm. 696-2011, se dispuso el reintegro del Sr. Abel Antonio Rojas así como el pago de las 

remuneraciones devengadas e intereses; 2) el proceso relativo al Sr. Rodolfo Toyco Cotrina 

se encuentra en trámite, habiéndose anulado la sentencia de primera instancia (que declaró 

fundada la demanda) y por resolución núm. 13, de fecha 3 de marzo de 2014, la Corte 

Superior de Justicia de Lima dispuso actuación de medios probatorios de oficio; 3) el proceso 

relativo al Sr. Primitivo Ramos se encuentra pendiente de que la empresa exhiba medio 

probatorio a fin de que el 17.º Juzgado Especializado de Trabajo emita sentencia; 4) se ha 

confirmado la sentencia que declaraba fundada la demanda del Sr. Marco Antonio Matta y 
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la ejecutoria se ha notificado a las partes con fecha 12 de mayo de 2014, y 5) en cuanto al 

proceso relativo al Sr. Juan Germán Cáceres, la parte demandada ha interpuesto recurso de 

casación, habiéndose programado la vista de la causa para el día 18 de junio de 2014. 

56. En relación a los cinco casos en recurso de apelación, el Gobierno informa lo siguiente: 1) en 

lo que respecta al Sr. Ángel Maglorio, la parte demandada ha interpuesto recurso de casación 

y se programó vista de la causa para el día 12 de junio de 2014; 2) el proceso relativo al 

Sr. Alfredo Flores se encuentra en la etapa de ejecución; habiéndose repuesto al demandante 

con fecha 4 de septiembre de 2013 y habiéndose calculado las remuneraciones devengadas e 

intereses legales correspondientes; 3) el proceso relativo al Sr. Segundino Flores se encuentra 

pendiente de que se emita un informe para luego emitir sentencia; 4) el proceso relativo al 

Sr. Alex Javier Rojas se encuentra en la etapa de ejecución; se ha repuesto al demandante 

según surge del acta de reposición de fecha 16 de septiembre de 2013 y con fecha 3 de enero 

de 2014 se ha comisionado al perito adscrito a la judicatura a fin de que liquide las 

remuneraciones devengadas e intereses legales, y 5) el proceso relativo al Sr. Roberto Juan 

Gargate se encuentra en la etapa de ejecución, habiéndose efectuado la reposición del 

trabajador en mérito a la casación núm. 2737-2012, y se ha procedido a la elaboración del 

informe pericial núm. 10-14 MGA en el que se liquidan las remuneraciones devengadas. 

57. El Comité toma nota con satisfacción de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia 

disponiendo el reintegro de los sindicalistas Sres. Abel Antonio Rojas, Marco Antonio 

Matta, Alfredo Flores, Alex Javier Rojas y Roberto Juan Garate. El Comité pide al Gobierno 

que le mantenga informado sobre el resultado de los procesos judiciales relativos al despido 

de otros sindicalistas de C.F.G. Investment, los cuales no han concluido todavía 

(Sres. Rodolfo Toyco Cotrina, Primitivo Ramos, Juan Germán Cáceres, Ángel Maglorio y 

Segundino Flores). Por último, el Comité lamenta no haber recibido informaciones en 

relación a la empresa Textiles San Sebastián S.A.C. y pide al Gobierno que continúe 

realizando averiguaciones y que se asegure que los dirigentes sindicales y trabajadores 

despedidos reciban las indemnizaciones legales y compensaciones que constituyan una 

sanción suficientemente disuasoria contra despidos antisindicales. 

Caso núm. 2976 (Turquía) 

58. El Comité examinó este caso por última vez en su reunión de junio de 2013 [véase 

368.º informe, párrafos 827-847], en cuya ocasión manifestó que esperaba que todas las 

solicitudes de determinación de competencia para poder participar en la negociación 

colectiva se examinaran sin demora. Con respecto al despido de 35 trabajadores de Togo 

Footwear Industry and Trade Inc., el Comité confiaba en que los tribunales tomaran en 

consideración toda la información relativa al presunto carácter antisindical de los despidos 

teniendo presentes los principios de libertad sindical; que se dictaran las decisiones 

pertinentes en muy breve plazo y que, si se confirmaba el carácter antisindical de los 

despidos, los trabajadores en cuestión fueran reintegrados en sus puestos de trabajo sin 

pérdida de salarios, o, de no ser posible el reintegro por razones objetivas e imperiosas, se 

abonara a los trabajadores interesados una compensación adecuada; y pidió al Gobierno que 

remitiera la sentencia del tribunal tan pronto como ésta fuera pronunciada. También solicitó 

al Gobierno que proporcionara una copia del informe de la investigación sobre el despido de 

20 trabajadores de Ceha Office Furniture Limited Company. 

59. El Gobierno envió información sobre el seguimiento del caso en comunicaciones de fechas 

6 de septiembre de 2013 y 5 de mayo de 2014. En su comunicación de fecha 6 de septiembre 

de 2013, el Gobierno recuerda las disposiciones constitucionales y legislativas nacionales 

que rigen el derecho de constituir y afiliarse a sindicatos y de suscribir convenios colectivos 

de trabajo. En su comunicación de fecha 5 de mayo de 2014, el Gobierno indica 

principalmente que tras la entrada en vigor de la ley núm. 6356 (publicada el 7 de noviembre 

de 2012), empezaron a publicarse con regularidad estadísticas, que se eliminaron los 
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problemas relacionados con el proceso de determinación de la competencia para suscribir 

convenios colectivos de trabajo y, especialmente, se examinaron urgentemente las 

solicitudes para la emisión de certificados de competencia presentadas por Petrol-İş para los 

siguientes lugares de trabajo, con los resultados que se exponen a continuación: 

■ en el caso de Gripin Pharmaceutical Co., se emitió un certificado de competencia el 

21 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia se extendía 

desde el 1.º de septiembre de 2012 hasta el 31 de agosto de 2014; 

■ en el caso de Elba Plaster Industry and Trade Inc., el certificado de competencia se 

emitió el 24 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia 

se extendía desde el 1.º de julio de 2012 hasta el 30 de junio de 2014; 

■ en el caso de Arili Plastic Industry Inc., el certificado de competencia se emitió el 21 de 

diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia se extendía desde 

el 1.º de septiembre de 2012 hasta el 31 de agosto de 2014; 

■ en el caso de Saba Industrial Products Manufacturing and Trade Inc., el certificado de 

competencia se emitió el 27 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo 

cuya vigencia se extendía desde el 1.º de junio de 2013 hasta el 31 de agosto de 2014; 

■ en el caso de Reckitt Benckiser Cleaning Supplies Industry and Trade Inc., el 

certificado de competencia se emitió el 13 de diciembre de 2012 y se suscribió un 

convenio colectivo cuya vigencia se extendía desde el 1.º de septiembre de 2012 hasta 

el 31 de diciembre de 2014; 

■ en el caso de Ürosan Chemical Industry and Trade Inc., el certificado de competencia 

se emitió el 24 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia 

se extendía desde el 1.º de septiembre de 2012 hasta el 31 de agosto de 2014; 

■ en el caso de Akin Plastic Industry and Trade Inc., el certificado de competencia se 

emitió el 31 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia 

se extendía desde el 1.º de septiembre de 2012 hasta el 31 de agosto de 2014; 

■ en el caso de Sandoz Pharmaceutical Industry and Trade Inc., el certificado de 

competencia se emitió el 27 de diciembre de 2012 y se suscribió un convenio colectivo 

cuya vigencia se extendía desde el 1.º de enero de 2013 hasta el 31 de diciembre 

de 2014; 

■ en el caso de Plastimak Profiled Injection Industry and Trade Limited Company, el 

certificado de competencia se emitió el 24 de diciembre de 2012 y se suscribió un 

convenio colectivo cuya vigencia se extendía desde el 1.º de julio de 2012 hasta el 30 de 

junio de 2014; 

■ en el caso de Plaskar Plastic Injection, Automotive, Accessories, Transport, Packaging, 

Molding Industry, Import, Export, Trade and Industry Inc., el certificado de 

competencia se emitió el 17 de julio de 2013; 

■ en el caso de Mehmetçik Foundation Tourism, Oil, Instruction, Health, Food and Trade 

Limited Company, el certificado de competencia se emitió el 28 de diciembre de 2012 

y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia se extendía desde el 1.º de octubre 

de 2012 hasta el 30 de septiembre de 2014, y 

■ en el caso de Plastiform Plastic Industry and Trade Inc., el certificado de competencia 

se emitió el 14 de mayo de 2013 y se suscribió un convenio colectivo cuya vigencia se 

extendía desde el 1.º de enero de 2013 hasta el 31 de diciembre de 2015. 
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En cuanto a Erze Packaging and Plastic Industry and Trade Inc., el Gobierno indica que 

Petrol-İş no ha renovado su solicitud mediante una decisión de anotación específica, como 

había solicitado el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social [véase 368.º Informe, 

párrafo 839]. 

60. Con respecto al derecho de beneficiarse de los servicios de retención en nómina y el derecho 

a designar a los representantes sindicales, el Gobierno indica que se ha resuelto el problema 

mediante la promulgación de la ley núm. 6356 y la emisión de los certificados de competencia. 

61. En relación con las consecuencias de la suspensión del derecho de negociación colectiva 

sobre los derechos de libertad sindical de los trabajadores de Togo Footwear Industry and 

Trade Inc. (en adelante, el empleador), el Gobierno reitera que en un informe del Ministerio 

se indicaba que, el 3 de abril de 2012, 33 trabajadores de 59 estaban afiliados a Deri-İş Sin 

embargo, no se podía emitir un certificado de competencia al suspenderse la publicación de 

estadísticas. Además, el Gobierno indica que, tras promulgarse la ley núm. 6356, el 

Ministerio comunicó al empleador que Deri-İş poseía la mayoría necesaria para suscribir un 

convenio colectivo. Ahora bien, el empleador declaró que, debido al elevado costo de la 

mano de obra de sus productos fabricados en Turquía, tendría que reducir el número de 

empleados de acuerdo con el artículo 29 de la Ley del Trabajo, titulado «Despido colectivo». 

El Gobierno indica que, en respuesta a la declaración del empleador, la Comisión de 

Inspección del Trabajo realizó una inspección con el objetivo de analizar la situación y 

supervisar el procedimiento de despido colectivo y redactó un informe, en el que establecía 

que no existía ningún convenio colectivo ni se llevaba a cabo actividad sindical alguna en el 

lugar de trabajo; no se obligaba a los trabajadores a afiliarse ni a desafiliarse de un sindicato; 

el empleador no poseía información alguna sobre la afiliación sindical de los trabajadores; y 

no se informó a los trabajadores de los despidos. El Gobierno, además, indica que el 

procedimiento ante el Tercer Juzgado Laboral de Ankara sigue en curso y que el 4 de junio 

de 2012 el Juzgado solicitó a la empresa que enviara las listas donde figuraran las fechas de 

contratación y de terminación de la relación de trabajo, así como las fechas en las que se 

desafiliaron del sindicato los trabajadores que trabajaban en la empresa objeto del litigio a 

día 16 de noviembre de 2011; y el 6 de junio pidió que se le enviara, de ser posible, la 

solicitud de negociación de un convenio colectivo. Asimismo, el Gobierno indica que el 

19 de julio de 2012, el sindicato envió una comunicación al Ministerio en la que alegaba que 

el empleador había despedido a todos los trabajadores afiliados al sindicato. 

62. Con respecto a Ceha Office Furniture Limited Company, el Gobierno hace referencia a 

nuevos alegatos presentados por el sindicato, según los cuales el empleador recurría a 

prácticas destinadas a evitar que el sindicato consiguiera un certificado de competencia, 

después de que el sindicato enviara una solicitud para la emisión de un certificado de 

competencia al Ministerio, se despidió a 20 trabajadores afiliados, aunque se aumentó el 

número total de trabajadores mediante nuevas contrataciones. En respuesta a dichos 

alegatos, el Ministerio realizó una investigación a raíz de la cual se determinó que el 

12 de marzo de 2012 el número de trabajadores empleados en la empresa ascendía a 841, 

entre los cuales 351 estaban afiliados al Sindicato de Trabajadores Metalúrgicos. Como 

consecuencia, el Ministerio determinó que los afiliados al sindicato no constituían la mayoría 

de los trabajadores con arreglo al artículo 41 de la ley núm. 6356, que define el concepto de 

competencia. El sindicato recurrió esta decisión ante el Juzgado Laboral y solicitó su 

anulación alegando que el número de trabajadores y de afiliados sindicales presentado era 

erróneo. Se presentó un informe pericial al Juzgado en el que se establecía que entre el 14 y 

el 19 de marzo de 2012 el empleador realizó un gran número de contrataciones, aunque se 

indicó una fecha anterior al 12 de marzo como fecha de contratación, y en el que se defendía 

que todo el proceso fue una farsa. El 7 de noviembre de 2013, el Juzgado solicitó al 

Ministerio que enviara los formularios de inscripción de los miembros y las peticiones de 

desafiliación de los trabajadores empleados a los que se hacía referencia en el informe 
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pericial. El Ministerio envió debidamente dichos documentos y el proceso judicial sigue en 

curso. 

63. El Comité toma nota de la información comunicada por el Gobierno y celebra la 

reanudación de la publicación de estadísticas y la emisión de certificados de competencia a 

cargo del Ministerio de Trabajo, lo cual marca el fin del período de suspensión de facto de 

los derechos de negociación colectiva en el país y permite que los sindicatos puedan 

beneficiarse una vez más de los servicios de retención en nómina y ejercer su derecho a 

designar a representantes sindicales. En particular, el Comité observa con satisfacción que 

se hayan emitido certificados de competencia para Petrol-İş en 12 lugares de trabajo y que 

en 11 de éstos se hayan suscrito convenios colectivos. El Comité toma nota de la indicación 

del Gobierno respecto a Erze Packaging and Plastic Industry and Trade Inc., según la cual 

no pudo emitirse un certificado de competencia dado que Petrol-İş no había renovado su 

solicitud mediante una decisión de anotación específica, como había solicitado el Ministerio 

de Trabajo, e invita al querellante a que proporcione información sobre el curso dado a este 

proceso específico. 

64. En relación con el despido de 35 trabajadores de la empresa Togo Footwear Industry and 

Trade Inc., el Comité observa con preocupación que más de tres años después del supuesto 

despido antisindical de dichos trabajadores, el procedimiento judicial para determinar el 

carácter de los despidos aún no ha concluido. El Comité, teniendo presente que la demora 

en la aplicación de la justicia equivale a la denegación de esta última [véase Recopilación 

de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, 

párrafo 105] y que los procesos relativos a cuestiones de discriminación antisindical 

deberían ser examinados prontamente a fin de que las medidas correctivas necesarias 

puedan ser realmente eficaces, insta a las autoridades judiciales a que se pronuncien sobre 

los despidos sin más dilación para evitar la denegación de la justicia y solicita al Gobierno 

que le facilite una copia de la resolución tan pronto como sea pronunciada. 

65. Además, el Comité toma nota de que el Gobierno indica que la empresa ha expresado su 

intención de recurrir a despidos colectivos por razones económicas. El Comité entiende que 

esta declaración se refiere al período posterior a la promulgación de la ley núm. 6356 (de 

7 de noviembre de 2012) y que, por tanto, se produce después del despido mencionado 

anteriormente de 35 trabajadores, que tuvo lugar en mayo de 2012. Al observar que los 

procedimientos judiciales en este caso siguen en curso, el Comité solicita al Gobierno que 

lo mantenga informado de los resultados. 

66. Con respecto al despido de 20 trabajadores de Ceha Office Furniture Limited Company, el 

Comité lamenta que el Gobierno no haya facilitado una copia del informe de la 

investigación como solicitó en su último examen del caso y reitera su solicitud al respecto. 

Además, el Comité toma nota de la nueva información proporcionada por el Gobierno con 

respecto al ejercicio del derecho de negociación colectiva en el lugar de trabajo, y toma 

nota especialmente de que el Sindicato de Trabajadores Metalúrgicos entabló 

procedimientos judiciales con el fin de conseguir la anulación del rechazo del Ministerio a 

su solicitud de emisión de un certificado de competencia, alegando que el empleador realizó 

un gran número de contrataciones después de que el sindicato solicitara dicho certificado 

para impedir que éste consiguiera la condición de sindicato mayoritario en la empresa. El 

Comité confía en que el Juzgado examine detenidamente los alegatos relativos a acciones 

antisindicales de este caso y solicita al Gobierno que le proporcione una copia de la 

resolución tan pronto como sea pronunciada. 

* * * 
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67. Finalmente, el Comité pide a los gobiernos interesados que le mantengan informado a la 

mayor brevedad del desarrollo de los siguientes casos. 

Caso Último examen en 
cuanto al fondo 

Último examen sobre 
el seguimiento dado 

1787 (Colombia) Marzo de 2010 Junio de 2014 

2096 (Pakistán) Marzo de 2004 Marzo de 2011 

2362 (Colombia) Marzo de 2010 Noviembre de 2012 

2400 (Perú) Noviembre de 2007 Noviembre de 2015 

2434 (Colombia) Marzo de 2009 – 

2512 (India) Noviembre de 2007 Noviembre de 2015 

2528 (Filipinas) Junio de 2012 Noviembre de 2015 

2566 (República Islámica del Irán) Noviembre de 2008 – 

2595 (Colombia) Junio de 2009 Octubre de 2013 

2603 (Argentina)  Noviembre de 2008  Noviembre de 2012 

2637 (Malasia) Marzo de 2009 Noviembre de 2015 

2652 (Filipinas) Noviembre de 2003 Noviembre de 2015 

2654 (Canadá) Marzo de 2010 Marzo de 2014 

2679 (México) Junio de 2010 Marzo de 2015 

2684 (Ecuador) Junio de 2014 – 

2715 (República Democrática del Congo) Junio de 2014 – 

2743 (Argentina) Noviembre de 2015 – 

2755 (Ecuador) Junio de 2010 Marzo de 2011 

2756 (Malí) Marzo de 2011 Noviembre de 2015 

2758 (Federación de Rusia) Noviembre de 2012 Junio de 2015 

2780 (Irlanda) Marzo de 2012 – 

2786 (República Dominicana) Noviembre de 2015 – 

2797 (República Democrática del Congo) Marzo de 2014 – 

2815 (Filipinas) Noviembre de 2012 Noviembre de 2015 

2837 (Argentina) Marzo de 2012 Noviembre de 2015 

2844 (Japón) Junio de 2012 Noviembre de 2015 

2850 (Malasia) Marzo de 2012 Junio de 2015 

2870 (Argentina) Noviembre de 2012 Junio de 2015 

2872 (Guatemala) Noviembre de 2011 – 

2892 (Turquía) Marzo de 2014 Noviembre de 2015 

2896 (El Salvador) Junio de 2015 – 

2925 (República Democrática del Congo) Marzo de 2014 – 

2934 (Perú) Noviembre de 2012 – 

2947 (España) Marzo de 2015 – 

2966 (Perú) Noviembre de 2013 Noviembre de 2015 

2977 (Jordania) Marzo de 2013 Noviembre de 2015 
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Caso Último examen en 
cuanto al fondo 

Último examen sobre 
el seguimiento dado 

2988 (Qatar) Marzo de 2014 Noviembre de 2015 

2991 (India) Junio de 2013 Noviembre de 2015 

2998 (Perú) Marzo de 2015 – 

3011 (Turquía) Junio de 2014 Noviembre de 2015 

3022 (Tailandia) Junio de 2014 – 

3041 (Camerún) Noviembre de 2014 – 

3046 (Argentina) Noviembre de 2015 – 

3051 (Japón) Noviembre de 2015 – 

3055 (Panamá) Noviembre de 2015 – 

3060 (México) Noviembre de 2015 – 

3072 (Portugal) Noviembre de 2015 – 

3075 (Argentina) Noviembre de 2015 – 

3083 (Argentina) Noviembre de 2015 – 

3087 (Colombia) Noviembre de 2015 – 

3096 (Perú) Noviembre de 2015 – 

3102 (Chile) Noviembre de 2015 – 

3105 (Togo) Junio de 2015 – 

68. El Comité espera que los gobiernos interesados enviarán sin demora la información 

solicitada. 

69. Además, el Comité recibió informaciones relativas al seguimiento de los casos 

núms. 1865 (República de Corea), 1962 (Colombia), 2086 (Paraguay), 2153 (Argelia), 

2341 (Guatemala), 2430 (Canadá), 2488 (Filipinas), 2540 (Guatemala), 2583 (Colombia), 

2656 (Brasil), 2667 (Perú), 2678 (Georgia), 2699 (Uruguay), 2706 (Panamá), 

2708 (Guatemala), 2710 (Colombia), 2716 (Filipinas), 2719 (Colombia), 2725 (Argentina), 

2745 (Filipinas), 2746 (Costa Rica), 2751 (Panamá), 2752 (Montenegro), 2763 (República 

Bolivariana de Venezuela), 2768 (Guatemala), 2788 (Argentina), 2789 (Turquía), 

2793 (Colombia), 2807 (República Islámica del Irán), 2816 (Perú), 2827 (República 

Bolivariana de Venezuela), 2833 (Perú), 2840 (Guatemala), 2852 (Colombia), 2854 (Perú), 

2856 (Perú), 2860 (Sri Lanka), 2871 (El Salvador), 2883 (Perú), 2895 (Colombia), 

2900 (Perú), 2915 (Perú), 2916 (Nicaragua), 2917 (República Bolivariana de Venezuela), 

2924 (Colombia), 2929 (Costa Rica), 2937 (Paraguay), 2944 (Argelia), 2946 (Colombia), 

2947 (España), 2952 (Líbano), 2953 (Italia), 2954 (Colombia), 2960 (Colombia), 

2962 (India), 2973 (México), 2979 (Argentina), 2980 (El Salvador), 2985 (El Salvador), 

2992 (Costa Rica), 2995 (Colombia), 2998 (Perú), 2999 (Perú), 3002 (Estado Plurinacional 

de Bolivia), 3006 (República Bolivariana de Venezuela), 3013 (El Salvador), 

3020 (Colombia), 3021 (Turquía), 3026 (Perú), 3030 (Malí), 3033 (Perú), 3036 (República 

Bolivariana de Venezuela), 3039 (Dinamarca), 3040 (Guatemala), 3043 (Perú), 3054 (El 

Salvador), 3057 (Canadá), 3058 (Djibouti) 3063 (Colombia), 3070 (Benin), 

3077 (Honduras), 3084 (Turquía), 3085 (Argelia) y 3101 (Paraguay) que los examinará en 

su próxima reunión. 
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CASO NÚM. 3104 

INFORME PROVISIONAL 

 

Queja contra el Gobierno de Argelia 

presentada por 

el Sindicato Nacional Autónomo de Trabajadores 

de Correos (SNAP) 

Alegatos: la organización querellante alega el 

despido antisindical de dos de sus dirigentes, 

entre ellos su presidente, por parte de la 

empresa de correos de Argelia 

70. La queja figura en comunicaciones del Sindicato Nacional Autónomo de Trabajadores de 

Correos (SNAP) de fechas 27 de agosto y 18 de septiembre de 2014, 7 de marzo de 2015 y 

2 de enero de 2016.  

71. Ante la falta de respuesta del Gobierno, el Comité tuvo que aplazar el examen del caso en 

varias ocasiones. En su reunión de noviembre de 2015 [véase 376.º informe del Comité, 

párrafo 7], el Comité hizo un llamamiento urgente al Gobierno indicando que, de 

conformidad con las normas de procedimiento establecidas en el párrafo 17 de su 

127.º informe, aprobado por el Consejo de Administración, podría presentar un informe 

sobre el fondo del caso en su próxima reunión, aun cuando las informaciones o los 

comentarios solicitados no se hubiesen recibido a tiempo. A la fecha, el Gobierno no ha 

enviado información alguna. 

72. Argelia ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98), y el Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971 

(núm. 135). 

A. Alegatos de la organización querellante 

73. Por comunicaciones de fechas 27 de agosto y 18 de septiembre de 2014, 7 de marzo de 2015 

y 2 de enero de 2016, el Sindicato Nacional Autónomo de Trabajadores de Correos (SNAP) 

declara que es un sindicato legalmente constituido puesto que presentó su expediente de 

inscripción gremial ante el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social el 2 de julio 

de 2012. A este respecto, el SNAP recuerda que interpuso anteriormente una queja contra el 

Gobierno ante el Comité de Libertad Sindical en la que alegaba que las autoridades se 

negaban a proceder a su registro (caso núm. 2944). El SNAP indica que está no obstante 

bien implantado en el terreno, como lo demuestran los centenares de artículos publicados en 

la prensa nacional a su respecto. 

74. El SNAP alega que la empresa de correos de Argelia, establecimiento público de carácter 

industrial y comercial, despidió a dos de sus dirigentes, así como también a un empleado que 

expresó su solidaridad con ellos. En cuanto respecta al despido de sus dos dirigentes, el 

Sr. Tarek Ammar Khodja, responsable de comunicación del sindicato, y el Sr. Mourad 

Nekache, presidente del sindicato, el SNAP comunica los hechos que se presentan a 

continuación. 
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75. El Sr. Tarek Ammar Khodja estaba empleado en la oficina de correos de Dar El-Beida 

(Argel) en calidad de responsable de atención al cliente desde 1998. Por otra parte, era uno 

de los responsables de comunicación del SNAP y, como tal, formulaba declaraciones ante 

los medios de comunicación (prensa escrita y televisión). Según la organización querellante, 

luego de que el director de la unidad de correos de la wilaya (UPW) Argel-Oriental se negara 

a recibir a la delegación del SNAP, un grupo de trabajadores de la oficina de correos de 

Dar El-Beida (Argel), compuesto por 28 trabajadores de correos, decidió, el 7 de julio de 

2014, tomarse un descanso durante dos horas (de 8 a 10 horas), y pidió reunirse con el 

director para protestar contra la suspensión de un colega, aprobada en violación del 

reglamento interno. El director de auditoría de la dirección general de la empresa de correos 

de Argelia, el director de la UPW Argel-Oriental, el jefe de personal de la UPW 

Argel-Oriental y un auditor de dicha UPW se trasladaron a la oficina de correos considerada. 

76. Según la organización querellante, el Sr. Tarek Ammar Khodja fue entonces llamado a la 

oficina de su jefe. En presencia del director de la UPW Argel-Oriental, del jefe de personal 

de la UPW Argel-Oriental y del jefe del establecimiento, el director de auditoría agredió de 

palabra al Sr. Tarek Ammar Khodja y lo amenazó mencionando presuntas declaraciones que 

éste habría formulado a la prensa. Al día siguiente, el Sr. Ammar Khodja fue convocado a 

la sede de la UPW Argel-Oriental. El director de la UPW lo acusó de ser el instigador del 

paro de dos horas del día anterior, lo cual este último negó. El director de la UPW también 

le reprochó algunas declaraciones formuladas a la prensa, lo que el Sr. Ammar Khodja 

también negó al tiempo que añadía que nunca había hecho declaraciones durante el 

cumplimiento de su trabajo ni tampoco en su lugar de trabajo. 

77. El SNAP indica que, el 9 de julio de 2014, el Sr. Ammar Khodja fue convocado a la sede de 

la UPW donde fue sometido a actos de intimidación y obligado a responder a una serie de 

20 preguntas centradas en su afiliación sindical y las declaraciones hechas a la prensa. El 

mismo día, la decisión de suspenderlo de su cargo — basada en nueve motivos — fue 

enviada por facsímile a la oficina de correos. El Sr. Ammar Khodja tomó conocimiento del 

documento esa misma noche, dado que durante el período del Ramadán la oficina de correos 

quedaba abierta hasta la noche. 

78. El 13 de julio de 2014, el Sr. Ammar Khodja recibió una carta de convocatoria para que se 

presentara ante la comisión disciplinaria de la UPW Argel-Oriental. Según el SNAP, en la 

carta no se mencionaba ningún motivo para la comparecencia prevista el 17 de julio, ello en 

violación del artículo 113 del reglamento interno de la empresa de correos de Argelia. 

Después de su comparecencia de 17 de julio de 2014, el Sr. Ammar Khodja recibió la 

notificación de su despido el 23 de julio de 2014 (se adjunta copia). 

79. El Sr. Ammar Khodja observó las siguientes irregularidades en el procedimiento 

disciplinario: i) la carta de comparecencia ante la comisión disciplinaria está fechada el 13 de 

julio de 2014, o sea, sólo cinco días antes de la reunión de la comisión disciplinaria, en lugar 

de los ocho días laborables requeridos antes de la fecha fijada para la reunión, de 

conformidad con lo dispuesto en el reglamento interno de la empresa. Por otra parte, la carta 

no contiene ningún motivo de comparecencia; ii) durante el procedimiento disciplinario, el 

Sr. Ammar Khodja no pudo acceder a su expediente personal en la forma deseada habida 

cuenta de su deficiencia visual, y se le negó la posibilidad de presentar pruebas en apoyo de 

su defensa; iii) no hay ninguna prueba material de los motivos aducidos para sancionar al 

Sr. Ammar Khodja. Por otra parte, la comisión disciplinaria se negó a examinar los nueve 

motivos de la suspensión, con el argumento de que correspondía al Sr. Ammar Khodja 

demostrar que carecían de fundamento, y iv) los trabajadores que hicieron paro dos horas el 

7 de julio sólo recibieron un apercibimiento. 
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80. El 12 de agosto de 2014, el Sr. Ammar Khodja interpuso un recurso ante la dirección general 

de la empresa de correos de Argelia a fin de obtener la anulación de la decisión de despido. 

La empresa no dio curso a la petición presentada, lo cual constituye una violación del 

artículo 119 de su reglamento interno, que establece que la comisión de recursos se 

pronunciará por escrito en un plazo máximo de tres meses. El 16 de noviembre de 2014, se 

presentó una queja por despido improcedente ante los servicios de inspección del trabajo 

territorialmente competentes (Bab Ezzouar (Argel)). Sin embargo, la inspección del trabajo 

se limitó a organizar una reunión de conciliación entre las dos partes el 22 de diciembre de 

2014. Dado que la empresa no se presentó a la reunión, se organizó una segunda reunión 

para el 29 de diciembre de 2014. En la segunda reunión de conciliación, la empresa se negó 

a reintegrar al Sr. Ammar Khodja y declaró, además, que había presentado una queja en su 

contra ante el Tribunal de El-Harrach (Argel) con motivo de su participación en actividades 

sindicales. El 15 de abril de 2015, el Sr. Ammar Khodja recibió una convocatoria de 

comparecencia ante la comisión de recursos, más de ocho meses después de que éste hubiese 

presentado un recurso el 12 de agosto de 2014. El 29 de abril de 2015, el Sr. Ammar Khodja 

recibió una decisión que confirmaba su despido. 

81. El 25 de mayo de 2015, el Sr. Ammar Khodja presentó el caso ante el Tribunal de El-Harrach 

(Argel). Después de un procedimiento judicial que duró más de tres meses, se dictó una 

sentencia definitiva en favor del interesado. El Tribunal ordenó claramente su reintegro en 

su puesto de trabajo con el beneficio de todas las prestaciones adquiridas (copia ejecutoria 

de la decisión judicial adjunta a la queja). El 7 de octubre de 2015, la sentencia fue notificada 

a la dirección general de la empresa de correos de Argelia por un agente judicial. Como la 

empresa no inició ninguna acción en el plazo reglamentario de quince días, el 19 de 

noviembre de 2015, el agente judicial labró el acta de no ejecución de la sentencia por la que 

se ordenaba el reintegro del Sr. Ammar Khodja. 

82. Desde el 9 julio de 2014 hasta la fecha, el Sr. Ammar Khodja, jefe de familia y padre de tres 

hijos, sigue sin recibir ingresos, pese a que una decisión de agosto de 2015 ordena su 

reintegro y el pago de todas las prestaciones adquiridas. 

83. En relación con la situación del Sr. Nekache, presidente del SNAP, la organización 

querellante afirma que estaba empleado en la oficina de correos Boudouaou Benterquia 

(Bumerdés) en calidad de responsable de atención al cliente desde su contratación en agosto 

de 2000. Además, habida cuenta de su cargo sindical, el Sr. Nekache realiza declaraciones 

ante los medios de comunicación (prensa escrita y televisión). 

84. El 22 de julio de 2014, el SNAP organizó una conferencia de prensa en la Casa de los 

Sindicatos en Argel. La conferencia de prensa estuvo a cargo del presidente del SNAP, 

Sr. Nekache, y de un responsable de comunicación, el Sr. Ammar Khodja. Según la 

organización querellante, el 23 de julio de 2014, un equipo de tres auditores de la unidad de 

correos de la wilaya (UPW) de Bumerdés se presentó a la oficina de correos de Boudouaou 

Benterquia. En primer lugar, los auditores quisieron saber los motivos de su ausencia el día 

anterior. El Sr. Nekache indicó que había comunicado explicaciones al respecto y que su jefe 

había establecido un acta. Seguidamente, los auditores interrogaron al Sr. Nekache acerca 

del contenido de sus declaraciones recogidas en la prensa, indicando que actuaban de 

conformidad con las instrucciones directas del director de auditoría. El Sr. Nekache declaró 

entonces que había hecho declaraciones a la prensa en su calidad de presidente de un 

sindicato y en virtud de la libertad de expresión que le otorga la Constitución del país. El 

27 de julio, el Sr. Nekache fue nuevamente interrogado por un equipo de auditores acerca de 

sus declaraciones a la prensa. Éste respondió nuevamente que las declaraciones hechas a la 

prensa en calidad de presidente de un sindicato se fundaban en el pleno ejercicio de la 

libertad de expresión, derecho fundamental reconocido por la Constitución del país. Además, 

añadió que el interrogatorio constituía una grave injerencia en el funcionamiento del 
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sindicato por parte de la empresa. El mismo día, el Sr. Nekache denunció los actos de acoso 

de que era objeto ante el director de la UPW de Bumerdés mediante el envío de un facsímile. 

85. La organización querellante indica que, el 31 de julio, el Sr. Nekache recibió en su lugar de 

trabajo una carta de suspensión en la que se le notificaba su suspensión a partir del 2 de 

agosto de 2014. El 11 de agosto de 2014, el Sr. Nekache recibió una carta de convocatoria 

ante la comisión disciplinaria para el 21 de agosto de 2014. En la carta no se especificaba el 

motivo de la convocatoria en violación del artículo 113 del reglamento interno de la empresa. 

Al día siguiente, el Sr. Nekache fue a la secretaría de la dirección de la UPW de Bumerdés 

con el fin de consultar su expediente personal, pero se le comunicó que tenía la obligación 

de presentar una solicitud por escrito para efectuar dicha consulta. Por otra parte, la 

organización querellante alega que, el 21 de agosto de 2014, se le negó al Sr. Nekache el 

derecho a defenderse ante la comisión disciplinaria, y sus protestas dieron lugar a que fuera 

excluido de la reunión por el presidente de la comisión. El 27 de agosto de 2014, el 

Sr. Nekache recibió por correo la decisión de su despido. 

86. El 17 de septiembre de 2014, el Sr. Nekache presentó un recurso solicitando la anulación de 

la decisión de despido ante la comisión disciplinaria de la sede nacional de la empresa de 

correos de Argelia. Como la administración de la empresa no inició ninguna acción en 

relación con este recurso, en violación de su reglamento interno, el 18 de diciembre de 2014, 

el Sr. Nekache presentó una queja por despido improcedente ante los servicios de inspección 

del trabajo territorialmente competentes. Según la organización querellante, la inspección 

del trabajo se limitó a organizar una primera reunión de conciliación entre las dos partes en 

enero de 2015, la cual fue pospuesta a solicitud de la empresa. En la segunda reunión de 

conciliación, la empresa comunicó que se negaba a reintegrar al Sr. Nekache. Por 

consiguiente, la inspección del trabajo estableció un acta de no conciliación. 

87. Posteriormente, en marzo de 2015, el Sr. Nekache fue citado por la gendarmería porque 

había sido objeto de una queja por haber participado en actividades sindicales, presentada 

por su empresa. Seis meses después de que el Sr. Nekache hubiese presentado un recurso, la 

empresa lo convocó ante la comisión de recursos, pese a que el reglamento interno de la 

empresa estipulaba que la comisión debía pronunciarse en un plazo de tres meses después 

de la presentación de un recurso. Por último, el 31 de marzo de 2015, el Sr. Nekache recibió 

una notificación en la que se confirmaba su despido sin plazo de preaviso, lo que agravaba 

la sanción. No obstante, la decisión de la comisión no le fue comunicada. 

88. El 25 de mayo de 2015, el Sr. Nekache presentó el caso ante el Tribunal de El-Harrach 

(Argel). Después de un procedimiento judicial que duró más de tres meses, el Tribunal dictó 

una sentencia definitiva en su favor en la que ordenaba claramente su reintegro en su puesto 

de trabajo con el beneficio de todas las prestaciones adquiridas (copia ejecutoria de la 

decisión judicial adjunta a la queja). No obstante, pese a que la sentencia fue notificada por 

un agente judicial el 7 de octubre de 2015 a la dirección general de la empresa de correos de 

Argelia, la empresa no inició acción alguna al respecto. Al caducar el plazo reglamentario 

de quince días después de la notificación de la sentencia, en noviembre de 2015, el agente 

judicial labró un acta de incumplimiento de la sentencia. Según la organización querellante, 

hasta la fecha, el Sr. Nekache, jefe de familia y padre de dos hijos, sigue sin recibir sus 

ingresos desde el 2 de agosto de 2014, a pesar de la decisión judicial dictada en su favor. 

89. En conclusión, en lo referente a la situación de los dos dirigentes, el SNAP declara que su 

despido está directamente vinculado a sus actividades sindicales, y las declaraciones hechas 

a la prensa fueron utilizadas como pretexto para despedirlos. El objetivo era debilitar al 

sindicato considerado e impedir su libertad de acción. 
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90. Por otra parte, la organización querellante remitió informaciones adicionales por 

comunicación de fecha 18 de septiembre 2014 en la que informa del despido improcedente 

de un tercer asalariado de la empresa de correos de Argelia, lo cual según el SNAP está 

directamente vinculado al despido antisindical del Sr. Mourad Nekache. A este respecto, la 

organización querellante alega los hechos que se presentan a continuación. 

91. El Sr. Bilal Benyacoub estaba empleado en la oficina de correos de Naciria (Bumerdés) 

como operador auxiliar. Después de haber cumplido sus funciones durante dos años en el 

marco del dispositivo de ayuda a la integración profesional, finalmente fue contratado en 

abril de 2014 mediante un contrato de trabajo subvencionado. El jueves 21 de agosto de 2014 

por la tarde, un grupo de siete trabajadores se presentó con el fin de expresar su apoyo al 

presidente del SNAP, Sr. Nekache, al salir éste de la comisión disciplinaria reunida en la 

sede de la unidad postal de la wilaya (UPW) de Bumerdés. El Sr. Benyacoub, que había 

terminado su servicio, se unió al grupo que esperaba al presidente del SNAP en la vía 

pública. Según la organización querellante, el domingo 24 de agosto, el Sr. Benyacoub fue 

convocado por el director de la UPW de Bumerdés que le reprochó su presencia el jueves 

21 de agosto en la vía pública frente a la sede de la UPW. Después de responder a preguntas 

tras haber sido sometido a presiones, el Sr. Benyacoub tuvo que imprimir su huella digital 

en el acta, lo cual es inusual en un procedimiento disciplinario llevado a cabo en una 

empresa. El Sr. Benyacoub recibió la decisión de su suspensión durante el día en su lugar de 

trabajo (la organización querellante precisa que los viernes y los sábados son los días de 

descanso semanal). 

92. Posteriormente, el 27 de agosto de 2014, el Sr. Benyacoub recibió una convocatoria para que 

se presentara ante la comisión disciplinaria de la UPW de Bumerdés. En la carta, así como 

en las cartas que fueron enviadas a los dos dirigentes del SNAP, no figura el motivo de la 

convocatoria, en violación del artículo 113 del reglamento interno de la empresa. Después 

de su comparecencia el 2 de septiembre de 2014, el Sr. Benyacoub recibió la notificación de 

su despido el 7 de septiembre de 2014. 

93. Según la organización querellante, el Sr. Benyacoub recibió la convocatoria para comparecer 

ante la comisión disciplinaria sólo cinco días — en lugar de los ocho días laborables 

requeridos — antes de la fecha de la reunión. Además, en la carta no se especificaba el 

motivo de la convocatoria, en violación del reglamento interno de la empresa. Por otra parte, 

el Sr. Benyacoub no tuvo acceso a su expediente disciplinario, contrariamente a lo previsto 

en el reglamento interno. Por último, los hechos que se le imputan tuvieron lugar cuando 

éste ya no estaba en servicio. En efecto, el Sr. Benyacoub se encontraba en la vía pública 

fuera de todo lugar de trabajo y no se había formado una manifestación. 

94. El 17 de septiembre de 2014, el Sr. Benyacoub interpuso un recurso ante la dirección general 

de la empresa de correos de Argelia con el fin de solicitar la anulación de la decisión de 

despido. La dirección de la empresa no inició ninguna acción en relación con este recurso 

en violación del artículo 119 de su reglamento interno, el cual establece que la comisión de 

recursos se pronunciará por escrito en un plazo máximo de tres meses. Mientras tanto, el 

Sr. Benyacoub fue llamado para hacer su servicio militar a finales de septiembre de 2014. 

Al terminar su servicio militar en septiembre de 2015, el interesado reactivó el 

procedimiento de recurso lo cual dio lugar a que recibiera una carta de convocatoria para 

presentarse ante la comisión de recursos el 30 de noviembre de 2015. Según la organización 

querellante, la empresa no ha iniciado ninguna acción en relación con este caso desde que 

se celebró la comparecencia del Sr. Benyacoub. 

95. A juicio de la organización querellante, el despido del Sr. Benyacoub está directamente 

vinculado al caso del despido del presidente del SNAP. El objetivo es crear un clima 

abiertamente hostil a toda solidaridad sindical entre los empleados de la empresa de correos. 

La rapidez con la que el caso del Sr. Benyacoub fue tratado, en violación de los reglamentos 
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aplicables, ilustra el vigor con el que la dirección de la empresa decidió poner término a las 

actividades del SNAP. 

96. En conclusión, la organización querellante alega despidos abusivos y antisindicales, que 

tienen como único objetivo obstaculizar el ejercicio de la libertad sindical y perturbar el 

funcionamiento de un sindicato. El SNAP pide al Comité de Libertad Sindical que solicite 

el reintegro inmediato de los tres trabajadores mencionados. 

B. Conclusiones del Comité 

97. El Comité lamenta que, a pesar del tiempo transcurrido desde la presentación de la queja 

en agosto de 2014, el Gobierno no haya proporcionado respuesta alguna, aun cuando se le 

invitó a hacerlo en varias ocasiones, incluso mediante un llamamiento urgente. El Comité 

urge al Gobierno a que se muestre más cooperativo en el futuro. 

98. En estas circunstancias, y de conformidad con las reglas de procedimiento aplicables [véase 

127.º informe, párrafo 17, aprobado por el Consejo de Administración en su 184.ª reunión], 

el Comité se ve obligado a presentar un informe sobre el fondo del caso sin poder tomar en 

cuenta las informaciones que esperaba recibir del Gobierno. 

99. El Comité recuerda una vez más al Gobierno que el objetivo de todo el procedimiento 

instituido por la Organización Internacional del Trabajo para examinar los alegatos de 

violación de la libertad sindical es velar por el respeto de la misma, tanto de jure como de 

facto. El Comité sigue convencido de que, si bien el procedimiento protege a los gobiernos 

contra acusaciones infundadas, éstos, por su parte, reconocerán la importancia que reviste 

el hecho de presentar respuestas detalladas a los alegatos en su contra, para que se pueda 

realizar un examen objetivo de los mismos [véase primer informe del Comité, párrafo 31]. 

100. El Comité observa que el presente caso se refiere a alegatos de despido antisindical de dos 

dirigentes sindicales del SNAP por parte de la empresa pública de correos de Argelia, así 

como al despido de un tercer empleado de la empresa por apoyar a uno de los dirigentes 

durante el procedimiento disciplinario de que fue objeto. 

101. En primer lugar, el Comité toma nota de que el SNAP desarrolla sus actividades en el sector 

de correos desde 2012, fecha de su constitución. El Comité observa que, en enero de 2016, 

el Gobierno proporcionó, en el marco del seguimiento del caso núm. 2944 presentado por 

varios sindicatos argelinos entre los cuales el SNAP, informaciones según las cuales las 

autoridades procedieron al registro del SNAP en diciembre de 2015.  

102. Según las informaciones suministradas por la organización querellante, el Comité observa 

que la situación descrita se resume de la manera siguiente: el presidente del SNAP, 

Sr. Mourad Nekache, empleado de la oficina de correos de Boudouaou Benterquia 

(Bumerdés), y el responsable de comunicación del SNAP, Sr. Tarek Ammar Khodja, 

empleado de la oficina de correos de Dar El-Beida (Argel), han sido objeto en julio de 2014 

de un procedimiento disciplinario por parte de la empresa de correos de Argelia con motivo 

de sus declaraciones ante los medios de comunicación, así como también, en lo que respecta 

al Sr. Ammar Khodja, por organizar un paro de dos horas el 7 de julio de 2014. Ambos 

dirigentes fueron sometidos individualmente a interrogatorios bajo amenazas en relación 

con sus actividades sindicales y el contenido de sus declaraciones recogidas por los medios 

de comunicación. 

103. El Comité toma nota de que, según el SNAP, posteriormente ambos dirigentes fueron 

suspendidos y convocados ante una comisión disciplinaria mediante procedimientos que 

violan el reglamento de la empresa (denegación del derecho a la defensa de los dos 
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dirigentes sindicales y, para el Sr. Ammar Khodja, incumplimiento del período mínimo de 

preaviso), después de lo cual se les notificó la decisión de despido. 

104. En lo que respecta al Sr. Ammar Khodja, el Comité toma nota de que mediante la decisión 

núm. 39/2014, la dirección de la unidad postal de la wilaya de Argel-Oriental ordenó su 

suspensión alegando, entre otras cosas, «maniobras y tentativa de complicidad, 

intimidación, provocación o calumnia; obstrucción a la libertad de trabajo; vulneración de 

los intereses morales y materiales de la empresa; y amenazas e insultos a través de un 

comunicado y la prensa escrita». El Sr. Ammar Khodja fue convocado ante la comisión 

disciplinaria por carta de 10 de julio de 2014. No obstante, en la convocatoria no se 

mencionaba el motivo de la comparecencia como lo requería el reglamento interno de la 

empresa. Por último, por carta núm. 41/2014, de 20 de julio de 2014, la dirección de la 

unidad postal de la wilaya de Argel-Oriental decidió despedirlo con efecto a partir del 9 de 

julio de 2014, sin mencionar ningún motivo de despido. 

105. En relación con el Sr. Mourad Nekache, el Comité toma nota de que, mediante decisión 

núm. 592/2014, de 31 de julio de 2014, la dirección de la unidad postal de Bumerdés ordenó 

su suspensión alegando «insubordinación respecto de la jerarquía, negativa sin causa justa 

a cumplir las instrucciones relacionadas con las obligaciones profesionales y vulneración 

de los intereses morales y materiales de la empresa». El Sr. Mourad Nekache fue convocado 

ante la comisión disciplinaria por carta de 10 de agosto de 2014. No obstante, en la 

convocatoria no se mencionaba el motivo de la comparecencia como lo requería el 

reglamento interno de la empresa. Por último, por decisión núm. 600/2014, de 24 de agosto 

de 2014, la dirección de la unidad postal de Bumerdés ordenó su despido con efecto a partir 

del 21 de agosto de 2014. 

106. El Comité toma nota de que el Sr. Ammar Khodja y el Sr. Mourad Nekache interpusieron, 

respectivamente en agosto y septiembre de 2014, un recurso solicitando la anulación de la 

decisión de despido que los afectaba ante la comisión disciplinaria de la sede nacional de 

la empresa de correos de Argelia. La empresa no inició acción alguna respecto de dicho 

recurso, una vez más, según el SNAP, en violación del reglamento interno de la empresa 

que preveía que la comisión debía presentar una respuesta escrita en un plazo de tres meses. 

Posteriormente ambos dirigentes presentaron, respectivamente, en noviembre y diciembre 

de 2014, una queja por despido improcedente ante los servicios de inspección del trabajo 

territorialmente competentes. Según la organización querellante, la inspección del trabajo 

se limitó a organizar reuniones de conciliación entre las partes. En ambos casos, en la 

segunda reunión de conciliación, la empresa declaró que se negaba a reintegrar a ambos 

dirigentes sindicales. Por consiguiente, la inspección del trabajo estableció un acta de no 

conciliación. 

107. El Comité toma nota de que, según los alegatos del SNAP, posteriormente los dos dirigentes 

fueron informados de las quejas presentadas en su contra en relación con sus actividades 

sindicales. Por otra parte, la empresa los convocó, fuera de los plazos previstos en el 

reglamento interno, ante la comisión de recursos de la dirección central. Después de su 

comparecencia, respectivamente, en marzo de 2015 (Sr. Mourad Nekache) y abril de 2015 

(Sr. Ammar Khodja), éstos recibieron la confirmación de su despido por carta. A este 

respecto, el SNAP precisa que el Sr. Mourad Nekache recibió una notificación que 

confirmaba su despido sin plazo de preaviso, lo que agravaba la primera decisión de 

despido. 

108.  El Comité toma nota de la indicación según la cual, el 25 de mayo de 2015, los Sres. Ammar 

Khodja y Mourad Nekache presentaron el caso ante el Tribunal de El-Harrach (Argel) y 

que después de un procedimiento judicial que duró más de tres meses, se dictaron sentencias 

definitivas en favor de los interesados. Según la organización querellante, el Tribunal 

ordenó claramente su reintegro con el beneficio de todas las prestaciones adquiridas y el 
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pago de una indemnización compensatoria. Sin embargo, la organización querellante alega 

que, pese a que las decisiones judiciales fueron notificadas por un agente judicial el 7 de 

octubre de 2015 a su dirección general, la empresa no inició ninguna acción al respecto. 

En consecuencia, el agente judicial labró un acta de incumplimiento de las decisiones 

judiciales en noviembre de 2015. 

109. El Comité toma nota de que hasta la fecha la situación permanece sin cambios y de que los 

Sres. Mourad Nekache y Ammar Khodja siguen despedidos y no reciben ingresos a pesar 

de que las decisiones judiciales que ordenan su reintegro han sido debidamente notificadas 

al empleador. 

110. En primer lugar, el Comité desea recordar que nadie debe ser despedido u objeto de 

medidas perjudiciales en el empleo a causa de su afiliación sindical o de la realización de 

actividades sindicales legítimas, y es importante que en la práctica se prohíban y sancionen 

todos los actos de discriminación en relación con el empleo Por otra parte, el Comité ha 

especificado que una de las formas de asegurar la protección de los delegados sindicales es 

disponer que no podrán ser despedidos mientras estén en el ejercicio de sus funciones, ni 

durante un período determinado a partir del momento en que cesen en ellas, salvo, 

naturalmente, en caso de falta grave [véase Recopilación de decisiones y principios del 

Comité de Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafos 771 y 804]. Por 

último, en relación con los alegatos mencionados, el Comité recuerda que el ejercicio pleno 

de los derechos sindicales requiere la existencia de una corriente libre de informaciones, 

opiniones e ideas y, con este fin, tanto los trabajadores y los empleadores como sus 

organizaciones deberían disfrutar de libertad de opinión y de expresión en sus reuniones, 

publicaciones y otras actividades sindicales. No obstante, en la expresión de sus opiniones, 

las organizaciones sindicales no deberían sobrepasar los límites admisibles de la polémica 

y deberían abstenerse de excesos de lenguaje [véase Recopilación, op. cit., párrafo 154]. 

111. En el presente caso, el Comité no puede sino constatar la rapidez con la que el 

procedimiento disciplinario dio lugar al despido de los Sres. Mourad Nekache y Ammar 

Khodja. Además, el Comité toma nota con preocupación de los alegatos de violación de los 

textos reglamentarios, así como del hecho de que los dirigentes sindicales no habrían podido 

presentar debidamente su defensa durante todo el procedimiento y de que el empleador 

inició una acción en relación con el recurso presentado ante la sede nacional después del 

plazo de tres meses prescrito (seis meses para el Sr. Mourad Nekache y ocho meses para el 

Sr. Ammar Khodja). Por último, el Comité observa con profunda preocupación que, pese a 

las decisiones judiciales dictadas por el Tribunal de El-Harrach (Argel) en las que se ordenó 

el reintegro de los dos dirigentes sindicales, la empresa en total impunidad se negó a aplicar 

estas decisiones que le fueron notificadas en octubre de 2015 por un agente judicial. El 

Comité manifiesta su asombro ante la posibilidad de que una institución pública no ejecute 

las decisiones de una autoridad judicial sin ser objeto de sanciones. El Comité observa con 

profunda preocupación que esta vulneración de la libertad sindical ha perjudicado 

considerablemente a ambos dirigentes sindicales que se encontraban en situación de 

privación de sus ingresos desde julio y agosto de 2014, respectivamente. 

112. En vista de lo que precede, el Comité urge al Gobierno a que adopte de inmediato las 

medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las decisiones del Tribunal de 

El-Harrach (Argel) en las que se ordena el reintegro de dos dirigentes sindicales del SNAP, 

a saber, el Sr. Mourad Nekache y el Sr. Tarek Ammar Khodja, y el pago de todos los salarios 

atrasados y de las indemnizaciones compensatorias conforme a las decisiones judiciales en 

cuestión, y a que le mantenga informado al respecto. El Comité confía en que el registro del 

SNAP, al que procedieron las autoridades en diciembre de 2015, contribuirá a la rápida 

solución de estos casos y al establecimiento de relaciones laborales armoniosas entre la 

empresa y el SNAP. 
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113. En lo referente a los alegatos relativos al despido de un empleado de la empresa, es decir, 
el Sr. Bilal Benyacoub, por haber expresado solidaridad con el presidente del SNAP durante 
el procedimiento disciplinario de que este último fue objeto, el Comité toma nota de que, 
según los alegatos presentados, el 21 de agosto de 2014, el Sr. Benyacoub se dirigió 
caminando por la acera opuesta hacia la sede de la unidad de correos de la wilaya (UPW) 
de Bumerdés para esperar, con otros seis trabajadores, al presidente del SNAP después de 
su comparecencia ante una comisión disciplinaria. En ese momento, el Sr. Benyacoub había 
terminado su servicio. Ahora bien, según los alegatos del SNAP, la empresa suspendió (el 
24 de agosto de 2014) y posteriormente despidió (el 7 de septiembre de 2014) al 
Sr. Benyacoub por el único motivo de su presencia en la vía pública frente a la sede de la 
UPW, el jueves 21 de agosto. A este respecto, el Comité toma nota de que el Sr. Benyacoub 
recibió la decisión núm. 599/2014 de 24 de agosto de 2014, adoptada por la dirección de la 
UPW de Bumerdés, en la que se le comunicaba su suspensión con motivo de su participación 
en una manifestación ajena a las actividades sindicales regulares realizadas en los locales 
de trabajo, las zonas circundantes y otros lugares de trabajo, así como por vulnerar los 
intereses morales y materiales de la empresa. El Sr. Benyacoub fue convocado ante la 
comisión disciplinaria por carta de 25 de agosto de 2014, sin que figurara motivo alguno 
para su comparecencia en la carta. Por último, mediante carta núm. 606/2014, de 3 de 
septiembre de 2014, la dirección de la UPW de Bumerdés decidió despedirlo con efecto a 
partir del 2 de septiembre de 2014. 

114. El Comité toma nota de que la organización querellante alega que en el procedimiento 
disciplinario emprendido contra el Sr. Benyacoub se han producido las irregularidades 
siguientes: el Sr. Benyacoub recibió la convocatoria para comparecer ante la comisión 
disciplinaria sólo cinco días — en lugar de ocho días laborables — antes de la fecha de la 
reunión. Además, en la carta no se especificaba el motivo de la convocatoria, en violación 
del reglamento interno de la empresa. Por otra parte, el Sr. Benyacoub no tuvo acceso a su 
expediente disciplinario, contrariamente a lo previsto en el reglamento interno. Por último, 
los hechos que se le imputan tuvieron lugar cuando éste ya no estaba en servicio. En efecto, 
el Sr. Benyacoub se encontraba en la vía pública fuera de todo lugar de trabajo y no se 
había formado ninguna manifestación. 

115. El Comité toma nota de que el Sr. Benyacoub interpuso un recurso ante la dirección general 
de la empresa de correos de Argelia con el fin de solicitar la anulación de la decisión de 
despido. La dirección de la empresa no dio curso a la petición presentada. Mientras tanto, 
el Sr. Benyacoub fue llamado para hacer su servicio militar a finales de septiembre de 2014. 
Al terminar su servicio militar en septiembre de 2015, el interesado reactivó el 
procedimiento de recurso lo que dio lugar a que recibiera una carta de convocatoria para 
presentarse ante la comisión de recursos el 30 de noviembre de 2015. Según la organización 
querellante, la empresa no ha iniciado ninguna acción en relación con este caso desde que 
se celebró la comparecencia del Sr. Benyacoub. 

116. En el presente caso, el Comité observa que de las informaciones proporcionadas por la 
organización querellante o de los documentos de que dispone no se desprende que el 
Sr. Benyacoub sea sindicalista. Sin embargo, el Comité observa que el Sr. Benyacoub se 
encuentra, por iniciativa del empleador, en una situación que está directamente relacionada 
con un procedimiento disciplinario emprendido contra un dirigente sindical de la empresa. 
En consecuencia, el Comité considera que está en condiciones de examinar la situación del 
Sr. Benyacoub. A este respecto, el Comité expresa su interrogante y preocupación por el 
hecho de que una empresa inicie un procedimiento disciplinario contra un empleado con 
motivo de su «participación en una manifestación ajena a las actividades sindicales 
regulares realizadas en los locales de trabajo, las zonas circundantes y otros lugares de 
trabajo» puesto que, al parecer, dicho empleado no estaba en servicio y se encontraba en 
la vía pública donde no se había formado ninguna manifestación, ni violado alguna ley, ni 
tampoco amenazado el orden público. 

117. Al tiempo que toma nota del alegato según el cual el despido del Sr. Benyacoub, así como 
el de los dirigentes del SNAP, tiene por objeto intimidar a los trabajadores de la empresa 
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de correos que deseen participar en acciones sindicales y obstaculizar el ejercicio de la 
libertad sindical perturbando el funcionamiento de un sindicato, el Comité urge al Gobierno 
a que tome las medidas que sean necesarias para que los servicios competentes lleven a 
cabo una investigación sobre el despido del Sr. Benyacoub, y a que lo mantenga informado 
de los resultados y las medidas adoptadas. Por otra parte, el Comité espera que el Gobierno 
remita sin demora informaciones sobre la situación laboral del Sr. Benyacoub. 

Recomendaciones del Comité 

118. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 
Consejo de Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité lamenta que, a pesar del tiempo transcurrido desde la presentación 
de la queja en agosto de 2014, el Gobierno no haya respondido, a pesar de 
haber sido invitado a hacerlo en varias ocasiones, inclusive a través un 
llamamiento urgente. El Comité insta al Gobierno a que se muestre más 
cooperativo en el futuro; 

b) el Comité urge al Gobierno a que adopte de inmediato las medidas que sean 
necesarias para dar cumplimiento a las decisiones del Tribunal de 
El-Harrach (Argel) en las que se ordena el reintegro de dos dirigentes 
sindicales del SNAP, a saber, el Sr. Mourad Nekache y el Sr. Tarek Ammar 
Khodja, con el pago de todos los salarios atrasados y de las indemnizaciones 
compensatorias conforme a las decisiones judiciales en cuestión, y que le 
mantenga informado al respecto, y 

c) el Comité urge al Gobierno a que tome las medidas que sean necesarias para 
que los servicios competentes lleven a cabo una investigación sobre el despido 
del Sr. Bilal Benyacoub, y a que lo mantenga informado de los resultados y 
las medidas adoptadas. Por otra parte, el Comité espera que el Gobierno 
remita sin demora informaciones sobre la situación laboral del 
Sr. Benyacoub. 

CASO NÚM. 2987 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de la Argentina 

presentada por 

– la Asociación Gremial de Trabajadores de Subterráneo  

y Premetro (AGTSyP) y 

– la Central de Trabajadores de la Argentina (CTA) 

Alegatos: las organizaciones querellantes 

objetan la decisión de la autoridad 

administrativa del trabajo del Gobierno de  

la Ciudad de Buenos Aires de convocar a  

las partes en un conflicto en el sector de los 

subterráneos a la conciliación obligatoria,  

así como la imposición de una multa a la 

AGTSyP por no acatar dicha convocatoria 
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119. El Comité examinó por última vez el presente caso en su reunión de marzo de 2014 y 

presentó un informe provisional al Consejo de Administración [véase 371.er informe, 

párrafos 154 a 170, aprobado por el Consejo de Administración en su 320.ª reunión 

(marzo de 2014)].  

120. El Gobierno envió nuevas observaciones por comunicaciones de fechas 3 de noviembre 

de 2014, 28 de mayo de 2015 y 10 de marzo de 2016. 

121. La Argentina ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Examen anterior del caso 

122. En su último examen del caso en octubre de 2014 el Comité formuló las recomendaciones 

siguientes [véase 371.er informe, párrafo 170]:  

a) el Comité pide al Gobierno que le informe sobre el resultado del recurso de 

reconsideración y apelación en subsidio que según los querellantes se habría interpuesto 

en contra de la resolución administrativa núm. 1015/SSTR/2012 que ordenó la 

conciliación obligatoria en el marco de un conflicto en el sector de los subterráneos en la 

ciudad de Buenos Aires; 

b) el Comité pide al Gobierno que le informe si la resolución administrativa 

núm. 1016/SSTR/2012 de 11 de agosto de 2012 mediante la cual se impuso una multa a 

la AGTSyP ha sido revocada, y  

c) el Comité pide al Gobierno que sin demora envíe sus observaciones en relación con los 

alegatos según los cuales algunos fiscales (representantes del Ministerio Público) habrían 

iniciado denuncias en relación con el conflicto en cuestión que estarían en trámite, así 

como que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires está gestionando ante el Ministerio 

de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y ante la Justicia Nacional del Trabajo 

la cancelación de la personería jurídica de la AGTSyP. 

B. Respuesta del Gobierno 

123. Mediante comunicaciones de 3 de noviembre de 2014 y de 28 de mayo de 2015 el Gobierno 

informa que consultó a la Subsecretaria de Trabajo, Industria y Comercio del Gobierno de 

la Ciudad de Buenos Aires y que la misma manifiesta que no hubo nuevas presentaciones 

por parte de los interesados y que la cuestión ha sido superada por nuevos acuerdos 

arribados. 

C. Conclusiones del Comité 

124. El Comité recuerda que el presente caso concierne un conflicto en el marco de la 

negociación de ciertas condiciones de empleo y de un ajuste salarial para trabajadores del 

sector de subterráneos de la ciudad de Buenos Aires. El Comité toma nota de las 

indicaciones del Gobierno de que la cuestión habría sido superada por nuevos acuerdos 

arribados. En cuanto a las resoluciones administrativas núm. 1015/SSTR/2012 (que ordenó 

la conciliación obligatoria) y núm. 1016/SSTR/2012 (mediante la cual se impuso una multa 

a la AGTSyP y que, según indicó el Gobierno, no habría sido ejecutada) el Comité pide a 

las organizaciones querellantes y al Gobierno que le informen si siguen pendientes de 

decisiones administrativas o judiciales en relación a estas resoluciones y, en caso 

afirmativo, que le mantengan informado de sus resultados. En cuanto a los alegatos de que 

algunos fiscales habrían iniciado denuncias en relación con el conflicto en cuestión y que 

el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires estaría gestionando la cancelación de la 
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personería jurídica de la AGTSyP, en vista de las indicaciones del Gobierno, a no ser que 

las organizaciones querellantes brinden informaciones adicionales al respecto, el Comité 

no proseguirá con el examen de los mismos. 

Recomendación del Comité 

125. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe la recomendación siguiente: 

 En cuanto a las resoluciones administrativas núm. 1015/SSTR/2012 (que 

ordenó la conciliación obligatoria en el marco de un conflicto en el sector de 

los subterráneos en la ciudad de Buenos Aires) y núm. 1016/SSTR/2012 

(mediante la cual se impuso una multa a la AGTSyP y que, según indicó el 

Gobierno, no habría sido ejecutada) el Comité pide a las organizaciones 

querellantes y al Gobierno que le informen si siguen pendientes de decisiones 

administrativas o judiciales en relación a estas resoluciones y, en caso 

afirmativo, que le mantengan informado de sus resultados. 

CASO NÚM. 3118 

INFORME DEFINITIVO 

 

Queja contra el Gobierno de Australia 

presentada por 

– el Sindicato del Sector Público y Comunitario (CPSU) 

– la Asociación del Servicio Público de Nueva Gales  

del Sur (PSANSW) y 

– el Consejo Australiano de Sindicatos (ACTU) 

Alegatos: las organizaciones querellantes 

alegan que el Gobierno del estado de Nueva 

Gales del Sur ha promulgado disposiciones 

legislativas que imponen restricciones a la libre 

negociación colectiva sobre salarios y otras 

cuestiones a los trabajadores del sector público, 

violando por consiguiente los principios de 

libertad de asociación y negociación colectiva 

126. La queja figura en una comunicación de fecha 4 de marzo de 2015 del Sindicato del Sector 

Público y Comunitario (CPSU), la Asociación del Servicio Público de Nueva Gales del Sur 

(PSANSW) y el Consejo Australiano de Sindicatos (ACTU). 

127. El Gobierno envió sus observaciones en una comunicación de fecha 2 de septiembre 

de 2015, que contiene la información facilitada por el Gobierno de Nueva Gales del Sur 

(NSW). 

128. Australia ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87) y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98). No ha ratificado ni el Convenio sobre las relaciones de trabajo en 



GB.326/INS/12 

 

32 GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  

la administración pública, 1978 (núm. 151) ni el Convenio sobre la negociación colectiva, 

1981 (núm. 154). 

A. Alegatos de las organizaciones querellantes 

129. En su comunicación de fecha 4 de marzo de 2015, el CPSU, la PSANSW y el ACTU 

explican que: 

— El CPSU está registrado con arreglo a la Ley Federal sobre Trabajo Equitativo de 2009 

y es el sindicato más importante de trabajadores del sector público del sistema estatal 

y federal en Australia. Está integrado por dos grupos: el grupo de la Federación Estatal 

de Servicios Públicos (SPSF), que representa a los trabajadores del sector público 

estatal (aproximadamente 90 000 trabajadores de gobiernos estatales en departamentos, 

organismos, autoridades legales, agencias y empresas públicas, así como a los 

trabajadores de los servicios generales de las universidades) y el grupo del Sindicato 

del Sector Público (PSU), que representa a los trabajadores del sector público estatal y 

federal. 

— La PSANSW es un sindicato registrado de conformidad con la Ley sobre Relaciones 

Laborales de 1996 (Nueva Gales del Sur) y la Ley Federal sobre Trabajo Equitativo 

de 2009. Representa a los trabajadores del sector público de Nueva Gales del Sur, 

inclusive de departamentos gubernamentales, escuelas, prisiones, autoridades legales, 

empresas públicas, instituciones de la Technical and Further Education (TAFE) de 

Nueva Gales del Sur y universidades. El sindicato cuenta con unos 40 000 afiliados 

distribuidos en 4 000 lugares de trabajo. 

— El ACTU es el principal órgano de los sindicatos australianos. Integrado por 

46 sindicatos afiliados, representa a cerca de 2 millones de trabajadores australianos y 

sus familias. 

130. A modo de antecedentes, las organizaciones querellantes explican que: 1) el sector público 

de Nueva Gales del Sur, que emplea aproximadamente al 11 por ciento del total de la fuerza 

de trabajo del estado (399 243 trabajadores a finales de 2013), es el mayor empleador de 

Australia; 2) en 2011-2012, un 12,8 por ciento de la economía de Nueva Gales del Sur 

correspondía al sector público; 3) el total de los gastos generales de Nueva Gales del Sur en 

transacciones públicas en 2013-2014 ascendió a 64 500 millones de dólares australianos 

(AUD), de los cuales, el 48 por ciento correspondía a costos relacionados con la mano de 

obra; 4) más del 60 por ciento de los trabajadores del sector público trabajan en el sector de 

la salud (31,75 por ciento) y en el sector de la educación (30,49 por ciento), y 5) otros 

servicios destacados incluyen los transportes, las fuerzas del orden público y la justicia, y 

los servicios comunitarios y sociales. Las organizaciones querellantes alegan que las 

finanzas del estado de Nueva Gales del Sur son extremadamente sólidas (beneficios 

acumulados en siete de los diez años transcurridos desde 2003) y que, en la actualidad, el 

estado registra las mejores cifras de crecimiento y la tasa de desempleo más baja del país. 

131. Las organizaciones querellantes alegan que, si bien los estados tienen la capacidad 

legislativa para promulgar y enmendar la legislación laboral relativa a los empleadores y los 

trabajadores del estado, inclusive en el marco de la negociación colectiva, en el último 

decenio han tendido a renunciar a sus competencias en relación con la legislación laboral 

(por compulsión o consentimiento), prevaleciendo la legislación establecida por el Gobierno 

federal. En 2005, todos los empleadores (y sus trabajadores) que comercian como 
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corporaciones constitucionales 1  se transfirieron obligatoriamente al sistema federal de 

legislación laboral de conformidad con la Ley (federal) sobre Relaciones en el Lugar de 

Trabajo de 1996. En 2010, el Gobierno de Nueva Gales del Sur transfirió a los empleadores 

de las corporaciones no constitucionales (y a sus trabajadores) al sistema federal cubierto 

por la Ley sobre Trabajo Equitativo de 2007 (que sustituía a la Ley sobre Relaciones en el 

Lugar de Trabajo de 1996). Según las organizaciones querellantes, el resultado es que dicha 

ley estatal se aplica únicamente a los empleados del Estado federal y la ley federal se aplica 

a los empleadores del sector privado (incluidas las empresas públicas) y sus trabajadores. 

Los dos sistemas tienen marcos de negociación colectiva distintos. 

132. El sistema federal tiene por objeto facilitar la negociación colectiva a nivel de empresa. El 

papel del órgano federal de arbitraje, la comisión de trabajo equitativo, es proporcionar 

conciliación y arbitraje únicamente en caso de que las negociaciones a nivel de empresa 

fracasen manifiestamente, regular toda conducta relacionada con las acciones colectivas, y 

ratificar los contratos (conocidos como acuerdos) una vez completados y aprobados (por 

votación de los trabajadores) a nivel de empresa. 

133. El sistema de negociación colectiva en la jurisdicción de Nueva Gales del Sur (IRC) concede 

mayor importancia al papel del órgano de arbitraje, la comisión de relaciones laborales de 

Nueva Gales del Sur, en la obtención de contratos (conocidos como laudos). Formalmente, 

todos los laudos en Nueva Gales del Sur se dictan o modifican a partir de la solicitud de un 

empleador o sindicato a la comisión. En la práctica suelen celebrarse amplias negociaciones 

entre las partes antes de formularse la solicitud a la comisión. Cuando en el curso de las 

negociaciones se alcanza un consenso, la función de la comisión es básicamente ratificar un 

laudo acordado. Cuando en la solicitud de un laudo a la comisión se revelan diferencias entre 

las partes, la comisión interviene de manera activa en la conciliación, y si fracasa, inicia un 

procedimiento de arbitraje obligatorio. Si se compara con la legislación federal, el sistema 

de Nueva Gales del Sur establece un límite menor a la utilización del arbitraje obligatorio 

para resolver conflictos de negociación colectiva, por lo que es más frecuente que la 

comisión estatal desempeñe el papel de tercera parte en las negociaciones. 

134. Según las organizaciones querellantes, la política de relaciones laborales ha sido una 

herramienta fundamental en la aplicación de la política fiscal del Gobierno. Alegan que la 

política pretende, explícitamente, imponer restricciones a la capacidad de los sindicatos para 

negociar colectivamente y a los resultados que de ella pueden obtener, a través de una serie 

de leyes interrelacionadas y reglamentos y políticas subordinadas. Guardan relación con la 

presente queja: 

— la Ley sobre Relaciones Laborales de 1996; 

— la Ley Enmendada de Relaciones Laborales (Condiciones de Trabajo del Sector 

Público) de 2011; 

— el reglamento modificado sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector 

público) de 2011; 

— el proyecto de reforma sobre el empleo y la gestión de la mano de obra en el sector 

público (PSEM) de 2012; 

 

1 Nota del traductor: En Australia, una «constitutional corporation» es una corporación (empresa, 

asociación sin ánimo de lucro o sociedad constituida por la ley parlamentaria) extranjera o una 

corporación comercial o financiera, constituida en la Comunidad de Estados Independientes. 
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— la Ley Enmendada de Ingresos del Estado y otras Leyes (Medidas Presupuestarias) de 

2014; 

— la Ley de Empleo del Sector Público de 2013; 

— la política salarial del sector público de Nueva Gales del Sur de 2011, y  

— la política de gestión de los excedentes de mano de obra. 

135. Las organizaciones querellantes consideran que el efecto combinado de estos instrumentos 

es prohibir legalmente que los sindicatos logren aumentos salariales por encima de los 

prescritos por la política del Gobierno, establecer el modo de determinar todos los laudos, y 

limitar las cuestiones en las que los laudos pueden otorgar derechos legales a los empleados. 

136. Las organizaciones querellantes explican que la PSANSW cuestionó la validez 

constitucional de las disposiciones legislativas incluidas en la Ley Enmendada de Relaciones 

Laborales (Condiciones de Trabajo del Sector Público) de 2011. El Tribunal Superior falló 

que la ley era constitucionalmente válida. La disposición fundamental de los procedimientos 

era el artículo 146C de la ley: 

146C. Aplicación por parte de la comisión de ciertos aspectos de la política 

gubernamental relativa al empleo en el sector público 

1) La comisión, cuando dicta o modifica algún laudo u orden, debe dar cumplimiento a 

toda política aplicable sobre las condiciones de trabajo de los trabajadores del sector público: 

a) que, según, las disposiciones reglamentarias, constituya un aspecto de la política 

gubernamental a la que deba dar cumplimiento la comisión, y 

b) que se aplique a la cuestión con la que guarde relación el laudo u orden. 

2) Toda regulación de esta índole puede declarar una política estableciéndola en la 

regulación o adoptando una política establecida en un documento pertinente al que se haga 

referencia en la misma. 

3) Un laudo u orden de la comisión no tiene vigencia si contradice la obligación de 

la comisión con arreglo al presente artículo. [enfatizado] 

4) Este artículo se amplía a apelaciones o referencias al pleno de la comisión. 

5) Este artículo no se aplica a la comisión en sesión judicial. 

6) Este artículo se amplía a procedimientos pendientes en la comisión a la entrada en 

vigor del mismo. Una regulación con arreglo al presente artículo se amplía a los procedimientos 

pendientes en la comisión a la entrada en vigor de la regulación, a menos que ésta establezca lo 

contrario. 

7) Este artículo es válido a pesar de lo dispuesto en el artículo 10 ó 146, o cualquier otra 

disposición de la presente ley u otra ley. 

8) En este artículo: 

laudo u orden incluyen: 

a) un laudo (según definición del diccionario) o exención de un laudo, y 

b) una decisión para aprobar un acuerdo empresarial con arreglo a la parte 2 del capítulo 

2, y 

c) la adopción en virtud del artículo 50 de los principios o disposiciones de una decisión 

nacional o la adopción de una decisión estatal en virtud del artículo 51, y 

d) todo aquello llevado a cabo en el curso de procedimientos de arbitraje o de 

procedimientos para una orden relativa a un conflicto con arreglo al capítulo 3. 

condiciones de trabajo – véase diccionario. 
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trabajador del sector público es una persona empleada, para cualquier labor, en: 

a) el servicio público, la enseñanza pública, las fuerzas del orden público o el servicio 

de salud de Nueva Gales del Sur, los servicios del Parlamento o cualquier otro 

servicio de la Corona, o  

b) el servicio de cualquier órgano (excepto un consejo u otra autoridad local) 

constituido por una ley y que la legislación establezca a los efectos del presente 

artículo. 

137. Así pues, según las organizaciones querellantes, el artículo 146C, 1), destituye a la comisión 

laboral de Nueva Gales del Sur de toda potestad para examinar cualquier asunto abordado 

en el marco de una política gubernamental establecida por la legislación, puesto que encarga 

a la comisión la aplicación de las políticas sobre las condiciones de trabajo de los 

trabajadores del sector público. El amplio alcance de la facultad para establecer una política 

sobre cualquier aspecto de las condiciones de trabajo significa que la PSANSW no tiene 

competencia alguna para participar en ningún tipo de acuerdo vinculante o laudo con el 

Gobierno respecto de cuestiones determinadas por políticas establecidas del Gobierno. Así 

pues, según las organizaciones querellantes, el Gobierno se ha otorgado la facultad para 

determinar unilateralmente qué condiciones pueden abordarse a través de la negociación o 

el arbitraje. 

138. A juicio de las organizaciones querellantes, el artículo 146C, 2), otorga al ministro amplias 

facultades para extender el alcance de las disposiciones actuales a través de dos mecanismos: 

1) permitiendo que las limitaciones a la comisión se establezcan en una regulación, y 

2) permitiendo el establecimiento de un límite a las condiciones por referencia a esta regla 

en una política gubernamental. El artículo 146C, 3), otorga a toda regulación que establezca 

una política la facultad de anular e invalidar disposiciones de un laudo u orden que no se 

ajuste a las condiciones de dicha regulación o política. El artículo 146C, 7), establece que el 

«presente artículo tiene validez a pesar de lo dispuesto en el artículo 10 ó 146, o cualquier 

otra disposición de la presente ley u otra ley». El artículo 10 dispone que «la comisión podrá 

dictar un laudo con arreglo a la presente ley que establezca condiciones de trabajo justas y 

razonables para los trabajadores». El artículo 146 establece las funciones generales de la 

comisión: 

146. Funciones generales de la comisión 

1) La comisión tiene las siguientes funciones: 

a) fijar la remuneración y otras condiciones de trabajo, 

b) resolver conflictos laborales, 

c) conocer y determinar otras cuestiones laborales, 

d) examinar cualquier asunto laboral o asunto que le haya sido remitido por el Ministerio, e 

informar sobre el particular, y 

e) desempeñar funciones que le hayan sido otorgadas por la presente ley u otra disposición 

legislativa. 

2) En el ejercicio de sus funciones, la comisión debe tomar en consideración el interés 

público y, a tal efecto, debe tener presentes: 

a) los objetivos de la presente ley, y 

b) la situación de la economía de Nueva Gales del Sur y el posible efecto de sus decisiones 

en la misma. 

Este subapartado no se aplica a los procedimientos ante la comisión en sesión judicial que 

sean causas penales o que no considere adecuados.  
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139. El artículo 146, 2), exige que la comisión tome en consideración el «interés público» y los 

objetivos de la ley, establecidos en el artículo 3: 

3. Objetivos 

Los objetivos de la presente ley son los siguientes: 

a) proporcionar un marco justo y equitativo para el desarrollo de las relaciones laborales, 

b) promover la eficiencia y la productividad en la economía del Estado,  

c) promover la participación en las relaciones laborales por parte de los trabajadores y los 

empleadores a nivel de empresa o de lugar de trabajo, 

d) alentar la participación de órganos de representación de los trabajadores y los empleadores 

en las relaciones laborales, así como una gestión responsable y un control democrático de 

dichos órganos, 

e) favorecer una legislación adecuada del empleo a través de laudos, acuerdos empresariales 

y otros instrumentos laborales, 

f) evitar y suprimir la discriminación en el lugar de trabajo, en particular para asegurar la 

igualdad salarial para hombres y mujeres por trabajo de igual valor o valor comparable, 

g) prever procedimientos de conciliación para la resolución de conflictos laborales y, de ser 

necesario, procedimientos de arbitraje rápidos y justos y con un mínimo de tecnicismos 

legales, y 

h) alentar y favorecer reformas cooperativas y relaciones justas, innovadoras y productivas 

en el lugar de trabajo. 

140. Las organizaciones querellantes señalan que los objetivos que exigen que la comisión tome 

en consideración la necesidad de proporcionar «un marco justo y equitativo para el desarrollo 

de las relaciones laborales», de promover «la eficiencia y la productividad en la economía 

del Estado» o de «alentar y favorecer reformas cooperativas y relaciones justas, innovadoras 

y productivas en el lugar de trabajo» dependen en su totalidad de la aplicación de la política 

gubernamental. Así pues, las organizaciones querellantes consideran que la intención de las 

enmiendas legislativas es que la política gubernamental prevalezca aunque no sea justa o 

equitativa, o inclusive cuando contravenga el interés público. 

141. Las organizaciones querellantes indican que el Gobierno utilizó la facultad que le confería 

la Ley Enmendada de Relaciones Laborales (Condiciones de Trabajo en el Sector Público) 

de 2011 para emitir el reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo en el 

sector público) de 2011 (reglamento de 2011) el mismo día en que se promulgó la ley. Los 

elementos clave del reglamento son los siguientes: 

4. Declaraciones con arreglo al artículo 146C 

Las cuestiones establecidas en este reglamento son, a tenor de lo dispuesto en el 

artículo 146C de la ley, aspectos de la política gubernamental a los que debe dar cumplimiento 

la comisión de relaciones laborales cuando dicta o modifica un laudo u orden. 

5. Políticas principales 

Se suscriben las siguientes políticas principales: 

a) Los trabajadores del sector público tienen derecho a las condiciones mínimas de trabajo 

garantizadas (condiciones establecidas en el apartado 7). 

b) Igual remuneración para hombres y mujeres por trabajo de igual valor o valor comparable. 

Nota: El apartado 6, 1, c), establece que las condiciones de trabajo existentes que excedan 

las condiciones mínimas garantizadas sólo podrán disminuirse a los efectos de ahorrar en los 

costos de mano de obra y con el acuerdo de las partes interesadas. 
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El apartado 9, 1, e), establece que, para reducir los costos de mano de obra, las condiciones 

de trabajo no pueden disminuirse por debajo de unas condiciones mínimas de trabajo 

garantizadas. 

6. Otras políticas 

1) Se suscriben asimismo las siguientes políticas, si bien están sujetas a su conformidad 

con las políticas principales suscritas: 

a) Podrán concederse aumentos salariales y mejoras en otras condiciones de trabajo a los 

trabajadores del sector público siempre y cuando no representen un aumento de los costos 

de mano de obra que supere el 2,5 por ciento anual. 

b) Los aumentos salariales y las mejoras en otras condiciones de trabajo que aumenten los 

costos de mano de obra en más de un 2,5 por ciento anual podrán aplicarse únicamente si 

se han realizado ahorros en los costos de mano de obra suficientes para contrarrestar 

dichos aumentos. A tal efecto: 

i) las partes interesadas son las que, de mutuo acuerdo, determinarán si se han realizado 

los ahorros pertinentes y, en ausencia de acuerdo, será la comisión la que lo 

determine, y 

ii) podrán concederse aumentos antes de que se hayan realizado los ahorros pertinentes, 

pero no serán pagaderos antes de que los ahorros sean efectivos, y 

iii) no es necesario traducir la totalidad de los ahorros en aumentos salariales o mejora 

de otras condiciones de trabajo. 

c) A los efectos de ahorrar en los costos de mano de obra, las condiciones de trabajo 

existentes que excedan las condiciones mínimas de trabajo garantizadas sólo podrán 

disminuirse con el acuerdo de las partes en el procedimiento. 

d) Los laudos y órdenes resolverán todas las cuestiones objeto del procedimiento (y no se 

dejarán cuestiones pendientes o se permitirá la presentación de otras cuestiones durante el 

plazo correspondiente al laudo u orden). No obstante, podrán hacerse modificaciones con 

el acuerdo de las partes. 

e) Los cambios salariales o de otras condiciones de trabajo sólo serán posibles en la fecha 

que las partes hayan acordado para los mismos o una vez transcurrida la misma (si el laudo 

u orden se dicta o modifica por acuerdo) o en la fecha de la decisión de la comisión (si el 

laudo u orden se dicta o modifica por procedimiento de arbitraje). 

f) Las políticas relacionadas con la gestión de los excedentes de mano de obra en el sector 

público no pueden incorporarse a los instrumentos laborales. 

2) El subapartado 1, e), no es aplicable salvo acuerdo de las partes o en circunstancias 

excepcionales. 

3) Las partes relacionadas con un asunto que requiera el acuerdo en virtud de este 

apartado son el empleador y cualquier otra parte en los procedimientos que sea una organización 

de trabajadores con uno o más miembros cuyos intereses se vean afectados directamente por el 

asunto en cuestión. 

7. Condiciones mínimas de trabajo garantizadas 

1) A los efectos de este reglamento, las condiciones mínimas de empleo garantizadas 

son las siguientes: 

a) La licencia parental no remunerada equivalente a la ofrecida por las normas nacionales de 

empleo. 

b) La licencia parental remunerada aplicable al grupo correspondiente de trabajadores del 

sector público a la entrada en vigor de este apartado. 

c) Las aportaciones de los empleadores a planes o fondos de jubilación de los trabajadores 

(importe mínimo establecido con arreglo a la legislación correspondiente de la Comunidad 

de Estados Independientes). 

2) Las condiciones mínimas de trabajo garantizadas también incluyen las siguientes: 
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a) La licencia por antigüedad en el servicio o licencia prolongada (la licencia mínima 

establecida con arreglo de los anexos 3 y 3A de la Ley sobre el Empleo y la Gestión en el 

Sector Público de 2002 o la Ley sobre la Antigüedad en el Servicio de 1955, según 

corresponda al trabajo de que se trate). 

b) La licencia anual (la licencia mínima establecida con arreglo a la Ley sobre las Vacaciones 

Anuales de 1944). 

c) Las licencias por enfermedad con arreglo al artículo 26 de la ley. 

d) El derecho a fiestas oficiales de conformidad con la Ley de Fiestas Oficiales de 2010. 

e) El derecho al trabajo a tiempo parcial en virtud de la parte 5 del capítulo 2 de la ley. 

8. Significado de costos relacionados con la mano de obra 

A los efectos de este reglamento los costos relacionados con la mano de obra son los 

costos en los que incurre el empleador derivados del empleo de trabajadores del sector público, 

costos relacionados con el salario, los sueldos, las prestaciones y otras remuneraciones 

pagaderas a los trabajadores, así como la jubilación y otras prestaciones de empleo personales 

pagaderas a los trabajadores o en relación con los mismos. 

9. Significado del concepto de ahorro en los costos relacionados con la mano de obra 

1) A los efectos de este reglamento, el ahorro en los costos relacionados con la mano 

de obra es el ahorro: 

a) que está determinado en el laudo u orden de la comisión que se basa en dicho ahorro,  

b) que incluye una contribución significativa de los trabajadores del sector público y por lo 

general suele conllevar cambios directos al instrumento laboral y las prácticas laborales 

correspondientes u otras condiciones de trabajo, 

c) que no se trata de un ahorro existente (según la definición incluida en el subapartado 2),  

d) que es un ahorro complementario a la totalidad de las medidas del Gobierno en materia de 

ahorro (como los dividendos de eficiencia), y 

e) que no se logra mediante una reducción en las condiciones mínimas de trabajo 

garantizadas por debajo del nivel mínimo. 

2) El ahorro es ahorro existente si está determinado en un instrumento laboral 

relacionado que haya sido formulado antes de la entrada en vigor de este reglamento (o en un 

acuerdo tomado en consideración por dicho instrumento laboral) y se basa en dicho instrumento 

laboral, se haya o no conseguido el ahorro y se consiguiera o no durante la vigencia de dicho 

instrumento laboral. 

142. Las organizaciones querellantes consideran que las disposiciones antes mencionadas limitan 

legislativamente los resultados de la negociación colectiva en materia de salarios por las 

siguientes razones: 

— La característica clave del reglamento es la limitación de los aumentos en la 

remuneración o de las mejoras en otras condiciones de trabajo a un 2,5 por ciento anual. 

— En virtud de dicho reglamento, el Gobierno de Nueva Gales del Sur puede dictar las 

condiciones salariales y de trabajo sin que los empleados tengan la posibilidad de 

negociar equitativamente o de conseguir la intervención de un árbitro independiente. 

— El valor actual del 2,5 por ciento refleja el punto medio del objetivo de inflación del 

Reserve Bank of Australia (RBA). Implícitamente, el Gobierno asume que el RBA 

aplicará su política monetaria para mantener los precios en la banda objetivo, de tal 

modo que, a largo plazo, los niveles salariales del sector público mantendrán su valor 

real. 

— No hay nada que impida modificar el reglamento a un valor inferior al 2,5 por ciento. 

De igual modo, no se prevé compensación alguna en caso de que el nivel de precios 
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supere el 2,5 por ciento. Existe un riesgo evidente de que, con el tiempo, el límite 

provoque la reducción de los salarios reales de los trabajadores del sector público. 

— La legislación permite aumentos por encima del límite del 2,5 por ciento, pero en 

circunstancias muy limitadas. Cualquier aumento de esta índole está supeditado a la 

determinación del ahorro en los costos relacionados con la mano de obra que compense 

por completo el aumento en dichos costos. Esto significa que los aumentos salariales 

por encima del límite sólo pueden obtenerse si las condiciones existentes lo permiten. 

— El apartado 6, 1), b), limita el plazo de concesión y el pago de los aumentos que superen 

el límite del 2,5 por ciento. También permite que los trabajadores se vean 

desfavorecidos al no establecer que el valor total del ahorro conseguido deba ser 

transferido a los trabajadores como aumento salarial. 

— El apartado 6, 1), d), dispone que todas las cuestiones objeto del procedimiento se 

resuelvan e impide la interposición de otras quejas durante el plazo del laudo. 

— El apartado 6, 1), e), limita la capacidad de la comisión de Nueva Gales del Sur para 

ordenar la anticipación de los pagos. 

— Las restricciones que impone la ley y las disposiciones reglamentarias han llevado a la 

Asociación del Servicio Público (PSA) a aceptar aumentos de salarios del 

2,5 por ciento en nombre de los trabajadores del sector público en 2011 y 2012. 

143. Las organizaciones querellantes señalan asimismo que en marzo de 2012, el Gobierno 

federal aprobó una ley para aumentar la tasa de aportación obligatoria del empleador a un 

fondo de jubilación de los trabajadores (cuenta de pensión). La ley establece una serie de 

aumentos graduales a partir de la tasa existente del 9 por ciento y hasta el 12 por ciento a 

partir del 1.º de julio de 2013 y hasta el 1.º de julio de 2019. Esta ley se aplica a todos los 

empleadores de Australia, incluidos los gobiernos de los estados. El 1.º de mayo de 2013, el 

Gobierno de Nueva Gales del Sur notificó su intención de absorber el primer aumento 

gradual de capital del 0,25 por ciento, y todos los aumentos a partir de entonces, en el límite 

salarial del 2,5 por ciento. La PSA se opuso a la puesta en práctica de dicha absorción con 

arreglo al reglamento tal y como estaba concebido. El 17 de junio de 2013, en el laudo de 

2011 y orden núm. 1 relativos a los sueldos de los empleados de la Corona (tasas de 

retribución) (2013) NSWIRComm 53, la comisión en pleno se pronunció a favor de la PSA, 

y decidió que los aumentos de hasta el 2,5 por ciento eran aplicables a los trabajadores ya 

que el límite de remuneración sólo se refería a los costos determinados por la propia 

comisión, y no a los costos de mano de obra impuestos por la legislación gubernamental de 

la Comunidad de Estados Independientes. Se concedió un aumento intermedio del 2,27 por 

ciento mientras el Gobierno buscaba otros mecanismos legales para eludir la decisión. El 

Gobierno enmendó las disposiciones reglamentarias en dos ocasiones para especificar la 

inclusión de los aumentos a la garantía de jubilación en el límite salarial. En ambas 

ocasiones, estas enmiendas fueron rechazadas por votaciones en la cámara alta del 

Parlamento de Nueva Gales del Sur, celebradas el 21 de agosto de 2013 y el 5 de marzo de 

2014. El 6 de mayo de 2014, en Secretaría del Tesoro contra el Sindicato General de la 

Asociación de los Servicios Públicos y Funcionarios Profesionales de Nueva Gales del Sur 

(2014) NSWCA 138, el Tribunal de Apelaciones del Tribunal Supremo de Nueva Gales del 

Sur admitió el recurso del Gobierno relativo a la decisión de junio de la comisión y ordenó 

que se anulase la instrucción emitida por la comisión el 17 de diciembre de 2013, de 

conformidad con la cual debía pagarse la totalidad del 2,5 por ciento. El 17 de junio de 2014 

se aprobó la Ley Enmendada de Ingresos del Estado y otras Leyes (Medidas Presupuestarias) 

de 2014 en ambas cámaras del Parlamento con el pretexto de un proyecto de ley de oferta 

presupuestaria. El anexo 5, parte 5.2, apartado 6 de la ley incluye las enmiendas reguladoras 

rechazadas con anterioridad por la cámara alta en relación con la jubilación: 
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6. Otras políticas 

1) Se suscriben asimismo las siguientes políticas, si bien están sujetas a su conformidad 

con las políticas principales suscritas: 

a) Los trabajadores del sector público pueden recibir aumentos salariales o mejoras en las 

condiciones de trabajo, pero sólo si el aumento en los costos de mano de obra relacionados 

no representan más de un 2,5 por ciento anual, incluidas las prestaciones nuevas o los 

aumentos en las prestaciones de jubilación (o prestaciones previstas) a los trabajadores o 

en relación con los mismos desde que su remuneración u otras condiciones de trabajo se 

determinaron por última vez. 

b) Pueden otorgarse aumentos salariales y mejoras en otras condiciones de trabajo aunque 

aumenten los costos de mano de obra en más de un 2,5 por ciento anual únicamente si se 

han realizado ahorros en los costos de mano de obra suficientes para contrarrestar los 

aumentos que superen el 2,5 por ciento anual. A tal efecto: 

i) Las partes interesadas son las que, de mutuo acuerdo, determinarán si se han 

realizado los ahorros pertinentes y, en ausencia de acuerdo, será la comisión la que 

lo determine, 

ii) podrán concederse aumentos antes de que se hayan realizado los ahorros pertinentes, 

pero no serán pagaderos antes de que los ahorros sean efectivos, y 

iii) no es necesario traducir la totalidad de los ahorros en aumentos salariales o mejora 

de otras condiciones de trabajo. 

c) A los efectos de lograr ahorrar en los costos de mano de obra, las condiciones de trabajo 

vigentes de este tipo que excedan las condiciones mínimas de trabajo garantizadas sólo 

podrán disminuirse con el acuerdo de las partes en el procedimiento. 

d) Los laudos y órdenes resolverán todas las cuestiones objeto del procedimiento (y no se 

dejarán cuestiones pendientes o se permitirá la presentación de otras cuestiones durante el 

plazo correspondiente al laudo u orden). Podrán, no obstante, hacerse modificaciones con 

el acuerdo de las partes. 

e) Los cambios salariales o de otras condiciones de trabajo sólo serán posibles en la fecha 

que las partes hayan acordado para los mismos o una vez transcurrida la misma (si el laudo 

u orden se dictan o modifican por acuerdo) o en la fecha de la decisión de la comisión (si 

el laudo u orden se dicta o modifica en el procedimiento de arbitraje). 

f) Las políticas relacionadas con la gestión de los excedentes de mano de obra en el sector 

público no podrán incorporarse a los instrumentos laborales. 

2) El subapartado 1, e), no es aplicable salvo acuerdo de las partes o en circunstancias 

excepcionales. 

3) Las partes relacionadas con un asunto que requiera el acuerdo en virtud de este 

apartado son el empleador y cualquier otra parte en los procedimientos que sea una organización 

de trabajadores con uno o más miembros cuyos intereses se vean afectados directamente por el 

asunto en cuestión. 

4) A tenor de lo dispuesto en el subapartado 1), a), las prestaciones de jubilación nuevas 

o el aumento en las mismas conlleva un pago nuevo o un aumento en el pago por parte de un 

empleador a un plan o un fondo de jubilación de un trabajador como consecuencia de las 

enmiendas a la Ley de Garantía de Jubilación (Administración) de 1992 de la Comunidad de 

Estados Independientes o la Ley de Jubilación No Contributiva de las Autoridades Estatales 

de 1987. 

144. Según las organizaciones querellantes, el 22 de junio de 2011 el Gobierno de coalición 

informó de una nueva política en relación con la gestión de los excedentes de mano de obra 

que incluye una serie de elementos que se alejan considerablemente de las políticas 

anteriores sobre la materia: 

1) La política suprime toda referencia a la redistribución de personal como principal 

medio para gestionar los excedentes de mano de obra. 
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2) Un organismo considera a un trabajador «sobrante» si ya no ocupa un puesto de 

importancia y, en tal caso, se le concederán dos semanas para escoger entre una oferta 

de cese voluntario o proseguir con el proceso de redistribución (apartado 4.1). 

3) Un trabajador sobrante recibirá una única vez la oferta de cese voluntario que incluye 

la notificación con cuatro (o cinco) semanas de antelación, tres semanas de salario por 

año trabajado hasta un máximo de 39 semanas y un pago adicional de hasta 

ocho semanas de salario (apartado 5). No se contemplan pagos de asistencia al empleo 

o ayudas para buscar trabajo o por interrupción en el mismo. 

4) Los trabajadores sobrantes que rechacen la oferta de cese voluntario tienen derecho a 

un período de conservación del empleo de tres meses durante el cual se les podrá 

colocar en un puesto adecuado sin previo aviso y se les proporcionará acceso prioritario 

a oportunidades de redistribución. Redistribución significa colocación permanente en 

un puesto financiado (apartado 6). 

5) Un trabajador sobrante que acepte una afectación o adscripción temporal durante el 

período de conservación seguirá empleado durante el período restante de la adscripción 

o afectación (apartado 6.2.1). El acceso a la evaluación de prioridades o la colocación 

directa sin previo aviso sólo procederá durante el período de retención. 

6) Si a un trabajador sobrante se le coloca en un puesto de menor grado, tendrá derecho a 

conservar el salario que tenía en el puesto de grado superior durante un período de tres 

meses naturales (apartado 6.4). 

7) Si a un trabajador sobrante no se le ha redistribuido una vez finalizado el plazo de 

conservación de tres meses, será despedido obligatoriamente. La indemnización en 

caso de despido obligatorio es el pago mínimo obligatorio con arreglo al reglamento 

sobre protección del empleo de 2001, más cuatro (o cinco) semanas de salario en caso 

de falta de preaviso (apartado 7). 

145. La PSA se opuso a esta política ante el Tribunal Laboral con el fin de obtener desagravio 

declaratorio en relación con los contratos de trabajo de los empleados del sector público 

declarados trabajadores sobrantes, para determinar: 

— si las políticas gubernamentales relacionadas con la gestión de los excedentes de mano 

de obra formaban parte de los contractos de los trabajadores del sector público 

declarados sobrantes, y 

— si sólo podía renunciarse legalmente a los servicios de cualquiera de los trabajadores 

con arreglo al artículo 56 de la Ley PSEM. 

La PSA invocó órdenes que declaraban que el contrato de trabajo, el empleo y los acuerdos 

colaterales y/o condiciones relacionadas entre empleadores y trabajadores en el sector 

público declarados sobrantes eran duros, injustos, inadmisibles y contrarios al interés 

público. El Tribunal Laboral falló a favor de la asociación, declarando los acuerdos 

«injustos» en virtud de lo dispuesto en el artículo 105 de la Ley sobre Relaciones Laborales 

de 1996. 

146. Las organizaciones querellantes alegan que el Gobierno respondió a este fallo presentando 

el proyecto de ley de enmienda PSEM de 2012 que invalidaba efectivamente el fallo, para 

evitar su aplicación a casos similares en el futuro. Cabe señalar que el proyecto de ley 

enmendó el artículo 56 para suprimir la disposición según la cual los funcionarios sobrantes 

no podían ser despedidos mientras hubiese trabajo útil que desempeñar en algún 

departamento. Con ello se suprimió la obligación común impuesta a los empleadores ante 

situaciones de despido de tomar medidas para mitigar el impacto de la desaparición de un 
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puesto mediante la búsqueda concienzuda de puestos alternativos. Las organizaciones 

querellantes se refieren a la siguiente enmienda: 

56. Funcionarios sobrantes de los departamentos 

1) Si el jefe de un departamento considera que el número de funcionarios empleados en 

su departamento o en cualquier sección del mismo es superior al necesario para un desempeño 

efectivo, eficiente y económico de las funciones y actividades del departamento o sección del 

mismo: 

a)  deberá tomar todas las medidas viables para asegurar el traslado de los funcionarios 

sobrantes a puestos existentes en el sector público, y 

b) podrá, con la aprobación del comisionado, prescindir de los servicios del funcionario 

sobrante que no haya sido transferido a un puesto existente en el sector público. 

2) Un funcionario no deja de ser sobrante únicamente porque esté contratado 

(temporalmente) para desempeñar otro trabajo en un organismo del sector público. 

3) En este artículo, un puesto existente en el sector público es un puesto en un 

departamento o servicio del sector público que no sea temporal. 

147. Según las organizaciones querellantes, para agravar lo injusto de la situación, el Gobierno 

también insertó un nuevo artículo en la Ley PSEM, el artículo 103A, que establece lo 

siguiente: 

La división 3 de la parte 9 del capítulo 2 de la Ley sobre Relaciones Laborales de 1996 

(contratos injustos) no se aplica a los contratos de trabajo de los trabajadores de los organismos 

del sector público considerados injustos por cualquier razón relacionada con el excedente de 

mano de obra, incluidas las siguientes: 

a) cuándo y cómo los trabajadores pasen a ser sobrantes, 

b) los derechos de los trabajadores sobrantes (inclusive en relación con la redistribución, la 

conservación del empleo, el mantenimiento del salario y los pagos por cese voluntario u 

otros pagos por cese), y 

c) la terminación de la relación de trabajo de los trabajadores sobrantes. 

148. Además, según las organizaciones querellantes, los efectos de estos cambios se vieron 

empeorados con la entrada en vigor de la Ley sobre el Empleo en el Sector Público de 2013 

que sustituyó a la Ley PSEM como estructura legal fundamental del empleo en el sector 

público en el Estado el 24 de febrero de 2014. La exclusión jurisdiccional de los trabajadores 

sobrantes de las disposiciones relativas a los contratos injustos de la Ley sobre Relaciones 

Laborales se mantuvo en virtud del artículo 74 de la ley de 2013: 

74. Jurisdicción relativa a los trabajadores sobrantes de la comisión de relaciones 

laborales 

1) En el presente artículo: 

«empleado sobrante» es aquel empleado de un organismo del sector público que el 

director considera en exceso respecto de las necesidades de la sección del organismo en el que 

está empleado, e incluye a los empleados de un organismo del sector público que han recibido 

la notificación del director del organismo: 

a) de que su función, puesto o trabajo en el organismo se ha suprimido o se le ha puesto 

fin, y 

b) de que él o ella es un trabajador sobrante o desplazado. 

Una persona no deja de ser sobrante únicamente porque esté contratado (temporalmente) 

para desempeñar otro trabajo en el mismo u otro organismo del sector público. 

«terminación de la relación de trabajo» de una persona incluye prescindir de los 

servicios de la misma. 
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2) La división 2 de la parte 9 del capítulo 2 de la Ley sobre Relaciones Laborales de 

1996 no se aplica a los contratos de trabajo de los trabajadores de los organismos del sector 

público considerados injustos por cualquier razón relacionada con el excedente de mano de obra, 

incluidas las siguientes: 

a) cuándo y cómo los trabajadores pasan a ser sobrantes, 

b) los derechos de los trabajadores sobrantes (inclusive en relación con la redistribución, la 

conservación del empleo, el mantenimiento del salario y los pagos por cese voluntario u 

otros pagos por cese), y 

c) la terminación de la relación de trabajo de los trabajadores sobrantes. 

149. Estas quejas exponen que el requisito que debe darse para que el jefe de un organismo 

público tome medidas antes de determinar el excedente de mano de obra se ha excluido por 

completo de la ley de 2013. La autoridad que puede tomar dicha decisión figura en el 

artículo 13 de las disposiciones de la ley de 2013 (que puede enmendar un comisionado del 

sector público designado a tal efecto): 

13. Trabajadores sobrantes no ejecutivos 

1) El director de un organismo de servicios públicos puede determinar que los servicios 

de una persona empleada en el mismo que no sea un ejecutivo principal no son necesarios en la 

sección del organismo en que está empleada. 

2) Al hacerlo y al abordar el caso de cualquier trabajador sobrante, el director del 

organismo deberá tomar en consideración cualquier política gubernamental relacionada que 

estuviese en vigor inmediatamente antes del 24 de febrero de 2014 y que haya sido notificada 

por el comisionado a efectos de la presente regulación. Cualquier política de esas características 

deberá ponerse a disposición del público en una página web prevista a tal efecto y que llevará 

el comisionado. 

150. Las organizaciones querellantes consideran que el efecto acumulativo de estos cambios 

legislativos y de política ha estado facilitando el recorte masivo de puestos de trabajo en todo 

el sector público de Nueva Gales del Sur. Desde la introducción de la política en 2011, 

6 789 empleados han sido despedidos con arreglo a la misma. 

151. Además, según las organizaciones querellantes, el apartado 6, 1), f), del reglamento impide 

que las políticas «relacionadas con la gestión de los excedentes de mano de obra en el sector 

público» se «incorporen a los instrumentos laborales». La ley de 2013 define instrumento 

laboral como un laudo, acuerdo empresarial, acuerdo laboral del sector público, antiguo 

acuerdo laboral, decisión laboral o acuerdo contractual. Las organizaciones querellantes 

alegan que la disposición impide que los trabajadores del sector público obtengan cualquier 

derecho con fuerza legal en relación con el despido. El estatuto jurídico de esta cláusula fue 

aprobado en primer lugar por la comisión en el caso de despido SASS, rechazado y declarado 

inválido tras la apelación de la PSA en el Tribunal de Apelación en el Tribunal Supremo de 

Nueva Gales del Sur, para ser restablecido como válido por referencia específica en las notas 

explicativas al anexo 5 de la Ley Enmendada de Ingresos del Estado y otras Leyes (Medidas 

Presupuestarias) de 2014: 

Nota explicativa 

El anexo 5.1 enmienda la Ley sobre Relaciones Laborales de 1996 para dar curso al 

reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector público) de 2014 como 

regulación válida con arreglo a dicha ley. 

El anexo 5.2 contiene el reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del 

sector público) de 2014. El reglamento reproduce, con algunos cambios a efectos aclarativos, el 

reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector público) de 2011. La 

reproducción del reglamento confirma la validez de las políticas gubernamentales a las que debe 

dar curso la comisión de relaciones laborales. En particular, confirma las políticas 

gubernamentales relacionadas con la gestión de los excedentes de mano de obra en el sector 
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público y el límite del 2,5 por ciento en los aumentos salariales o en las mejoras de otras 

condiciones de trabajo (incluida la jubilación). 

El anexo 5.3 revoca el reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del 

sector público) de 2011.  

152. Las organizaciones querellantes alegan que la intención clara de los convenios que guardan 

relación con esta queja es integrar la negociación colectiva como mecanismo por defecto y 

mecanismo preferido para determinar los salarios y las condiciones de trabajo de los 

trabajadores del sector público. Las acciones que provocan el abandono de esta norma sólo 

pueden darse como «medidas excepcionales». A juicio de las organizaciones querellantes, 

la situación económica general de Nueva Gales del Sur es estable y la situación fiscal de su 

Gobierno es favorable. El abandono de un sistema de libre negociación colectiva en estas 

circunstancias representa una renuncia a la intención de dichos convenios. 

153. Al tiempo que exponen que el Comité no debería justificar una política de estabilización 

económica, las organizaciones querellantes alegan que si a juicio del Comité la situación 

fiscal de Nueva Gales del Sur justifica la necesidad por parte de su Gobierno de recurrir a 

una política de estabilización económica, éste debería tomar en consideración el modo en 

que se han aplicado las medidas. Concretamente, que las medidas no se hayan visto 

precedidas por ninguna consulta con los trabajadores del sector público o sus representantes, 

que no sean temporales o estén limitadas en el tiempo en modo alguno, y que no vayan 

acompañadas de salvaguardas que protejan de manera efectiva el nivel de vida de los 

trabajadores a los que afectan. 

154. Las organizaciones querellantes concluyen que, colectivamente, las medidas expuestas en la 

presente queja suprimen por completo toda función relevante de la negociación colectiva en 

la fijación de los salarios y las condiciones laborales de los trabajadores del sector público 

en Nueva Gales del Sur. 

B. Respuesta del Gobierno 

155. En su comunicación de fecha 2 de septiembre de 2015, el Gobierno de Australia transmite 

la respuesta del Gobierno de Nueva Gales del Sur a los alegatos del presente caso. 

156. El Gobierno de Nueva Gales del Sur explica que el estatuto básico que regula las relaciones 

laborales en su estado es la Ley sobre Relaciones Laborales de 1996. Si bien su aplicación 

se ha visto limitada desde su promulgación, sigue aplicándose a los trabajadores del 

Gobierno local y a los trabajadores del sector público estatal, y en particular a los 

trabajadores objeto de la queja. La ley prevé la formulación de instrumentos laborales que 

documenten el salario y las condiciones laborales de los trabajadores, la indemnización en 

caso de despido injusto, la resolución de conflictos laborales, la regulación de las 

organizaciones de trabajadores y de empleadores, así como otras cuestiones. Establece 

asimismo un tribunal independiente, la IRC, cuyas funciones clave son la elaboración de 

instrumentos laborales y la resolución de conflictos. La ley establece también un Tribunal 

Laboral. Los jueces del Tribunal también son miembros de la comisión, pero únicamente los 

miembros judiciales de la comisión son miembros del Tribunal. La ley dispone la fijación 

de los salarios y las condiciones de trabajo, principalmente por medio de laudos. Los laudos 

son documentos legalmente ejecutables formulados por la IRC en los que se detallan los 

salarios y las condiciones laborales para los empleadores y los trabajadores a los que se 

aplican, ya sean todos los empleadores y trabajadores de una industria u ocupación o los 

empleadores y trabajadores de una empresa concreta. Los laudos suelen formularse a partir 

de negociaciones y acuerdos entre las partes empleadora y trabajadora. En caso de que las 

negociaciones no resulten en un acuerdo, la IRC puede entablar un procedimiento de 

conciliación entre las partes, y en algunos casos, de arbitraje. En la formulación de 

instrumentos laborales, incluidos los laudos, la comisión debe tener presentes cuestiones 
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como el interés público y la política gubernamental relativa a las condiciones de los 

trabajadores en el sector público. Si bien hay otros instrumentos disponibles — como los 

acuerdos empresariales — los laudos son los instrumentos básicos que establecen los salarios 

y condiciones de trabajo de los trabajadores del sector público. 

157. El Gobierno de Nueva Gales del Sur señala que los mecanismos establecidos para modificar 

los salarios de los trabajadores del sector público consisten en modificar el índice salarial en 

los laudos pertinentes o en formular un nuevo laudo. Por lo general, esta situación suele 

darse después de que el Gobierno y los sindicatos que representan a los trabajadores 

interesados hayan celebrado negociaciones y llegado a un acuerdo. Así, por ejemplo, las 

negociaciones para un aumento del 2,5 por ciento para 2015-2016 se concluyeron 

recientemente entre el Gobierno de Nueva Gales del Sur y los sindicatos interesados 

(incluida la PSANSW), y la IRC codificó el aumento con la formulación de un nuevo laudo, 

el laudo de los empleados de la Corona (sector público – salarios) de 2015. 

158. El Gobierno de Nueva Gales del Sur señala que algunas condiciones del sector público, 

como las condiciones de contratación, los traslados y adscripciones, y la mala conducta (pero 

no los salarios) podrán fijarse con arreglo a la Ley de Empleo del Sector Público de 2013. 

Se pretende que esta ley y la Ley sobre Relaciones Laborales sean complementarias. 

159. Cabe señalar que las consultas entre los interlocutores de Nueva Gales del Sur en relación 

con cuestiones laborales se fundamentan, entre otras, en la Ley del Consejo Asesor de 

Relaciones Laborales de 2010. Esta ley establece un Consejo Asesor de Relaciones 

Laborales (IRAC), presidido por el Ministerio de Relaciones Laborales e integrado por 

representantes de los sindicatos, los empleadores, el Gobierno local, el empleador del 

Gobierno estatal y organismos políticos y los profesionales en cuestiones jurídicas. El IRAC 

se constituyó en 2010 y debe reunirse con periodicidad bianual. Las discusiones en el seno 

del IRAC pueden versar sobre cualquier tema que propongan sus miembros. Desde su 

constitución, el IRAC se ha reunido en ocho ocasiones. Desde diciembre de 2010 se han 

celebrado varias reuniones entre el Ministro de Relaciones Laborales y los miembros del 

IRAC en las que los sindicatos han tenido la oportunidad de plantear sus preocupaciones en 

relación con la política salarial de Nueva Gales del Sur. Los sindicatos de Nueva Gales del 

Sur han asistido a todas las reuniones del IRAC y la PSA ha asistido a la cuarta, la quinta y 

la sexta, celebradas el 23 de marzo de 2012, el 5 de octubre de 2012 y el 18 de abril de 2013 

respectivamente. Los salarios en el sector público se discutieron en la quinta y sexta 

reuniones, pero ningún miembro asistente a la reunión planteó la política salarial como punto 

de discusión específico. El entonces Ministro ha discutido sobre el estado de la economía en 

varias reuniones del IRAC. 

160. Respecto de la política salarial del sector público en Nueva Gales del Sur, el Gobierno señala 

que se aplica al «sector público» según se define en la Ley de Empleo del Sector Público, 

que incluye los organismos de servicios públicos, departamentos, organismos ejecutivos y 

empresas públicas, incluidas sus filiales, así como órganos oficiales. A 30 de junio de 2014, 

el sector público contaba con un total de 328 311 funcionarios. A lo largo de los años, 

distintos gobiernos de Nueva Gales del Sur han elaborado políticas relacionadas con el 

establecimiento de un nivel salarial adecuado en el sector público. Las políticas salariales 

del sector público en Nueva Gales del Sur han tenido por objeto ofrecer salarios justos a los 

trabajadores, siempre y cuando no fuesen en detrimento de la posición fiscal del Gobierno. 

Así, por ejemplo, la política de 2007 puesta en práctica por el entonces Gobierno laborista 

empezaba declarando que: 

La política salarial del sector público en Nueva Gales del Sur de 2007 («la Política») es 

mantener los salarios reales y promover la reforma en el lugar de trabajo para obtener aumentos 

adicionales. A fin de mantener los salarios reales, el Gobierno de Nueva Gales del Sur financiará 

un aumento anual del 2,5 por ciento en los gastos relacionados con la mano de obra. Los 

organismos deben financiar cualquier aumento que supere el 2,5 por ciento anual en los salarios 
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o gastos relacionados con la mano de obra, como las prestaciones, la jubilación, etc., a través de 

medidas de ahorro de los costos relacionados. 

161. Un aumento del 2,5 por ciento es el punto medio de la banda objetivo de inflación del RBA 

del 2-3 por ciento anual. La elección de esta cifra como objetivo para el crecimiento de los 

salarios coincide con los movimientos a largo plazo del índice de los precios al consumo y 

constituye una medida prospectiva válida establecida por un órgano independiente. Un 

aumento de los salarios del 2,5 por ciento sigue considerándose adecuado en el contexto 

económico actual de Australia. En su decisión del Estudio anual sobre salarios 2014-2015, 

el panel de expertos de la comisión de trabajo equitativo hizo referencia a la banda objetivo 

a medio plazo del RBA del 2-3 por ciento en la concesión de un aumento salarial del 2,5 por 

ciento para los salarios semanales mínimos y los salarios mensuales según el nuevo laudo 

(modern award). No obstante, en la práctica, los resultados del sector público en materia de 

salarios obtenidos con la política de 2007 no consiguieron el objetivo fijado: los aumentos 

del salario real medio en el sector público de Nueva Gales del Sur entre 1997 y 2011 

totalizaron un 21,9 por ciento. El Tesoro de Nueva Gales del Sur estima que la adopción de 

este enfoque durante los años transcurridos entre 2007 y 2011 costó al estado 900 millones 

de dólares en salarios del sector público sin financiación. 

162. Tras su elección en marzo de 2011, el Gobierno actual del partido Nacional Liberal se 

propuso instaurar una política salarial para el sector público más sólida y efectiva. Con 

disciplina fiscal, el Gobierno se encontraría en mejor posición para cumplir el compromiso 

de mejorar la economía y los servicios públicos del estado. Si bien guardaba similitud con 

la política anterior, la política de 2011 se vio fortalecida al conferir autoridad legal a sus 

disposiciones con objeto de asegurar su cumplimiento. Esto se hizo enmendando la Ley 

sobre Relaciones Laborales con objeto de determinar las cuestiones que la comisión debía 

tener presentes al formular laudos u órdenes. Concretamente, se insertó un nuevo 

artículo 146C en la ley. La enmienda fue aprobada en el Parlamento de Nueva Gales del Sur 

el 16 de junio de 2011. 

163. Como puede apreciarse en el texto del artículo 146C, 1), la comisión debe «dar efecto a toda 

política sobre las condiciones de trabajo de los trabajadores del sector público ... que con 

arreglo a los reglamentos constituya un aspecto de la política gubernamental a la que la 

comisión deba dar efecto». En consecuencia, a fin de conferir significado y contenido a este 

requisito, debía declararse una política en forma de reglamento. Y así se hizo con la 

formulación del reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector 

público) de 2011. En términos generales, las disposiciones clave de la política salarial del 

sector público a las que da efecto el reglamento figuran en el apartado 6. 

164. En resumen, los aumentos salariales en el sector público están limitados a un máximo del 

2,5 por ciento, salvo si puede demostrarse que se han obtenido ahorros relacionados con la 

mano de obra (según dispone el apartado 9 del reglamento). Si se cumplen estas condiciones, 

la cantidad real pagada por encima del 2,5 por ciento es una cuestión que debe negociarse 

entre las partes y está sujeta al ahorro obtenido en los costos de mano de obra. Estas 

disposiciones se aplican al servicio público, la enseñanza pública, las fuerzas del orden 

público de Nueva Gales del Sur, el servicio de salud de Nueva Gales del Sur, los servicios 

del Parlamento o cualquier otro servicio de la Corona. 

165. Si bien la política salarial debe cumplirse en las empresas públicas como las de suministro 

de electricidad y agua, ferrocarriles y similares, las disposiciones legislativas y 

reglamentarias no son aplicables habida cuenta de que dichos empleadores operan en el 

sistema nacional de relaciones de trabajo de conformidad con la Ley de Trabajo Equitativo 

de 2009. Las leyes y reglamentos de Nueva Gales del Sur no pueden incidir en el 

funcionamiento del sistema nacional. No obstante, en la práctica, estas organizaciones sí 
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aplican la política reflejada en dichas disposiciones legislativas en las negociaciones 

salariales con sus trabajadores. 

166. El reglamento de 2011 fue sobreseído en 2014 por el reglamento de relaciones laborales 

(condiciones de trabajo del sector público) de 2014 (el reglamento de 2014). La única 

diferencia entre el reglamento de 2011 y el de 2014 es que el segundo aclara que el límite 

del 2,5 por ciento incluye cualquier aumento en los costos relacionados con la jubilación. El 

enfoque básico de la política sigue siendo el mismo. 

167. Respecto de las consultas, el Gobierno de Nueva Gales del Sur explica que el proyecto de 

reforma sobre relaciones laborales (condiciones de trabajo en el sector público) de 2011 se 

presentó al Consejo Legislativo el 24 de mayo de 2011. Fue objeto de un largo e intenso 

debate en el seno de dicho Consejo. Todas las partes tuvieron la oportunidad de exponer sus 

puntos de vista y proponer enmiendas para su consideración por el Parlamento antes de su 

adopción el 16 de junio de 2011. El objeto de la ley era mantener un equilibrio entre el valor 

real de los salarios de los funcionarios públicos y la capacidad del presupuesto estatal para 

financiar los aumentos de los mismos. El entonces Ministro de Relaciones Laborales explicó 

la necesidad de dicha ley en su segunda intervención ante el Parlamento el 24 de mayo de 

2011. Tras señalar el compromiso del Gobierno para «reconstruir la economía, volver a los 

servicios de calidad, renovar infraestructuras, restaurar la rendición de cuentas y proteger el 

medio ambiente local y las comunidades», el entonces Ministro dijo: 

Los costos relacionados con la mano de obra representan la partida más importante del 

gasto público, prácticamente un 50 por ciento. En 2010-2011, alrededor del 50 por ciento del 

gasto público corresponderá a gastos relacionados con la mano de obra, una suma que se prevé 

ascienda a los 28 000 millones de dólares. La gestión de este gasto representa un gran desafío, 

habida cuenta de que los servicios básicos como la educación, la salud y las fuerzas del orden 

público son intensivos en mano de obra. Cada aumento de un 1 por ciento en los salarios 

representa un aumento permanente en el gasto público de alrededor de 277 millones de dólares 

anuales. 

La política salarial del Gobierno insiste en la necesidad de moderación presupuestaria. La 

política se introdujo por vez primera durante el anterior Gobierno laborista en 2007, pero dicho 

Gobierno no la aplicó. El Gobierno de coalición de Nueva Gales del Sur seguirá las 

disposiciones clave de la política salarial introducida por el Gobierno laborista anterior. No 

obstante, el Gobierno de coalición ha propuesto cambios al modo en que se aplica dicha política 

con objeto de garantizar que se observan los requisitos clave de la misma. Nuestra respuesta 

política y legislativa garantizará que los aumentos salariales del 2,5 por ciento se apliquen todos 

los años a los esforzados trabajadores del sector público. Los aumentos por encima del 2,5 por 

ciento son posibles, pero deberán financiarse con los ahorros obtenidos en los gastos 

relacionados con la mano de obra. 

Disposiciones clave de la política establecen que todo aumento en los gastos relacionados 

con la mano de obra que superen el 2,5 por ciento anual, incluidos salarios, prestaciones, 

jubilación y mejoras en las condiciones de trabajo, debe financiarse a través de los ahorros 

conseguidos en los costos de mano de obra. 

168. El Gobierno de Nueva Gales del Sur señala que si bien los reglamentos no deben presentarse 

al Parlamento ni debatirse en el seno de éste del mismo modo que las leyes, los reglamentos 

elaborados por el ejecutivo pueden no recibir la aprobación del Parlamento. Gracias a este 

mecanismo, el Consejo Legislativo también tuvo la oportunidad de debatir plenamente los 

detalles relativos a la política salarial que establecía el reglamento. El 22 de junio de 2011, 

el partido laborista inició el proceso de revocación del reglamento de 2011. El debate sobre 

la moción de revocación tuvo lugar el 3 de agosto de 2011. Se celebró una votación y la 

moción de revocación no prosperó, por lo que el reglamento siguió en vigor. Además, se 

preparó una declaración sobre el impacto regulador para el reglamento de 2011. El objetivo 

de dicha declaración era proporcionar a las partes interesadas un análisis detallado de las 

opciones que se tomaron en consideración durante la formulación del reglamento de 2011 y 
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solicitar comentarios sobre su contenido. Seguidamente, en la página web de relaciones 

laborales de Nueva Gales del Sur se publicó una invitación a la población para que formulase 

observaciones sobre la elaboración del reglamento. La fecha límite para presentarlas era el 

18 de noviembre de 2011. Sólo se recibió una observación de los fiscales de la Corona. 

169. El Gobierno de Nueva Gales del Sur explica que el artículo 146C de la Ley sobre Relaciones 

Laborales y el reglamento relacionado han sido objeto de una serie de procedimientos 

judiciales ante los tribunales. La validez constitucional de las disposiciones fue confirmada 

por el Tribunal Superior de Australia el 12 de diciembre de 2012. Esta acción fue interpuesta 

ante el Tribunal Superior por la PSA, que recurrió el fallo del Tribunal Laboral de Nueva 

Gales del Sur el 31 de octubre de 2011 que confirmaba la validez de la ley y el reglamento. 

La PSA argumentó que el artículo 146C no era válido porque «menoscaba la integridad 

institucional del Tribunal Laboral contradiciendo lo dispuesto en el capítulo III de la 

Constitución». La PSA alegó que la integridad institucional del Tribunal Laboral se veía 

afectada de modo inadmisible porque los miembros judiciales de la comisión, que a su vez 

son miembros del Tribunal Laboral, debían cumplir la política gubernamental cuando 

ejercían las funciones de arbitraje que les confería la comisión. El Tribunal Superior emitió 

tres fallos distintos pero coincidentes que confirmaban la validez del artículo 146C y el 

reglamento. Se consideró que estas disposiciones no diferían de otras leyes que la IRC debía 

aplicar en el ejercicio de sus funciones. El Tribunal falló que la aplicación por parte de los 

miembros del Tribunal Laboral de la ley tal y como estaba formulada, cuando ejercían sus 

funciones como miembros de la comisión, no podía perjudicar la integridad del mismo 

(inclusive en su formulación actual, a saber, teniendo en cuenta el requisito de dar efecto a 

la política salarial). 

170. El 6 de mayo de 2014, el Tribunal de Apelación de Nueva Gales del Sur aprobó la posición 

del Gobierno según la cual la IRC debía incluir el cargo correspondiente a la garantía de 

jubilación (SGC) cuando otorgase aumentos salariales de hasta el 2,5 por ciento. Es decir, el 

0,25 por ciento de aumento en la SGC significaba que para mantenerse en el límite que 

establecía la política salarial en cuanto a aumentos, el salario no podía aumentar en más de 

un 2,27 por ciento. Esta posición está reflejada en el reglamento de 2014. El 3 de junio, la 

PSA y otros sindicatos interpusieron al Tribunal Superior una autorización especial para 

recurrir la decisión, aunque los sindicatos retiraron la solicitud el 25 de julio de 2014. La 

decisión del Tribunal de Apelación fue el resultado de largos procedimientos de la IRC 

relacionados con la ronda de negociaciones salariales de 2013. La solicitud original 

presentada por los sindicatos tenía por objeto que los aumentos entrasen en vigor el 1.º de 

julio de 2013, pero los procedimientos se alargaron debido a la polémica surgida en torno a 

la inclusión del aumento de la SGC en el límite establecido en la política salarial, o de la 

posibilidad de añadirlo al límite. Al Gobierno le preocupaba garantizar que los trabajadores 

no se vieran perjudicados por el tiempo transcurrido para resolver la cuestión legal de incluir 

o no la SGC en el 2,5 por ciento de aumento, y propuso pagar el 2,27 por ciento a partir del 

1.º de julio de 2013. Los sindicatos aceptaron la propuesta y se hicieron las modificaciones 

relacionadas a los laudos, garantizando que los trabajadores recibiesen el aumento salarial 

anual. Al no recurrirse la decisión del Tribunal de Apelación se daba por hecho que no era 

necesario introducir más cambios al aumento salarial. 

171. El Gobierno de Nueva Gales del Sur señala que en varias ocasiones intentó abordar la 

incertidumbre que provocaba el modo en que debía tratarse la cuestión del aumento de la 

SGC en el contexto de la política salarial. El reglamento enmendado sobre relaciones 

laborales (condiciones de trabajo del sector público) de 2013 fue publicado en la página web 

de la legislación de Nueva Gales del Sur el 28 de junio de 2013. En el mismo incorporaba 

términos para aclarar que el límite del 2,5 por ciento incluía todas las prestaciones de 

jubilación, ya fuesen nuevas o aumentos en las mismas. El 21 de agosto de 2013 se presentó 

en el Consejo Legislativo una moción de revocación. El debate se celebró el mismo día, 

dando a los miembros del Consejo la oportunidad de expresar sus puntos de vista. El Consejo 
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Legislativo votó la revocación del reglamento. Como consecuencia, se restauró el 

reglamento de 2011, puesto que su enmienda y posterior revocación eran recientes, como si 

el reglamento enmendado no se hubiese formulado. 

172. De conformidad con la Ley de Legislación Subordinada de 1989, si un reglamento se revoca, 

una regulación sobre el mismo tema que el reglamento revocado no puede publicarse en la 

página web de legislación de Nueva Gales del Sur antes de transcurridos cuatro meses de la 

fecha de la revocación. El reglamento enmendado sobre relaciones laborales (condiciones 

de trabajo del sector público) de 2013 fue publicado en la página web de la legislación de 

Nueva Gales del Sur el 23 de diciembre de 2013. Estaba formulado en los mismos términos 

que el reglamento de julio. Se presentó una nueva moción de revocación, que fue debatida y 

aprobada por el Consejo Legislativo el 5 de marzo de 2014. Una vez más, se restableció el 

reglamento de 2011. 

173. El Gobierno decidió confirmar esta cuestión con la formulación del reglamento sobre 

relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector público) de 2014. Dicho reglamento 

se formuló de conformidad con el anexo 5 de la Ley Enmendada de Ingresos del Estado y 

otras Leyes (Medidas Presupuestarias) de 2014. El proyecto de ley se votó el 19 de junio de 

2014 y el anexo 5 se adoptó el 24 de junio de 2014. No se celebró debate parlamentario sobre 

dicha ley. La acción legislativa dio lugar al reglamento de 2014. 

174. Los aumentos de un máximo de un 2,5 por ciento se han puesto a disposición para todos los 

grupos de trabajadores desde la entrada en vigor de la política salarial. Desde el 1.º de julio 

de 2014, se han aplicado aumentos de un 2,27 por ciento (más aumentos relacionados con la 

jubilación del 0,25 por ciento) a 72 instrumentos laborales que abarcan aproximadamente a 

179 000 trabajadores. En diciembre de 2013, el Departamento de Educación y Comunidades 

y la Federación de Docentes de Nueva Gales del Sur llegaron a un acuerdo para la 

elaboración de un nuevo laudo de salarios y condiciones de trabajo para los trabajadores de 

la Corona (personal docente en escuelas y trabajadores relacionados) durante tres años, entre 

2014 y 2016. Además de proporcionar aumentos de un promedio de un 2,5 por ciento al año 

durante la duración del laudo (aumentos que incluyen los incrementos a la garantía de 

jubilación), las partes también acordaron una serie de reformas durante el plazo del laudo, 

como: 

— la remuneración basada en normas para los docentes de aula; 

— nuevos procesos de desempeño y desarrollo para directores, ejecutivos y docentes; 

— una nueva estructura de clasificación principal, y 

— enmiendas al proceso de eficiencia del personal docente. 

Este acuerdo de consentimiento se aplica a unos 63 000 trabajadores a tiempo completo. 

175. El 8 de abril de 2015, la comisión de relaciones laborales de Nueva Gales del Sur otorgó 

aumentos del 2,5 por ciento a los salarios y prestaciones relacionadas con los mismos desde 

el primer período completo de pago, a partir del 1.º de julio de 2015 o después de entonces, 

y dio efecto al laudo para los trabajadores de la Corona (sector público – salarios 2015), en 

vigor a partir del 1.º de julio de 2015 para un período de un año. Esta solicitud se hizo con 

el consentimiento de la PSA, que representa los intereses laborales de los trabajadores que 

abarca el laudo y se aplica a aproximadamente 64 000 trabajadores del sector público (FTE). 

El logro de un acuerdo de consentimiento supuso un paso significativo, puesto que en los 

años anteriores se había revelado difícil llegar a acuerdos y lograr resultados positivos. Las 

partes no lograron alcanzar un acuerdo en 2013 sobre la cantidad del aumento, ni en 2014 

sobre la necesidad de una cláusula para no incorporar exigencias adicionales, lo que hizo 

necesario prever una serie de procedimientos jurídicos. El Gobierno de Nueva Gales del Sur 
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también señala que, desde el 22 de junio de 2011, 21 entidades han negociado con éxito con 

los sindicatos para proporcionar aumentos superiores al 2,5 por ciento para sus trabajadores, 

y facilita algunos ejemplos al respecto. 

176. Además de la información proporcionada por el Gobierno de Nueva Gales del Sur, el 

Gobierno federal destaca que Australia no ha ratificado los Convenios núms. 151 y 154 y 

que no se está tomando en consideración la ratificación de los mismos. Si bien la política 

salarial de Nueva Gales del Sur establece algunos parámetros para los aumentos relacionados 

con los costos de mano de obra, no pretende restringir o impedir la capacidad de los 

sindicatos para organizar su administración y actividades y para formular sus programas. El 

Gobierno señala asimismo que, en relación con el Convenio núm. 98, su artículo 6 y las 

consiguientes conclusiones de los órganos de control de la OIT han dado lugar a que el 

Convenio se aplique con algunas diferencias a los trabajadores del sector público respecto 

de los del sector privado, reflejando un cierto margen para los gobiernos a la hora de fijar 

los límites en las negociaciones salariales del sector público. Como tal, el Gobierno no 

considera que la política salarial de Nueva Gales del Sur plantee problemas respecto del 

objetivo de los convenios que han sido ratificados por Australia. El Gobierno señala que, en 

los últimos años, muchos gobiernos han adoptado diversas medidas en relación con el 

empleo en el sector público para hacer frente a las presiones fiscales y garantizar un sector 

público eficaz y sostenible. Si bien Australia ha capeado relativamente bien la crisis 

financiera, la situación de la economía mundial sigue siendo inestable. El Gobierno de Nueva 

Gales del Sur ha reconocido la importancia del control fiscal y la reducción de la deuda al 

tiempo que ha mantenido salarios justos para sus empleados. Señala que la queja fue 

interpuesta durante una campaña electoral estatal de Nueva Gales del Sur a pesar de que la 

política salarial llevaba sin sufrir cambios desde 2011. El Gobierno de coalición liberal-

nacional de Nueva Gales del Sur ganó las elecciones de 2015, lo que refleja que los votantes 

de Nueva Gales del Sur están, por lo general, satisfechos con la calidad y la prestación de 

los servicios públicos en dicho estado. 

C. Conclusiones del Comité 

177. El Comité observa que el presente caso versa sobre los derechos de negociación colectiva 

de los trabajadores del sector público en Nueva Gales del Sur y recuerda que, en principio, 

todos los trabajadores de los servicios públicos distintos de los que trabajan en la 

administración del Estado tienen derecho a la negociación colectiva, y debería darse 

prioridad a la negociación colectiva como medio de solucionar los conflictos que puedan 

surgir respecto de la determinación de las condiciones de empleo en la administración 

pública [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, 

quinta edición (revisada), 2006, párrafo 886]. Conviene establecer una distinción entre los 

funcionarios que ejercen actividades propias de la administración del Estado (funcionarios 

de los ministerios y demás organismos gubernamentales comparables) y los funcionarios 

que actúan en calidad de auxiliares de los precedentes, por una parte, y las demás personas 

empleadas por el Estado, en las empresas públicas o en las instituciones públicas 

autónomas, por otra. Sólo podría excluirse del campo de aplicación del Convenio núm. 98 

a la primera categoría de trabajadores a que se ha hecho referencia (ratificado por 

Australia) [véase Recopilación, op. cit., párrafo 887]. Habida cuenta de que el alcance de 

la ley parece ir más allá de la limitada noción de funcionarios públicos que trabajan en la 

administración del Estado y abarca a los trabajadores que desempeñan su labor en los 

ámbitos de la salud, los transportes, la educación, etc., el Comité examinará el presente 

caso en relación con esta categoría más amplia de funcionarios públicos. 

178. El Comité observa que las organizaciones querellantes en el presente caso, el CPSU, la 

PSANSW y el ACTU, se refieren, en particular, a la Ley Enmendada de Relaciones 

Laborales (Condiciones de Trabajo en el Sector Público) de 2011 y al reglamento 

relacionado, que disponen que la comisión de relaciones laborales de Nueva Gales del Sur 
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debe aplicar las políticas gubernamentales del sector público cuando dicta o modifica 

laudos u órdenes relacionadas con la remuneración u otras condiciones de empleo de los 

trabajadores del sector público. Las organizaciones querellantes se ven particularmente 

agraviadas por los siguientes subapartados del reglamento de 2011 (apartado 6), que 

establecen la política salarial del Gobierno de Nueva Gales del Sur: i) los aumentos 

salariales o las mejoras en otras condiciones de trabajo están limitados a un 2,5 por ciento 

anual (los aumentos que superen este límite sólo se permitirán si se ha obtenido un «ahorro 

suficiente en los costos de mano de obra para contrarrestar por completo el aumento en 

cuestión»), y ii) las políticas «relacionadas con la gestión de los excedentes de mano de 

obra en el sector público» no podrán «incorporarse a los acuerdos laborales». 

179. El Comité toma nota de que la validez de la ley mencionada y el reglamento relacionado fue 

sometida al Tribunal Superior. El Tribunal falló que tanto la ley como el reglamento eran 

válidos, y en particular que su aplicación por la comisión de relaciones laborales de Nueva 

Gales del Sur y el Tribunal Laboral de Nueva Gales del Sur no perjudicaban la integridad 

institucional de dichos organismos, 

180. El Comité observa asimismo que el reglamento sobre relaciones laborales (condiciones de 

trabajo del sector público) de 2014, de conformidad con el anexo 5 de la Ley Enmendada 

de Ingresos del Estado y otras Leyes (Medidas Presupuestarias) de 2014, sustituyó al 

reglamento de 2011. El nuevo reglamento confirma las políticas del Gobierno en relación 

con la gestión de los excedentes de mano de obra en el sector público y los aumentos 

salariales antes incluidos en el reglamento de 2011. El apartado 6 del reglamento se ha 

mantenido sin cambios. 

181. El Comité observa que a juicio del Gobierno de Nueva Gales del Sur, la ley y el reglamento 

sólo proporcionan un marco en el que negociar resultados. Respecto de los aumentos 

salariales en el sector público, a tenor de lo dispuesto en el reglamento, están limitados a 

un máximo del 2,5 por ciento a menos que se hayan obtenido ahorros relacionados con los 

costos de mano de obra. El importe del aumento por encima del porcentaje fijado es una 

cuestión que debe negociarse entre las partes y está sujeta al ahorro obtenido en los costos 

de mano de obra. El Comité señala que la redacción del reglamento (subapartado 1, a)-c), 

del apartado 6) parece permitir a las partes negociar aumentos salariales por encima del 

límite establecido si «se han obtenido ahorros suficientes en los costos de mano de obra». 

El Comité toma nota de algunos ejemplos facilitados por el Gobierno de partes que, a través 

de negociaciones, han logrado aumentos por encima del 2,5 por ciento. 

182.  El Comité lamenta que el Gobierno de Nueva Gales del Sur no proporcione información 

sobre el alegato de las organizaciones querellantes relativo al subapartado 1, f), del 

apartado 6 del reglamento según el cual «las políticas relativas a la gestión de los 

excedentes de mano de obra en el sector público no pueden incorporarse a los instrumentos 

laborales». El Comité considera que los funcionarios públicos que no trabajan en la 

administración del Estado tienen derecho a negociar colectivamente cualquier cuestión 

relacionada con sus condiciones de trabajo, incluidos sus derechos relacionados con el 

despido. Recuerda que en los procesos de racionalización y de reducción de personal 

debería consultarse o intentar llegar a un acuerdo con las organizaciones sindicales, sin 

preferir utilizar la vía del decreto y de la resolución ministerial [véase Recopilación, 

op. cit., párrafo 1080]. Además, cuando se pone en marcha un programa de reducción de 

personal, deberían celebrarse negociaciones entre el sindicato interesado y el empleador. 

Por consiguiente el Comité pide que el Gobierno proporcione a la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a la que remite este aspecto del caso, 

información sobre las medidas adoptadas para que pueda examinar la restricción impuesta 

por el subapartado 1, f), del apartado 6 del reglamento, en consulta con los interlocutores 

sociales, a fin de promover la negociación colectiva en todas las cuestiones relacionadas 
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con las condiciones de trabajo de los funcionarios públicos que no trabajan en la 

administración del Estado. 

183. El Comité toma nota asimismo del alegato de las organizaciones querellantes según el cual 

las medidas antes mencionadas no se vieron precedidas de consultas con los trabajadores 

del sector público y sus representantes y de que la situación de la economía no justificaba 

la adopción de las mismas. A este respecto, el Comité observa que el Gobierno destaca la 

importancia de las restricciones fiscales y la reducción de la deuda en el contexto de una 

economía mundial inestable, y el hecho de que en dicho contexto siga ofreciendo una 

remuneración justa a sus trabajadores. El Gobierno de Nueva Gales del Sur señala 

asimismo que el Consejo Asesor de Relaciones Laborales, integrado, entre otros, por 

representantes de los sindicatos y los empleadores, se constituyó en 2010. El Consejo se 

reúne con periodicidad bianual para debatir cualquier tema que planteen sus miembros, 

incluida la política salarial. El Gobierno indica que si bien los salarios del sector público 

se debatieron en dos ocasiones, hasta la fecha ningún miembro ha planteado debatir la 

política salarial. Además, respecto de las consultas previas a la adopción de la disposición 

legislativa mencionada, el Gobierno de Nueva Gales del Sur indica que la Ley Enmendada 

de Relaciones Laborales (Condiciones de Trabajo en el Sector Público) de 2011 fue objeto 

de un debate amplio y extenso en el seno del Consejo Legislativo, donde fue presentada el 

24 de mayo de 2011, y que todas las partes tuvieron la oportunidad de exponer sus puntos 

de vista y de proponer enmiendas para su consideración por el Parlamento, donde fue 

adoptada el 16 de junio de 2011. El Gobierno de Nueva Gales del Sur indica asimismo que 

el Consejo Legislativo también tuvo la oportunidad de celebrar un debate pleno sobre los 

detalles de la política salarial declarada en el reglamento y que, con anterioridad a su 

adopción, el público fue invitado a formular observaciones al respecto. El Comité toma nota 

asimismo de la indicación del Gobierno de que no se celebró ningún debate parlamentario 

sobre la Ley Enmendada de Ingresos del Estado y otras Leyes (Medidas Presupuestarias) 

de 2014 de conformidad con el anexo 5, a partir de la cual se elaboró el reglamento sobre 

relaciones laborales (condiciones de trabajo del sector público) de 2014. 

184. El Comité considera que debería llegarse a un compromiso justo y razonable entre la 

necesidad de viabilidad financiera y la necesidad de preservar en lo posible la autonomía 

de las partes en la negociación. El Comité considera que, en la medida de lo posible, los 

gobiernos deberían promover el consenso general en relación con las políticas laborales, 

sociales y económicas adoptadas en el contexto de las restricciones económicas, habida 

cuenta de que los interlocutores sociales deberían poder compartir la responsabilidad de 

asegurar el bienestar y la prosperidad de la comunidad en su conjunto. En la misma línea, 

el Comité recuerda que es fundamental que la introducción de proyectos de ley que afectan 

a la negociación colectiva o a las condiciones de trabajo vaya precedida de consultas plenas 

y en detalle con las organizaciones de trabajadores y de empleadores pertinentes. Recuerda 

asimismo que la consulta tripartita tiene que darse antes de que el Gobierno someta un 

proyecto a la Asamblea Legislativa o establezca una política laboral, social o económica 

[véase Recopilación, op. cit. párrafos 1070 y 1075]. A juicio del Comité, el proceso de 

consulta sobre disposiciones reglamentarias que afectan a las condiciones de trabajo ayuda 

a justificar de manera más sólida las leyes y políticas adoptadas y aplicadas por los 

gobiernos, así como a asegurar su respeto y buena aplicación. El Comité pide al Gobierno 

que, en el futuro, se asegure que cualquier cuestión o ley propuesta que afecte a los derechos 

de los trabajadores sea sometida, temprano en el proceso, a la atención del Consejo Asesor 

de Relaciones Laborales u otro foro pertinente a fin de permitir el logro de soluciones 

aceptables por las partes. 
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Recomendaciones del Comité 

185. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité pide que el Gobierno proporcione a la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a la que remite este aspecto del 

caso, información sobre las medidas adoptadas para que pueda examinar la 

restricción impuesta por el subapartado 1, f), del apartado 6 del reglamento, en 

consulta con los interlocutores sociales, a fin de promover la negociación 

colectiva en todas las cuestiones relacionadas con las condiciones de trabajo de 

los funcionarios públicos que no trabajan en la administración del Estado, y 

b) el Comité pide al Gobierno que, en el futuro, se asegure que cualquier 

cuestión o ley propuesta que afecte a los derechos de los trabajadores sea 

sometida, temprano en el proceso, a la atención del Consejo Asesor de 

Relaciones Laborales u otro foro pertinente a fin de permitir el logro de 

soluciones aceptables por las partes. 

CASO NÚM. 2882 

INFORME PROVISIONAL 

 

Quejas contra el Gobierno de Bahrein 

presentadas por 

– la Confederación Sindical Internacional (CSI) y  

– la Federación General de Sindicatos de Bahrein (GFBTU) 

apoyadas por 

la Internacional de la Educación (IE) 

Alegatos: la organización querellante alega  

que se han cometido violaciones graves de la 

libertad sindical, entre las cuales el despido 

masivo de miembros y dirigentes de la 

Federación General de Sindicatos de Bahrein 

(GFBTU) tras su participación en una huelga 

general, amenazas contra la seguridad personal 

de los dirigentes sindicales, arrestos, actos de 

acoso, persecución e intimidación, así como de 

injerencia en los asuntos internos de la GFBTU 

186. El Comité examinó por última vez este caso en su reunión de marzo de 2015 y presentó un 

informe provisional al Consejo de Administración [véase 374.º informe, párrafos 70 a 89, 

aprobado por el Consejo de Administración en su 323.ª reunión]. 

187. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de 5 de octubre de 2015. 

188. En una comunicación de fecha 8 de octubre de 2015, la Internacional de la Educación (IE) 

se suma a la queja presentada por la Confederación Sindical Internacional (CSI) y la 
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Federación General de Sindicatos de Bahrein (GFBTU) y suministra informaciones 

adicionales. 

189. Bahrein no ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), ni el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Examen anterior del caso 

190. En su reunión de marzo de 2015, el Comité formuló las siguientes recomendaciones 

[véase 374.º informe, párrafo 89]: 

a) deplorando que, casi cuatro años después de haberse presentado los alegatos de tortura y 

malos tratos infligidos a la Sra. Jalila al-Salman y al Sr. Abu Dheeb mientras estaban 

detenidos, no se hayan concluido aún las investigaciones, el Comité insta al Gobierno a 

acelerar las investigaciones y a que informe sin demora de los resultados. El Comité 

lamenta que el Gobierno no haya facilitado información sobre el resultado de la apelación 

presentada por esos sindicalistas ante el Tribunal de Casación. Por consiguiente, el Comité 

pide una vez más al Gobierno que facilite copias de las sentencias judiciales, incluidas las 

instancias de apelación. Pide, además, al Gobierno que garantice la inmediata liberación 

del Sr. Abu Dheeb si se verifica que fue detenido por ejercer actividades sindicales 

legítimas, y que le mantenga informado de toda novedad al respecto; 

b) teniendo presente el compromiso del Gobierno en el acuerdo tripartito de trabajar sobre la 

posibilidad de ratificar los Convenios núms. 87 y 98, facilitando así la ratificación de los 

convenios fundamentales por el Gobierno, el Comité reitera la solicitud formulada en el 

marco del caso núm. 2552 y espera firmemente que las modificaciones de la Ley de 

Sindicatos y la decisión núm. 62, de 2006, del Primer Ministro, se aprueben en un futuro 

muy próximo y armonicen la legislación y las prácticas de Bahrein con los principios de 

la libertad sindical. El Comité recuerda al Gobierno que puede recurrir a la asistencia 

técnica de la OIT a este respecto. El Comité espera, asimismo, que el Gobierno tome 

medidas sin demora para que se aprueben disposiciones legislativas concretas que 

aseguren la efectividad de los derechos de libertad sindical de los trabajadores domésticos. 

Pide al Gobierno que le mantenga informado de los progresos realizados respecto de los 

asuntos legislativos mencionados, y 

c) el Comité pide al Gobierno que lleve a cabo investigaciones sin demora sobre los alegatos 

de discriminación antisindical e injerencia de los empleadores en los asuntos sindicales en 

las siguientes empresas: ALBA, BAS, ASRY, GARMCO, BATELCO, BAPCO, BAFCO, 

Gulf Air, Yokogawa Middle East, KANOO cars y Sphynx cleaning. Le solicita además 

que presente información sobre los resultados de esas investigaciones. El Comité invita al 

Gobierno a que solicite información sobre esos alegatos a la organización de empleadores 

concernida, de tal modo que sus puntos de vista, así como los de las empresas de que se 

trate, puedan ser comunicados al Comité. 

B. Información complementaria recibida 
de la organización querellante 

191. En su comunicación de 8 de octubre 2015, la IE se suma al presente caso y remite 

información complementaria acerca de los dirigentes de la BTA. La organización querellante 

indica, en particular, que la salud del Sr. Abu Dheeb, quien sigue cumpliendo una condena 

de cinco años en la prisión de Jaw, se está deteriorando y que los funcionarios penitenciarios 

le impiden recibir medicación para la hipertensión y la diabetes y zapatos compensados para 

evitar el dolor de espalda provocado por una vértebra desplazada como consecuencia, según 

la organización querellante, de las torturas que el Sr. Abu Dheeb sufrió durante el período 

en que estuvo incomunicado. Además, la organización querellante indica que prosigue la 

prohibición de trabajar impuesta a la Sra. Jalila al-Salman, así como las restricciones a su 
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derecho a la libertad de expresión. La organización querellante también afirma que no se 

autorizó el restablecimiento de la BTA que fue disuelta en 2011. 

C. Respuesta del Gobierno 

192. Por comunicación de fecha 5 de octubre de 2015, el Gobierno indica que una unidad especial 

de investigación de la Fiscalía había comenzado una investigación sobre las presuntas 

torturas sufridas, mientras estaban detenidos, por el Sr. Abu Dheeb y la Sra. Jalila al-Salman, 

respectivamente presidente y vicepresidenta de la Asociación de Docentes de Barhein 

(BTA), la cual comprendía el examen de los expedientes médicos con las autoridades 

competentes. El Gobierno también precisa que la unidad especial de investigación no pudo 

establecer la veracidad de los alegatos formulados por el Sr. Abu Dheeb y la Sra. Jalila 

al-Salman y, por lo tanto, ambas quejas fueron archivadas sin más trámite. Además, el 

Gobierno añade que los querellantes tienen derecho a: apelar las decisiones de la 

dependencia especial de investigación; presentar pruebas o documentación adicional, y 

solicitar que las autoridades judiciales examinen sus alegatos.  

193. Por lo que respecta a las medidas cuya adopción solicita el Comité con miras a modificar la 

Ley de Sindicatos y la decisión núm. 62, de 2006, del Primer Ministro, el Gobierno indica 

que, en lo atinente a la decisión del Primer Ministro, que prohíbe la huelga en determinados 

sectores vitales, mantendrá las consultas necesarias con las partes correspondientes una vez 

que se haya procedido al examen de los sectores interesados y comunicará al Comité 

información actualizada acerca de la evolución de la situación a este respecto. 

194. En lo referente a los alegatos de discriminación antisindical e injerencia por parte de los 

empleadores en los asuntos sindicales de varias empresas del sector privado (ALBA, BAS, 

ASRY, GARMCO, BATELCO, BAPCO, BAFCO, Gulf Air, Yokogawa Middle East, 

KANOO cars y Sphynx cleaning), el Gobierno afirma que el Ministerio de Trabajo y 

Asuntos Sociales inició investigaciones sobre la situación de los sindicatos de las empresas 

antes mencionadas, durante las cuales las autoridades competentes realizaron visitas de 

inspección in situ, se reunieron con varios sindicatos y examinaron toda la información 

disponible. En el curso de las investigaciones, las autoridades llegaron a la conclusión de 

que los sindicatos examinados seguían llevando a cabo sus actividades de manera normal y 

disfrutaban de todos los derechos establecidos en virtud de la Ley de Sindicatos. Además, el 

Gobierno indica que en varias empresas varios grupos de trabajadores se habían propuesto 

crear nuevos sindicatos, de conformidad con la Ley de Sindicatos que autoriza el pluralismo 

sindical a nivel de empresa. Asimismo, el Gobierno afirma que el Ministerio de Trabajo y 

Asuntos Sociales está en condiciones de analizar cualquier tipo de queja presentada por los 

sindicatos antes mencionados y de tomar las medidas que sean necesarias de conformidad 

con la legislación y la reglamentación de Bahrein. 

D. Conclusiones del Comité 

195. El Comité recuerda que este caso se refiere a graves alegatos relativos a múltiples arrestos, 

torturas, despidos, y actos de intimidación y acoso de afiliados y dirigentes sindicales a raíz 

de una huelga general llevada a cabo en marzo de 2011 en defensa de los intereses 

socioeconómicos de los trabajadores.  

196. En lo que respecta al párrafo a) de la recomendación, el Comité toma nota de la indicación 

del Gobierno según la cual los alegatos de tortura y malos tratos infligidos a la Sra. Jalila 

al-Salman y al Sr. Abu Dheeb, que se encuentra detenido desde 2011, fueron investigados 

por una unidad especial de investigación de la Fiscalía, la cual también examinó los 

expedientes médicos pertinentes, y de que estas investigaciones no establecieron la 

veracidad de los alegatos formulados por la Sra. Jalila al-Salman y el Sr. Abu Dheeb. 
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Además, el Comité observa que el Gobierno indica que, si bien ambas quejas fueron 

archivadas sin más trámite, los querellantes tienen derecho a: apelar las decisiones de la 

unidad especial de investigación; presentar pruebas o documentación adicional, y solicitar 

que las autoridades judiciales examinen sus alegatos. El Comité toma nota con profunda 

preocupación de que esta investigación culminó después de haber transcurrido cuatro de 

los cinco años de la condena de prisión del Sr. Abu Dheeb y recuerda que la libertad de 

expresión de que deberían gozar las organizaciones sindicales y sus dirigentes también 

debería garantizarse cuando éstos desean formular críticas acerca de la política económica 

y social del Gobierno [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de 

Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafo 157]. El Comité toma nota 

además con profunda preocupación de los alegatos según los cuales la salud del Sr. Abu 

Dheeb se está deteriorando y de que los funcionarios penitenciarios le impiden recibir la 

medicación que necesita, el Comité pide al Gobierno que responda sin demora a estos 

alegatos y adopte las medidas que sean necesarias para garantizar que el Sr. Abu Dheeb 

reciba inmediatamente toda la atención médica necesaria. El Comité toma nota de que, una 

vez más, el Gobierno no ha comunicado ninguna información sobre el resultado de la 

apelación presentada por la Sra. Jalila al-Salman y el Sr. Abu Dheeb ante el Tribunal de 

Casación, ni ha remitido copias de las sentencias judiciales dictadas en los casos 

considerados. Por consiguiente, el Comité insta nuevamente al Gobierno a que remita sin 

demora copias de las sentencias que condenan al Sr. Abu Dheeb y la Sra. Jalila al-Salman 

y a que proporcione toda otra información relativa a sus apelaciones. Además, el Comité 

pide al Gobierno que garantice la inmediata liberación del Sr. Abu Dheeb, si se comprueba 

que fue detenido desde 2011 por ejercer actividades sindicales legítimas, ya que se 

demostraría de esta manera su detención indebida desde hace cuatro años. El Comité pide 

urgentemente que se le mantenga informado de la evolución de la situación al respecto. Por 

último, el Comité toma nota con preocupación de la información recibida de la organización 

querellante según la cual no se autoriza el restablecimiento de la BTA y prosigue la 

prohibición de trabajar impuesta a la Sra. Jalila al-Salman, así como las restricciones a su 

derecho a la libertad de expresión. El Comité recuerda que el derecho de expresar opiniones 

por medio de la prensa o en otra forma es uno de los elementos esenciales de los derechos 

sindicales; que todas las prácticas consistentes en establecer listas negras de dirigentes 

sindicales o sindicalistas constituyen una grave amenaza para el libre ejercicio de los 

derechos sindicales y que, en general, los gobiernos deberían adoptar medidas enérgicas 

para combatir dichas prácticas [véase Recopilación op. cit., párrafos 155 y 803]. Por otra 

parte, el Comité recuerda que los trabajadores deben, en particular, disponer del derecho 

de constituir las organizaciones que estimen convenientes, independientemente de sus 

opiniones políticas. Por lo tanto, el Comité insta al Gobierno a que elimine los obstáculos 

que impiden el restablecimiento de la BTA y a que garantice que la Sra. Jalila al-Salman 

pueda ejercer su legítimo derecho a la libertad de expresión y deje de figurar en las listas 

negras por causa de su actividad sindical. 

197. En lo referente al párrafo b) de la recomendación, en el que el Comité pide que se adopten 

medidas a fin de modificar la Ley de Sindicatos, así como la decisión núm. 62, de 2006 del 

Primer Ministro, a los efectos de armonizar la legislación y las prácticas de Bahrein con 

los principios de la libertad sindical, el Comité toma nota de la indicación del Gobierno 

según la cual mantendrá las consultas que sean necesarias con las partes interesadas, 

cuando se haya procedido al examen de los sectores afectados por la decisión del Primer 

Ministro y comunicará al Comité información actualizada acerca de la evolución de la 

situación a este respecto. Habida cuenta del compromiso asumido por el Gobierno en 

relación con el acuerdo tripartito celebrado en 2012 con el fin de examinar la posibilidad 

de ratificar los Convenios núms. 87 y 98, así como su indicación de que esperaba que el 

Código del Trabajo fuera un catalizador para el desarrollo de una relación entre las partes 

en el proceso productivo, contribuyendo así a la elaboración de la decisión de ratificar los 

Convenios núms. 87 y 98 [véase 374.º informe, párrafo 86], el Comité espera que el 

Gobierno celebrará sin demoras consultas acerca de esta cuestión y de la Ley de Sindicatos, 
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teniendo en cuenta los comentarios anteriores del Comité y la necesidad de garantizar la 

aplicación efectiva del derecho de sindicación de los trabajadores domésticos [véase 

364.º informe, párrafos 300 a 305]. El Comité recuerda una vez más al Gobierno que puede 

solicitar la asistencia técnica de la OIT y pide al Gobierno que le mantenga informado de 

la evolución de la situación a este respecto.  

198. En lo atinente al párrafo c) de la recomendación relativo a los alegatos de discriminación 

antisindical e injerencia por parte de los empleadores en los asuntos sindicales de varias 

empresas del sector privado (ALBA, BAS, ASRY, GARMCO, BATELCO, BAPCO, BAFCO, 

Gulf Air, Yokogawa Middle East, KANOO cars y Sphynx cleaning), el Comité toma nota de 

las informaciones comunicadas por el Gobierno según las cuales: i) el Ministerio de 

Trabajo y Asuntos Sociales inició investigaciones relativas a la situación de los sindicatos 

en las empresas antes mencionadas; ii) las autoridades competentes realizaron visitas de 

inspección in situ, se reunieron con varios sindicatos y examinaron toda la documentación 

disponible; iii) como resultado de sus investigaciones, las autoridades llegaron a la 

conclusión de que los sindicatos examinados seguían llevando a cabo sus actividades de 

manera normal y disfrutaban de todos los derechos establecidos en virtud de la Ley de 

Sindicatos; iv) en varias empresas varios grupos de trabajadores se habían propuesto crear 

nuevos sindicatos, de conformidad con la Ley de Sindicatos que autoriza el pluralismo 

sindical a nivel de empresa, y v) el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales está en 

condiciones de analizar cualquier tipo de queja presentada por los sindicatos antes 

mencionados y de tomar las medidas que sean necesarias de conformidad con la legislación 

y la reglamentación de Bahrein. Al recordar que había solicitado previamente al Gobierno 

que llevara a cabo investigaciones sin demora sobre los alegatos concretos planteados por 

la GFBTU en su comunicación de fecha 14 de febrero de 2013 [véase 371.er informe, 

párrafo 176], el Comité pide al Gobierno que proporcione informaciones detalladas 

respecto de sus investigaciones y que solicite informaciones a la organización de 

empleadores concernida acerca de los siguientes alegatos:  

— Aluminium Bahrain (ALBA): medidas punitivas adoptadas por la dirección de la 

empresa contra trabajadores que estaban fundando un sindicato alternativo a la 

BLUFF, que se saldaron con el despido del Sr. Hussain Ali Al-Radi, vicepresidente del 

comité fundador; Sr. Abdel Menhem Ahmad Ali, secretario, y Sr. Nader Mansour 

Yaakoub, miembro del comité fundador. El Ministerio de Trabajo se ha negado a 

responder a sus reclamaciones. Tras la celebración del primer congreso fundacional, 

se degradó al secretario general del sindicato, Sr. Yousif Al Jamri, y se tomaron 

medidas punitivas contra los miembros de la junta ejecutiva, Sres. Abdallah Chaaban 

y Mohamad Achour. Las cotizaciones de los afiliados siguen transfiriéndose al 

sindicato afín a la dirección de la empresa, pese a la retirada de 500 trabajadores, y 

la dirección se niega a reconocer a los dirigentes del nuevo sindicato y a reunirse con 

ellos.  

— Bahrain Airport Services (BAS): la empresa se niega a restablecer el sistema de 

retención en nómina de las cuotas sindicales, ha cerrado por la fuerza las oficinas del 

sindicato, ha asumido unilateralmente la gestión del fondo de ahorro y se niega a 

atender las propuestas de diálogo y de negociación de la GFBTU, al tiempo que se 

reúne regularmente con el sindicato afiliado a la BLUFF. El Sr. Yousuf Alkhaja, 

presidente del sindicato BAS, sigue sin ser restituido en su cargo. Por otra parte, 

tampoco se ha renovado el permiso de acceso al aeropuerto del miembro del consejo 

de administración, Sr. Abdullah Hussein, debido a sus actividades sindicales.  

— Arab Shipbuilding & Repair Yard (ASRY): la representación sindical en las comisiones 

paritarias ha sido cancelada y la dirección apoya la creación de un sindicato rival 

afiliado a la BLUFF. Se ha presionado a los trabajadores migrantes para que se den 

de baja del sindicato afiliado a la GFBTU e ingresen en el sindicato de la BLUFF.  
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— Aluminium Rolling Mill: cancelación unilateral de las facilidades concedidas a la 

organización sindical de la empresa con vistas a permitirle disponer de un presidente 

a tiempo completo; la dirección ha apoyado la creación de un sindicato rival; actos de 

intimidación y presiones sobre los trabajadores migrantes para que abandonen el 

sindicato afiliado a la GFBTU e ingresen en el sindicato rival, afín a la dirección; 

favoritismo en beneficio del sindicato rival, mediante la concesión de tiempo libre a su 

presidente; cancelación unilateral del proceso de negociación colectiva y reducción 

unilateral de las prerrogativas obtenidas en virtud de los convenios colectivos.  

— Bahrain Telecommunications Company (BATELCO): falta de diálogo de la dirección 

sobre los despidos masivos; congelación del comité mixto dirección-sindicatos, bajo el 

pretexto de la confusión generada por la reciente pluralidad sindical; anulación 

unilateral de privilegios sindicales; y la consideración en pie de igualdad de los tres 

sindicatos en el lugar de trabajo, pese a la mayor representatividad de la GFBTU.  

— Bahrain Petroleum Company (BAPCO): la dirección ha puesto en funcionamiento, de 

forma unilateral, un mecanismo de negociación alternativo en sustitución del 

mecanismo acordado y aplicado desde hace un decenio; tres miembros de la junta 

directiva del sindicato permanecen suspendidos; la oficina sindical del Campamento 

de Jabal ha sido demolida; la dirección ha clausurado todas las oficinas sindicales; se 

han confiscado los documentos de la oficina de Awali; la dirección difundió una 

circular en la que instaba a los trabajadores a que abandonaran el sindicato afiliado 

a la GFBTU; y todas las facilidades previamente conferidas al sindicato han sido 

canceladas por la dirección.  

— Gulf Air: la dirección despidió al Sr. Hussein Mehdi, miembro de la junta directiva del 

sindicato afiliado a la GFBTU, pretextando que había revelado secretos de trabajo. 

La dirección preguntó por correo electrónico a los trabajadores si querían seguir 

siendo miembros del sindicato afiliado a la GFBTU.  

— Yokogawa Middle East: la dirección se niega a celebrar reuniones de negociación con 

el sindicato y a autorizar la asistencia de sus representantes, en calidad de delegados 

sindicales, a una reunión con el Ministerio de Trabajo destinada a resolver estos 

problemas. El presidente del sindicato ha sido trasladado y hostigado en represalia 

por su labor sindical y se le ha denegado la condición de sindicalista a tiempo 

completo, necesaria para desempeñar sus funciones de representante.  

— Bahrain Aviation Fuelling Company (BAFCO): la destitución definitiva, en enero de 

2013, del presidente del sindicato, Sr. Abdul Khaleq Abdul Hussain, a quien se había 

asignado previamente un cargo sin atribuciones específicas. Se han ignorado todos sus 

intentos por resolver la situación.  

— La persistente negativa a reintegrar: al ex miembro de la junta directiva del sindicato 

bancario, Sr. Ayman Al Ghadban, al presidente del sindicato de la empresa de 

automóviles Kanoo, Sr. Hassan Abdul Karim, y al miembros del consejo directivo del 

sindicato de los servicios de limpieza de la empresa Sphynx. 

El Comité invita a la organización querellante a que proporcione toda la información 

adicional de que dispone en relación con los alegatos de discriminación antisindical que 

formuló respecto de las empresas mencionadas. 
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Recomendaciones del Comité 

199. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 

Consejo de Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) habiendo tomado nota con profunda preocupación de los alegatos según los 

cuales la salud del Sr. Abu Dheeb se está deteriorando y de que los 

funcionarios penitenciarios le impiden recibir la medicación que necesita, el 

Comité pide al Gobierno que responda sin demora a estos alegatos y adopte 

las medidas que sean necesarias para garantizar que el Sr. Abu Dheeb reciba 

inmediatamente toda la atención médica necesaria, el Comité insta 

nuevamente al Gobierno a que remita copias de las sentencias que condenan 

al Sr. Abu Dheeb y la Sra. Jalila al-Salman; proporcione toda la información 

relativa a sus apelaciones; garantice la inmediata liberación del Sr. Abu 

Dheeb si se comprueba que ha sido detenido desde 2011 por ejercer 

actividades sindicales legítimas, ya que se demostraría de esta manera su 

detención indebida desde hace cuatro años. El Comité pide urgentemente que 

se le mantenga informado de la evolución de la situación a este respecto. El 

Comité insta al Gobierno a que elimine los obstáculos que impiden el 

establecimiento de la BTA y a que garantice que la Sra. Jalila al-Salman 

pueda ejercer su legítimo derecho a la libertad de expresión y deje de figurar 

en las listas negras por causa de su actividad sindical. El Comité llama la 

atención del Consejo de Administración sobre el carácter grave y urgente de 

este aspecto del caso; 

b) habida cuenta del compromiso asumido por el Gobierno en relación con el 

acuerdo tripartito celebrado en 2012 con el fin de examinar la posibilidad de 

ratificar los Convenios núms. 87 y 98, el Comité espera que el Gobierno 

celebrará sin demora consultas acerca de esta cuestión y de la Ley de 

Sindicatos, teniendo en cuenta los comentarios anteriores del Comité. El 

Comité recuerda una vez más al Gobierno que puede solicitar la asistencia 

técnica de la OIT y pide al Gobierno que le mantenga informado de la 

evolución de la situación a este respecto, y 

c) el Comité pide al Gobierno que facilite información detallada sobre los 

resultados de sus investigaciones así como que solicite informaciones a la 

organización de empleadores concernida respecto de los alegatos específicos 

de discriminación antisindical e injerencia por parte de los empleadores en 

los asuntos sindicales de las siguientes empresas: ALBA, BAS, ASRY, 

GARMCO, BATELCO, BAPCO, BAFCO, Gulf Air, Yokogawa Middle East, 

KANOO cars y Sphynx cleaning. El Comité invita a la organización 

querellante a que proporcione toda la información adicional de que dispone 

en relación con los alegatos de discriminación antisindical que formuló 

respecto de las empresas mencionadas. 
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CASO NÚM. 3064 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de Camboya 

presentada por 

la Confederación Sindical Internacional (CSI) 

Alegatos: la organización querellante alega 

que el Gobierno no hace ningún esfuerzo para 

garantizar la adopción del nuevo proyecto de ley 

de sindicatos, excluyendo así a los funcionarios 

públicos, los jueces, los trabajadores del 

transporte aéreo y marítimo, la policía y 

los trabajadores domésticos del derecho a la 

libertad sindical y denuncia el aumento del uso 

de contratos de duración determinada en la 

industria del vestido, lo cual crea inseguridad 

en el empleo y socava la libertad sindical y 

la negociación colectiva 

200. La queja figura en una comunicación de la Confederación Sindical Internacional (CSI) de 

fecha 30 de mayo de 2013. 

201. El Gobierno ha enviado sus observaciones por comunicación de fecha 22 de mayo de 2015. 

202. Camboya ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Alegatos de la organización querellante 

203. En su comunicación de fecha 30 de mayo de 2013, la organización querellante señala las 

deficiencias de la Ley de Sindicatos actual e indica que la cuestión más preocupante es la 

permanente exclusión de los funcionarios públicos (incluidos los profesores), la policía, los 

trabajadores del transporte aéreo y marítimo, los jueces y los trabajadores domésticos del 

derecho a la libertad sindical. A modo de ejemplo, la organización querellante afirma que el 

Gobierno se negó a registrar a la Confederación de Sindicatos de Camboya (CCU) en calidad 

de confederación de sindicatos porque la mayoría de sus afiliados son profesores, lo cual 

demuestra que el Gobierno incumple el Convenio núm. 87. Para apoyar su argumentación, 

la CSI indica que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 

(CEACR) había observado anteriormente que la ley que regula los sindicatos contraviene 

ampliamente los Convenios núms. 87 y 98 y que, en la 100.ª reunión de la Conferencia 

Internacional del Trabajo, la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia instó al 

Gobierno a que aprobara una nueva ley de sindicatos en plena consulta con los interlocutores 

sociales, lo que estaba en consonancia con las obligaciones que le correspondían en virtud 

de los Convenios núms. 87 y 98. Según la organización querellante, el nuevo proyecto de 

ley de sindicatos permitiría que los grupos de trabajadores mencionados y los demás 

trabajadores pudieran ejercer sus derechos sindicales. No obstante, la organización 

querellante afirma que, si bien la elaboración del proyecto de ley había finalizado en 

noviembre de 2011, el Gobierno no había hecho ningún esfuerzo por lograr su adopción. 



GB.326/INS/12 

 

GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  61 

204. La organización querellante alega asimismo que observó un drástico aumento en el uso de 

los contratos de duración determinada (CDD), en particular en la industria del vestido. Según 

la organización querellante, la decisión adoptada por el sector de pasar de contratos de 

duración indeterminada (CDI) a CDD creó una gran inseguridad en el empleo para muchos 

trabajadores, perjudicó las relaciones laborales y tuvo el efecto no deseado de impedir la 

constitución de nuevos sindicatos o de debilitar el poder de los sindicatos de la industria del 

vestido. Citando un informe de la Universidad de Yale, la organización querellante indica 

que esta tendencia refleja la decisión adoptada por el conjunto de la industria del vestido de 

reclasificar a los trabajadores contratándolos con CDD que se renuevan sucesivamente. 

Según la CSI, si bien esta medida viola el artículo 67 de la Ley del Trabajo de 1997, es 

ampliamente permitida en la práctica y tiene numerosas consecuencias jurídicas, entre las 

cuales, la disminución de los derechos y prestaciones otorgados a los trabajadores 

contratados con CDD, la facilitación de su despido y la fijación de plazos de preaviso más 

cortos, el aumento de las dificultades para demostrar los actos de represalia antisindical y la 

disminución de la indemnización por terminación del contrato que debería darse a un 

trabajador con un CDI. Por otra parte, la organización querellante afirma que al pasar a los 

CDD se socava la libertad sindical y la negociación colectiva, ya que crean una gran 

inestabilidad para los trabajadores quienes, como es lógico, temen que sus contratos no sean 

renovados si no obedecen al empleador, en particular, al afiliarse a un sindicato. La 

organización querellante también observa que, por ser de corta duración, los CDD perjudican 

el funcionamiento de un sindicato, la elección de sus dirigentes sindicales y su eficacia. La 

CSI indica que, en 2012, se firmó un nuevo Memorando de Entendimiento entre la 

Asociación de Fabricantes Textiles de Camboya (GMAC) y varios sindicatos, que 

comprende el compromiso de alcanzar un acuerdo por separado sobre la cuestión de los 

CDD, si bien no se adoptó ninguna medida para iniciar estas negociaciones. 

B. Respuesta del Gobierno 

205. En su comunicación de fecha 22 de mayo de 2015, el Gobierno recuerda el proceso de 

elaboración del proyecto de ley de sindicatos, que se inició a finales de 2010 con una larga 

serie de consultas tripartitas, facilitadas por la OIT, entre los representantes de los sindicatos, 

de los empleadores y del Ministerio de Trabajo y Formación Profesional. El Gobierno 

solicitó a la OIT que formulara observaciones sobre el proyecto de ley, y los trabajadores, 

así como los empleadores, fueron consultados en las distintas etapas del proceso de 

redacción, lo cual demostraba que se trabajaba con esmero y capacidad de integración de los 

sectores interesados. El Gobierno indica que el proyecto de ley se encuentra actualmente en 

una etapa de examen en la reunión interministerial que pronto finalizará y que su adopción 

es importante para crear los elementos de cooperación, respeto, comprensión y confianza 

tripartitos, que son la base de un diálogo social significativo y de relaciones laborales 

sostenibles. Por otra parte, según el Gobierno, el proyecto de ley de sindicatos tiene por 

objeto defender los derechos y los intereses de los trabajadores y los empleadores, garantizar 

el derecho a la negociación colectiva entre trabajadores y empleadores, mejorar las 

relaciones laborales y fortalecer el empleo y el desarrollo nacional. Al tiempo que expresa 

su compromiso permanente de promover la libertad sindical, el Gobierno indica que el nuevo 

proyecto de ley no fue elaborado para los empleadores o los trabajadores, sino con el fin de 

servir el interés común nacional y garantizar la paz y la estabilidad laboral. 

206. En relación con los CDD, el Gobierno reconoce las preocupaciones planteadas por la 

organización querellante, pero aclara que, en virtud del artículo 65 de la Ley del Trabajo de 

1997, los empleadores pueden celebrar cualquier tipo de contrato de trabajo, un CDD o un 

CDI, dependiendo del acuerdo convenido. Por otra parte, el Gobierno declara que, desde un 

punto de vista jurídico, la Ley del Trabajo ofrece los mismos beneficios a los trabajadores, 

independientemente del tipo de contrato de trabajo celebrado, y que la seguridad laboral de 

los trabajadores está protegida en mayor medida por su comportamiento y desempeño en el 

trabajo que por un CDI, pues es poco probable que un empleador dé por terminado el 
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contrato de un trabajador de alto rendimiento, mientras que un trabajador que haya cometido 

una falta grave o tenga un bajo rendimiento estará expuesto al despido aunque esté 

contratado con un CDI. Además, el Gobierno añade que puede ser más fácil rescindir el 

contrato de un trabajador si éste está contratado con un CDI, ya que sólo se requiere 

comunicar una notificación previa y dar una razón válida relacionada con el comportamiento 

del trabajador o su capacidad profesional, mientras que los CDD no pueden rescindirse antes 

de la fecha de finalización del contrato a menos que el contrato se pague en su totalidad de 

conformidad con la legislación vigente, y que haya consentimiento del trabajador, falta grave 

o un caso de fuerza mayor. Además, el Gobierno afirma que el Ministerio de Trabajo y 

Formación Profesional no permite que los empleadores utilicen los CDD con propósitos 

deshonestos, y que el artículo 12 de la Ley del Trabajo prohíbe que los empleadores utilicen 

la afiliación sindical como un motivo para contratar trabajadores, definir o asignar el trabajo, 

otorgar prestaciones sociales, tomar medidas disciplinarias o rescindir el contrato de un 

trabajador. Otras disposiciones de la Ley del Trabajo también proporcionan protección a los 

sindicatos y a los trabajadores. 

C. Conclusiones del Comité 

207. El Comité observa que el presente caso se refiere a alegatos según los cuales el Gobierno 
no ha hecho progresos en lo que respecta a la aplicación de medidas que garanticen la 
adopción del proyecto de ley de sindicatos, lo que perpetúa la exclusión de los funcionarios 
públicos (incluidos los profesores), la policía, los trabajadores del transporte aéreo y 
marítimo, los jueces y los trabajadores domésticos del ejercicio del derecho a la libertad 
sindical, así como a quejas relativas a un aumento en el uso de los CDD en la industria del 
vestido, lo que crea inseguridad en el empleo y vulnera la libertad sindical y la negociación 
colectiva. 

208. En relación con la adopción del proyecto de ley de sindicatos, el Comité toma nota de que, 
según la organización querellante, el Gobierno no tomó ninguna medida para garantizar la 
adopción de la ley a pesar de que su elaboración había finalizado en noviembre de 2011. 
Además, el Comité observa, que, según indicó la organización querellante, en la 
100.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, la Comisión de Aplicación de 
Normas de la Conferencia instó al Gobierno a que aprobara una nueva ley de sindicatos, lo 
que estaba en consonancia con las obligaciones que le correspondían en virtud de los 
Convenios núms. 87 y 98. 

209. El Comité aprecia la mayor dedicación del Gobierno en los procedimientos del Comité tras 
la audiencia de junio de 2015, en virtud del párrafo 69 de sus procedimientos, y toma nota 
de las detalladas observaciones remitidas por el Gobierno acerca de la elaboración del 
proyecto de ley, en particular, acerca de las diversas consultas tripartitas y las numerosas 
invitaciones a los empleadores y los trabajadores para que presentaran observaciones sobre 
el proyecto de ley, así como de las consultas celebradas con la OIT. También observa que, 
según el Gobierno, el proceso de redacción fue exhaustivo e integrador. De hecho el nuevo 
proyecto refleja muchas de las recomendaciones de la OIT y tiene por objeto defender los 
derechos y los intereses de los trabajadores y los empleadores, garantizar el derecho a la 
negociación colectiva, mejorar las relaciones laborales y garantizar el empleo y el 
desarrollo nacional. El Comité también toma nota del compromiso asumido por el Gobierno 
de promover permanentemente la libertad sindical y garantizar la paz y la estabilidad 
laboral. 

210. Si bien celebra que, en el proceso de redacción del nuevo proyecto de ley de sindicatos, el 
Gobierno se refiera al tripartismo y a la integración de los interlocutores sociales, el Comité 
lamenta que se prolongue el retraso de su adopción. Asimismo, el Comité recuerda que, de 
conformidad con los artículos 2 y 9 del Convenio núm. 87, todos los trabajadores, con la 
sola excepción de los miembros de las fuerzas armadas y de la policía, deberían tener el 
derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes. Por lo tanto, los 
funcionarios públicos, los profesores, los jueces, los trabajadores del transporte aéreo y 
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marítimo y los trabajadores domésticos, como todos los demás trabajadores, deberían 
beneficiarse del derecho a la libertad sindical, ya sea a través del proyecto de ley de 
sindicatos o de otras medidas legislativas pertinentes. El Comité espera firmemente que el 
Gobierno tome todas las medidas necesarias para acelerar la adopción del proyecto de ley 
de sindicatos y pide al Gobierno que envíe una copia del último proyecto de dicha ley a la 
Comisión de Expertos a fin de que proceda al examen de la aplicación de los Convenios 
núms. 87 y 98, ratificados por Camboya. 

211. En lo referente al alegado uso generalizado de los CDD, en particular en la industria del 
vestido, el Comité toma nota de los alegatos de la organización querellante relativos a los 
efectos perjudiciales de este tipo de contratos en la seguridad en el empleo, las relaciones 
laborales, y la constitución y el funcionamiento de los sindicatos. El Comité toma nota, en 
particular, de la afirmación de la organización querellante según la cual, si bien esta 
medida viola el artículo 67 de la Ley del Trabajo de 1997, es ampliamente permitida en la 
práctica y tiene numerosas consecuencias jurídicas, entre las cuales, la disminución de los 
derechos y las prestaciones otorgados a los trabajadores contratados con CDD, la 
facilitación de su despido y la fijación de plazos de preaviso más cortos, el aumento de las 
dificultades para demostrar los actos de represalia antisindical y la disminución de la 
indemnización por terminación del contrato que debería darse a un trabajador con un CDI. 
El Comité toma nota en particular de que la organización querellante considera que al 
pasar a los CDD se socava la libertad sindical y de negociación colectiva, ya que crean una 
gran inestabilidad para los trabajadores, que temen que sus contratos no sean renovados si 
no obedecen al empleador, en particular, al afiliarse a un sindicato. En relación con la corta 
duración que caracteriza a esos contratos, la organización querellante plantea además 
inquietudes en relación con la organización y el funcionamiento de los sindicatos y, en 
particular, en relación con la elección de los dirigentes sindicales y su eficacia. El Comité 
toma nota del compromiso asumido en 2012 por la Asociación de Fabricantes Textiles de 
Camboya (GMAC) con el fin de alcanzar un acuerdo por separado sobre la cuestión de los 
CDD, si bien no se adoptó ninguna medida para iniciar las negociaciones. 

212. El Comité observa que el Gobierno reconoce las preocupaciones planteadas por la 
organización querellante con respecto a los CDD, si bien hace hincapié en que la Ley del 
Trabajo de 1997 ofrece los mismos beneficios a los trabajadores independientemente de su 
contrato. En virtud del artículo 65 de la Ley del Trabajo, los empleadores y los trabajadores 
pueden celebrar cualquier tipo de contrato de trabajo. En todo caso, el Ministerio de 
Trabajo y Formación Profesional no permite que los empleadores utilicen los CDD con 
propósitos deshonestos. El Comité toma nota de la indicación del Gobierno según la cual 
la Ley del Trabajo protege a todos los trabajadores. En particular, el artículo 12 prohíbe 
que los empleadores utilicen la afiliación sindical como motivo para contratar trabajadores, 
definir o asignar el trabajo, otorgar prestaciones sociales, tomar medidas disciplinarias o 
rescindir el contrato de un trabajador. 

213. El Comité recuerda que los CDD no deberían utilizarse deliberadamente con fines 
antisindicales y que, en ciertas circunstancias, el empleo de trabajadores con renovaciones 
sucesivas de CDD durante varios años puede ser un obstáculo para el ejercicio de los 
derechos sindicales [véanse, por ejemplo, 375.º informe, casos núms. 3065 y 3066 (Perú), 
párrafo 481, y 374.º informe, caso núm. 2998 (Perú), párrafo 723]. Al observar que 
preocupa a la organización querellante que los CDD tengan un importante efecto negativo 
en los derechos sindicales y que esta cuestión fue tomada en consideración por la 
Asociación de Fabricantes Textiles de Camboya (GMAC) y varios sindicatos que 
convinieron alcanzar un acuerdo por separado sobre el asunto, el Comité alienta al 
Gobierno a que tome todas las medidas apropiadas para promover las negociaciones entre 
las partes con miras a alcanzar un acuerdo sobre el uso de los CDD, así como para realizar 
un seguimiento de la situación a fin de garantizar que los trabajadores de la industria del 
vestido puedan ejercer sus derechos sindicales libremente. El Comité pide al Gobierno que 
le mantenga informado de toda evolución de la situación a este respecto. 
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Recomendaciones del Comité 

214. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 
Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité espera firmemente que el Gobierno tome todas las medidas 
necesarias para acelerar la adopción de la Ley de Sindicatos y pide al 
Gobierno que envíe una copia del último proyecto de dicha ley a la Comisión 
de Expertos a fin de que proceda al examen de la aplicación de los Convenios 
núms. 87 y 98, ratificados por Camboya, y 

b) el Comité recuerda que los contratos de duración determinada (CDD) no 
deberían utilizarse deliberadamente con fines antisindicales y que, en ciertas 
circunstancias, el empleo de trabajadores con renovaciones sucesivas de CDD 
durante varios años puede ser un obstáculo para el ejercicio de los derechos 
sindicales. Al observar que preocupa a la organización querellante que los 
CDD tengan un importante efecto negativo en los derechos sindicales y que 
esta cuestión fue tomada en consideración por la Asociación de Fabricantes 
Textiles de Camboya (GMAC) y varios sindicatos que convinieron alcanzar 
un acuerdo por separado sobre el asunto, el Comité alienta al Gobierno a que 
tome todas las medidas apropiadas para promover las negociaciones entre las 
partes con miras a alcanzar un acuerdo sobre el uso de los CDD, así como 
para realizar un seguimiento de la situación a fin de garantizar que los 
trabajadores de la industria del vestido puedan ejercer sus derechos sindicales 
libremente. El Comité pide al Gobierno que le mantenga informado de toda 
evolución de la situación a este respecto. 

CASO NÚM. 3107 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno del Canadá 

presentada por 

la División Local 113 del Sindicato Unido 

del Transporte Público (ATU) 

Alegatos: la organización querellante afirma 

que sus miembros que trabajan en la Comisión 

de Transporte Público de Toronto (TTC) se han 

visto privados de su derecho fundamental de 

huelga y de su derecho a negociar libremente 

sus condiciones de empleo como consecuencia 

de una ley (Ley de Solución de Conflictos 

Laborales en la Comisión de Transporte Público 

de Toronto, 2011), en la que se declara que la 

TTC es un servicio esencial 

215. La queja figura en una comunicación de la División Local 113 del Sindicato Unido del 

Transporte Público (ATU), de fecha 5 de diciembre de 2014.  
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216. El Gobierno del Canadá transmitió las observaciones formuladas por el Gobierno de Ontario 

en una comunicación de fecha 28 de octubre de 2015. 

217. El Canadá ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), pero no ha ratificado el Convenio sobre el derecho de 

sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98).  

A. Alegatos de los querellantes 

218. En su comunicación de fecha 5 de diciembre de 2014, la División Local 113 del Sindicato 
Unido del Transporte Público (ATU) explica que es un sindicato con arreglo a lo dispuesto 
en la Ley de Relaciones Laborales de Ontario, de 1995. Representa a trabajadores del 
transporte y de los servicios de mantenimiento del sector del transporte público de Ontario 
(Canadá), comprendidos los empleados de la Comisión de Transporte Público de Toronto 
(TTC). La TTC es un organismo de transporte público que presta servicios de transporte 
público en autobús, tranvía o vehículos para el transporte de personas con discapacidad, así 
como servicios de transporte público rápido en Toronto (Ontario). Actualmente, la División 
Local 113 representa a aproximadamente 10 066 empleados de la TTC (6 719 trabajadores 
de los departamentos de transporte y 3 347 de los departamentos de mantenimiento). 

219. La organización querellante explica asimismo que la División Local 113 y la TTC mantienen 
una relación de negociación colectiva madura desde hace mucho tiempo y han negociado 
unos 55 convenios colectivos desde la década de 1920. Con anterioridad a la promulgación, 
en 2011, de legislación en virtud de la cual se declaró «esenciales» a todos los miembros de 
la División Local 113 empleados por la TTC, este sindicato había participado durante 
décadas en arduas negociaciones con objeto de mejorar la protección y las condiciones de 
trabajo de sus miembros. Los trabajadores sindicados de la TTC han participado en una 
huelga en ocho ocasiones en los últimos sesenta y dos años: 

■ 1952 – en huelga durante diecinueve días; 

■ 1970 – en huelga durante doce días; 

■ 1974 – en huelga durante veintitrés días; se aplicó legislación de reanudación de la 
actividad laboral; 

■ 1978 – en huelga durante ocho días; se aplicó legislación de reanudación de la actividad 
laboral; 

■ 1991 – en huelga durante ocho días; 

■ 1999 – en huelga durante dos días; se aplicó legislación de reanudación de la actividad 
laboral; 

■ 2006 – en huelga durante un día; se aplicó legislación de reanudación de la actividad 
laboral; 

■ 2008 – en huelga durante dos días; se aplicó legislación de reanudación de la actividad 
laboral. 

220. A ese respecto, la organización querellante alega que: en cinco de las ocho ocasiones en que 
la División Local 113 ha organizado una huelga en contra de la TTC, la provincia de Ontario 
ha adoptado y aplicado rápidamente legislación de reanudación de la actividad laboral, con 
lo que se puso fin a la interrupción del trabajo; con el transcurso del tiempo, incluso se puso 
fin a las huelgas de corta duración mediante legislación de reanudación de la actividad 
laboral adoptada por motivos de conveniencia política; y que, pese a la falta absoluta de 
pruebas de que las huelgas de miembros de la División Local 113 ponían o podían poner en 
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peligro la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población, a los gobiernos les 
resultaba políticamente conveniente limitar o suprimir la acción de huelga en la TTC. 

221. La organización querellante alega asimismo que, el 16 de diciembre de 2010, el 
Ayuntamiento de Toronto solicitó a la provincia de Ontario que declarara que el transporte 
público en Toronto constituía un servicio esencial y que, en consecuencia, prohibiera que 
los miembros de la División Local 113 organizaran huelgas. En el informe para el personal 
preparado por el Ayuntamiento de Toronto previamente a esa petición, se señalaban una 
serie de cuestiones clave en relación con las huelgas en la TTC: 

a) Según la División de Desarrollo Económico, Cultura y Turismo (EDCT) del 

Ayuntamiento de Toronto, el principal efecto de una huelga en la TTC sería una 

disminución del volumen total de bienes producidos y servicios prestados en la ciudad, 

consecuencia de un aumento del tiempo que se requeriría para trasladarse y de las 

modificaciones que harían en sus actividades laborales los trabajadores que viajaban 

diariamente entre su domicilio y su lugar de trabajo. 

b) Los Servicios de Bomberos, los Servicios de Urgencias Médicas y los Servicios de Policía 

de Toronto han proporcionado sus respectivas evaluaciones de los efectos que una huelga 

en la TTC tendría para su capacidad de responder eficazmente a situaciones de 

emergencia. Los tres servicios han informado de que no se ha observado un efecto 

apreciable ni en su tiempo ni en su capacidad de respuesta como consecuencia de una 

huelga de los empleados de la TTC y de la interrupción de los servicios de la TTC. 

c) Según los Servicios de Salud Pública de Toronto […], no se dispone de datos en los que 

se cuantifiquen los efectos para la salud que puede haber tenido una huelga del transporte 

público en Toronto.  

222. Según la organización querellante, una petición presentada ante el Ayuntamiento de Toronto 
para que la provincia de Ontario declarara que la TTC era un servicio esencial permite ver 
con claridad la motivación de esa solicitud: en varias encuestas recientes se ha constatado 
invariablemente que más del 75 por ciento de los ciudadanos de Toronto apoya que se 
declare la TTC un servicio esencial (en ocasiones, hasta el 90 por ciento). Con arreglo a lo 
expuesto por la organización querellante, al iniciar la tramitación de esa ley en la Asamblea 
Legislativa de Ontario, el entonces Ministro de Trabajo de la provincia de Ontario habló de 
las consecuencias económicas que se derivan de las paradas del trabajo y señaló que las 
interrupciones del trabajo en la TTC afectan gravemente a la economía de la ciudad.  

223. El 22 de febrero de 2010, el entonces Ministro de Trabajo de la provincia de Ontario inició 
la tramitación de la Ley de Solución de Conflictos Laborales en la Comisión de Transporte 
Público de Toronto, de 2011, que recibió la sanción real el 30 de marzo de 2011. De 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 1 y 15 de la ley, la prohibición de la huelga, 
una acción reivindicativa que en otras instancias se consideraría legal, se aplica a todos los 
empleados de la TTC. En la ley se estipula que: 

1. 1) En la presente ley, ... 

por «empleado» se entenderá todo empleado del empleador;  

por «empleador» se entenderá la Comisión de Transporte Público de Toronto;  

15. 1) A pesar de lo dispuesto en la Ley de Relaciones Laborales de 1995, los empleados a los 

que se aplica la presente ley no podrán ir a la huelga y el empleador no podrá recurrir al 

cierre patronal. 

224. En la ley también se prevé la solución, mediante un arbitraje vinculante, de cualquier 
conflicto que pueda surgir, y se incluye una serie de criterios restrictivos que, según la 
organización querellante, limitan la discreción y la flexibilidad del árbitro.  

4. Cuando el Ministro haya informado a las partes de que el oficial de conciliación ha sido 

incapaz de alcanzar un convenio colectivo, aquellas cuestiones que sigan siendo objeto de 



GB.326/INS/12 

 

GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  67 

litigio entre las partes serán resueltas mediante arbitraje, de conformidad con lo dispuesto 

en la presente ley.  

10. […] 

2) Al emitir un laudo, el árbitro tendrá en cuenta todos los factores que considere 

pertinentes, comprendidos los criterios siguientes: 

1. La capacidad de pago del empleador a la luz de su situación fiscal.  

2. El grado en que pueda ser necesario reducir los servicios, habida cuenta de la 

decisión o el laudo, si no se aumentan los niveles de financiación e imposición 

fiscal actuales. 

3. La situación económica de Ontario y de la ciudad de Toronto. 

4. Una comparación, entre los empleados en cuestión y otros empleados 

equiparables de los sectores público o privado, de las condiciones de empleo y 

la naturaleza del trabajo desempeñado.  

5. La capacidad del empleador para atraer y conservar a empleados calificados.  

6. Los fines de la Ley de Solución de Conflictos en el Sector Público, de 1997. 

225. La organización querellante hace referencia al caso núm. 1768, relativo a Islandia, en el que 
el Comité estimó que una norma legal islandesa, en la que se exigía que un árbitro tomase 
en consideración los acuerdos vigentes sobre condiciones de remuneración y de trabajo en 
los buques mercantes y la tendencia general de los salarios en el país al fijar las tasas de 
salarios, era incompatible con las libertades sindicales fundamentales, porque «no permite 
al [árbitro] ninguna flexibilidad en materia de interpretación» y consideró que el arbitraje 
obligatorio debe «ser realmente independiente, es decir, que los resultados de los arbitrajes 
no deberían ser predeterminados por criterios legislativos». 

226. La organización querellante afirma que, tras recibir la sanción real, los miembros de la 
División Local 113 empleados en la TTC perdieron su derecho de huelga, del que gozaban 
desde hacía mucho tiempo, y ganaron un modelo de arbitraje para las cuestiones no resueltas 
en las negociaciones colectivas en el que el árbitro se enfrenta a considerables criterios 
restrictivos. La consecuencia inmediata de la Ley de Solución de Conflictos Laborales en la 
Comisión de Transporte Público de Toronto, de 2011, fue la suspensión de la negociación 
colectiva de cuestiones de fondo y la desincentivación de toda futura negociación. 

227. En la ley se estipula, asimismo, su examen en el plazo de un año a partir del quinto 
aniversario de su entrada en vigor: 

22. En el plazo de un año, contado a partir del quinto aniversario de la entrada en vigor de la 

presente ley, el Ministro iniciará un examen de su aplicación y solicitará que se le presente 

un informe sobre las conclusiones a las que se lleguen en ese examen.  

228. La organización querellante señala que ese examen debería efectuarse a finales de 2015 o a 
comienzos de 2016. Las conclusiones y recomendaciones de este Comité serían sumamente 
pertinentes para el examen. 

229. Según la organización querellante, aunque en 2011 se continuó negociando durante algún 
tiempo, no se lograron progresos significativos. En comparación con rondas de negociación 
previas, en las que las partes no habían negociado convenios colectivos completos y se había 
recurrido a huelgas, en la ronda de negociación de 2011 se alcanzaron acuerdos sobre un 
número de cuestiones mucho menor que en rondas anteriores. Habida cuenta de que las 
partes no lograron acordar un convenio colectivo en 2011, con arreglo a lo dispuesto en la 
ley, el conflicto se remitió a un árbitro laboral para que dirimiera las cuestiones no resueltas 
en la negociación colectiva. Si bien las partes consiguieron alcanzar un acuerdo sobre un 
convenio colectivo fruto de la mediación en 2014, la incapacidad de la División Local 113 
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para amenazar con ir a la huelga desincentivó la negociación y ocasionó una merma muy 
considerable de su poder de negociación.  

230. En lo que respecta a los casos examinados por el Comité, la organización querellante 
recuerda que éste ha estimado reiterada y sistemáticamente que el derecho de huelga es un 
medio legítimo para que los trabajadores defiendan sus intereses económicos y sociales, y 
que es «corolario indisociable del derecho de sindicación protegido por el Convenio 
núm. 87» (caso núm. 1954, párrafo 405). La organización querellante recuerda, asimismo, 
que el Comité ha formulado una definición restrictiva del término «servicios esenciales» 
cuando llegó a la conclusión de que un servicio sólo es esencial si su interrupción ponía en 
peligro «la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población» (véase, por ejemplo, 
el caso núm. 1989, párrafo 324) y que el hecho de que la interrupción de un servicio ocasione 
un perjuicio económico considerable no resulta pertinente a los fines de determinar si un 
servicio es esencial (caso núm. 1963, párrafo 230): 

[A]l vincular las restricciones del derecho de huelga con las dificultades que el ejercicio 

de tal derecho provocan en el plano del comercio y los intercambios se abren las puertas a la 

prohibición de una diversidad de acciones reivindicatorias y de huelgas legítimas. Aun cuando, 

desgraciadamente las huelgas y otras acciones conexas tienen repercusiones perjudiciales para 

el comercio y los intercambios, tales consecuencias no convierten de por sí al sector portuario 

en un servicio «esencial».  

231. La organización querellante se refiere, asimismo, a los casos en los que el Comité ha 
estimado que los servicios de transporte de pasajeros no constituyen «servicios esenciales» 
a los efectos de restringir el derecho a huelga (caso núm. 2078: transporte colectivo urbano 
de viajeros en Vilnius (Lituania); caso núm. 2057: transporte público municipal en Bucarest 
(Rumania); caso núm. 2324: servicios de transbordador a las islas, Columbia Británica 
(Canadá); caso núm. 1768: servicios de transbordador a las islas en Islandia; caso núm. 2212: 
servicios de transbordador a las islas en Grecia; caso núm. 2044: servicios de transbordador 
a las islas en Cabo Verde; y caso núm. 2741: trabajadores del transporte en Nueva York 
(Estados Unidos)). La organización querellante señala que, pese a haber estimado 
reiteradamente que el «sector del transporte, incluidos los transportes metropolitanos, no 
constituye un servicio esencial en el sentido estricto del término», en algunas ocasiones el 
Comité de Libertad Sindical ha reconocido que, cuando concurren ciertas circunstancias, 
sería adecuado mantener unos servicios mínimos en los transportes metropolitanos (caso 
núm. 2741, párrafos 767 y 768). 

B. Respuesta del Gobierno 

232. En su comunicación de fecha 28 de octubre de 2015, el Gobierno del Canadá transmitió las 
observaciones siguientes del Gobierno de Ontario.  

233. El Gobierno de Ontario señala que la Ley de Solución de Conflictos Laborales en la 
Comisión de Transporte Público de Toronto, de 2011, entró en vigor el 30 de marzo de 2011. 
En virtud de esa ley, se establece un sistema justo y neutral de arbitraje vinculante 
independiente a cargo de un tercero como medio para resolver los conflictos que las partes 
no puedan dirimir por conducto del proceso normal de negociación colectiva. Según el 
Gobierno de Ontario, las partes desempeñan una función clave y, de conformidad con lo 
dispuesto en esa ley, gozan de los siguientes derechos importantes: tienen derecho a elegir 
al árbitro; pueden seleccionar el método de arbitraje; se les brindan todas las oportunidades 
posibles para que presenten sus pruebas y formulen observaciones; y, antes de que se dicte 
el laudo arbitral, pueden acordar en todo momento comenzar de nuevo el arbitraje ante un 
árbitro distinto.  

234. El Gobierno de Ontario afirma que la Ley de Solución de Conflictos Laborales en la 
Comisión de Transporte Público de Toronto, de 2011, se promulgó en respuesta a la petición 
formulada por los funcionarios electos del Ayuntamiento de Toronto con objeto de hacer 
frente a las circunstancias específicas y singulares de Toronto y de su sistema de transporte 
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público, así como de atender las necesidades de sus residentes y de quienes visitan la ciudad. 
Esas circunstancias comprenden la función fundamental que desempeña la TTC en la vida 
de la ciudad y para garantizar la salud y la seguridad de sus habitantes. El Gobierno de 
Ontario recuerda, en particular, que: i) Toronto es la mayor ciudad del Canadá; ii) la TTC es 
el mayor sistema de transporte público del Canadá y el tercero más grande de América del 
Norte; iii) el área metropolitana de Toronto presenta la mayor concentración de servicios de 
atención médica del Canadá, incluidos 40 hospitales, 84 residencias de cuidados de larga 
duración y 21 centros comunitarios de atención; iv) alrededor de 1,5 millones de personas, 
entre ellas muchos profesionales sanitarios, dependen de la TTC todos los días laborables, y 
v) en un informe de 2008, encargado por la propia División Local 113 del Sindicato Unido 
del Transporte Público (ATU), se indicaban las consecuencias para la salud y el medio 
ambiente de una interrupción total de los servicios de la TTC. Entre otras repercusiones 
mencionadas en ese informe, cabe señalar la estimación de que, sin los servicios de la TTC, 
circularían por Toronto 178 000 vehículos adicionales y se realizarían 
350 000 desplazamientos en coche adicionales cada día laborable (con los consiguientes 
efectos para la salud y el medio ambiente que se derivarían de los accidentes, la 
contaminación urbana, etc.). 

235. El Gobierno de Ontario hace hincapié en su compromiso con unas relaciones laborales 
equilibradas, estables y productivas. Considera que la ley no coarta el derecho de los 
empleados a asociarse o a negociar colectivamente. De hecho, en la ley se alienta 
expresamente a las partes a que sigan negociando con miras a concertar un nuevo convenio 
colectivo. El Gobierno de Ontario señala que examinó con detenimiento la petición de los 
funcionarios electos de la ciudad de Toronto y celebró consultas con el Ayuntamiento de 
Toronto, la TTC y sus agentes de negociación, comprendida la División Local 113 del ATU. 
Las partes interesadas (entre ellas la División Local 113 del ATU y el público en general) 
tuvieron la oportunidad de expresar su opinión sobre la propuesta, tanto mediante 
comunicaciones directas con el Gobierno de Ontario como en el curso del proceso 
legislativo. En la provincia de Ontario, el proceso legislativo es público y democrático. 
Durante el proceso legislativo para la aprobación de la ley, un comité permanente de la 
Cámara Legislativa, compuesto por miembros de todos los partidos políticos, organizó 
audiencias con el fin de conocer las aportaciones del público. La División Local 113 del 
ATU, entre otros, presentó observaciones durante esas audiencias. El Gobierno de la 
provincia de Ontario tomó en consideración todas esas observaciones. Tras examinar 
detenidamente la petición formulada por el Ayuntamiento de Toronto, los motivos de esa 
petición, las circunstancias existentes y las aportaciones de las partes interesadas, incluida la 
División Local 113 del ATU, el Gobierno de Ontario respondió de un modo que es justo y 
mesurado. 

236. El Gobierno de Ontario concluye afirmando que la TTC juega un papel fundamental, 
singular y decisivo en la vida de los habitantes de Toronto; no contar con los servicios de la 
TTC es mucho más que una molestia o un mero problema económico. Considera que en la 
ley se respetan la libertad sindical y la libertad de participar en la negociación colectiva y, 
de hecho, se alientan las soluciones libremente negociadas. Y también se prevé un medio 
justo, neutral e independiente de solucionar situaciones que se encuentran en punto muerto 
y no pueden resolverse por conducto de la negociación colectiva. 

C. Conclusiones del Comité 

237. El Comité toma nota de que en su comunicación de fecha 5 de diciembre de 2014, la División 
Local 113 del ATU alega que sus miembros que trabajan en la TTC se han visto privados 
de su derecho fundamental de huelga y de su derecho a negociar libremente sus condiciones 
de empleo como consecuencia de una ley (Ley de Solución de Conflictos Laborales en la 
Comisión de Transporte Público de Toronto, de 2011), en la que se declara que la TTC 
constituye un servicio esencial y, por consiguiente, se prohíbe todo recurso a la huelga. 

238. El Comité observa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley de 
Solución de Conflictos Laborales en la Comisión de Transporte Público de Toronto, de 
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2011, los empleados a los que se aplica esa ley no podrán ir a la huelga. En virtud de su 
artículo 1, la ley se aplica a los empleados de la TTC. 

239. El Comité toma nota de la información proporcionada por el Gobierno de Ontario con 
objeto de justificar la prohibición de huelgas en el sistema de transporte público de Toronto 
y, especialmente, acerca del papel que desempeña la TTC en la vida de la ciudad. 

240. El Comité recuerda que el derecho de huelga de los trabajadores y sus organizaciones 
constituye uno de los medios esenciales de que disponen para promover y defender sus 
intereses económicos y sociales. Recuerda, asimismo, que el derecho de huelga puede 
limitarse o prohibirse: 1) en la función pública sólo en el caso de funcionarios que ejercen 
funciones de autoridad en nombre del Estado, o 2) en los servicios esenciales en el sentido 
estricto del término (es decir, aquellos servicios cuya interrupción pondría en peligro la 
vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o parte de la población). El Comité ha 
estimado que el transporte metropolitano no constituye un servicio esencial en el sentido 
estricto del término. Recuerda que el transporte de pasajeros y mercancías no es un servicio 
esencial en el sentido estricto del término; no obstante, se trata de un servicio público de 
importancia trascendental y, en caso de huelga, puede justificarse la imposición de un 
servicio mínimo. A este respecto, un servicio mínimo podría ser una solución sustitutiva 
apropiada de la prohibición total en las situaciones en que no parece justificada una 
limitación importante o la prohibición total de la huelga y con la que, sin poner en tela de 
juicio el derecho de huelga de la gran mayoría de los trabajadores, podría tratarse de 
asegurar la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios o el funcionamiento 
continuo y en condiciones de seguridad de los servicios [véase Recopilación de decisiones 
y principios del Comité de Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafos 522, 
576, 587, 607 y 621]. 

241. En lo que respecta al arbitraje obligatorio (artículo 4 de la ley), el Comité observa que este 
caso no guarda relación con el recurso puntual al arbitraje obligatorio, sino que, más bien, 
se trata de una prohibición general del derecho de huelga en un sector que no puede 
considerarse que sea, en su conjunto, esencial, en contra de los principios mencionados. El 
Comité recuerda que un sistema de arbitraje obligatorio por las autoridades del trabajo, 
cuando un conflicto no se ha solucionado por otros medios, puede tener por resultado 
restringir considerablemente el derecho de las organizaciones de trabajadores a organizar 
sus actividades e incluso imponer indirectamente una prohibición absoluta de la huelga, en 
contra de los principios de la libertad sindical. Recuerda asimismo que el arbitraje 
obligatorio para poner término a un conflicto colectivo de trabajo y a una huelga sólo es 
aceptable cuando lo han pedido las dos partes implicadas en el conflicto o en los casos en 
que la huelga puede ser limitada, e incluso prohibida, es decir, en los casos de conflicto 
dentro de la función pública respecto de funcionarios que ejercen funciones de autoridad 
en nombre del Estado o en los servicios esenciales en el sentido estricto del término, o sea 
los servicios cuya interrupción podría poner en peligro la vida o la seguridad de la persona 
en toda o parte de la población. Además, el Comité considera que las disposiciones que 
establecen que a falta de acuerdo entre las partes los puntos en litigio de la negociación 
colectiva serán decididos por arbitraje de la autoridad no están en conformidad con el 
principio de negociación voluntaria contenido en el artículo 4 del Convenio núm. 98 [véase 
Recopilación, op. cit., párrafos 564,568 y 993]. 

242. El Comité toma también nota del alegato adicional de la organización querellante, relativo 
a cuestiones que van más allá de las cuestiones anteriormente tratadas, según el cual el 
artículo 10, 2) de la ley limita la discreción y la flexibilidad del árbitro al estipular ciertos 
criterios que este deberá tomar en consideración. El Comité considera que los criterios que 
el árbitro tiene la obligación de tomar en consideración en cumplimiento de lo dispuesto en 
la ley permitirían ejercer una discreción y flexibilidad suficientes, teniendo presente que el 
recurso al arbitraje sólo debería plantearse de conformidad con los principios 
mencionados. 
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243. Habida cuenta de la revisión que habrá de llevarse a cabo, en el futuro inmediato, de la 
aplicación de la Ley de Solución de Conflictos Laborales en la Comisión de Transporte 
Público de Toronto, de 2011, el Comité insta al Gobierno a que adopte las medidas 
necesarias para que el Gobierno de Ontario revise esa ley, en consulta con los interlocutores 
sociales, de manera que se garanticen los derechos de los trabajadores de la TTC con 
arreglo a los principios mencionados en el presente documento. El Comité pide al Gobierno 
que lo mantenga informado a este respecto. 

Recomendación del Comité 

244. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 
Administración a que apruebe la recomendación siguiente: 

Habida cuenta de la revisión que habrá de llevarse a cabo de la aplicación de 
la Ley de Solución de Conflictos Laborales de la Comisión de Transporte 
Público de Toronto, de 2011, el Comité insta al Gobierno a que adopte las 
medidas necesarias para que el Gobierno de Ontario revise esa ley, en 
consulta con los interlocutores sociales, de manera que se garanticen los 
derechos de los trabajadores de la TTC. El Comité pide al Gobierno que lo 
mantenga informado a este respecto. 

CASO NÚM. 3017 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de Chile 

presentada por 

la Federación Nº 3 de Trabajadores de la Empresa SQM 

apoyada por 

– la Federación de Trabajadores del Cobre (FTC) 

– la Confederación de Trabajadores Metalúrgicos, 

de la Industria y Servicios (CONSTRAMET) y 

– la Central Unitaria de Trabajadores de Chile (CUT) 

Alegatos: la organización querellante alega 

restricciones de acceso a los lugares de trabajo 

a su presidente, reducciones unilaterales y 

discriminación en materia de permisos 

sindicales, incumplimiento de convenios 

colectivos, despidos antisindicales, exclusión 

y cuestionamiento de la labor sindical y 

utilización de un bono para fomentar la 

negociación colectiva anticipada no reglada 

y obstaculizar el ejercicio del derecho a la 

huelga por parte de la Sociedad Química y 

Minera de Chile S.A. (SQM) y sus filiales 

245. La queja figura en las comunicaciones de 28 de marzo, 21 de mayo y 9 de octubre de 2013 

de la Federación Nº 3 de Trabajadores de la Empresa SQM. 
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246. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de 26 de febrero de 2015.  

247. Chile ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98) y el Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971 

(núm. 135). 

A. Alegatos de la organización querellante 

248. En sus comunicaciones de 28 de marzo, 21 de mayo y 9 de octubre de 2013, la Federación 

Nº 3 de Trabajadores de la Empresa SQM alega restricciones de acceso a los lugares de 

trabajo en contra de su presidente, discriminación en materia de permisos sindicales, 

incumplimiento de convenios colectivos, despidos antisindicales, exclusión y 

cuestionamiento de la labor sindical y utilización de un bono para fomentar la negociación 

colectiva anticipada no reglada y obstaculizar el ejercicio del derecho a la huelga por parte 

de la Sociedad Química y Minera de Chile S.A. (SQM) y sus filiales. Asimismo, la 

organización querellante alega pasividad y falta de respuesta a sus requerimientos por parte 

de la autoridad competente.  

249. En primer lugar, la organización querellante alega que durante los últimos ocho años la 

empresa ha negado al presidente de la Federación Nº 3 de Trabajadores de la Empresa SQM, 

Sr. Nelson Pérez, el ingreso a las faenas de la SQM, conducta no sólo antisindical sino 

también discriminatoria, ya que sí permite el ingreso de los dirigentes sindicales de las otras 

dos federaciones.  

250. En segundo lugar, la organización querellante alega reducciones unilaterales y 

discriminación por parte de la empresa en el otorgamiento de permisos sindicales. Indica 

que por prácticas permanentes y constantes durante más de treinta años — lo que a su 

entender constituye una cláusula tácita — la empresa concedía y pagaba permisos sindicales 

más allá de los mínimos previstos en la ley. La organización querellante relata que en 

diciembre de 2010 la empresa anunció la modificación unilateral de las condiciones 

contractuales de los dirigentes sindicales, modificando los requisitos para pedir permisos 

sindicales e indicando que, a partir de entonces, se descontarían del salario las horas de 

permisos sindicales. La organización querellante alega que dichos descuentos habrían 

ocurrido únicamente en relación con sus dirigentes. 

251. En cuarto lugar, la organización querellante alega despidos de sus socios y dirigentes en 

razón de su afiliación y por participación en actividades sindicales, mediante el uso 

indiscriminado de la causal del artículo 161 del Código del Trabajo (necesidades de la 

empresa). La organización querellante alega que cada vez que sus socios participan en una 

asamblea y expresan su opinión respecto de las condiciones laborales imperantes en la 

empresa, al día siguiente son despedidos, invocando necesidades de la empresa y 

reestructuraciones inexistentes, en aras de atemorizar a los trabajadores para que no expresen 

su opinión y no participen en los sindicatos que conforman la organización querellante. 

Asimismo, la organización querellante alega que, tras la negociación colectiva emprendida 

por dos de sus sindicatos (sindicatos núms. 1 y 2 de las Plantas de Carbonato e Hidróxido de 

Litio en Antofagasta), que concluyó con acuerdo en mayo de 2013 con la mediación de la 

inspección del trabajo, y habiendo terminado el fuero de protección de los afiliados, se 

despidió a 36 trabajadores, desvinculándolos de forma progresiva, al comienzo y 

finalización de cada turno, para amedrentar a los trabajadores que quedaban (la organización 

querellante remite numerosas actas de conciliación ante la inspección del trabajo en las que 

los trabajadores despedidos alegan uso injustificado de la causal del artículo 161 del Código 

del Trabajo). La organización querellante añade que en 2012, otro sindicato afiliado a su 

federación (el Sindicato de Nueva Victoria de Iquique) habría sufrido la misma suerte, 

despidiéndose a 28 socios trabajadores una vez terminó el fuero de protección por 
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negociación. La organización querellante considera que, a pesar de que la empresa invoca la 

causal relativa a sus necesidades, se trata de medidas de discriminación antisindical en contra 

de los dirigentes y sindicatos que denuncian malas prácticas. Finalmente, la organización 

querellante denuncia que en la faena Salar del Carmen se amenazó a los trabajadores con el 

despido en caso de que no cambiasen de sindicato, lo que ocurrió a los trabajadores que no 

lo hicieron (la organización querellante cita como ejemplo el despido de tres afiliados e 

indica que los trabajadores que cambiaron de sindicato siguen trabajando). La organización 

querellante alega que, como consecuencia de estos despidos, en el Salar del Carmen los 

dirigentes sindicales son los únicos trabajadores que permanecen afiliados a sus sindicatos. 

252. En quinto lugar, la organización querellante alega diversos incumplimientos del convenio 

colectivo por parte de la empresa en relación a: la obligación de entregar ropa de trabajo a 

sus afiliados (utilizando como excusa problemas de tallaje, lo que se traduce en que no se 

entrega la ropa de trabajo); las disposiciones sobre remuneraciones (no cumplimiento y 

modificación unilateral), y el pago de licencias médicas.  

253. En sexto lugar, la organización querellante alega que la empresa implementó un Bono de 

Cumplimiento Meta Rol General (BCM) en aras de impedir el libre ejercicio del derecho a 

la huelga, al condicionar su pago a que la negociación colectiva tuviera lugar de forma 

anticipada y no reglada. La organización querellante indica que la posibilidad de recurrir a 

la huelga se inscribe en el contexto de la negociación colectiva reglada. Las organizaciones 

sindicales disponen de la facultad de negociar colectivamente de forma reglada en un plazo 

determinado (40 a 45 días) antes del vencimiento de un convenio o contrato colectivo y en 

el marco de esta negociación los trabajadores pueden votar si aceptan la última oferta del 

empleador o si van a la huelga (posibilidad inexistente en la negociación anticipada no 

reglada). La organización querellante alega que, al introducir un bono cuyo pago exige haber 

negociado anticipadamente de forma no reglada, se vulnera el ejercicio de la libertad sindical 

al limitar la posibilidad de recurrir a la huelga. La organización querellante indica que, a 

causa de este incentivo de pago, los representantes sindicales durante los últimos años se han 

visto obligados a negociar de forma anticipada, presionados por sus afiliados para poder 

percibir el bono. Añade que dicho bono se ha pagado incluso de forma anticipada, bajo 

condición que, de incumplirse el requisito de negociación anticipada, el bono entregado sería 

descontado al trabajador. La organización querellante indica que esta práctica fue 

denunciada ante la inspección del trabajo y que el 18 de enero de 2013, el Tribunal del 

Trabajo de Antofagasta dictó sentencia estableciendo que la condición de pago del BCM era 

ilegal y que la empresa había incurrido en prácticas antisindicales al haberse coartado el 

derecho de opción de los trabajadores en decidir libre y voluntariamente si se someten a una 

negociación colectiva reglada o no. La organización querellante añade que la empresa 

recurrió esta sentencia ante la Corte de Apelaciones.  

254. En séptimo lugar, la organización querellante alega que la empresa cuestiona 

permanentemente las labores sindicales y excluye a su federación de los diálogos relativos 

a la adopción de medidas que afectan a todos los trabajadores. Al respecto, la organización 

querellante indica que para acordar el BCM la empresa se reunió con las dos otras 

federaciones pero, de forma discriminatoria, no invitó a la organización querellante. 

Asimismo, la organización querellante alega que sus afiliados y dirigentes han sido objeto 

de desprestigio permanente por parte de una supervisora, indisponiendo a los trabajadores 

con sus dirigentes mediante hechos no verídicos o tergiversados o divulgación de 

información confidencial, e indica que este alegato fue denunciado ante la inspección del 

trabajo.  
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B. Respuesta del Gobierno 

255. En su comunicación de 26 de febrero de 2015, el Gobierno transmite las observaciones de 

la Dirección del Trabajo, del Ministerio de Minería y de la empresa SQM a los alegatos de 

la organización querellante.  

256. En cuanto al alegato de modificación unilateral de una cláusula tácita establecida por práctica 

permanente de concesión y pago de permisos sindicales en exceso del mínimo legal, la 

empresa niega que exista trato discriminatorio. La empresa reconoce que durante un tiempo 

habría otorgado permisos en exceso del mínimo legalmente establecido y habría asumido el 

costo de los mismos. La empresa indica que esta práctica había generado que muchos 

dirigentes dejasen de desempeñar sus servicios laborales y que, por consiguiente, resolvió 

poner término a la misma y, sin discriminación alguna, requerir la prestación efectiva de sus 

servicios a todos los dirigentes sindicales. El Gobierno informa que, ante denuncia 

interpuesta el 16 de mayo de 2013 por tres dirigentes de un sindicato afiliado a la 

organización querellante, la Inspección Provincial del Trabajo estimó que existían indicios 

de práctica antisindical y que, habiéndose interpuesto una demanda judicial, el 

procedimiento concluyó el 10 de marzo de 2014 mediante conciliación judicial. En virtud 

de esta conciliación las partes acordaron que: i) los dirigentes sindicales en adelante harían 

uso de los permisos sindicales únicamente en los términos dispuestos en el Código del 

Trabajo, sin perjuicio de los permisos sindicales estipulados en instrumentos colectivos; 

ii) los permisos sindicales utilizados hasta la fecha en exceso de los legalmente establecidos 

no serían consideraros como fallas o inasistencias injustificadas y no darían lugar ni a 

sanciones ni a pago de remuneraciones, y iii) se asigna plena vigencia a las comunicaciones 

enviadas por la empresa en relación al uso de los permisos sindicales. Asimismo, mediante 

acta de mediación de 8 de abril de 2014, el presidente de la organización querellante, 

Sr. Nelson Pérez, llegó con la empresa a estos mismos acuerdos. Esta mediación concernió 

también a una denuncia del presidente de la organización querellante, alegando que la 

empresa no le otorgaba el trabajo convenido ni los elementos para su realización — las partes 

acordaron en virtud del acta de mediación que la empresa otorgaría el trabajo convenido al 

Sr. Nelson Pérez, así como otros elementos para que el mismo pudiera ingresar para realizar 

sus labores.  

257. En cuanto a los alegatos de despidos de afiliados y dirigentes por pertenencia al sindicato y 

participación en actividades sindicales, mediante el uso indiscriminado de la causal del 

artículo 161 del Código del Trabajo (necesidades de la empresa), el Gobierno transmite las 

observaciones de la empresa, que señala que los despidos se ajustaron a sus necesidades. La 

empresa reconoce que en el 2013 se redujo la plantilla de trabajadores directos de 5 700 

a 4 600, habiendo pagado las respetivas indemnizaciones a los despedidos, y que los 

tribunales de justicia habrían conocido de los conflictos que tales desvinculaciones 

generaron, en algunos casos a favor de la empresa y en otros de los trabajadores (no se 

proporcionan mayores detalles sobre los procedimientos judiciales aludidos). Por su parte, 

el Gobierno remite un cuadro informativo sobre el tratamiento dado a las denuncias 

planteadas por la organización querellante, cuadro en el que se incluyen referencias a dos 

denuncias por uso indiscriminado o injustificado de la causal del artículo 161 del Código del 

Trabajo y se indica únicamente en relación a las mismas que no se pudo encontrar registro 

de su ingreso.  

258. En cuanto a los alegatos de incumplimientos del convenio colectivo, el cuadro informativo 

que remite el Gobierno sobre el tratamiento de las denuncias de la organización querellante 

hace referencia a tres denuncias por incumplimiento de convenio colectivo y se indica que 

todas ellas fueron fiscalizadas y resultaron en la imposición de multas.  

259. En cuanto al alegato de utilización de un bono para fomentar la negociación colectiva 

anticipada no reglada y obstaculizar el ejercicio del derecho a la huelga, la empresa declara 
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en sus observaciones que se pagó el bono desde el 2004, que fue analizado por la empresa y 

todas las organizaciones de trabajadores sin que hubiera sido interpretado como un atentado 

en contra de la libertad sindical y que la empresa jamás impidió u obstaculizó la negociación 

colectiva reglada. Por su parte el Gobierno indica que: i) el alegato se sometió a los tribunales 

de justicia y en enero de 2013 se dictó sentencia que estimó que la empresa había incurrido 

en prácticas antisindicales por condicionar el pago del bono al hecho de que los trabajadores 

negocien de manera no reglada, condenando a la empresa a pagar una multa de 150 unidades 

tributarias mensuales y señalando que la empresa debía circunscribir el pago del bono 

exclusivamente a circunstancias objetivas relativas a la rentabilidad de la empresa, 

excluyendo condicionamientos referidos a la negociación colectiva, y ii) que la empresa 

interpuso recurso de nulidad ante la Corte de Apelaciones de Antofagasta, que fue rechazado, 

y posteriormente un recurso de unificación de la jurisprudencia ante la Corte Suprema, que 

fue declarado inadmisible. El Gobierno concluye, por consiguiente, que la decisión judicial 

acogió la denuncia principal de la organización querellante sometida al Comité y precisa que 

la condena de la empresa al pago de la multa fue registrada en la Dirección del Trabajo y 

publicada en diarios de circulación nacional.  

260. En cuanto a los alegatos de cuestionamiento permanente de las labores sindicales y exclusión 

de la organización querellante de los diálogos relativos a la adopción de medidas afectando 

a todos los trabajadores, el Comité toma nota de que, de forma general, la empresa manifiesta 

que su estructura matricial permite una constante interacción entre la empresa y sus 

trabajadores y representantes y que aplica una política de «puertas abiertas» igual para todos. 

En cuanto al establecimiento del BCM la empresa indica que fue analizado en detalle y sin 

discriminación alguna por parte de la empresa y cada uno de los respectivos sindicatos y 

federaciones, incluida la organización querellante. En relación al alegato concreto de 

desprestigio permanente por parte de una supervisora, indisponiendo a los trabajadores con 

sus dirigentes, el Gobierno indica que la autoridad competente convocó a los dirigentes 

sindicales el 21 de marzo de 2013 y que en la entrevista con la abogada a cargo indicaron 

que la nota que contenía dicho alegato debía considerarse como una constancia y no como 

una denuncia. 

261. El Gobierno concluye destacando que, como se desprende de las informaciones brindadas y 

las actuaciones relatadas, los hechos denunciados por la organización querellante fueron 

sancionados por la inspección del trabajo y los tribunales competentes.  

C. Conclusiones del Comité 

262. El Comité observa que la queja concierne a alegatos de restricciones de acceso a los lugares 

de trabajo al presidente de la organización querellante, reducciones unilaterales y 

discriminación en el otorgamiento de permisos sindicales, incumplimiento de convenios 

colectivos, despidos antisindicales, exclusión y cuestionamiento de la labor sindical y 

utilización de un bono para fomentar la negociación colectiva anticipada no reglada y 

obstaculizar el ejercicio del derecho a la huelga. 

263. En cuanto al alegato de prohibición de ingreso a las faenas mineras de la empresa SQM al 

presidente de la organización querellante, el Comité observa que la organización 

querellante no proporciona detalles al respecto y que ni el Gobierno ni la empresa dan 

respuesta al mismo. El Comité puede simplemente constatar que, en virtud del acta de 

mediación de 8 de abril de 2014, suscrita entre la empresa y el presidente de la organización 

querellante, se acordó que esta última le otorgaría el trabajo convenido, así como otros 

elementos para que pudiera realizar sus labores profesionales (sin abordarse 

específicamente el alegato de prohibición de ingreso a las diversas faenas mineras en su 

condición de líder sindical). El Comité desea recordar el principio en virtud del cual «los 

representantes de los trabajadores deberían ser autorizados a entrar en todos los lugares 

de trabajo de la empresa, cuando ello sea necesario para permitirles desempeñar sus 
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funciones de representación» [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de 

Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafo 1104]. El Comité pide a la 

organización querellante que remita al Gobierno informaciones adicionales sobre este 

alegato para que, de seguir siendo un problema, el Gobierno pueda investigarlo. El Comité 

invita asimismo al Gobierno a que obtenga informaciones de la empresa al respecto a través 

de la organización de empleadores concernida y pide al Gobierno que le mantenga 

informado sobre este punto. 

264. En cuanto al alegato relativo al cambio unilateral y discriminatorio en el otorgamiento de 

permisos sindicales, el Comité toma nota de que, según la información proporcionada por 

el Gobierno, mediante conciliación judicial y mediación, las partes acordaron que se haría 

uso de los permisos sindicales únicamente en los términos dispuestos en el Código del 

Trabajo, sin perjuicio de los permisos sindicales estipulados en instrumentos colectivos; que 

los permisos sindicales utilizados hasta ese momento en exceso de los legalmente 

establecidos no serían considerados como fallas o inasistencias injustificadas y no darían 

lugar ni a sanciones ni a pago de remuneraciones, y que se asignaba plena vigencia a las 

comunicaciones enviadas por la empresa en relación al uso de los permisos sindicales.  

265. En cuanto a los alegatos de numerosos despidos de socios y dirigentes por afiliación sindical 

y participación en actividades sindicales, invocando indiscriminadamente necesidades de 

la empresa, y que según la organización querellante habrían conllevado una importante 

disminución en su número de afiliados, el Comité toma nota de las explicaciones de la 

empresa de que los despidos se habrían ajustado a sus necesidades y de que los tribunales 

de justicia habrían conocido de los conflictos que generaron, fallando en algunos casos a 

favor de la empresa y en otros de los trabajadores. El Comité, lamenta que, a pesar de la 

gravedad de estos alegatos y más allá de remitir estas observaciones de la empresa, el 

Gobierno no brinde ninguna información detallada sobre los mismos, ni sobre los 

procedimientos ante las autoridades competentes al respecto, limitándose a indicar, en 

relación a dos denuncias, que no se encontró su registro de ingreso. Asimismo, el Comité 

desea recordar el principio en virtud del cual «los programas de reducción de personal no 

deben utilizarse para llevar a cabo actos de discriminación antisindical» [véase 

Recopilación, op. cit., párrafo 796]. El Comité insta al Gobierno a que le brinde 

informaciones detalladas sobre el tratamiento de estos alegatos, incluida toda decisión 

administrativa o judicial pertinente, esperando que, en caso de que se hayan cometido actos 

de discriminación antisindical, se impongan medidas de reparación adecuadas y sanciones 

suficientemente disuasivas. El Comité invita a la organización querellante a que facilite las 

informaciones adicionales de las que disponga al respecto, incluida toda demanda judicial 

interpuesta en este sentido. 

266. En cuanto a los alegatos de incumplimiento del convenio colectivo, el Comité toma nota de 

que el Gobierno indica que fueron fiscalizadas las tres denuncias presentadas y que todas 

ellas resultaron en multas. El Comité espera que el convenio colectivo se respete 

plenamente. 

267. En cuanto al alegato de utilización de un bono para fomentar la negociación colectiva 

anticipada no reglada y obstaculizar el ejercicio del derecho a la huelga, el Comité toma 

nota de que mediante sentencia judicial de enero de 2013 se determinó que la empresa había 

incurrido en prácticas antisindicales por condicionar el pago del bono al hecho de que los 

trabajadores negocien de manera no reglada y se la condenó a pagar una multa de 

150 unidades tributarias mensuales (equivalentes aproximadamente a 9 000 dólares 

estadounidenses), dictaminando que debía circunscribirse el pago del bono exclusivamente 

a circunstancias objetivas relativas a la rentabilidad de la empresa, excluyendo 

condicionamientos referidos a la negociación colectiva. El Comité no ha recibido 

informaciones de la organización querellante indicando que la sentencia no se ha aplicado 

plenamente. 
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268. En cuanto a los alegatos generales de que la empresa cuestiona permanentemente las 

labores sindicales y excluye a la organización querellante, el Comité observa que estos 

contrastan con las observaciones de la empresa, que afirma mantener una constante 

interacción con los trabajadores y sus representantes, así como una política de «puertas 

abiertas» igual para todos. Observando asimismo, como indica el Gobierno, que muchos de 

los hechos denunciados por la organización querellante fueron sancionados por la 

Inspección Provincial del Trabajo de Antofagasta y por los tribunales competentes, el 

Comité invita al Gobierno a que emprenda las iniciativas necesarias para facilitar el 

diálogo entre la empresa y la organización querellante en aras de prevenir conflictos 

similares en el futuro y de promover el ejercicio de la libertad sindical y que le mantenga 

informado al respecto.  

269. En cuanto al alegato de desprestigio permanente por parte de una supervisora, 

indisponiendo a los trabajadores con sus dirigentes, el Comité toma nota de que, según 

informa el Gobierno, los dirigentes sindicales habrían indicado que la comunicación que 

contenía dicho alegato debía considerarse como una constancia y no como una denuncia. 

No disponiendo de otras informaciones ni de pruebas, salvo que la organización querellante 

proporcione informaciones adicionales suficientes reafirmando y sustanciando este alegato, 

el Comité no proseguirá con el examen del mismo. 

Recomendaciones del Comité 

270. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité pide a la organización querellante que remita al Gobierno 

informaciones adicionales sobre el alegato de prohibición de ingreso a las 

faenas mineras de la empresa a su presidente para que, de seguir siendo un 

problema, el Gobierno pueda investigarlo. El Comité invita asimismo al 

Gobierno a obtener informaciones de la empresa al respecto a través de la 

organización de empleadores concernida y pide al Gobierno que le mantenga 

informado al respecto; 

b) al tiempo que reconoce los esfuerzos de las autoridades competentes para 

resolver el alegato relativo a permisos sindicales, el Comité insta al Gobierno 

a que le brinde informaciones detalladas sobre el tratamiento de los alegatos 

de despidos antisindicales mediante el uso indiscriminado de la causal del 

artículo 161 del Código del Trabajo, incluida toda decisión administrativa o 

judicial pertinente esperando que, en caso de que se hayan cometido actos de 

discriminación antisindical, se impongan medidas de reparación adecuadas y 

sanciones suficientemente disuasivas. El Comité invita a la organización 

querellante a que facilite las informaciones adicionales de las que disponga 

al respecto, en particular toda demanda judicial interpuesta en este sentido, y  

c) el Comité invita al Gobierno a que emprenda las iniciativas necesarias para 

facilitar el diálogo entre la empresa y la organización querellante en aras de 

prevenir conflictos similares en el futuro y de promover el ejercicio de la 

libertad sindical y que le mantenga informado al respecto. 
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CASO NÚM. 3053 

INFORME DEFINITIVO 

 

Queja contra el Gobierno de Chile 

presentada por 

el Sindicato de Empresas Carozzi S.A. núm. 1 

apoyada por 

la Central Unitaria de Trabajadores de Chile (CUT) 

Alegatos: la organización querellante alega 

despidos y otras prácticas antisindicales por 

parte de Empresas Carozzi S.A. 

271. La queja figura en la comunicación de 24 de mayo de 2013 del Sindicato de Empresas 

Carozzi S.A. núm. 1. La queja recibió el apoyo de la Central Unitaria de Trabajadores de 

Chile (CUT) mediante comunicación de 12 de noviembre de 2013. 

272. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de 26 de febrero de 2015. 

273. Chile ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Alegatos de la organización querellante  

274. En su comunicación de 4 de mayo de 2013 el Sindicato de Trabajadores de Empresas 

Carozzi S.A. núm. 1 alega prácticas antisindicales por parte de Empresas Carozzi S.A., 

producidas desde agosto de 2010 (tras el procedimiento de negociación colectiva en el que 

la organización querellante hizo efectiva una huelga entre el 14 de julio y el 6 de agosto 

de 2010) con el objetivo de perjudicar la existencia y continuidad de la organización 

querellante. 

275. La organización querellante informa que el 11 de marzo de 2011 interpuso una denuncia 

administrativa ante la inspección del trabajo por las siguientes prácticas antisindicales: 

discriminaciones económicas y presiones por parte de la empresa a fin de desestimular la 

afiliación o incentivar a la desafiliación a la organización querellante o el cambio de 

organización sindical, así como despidos motivados por la participación en la huelga de 2010 

y la oposición a la exigencia de la empresa de que el cambio de vestuario se produjera fuera 

del horario laboral.  

276. La organización querellante indica que la inspección del trabajo (informe de fiscalización 

núm. 0506/2011/578) constató los siguientes hechos: i) el sindicato hizo efectivo su derecho 

a huelga en el marco de un proceso de negociación colectiva, del 14 de julio al 6 de agosto 

de 2010, cuando el sindicato se acogió a la posibilidad prevista en el artículo 369 del Código 

del Trabajo de exigir al empleador la suscripción de un nuevo contrato colectivo con iguales 

estipulaciones a las contenidas en los contratos vigentes; ii) en enero de 2011 el sindicato y 

la empresa llevaron a cabo un nuevo proceso de negociación colectiva, que tuvo origen en 

una denuncia de práctica antisindical interpuesta por el sindicato ante la inspección del 

trabajo y que culminó con la suscripción de un convenio colectivo el 17 de enero, que 

estableció entre otros beneficios un bono de término de conflicto de 200 000 pesos chilenos; 

iii) desde la finalización de la huelga en agosto de 2010 hasta febrero de 2011 se produjeron 

123 terminaciones de relación laboral en la empresa — 83 por alegada necesidad de la 
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empresa (afectando a 53 afiliados a la organización querellante), 16 por mutuo acuerdo, 

16 por renuncia voluntaria (afectando a cuatro afiliados) y ocho por alegado abandono de 

trabajo (afectando a tres afiliados) —; iv) en este mismo período se produjeron 

168 contrataciones (incluidos 141 auxiliares de protección, al tiempo que se había puesto 

término al contrato de trabajo de 53 trabajadores que ejercían estas funciones); v) de agosto 

de 2010 a febrero de 2011, 126 trabajadores se desafiliaron de la organización querellante 

(pasando su membresía de 552 a 345 socios); vi) en 2010 se produjeron dos reajustes 

salariales en relación a otra organización sindical sita en la empresa — un primer reajuste en 

julio de 2010 (tratándose, según la empresa, del reajuste legal que fue aplicado a todos los 

trabajadores, a excepción de los trabajadores de la organización querellante, excluidos 

argumentando que el artículo 369 del Código del Trabajo, que había sustentado la extensión 

del convenio solicitada por la organización querellante, establece que no se incluirán en la 

extensión las estipulaciones relativas a la reajustabilidad de las remuneraciones y demás 

beneficios) y un segundo reajuste salarial en diciembre de 2010 (producto de la negociación 

colectiva de este otro sindicato, que culminó con la suscripción de un contrato colectivo el 

16 de diciembre de 2010, contemplando entre sus beneficios un bono de término de conflicto 

de 320 000 pesos chilenos para sus socios), y vii) del análisis de las remuneraciones del mes 

de enero de 2011 de diez trabajadores que renunciaron a su afiliación a la organización 

querellante se observa que a todos se les pagó la suma de 200 000 pesos chilenos pero que 

sólo a uno de ellos se le descontó el 75 por ciento de la cuota sindical a favor de la 

organización querellante — para los demás dicho descuento se hizo a favor de las otras 

organizaciones sindicales en la empresa.  

277. La organización querellante alude las siguientes conclusiones jurídicas del abogado a cargo 

de la fiscalización de la inspección del trabajo: i) el no pago del reajuste salarial de julio de 

2010 a los trabajadores de la organización querellante por parte de la empresa no estuvo 

justificado, ya que la norma del Código del Trabajo invocada (artículo 369) no contiene, 

como pretendió la empresa, una prohibición a la aplicación de reajustes; ii) debería haberse 

descontado a favor de la organización querellante el 75 por ciento de la cuota sindical a todos 

los trabajadores que gozaron del bono de 200 000 pesos que había negociado dicha 

organización, habiendo sido por consiguiente poco razonable el actuar de la empresa, y 

iii) destacó como problemático que mientras 53 de los 70 despidos se fundaron en 

necesidades y circunstancias de la empresa, estas mismas condiciones hubiesen llevado, en 

el mismo período, a contratar a 168 nuevos trabajadores. 

278. La organización querellante indica que, en una subsiguiente mediación el 10 de mayo de 

2011, la empresa desconoció estos hechos e indicios constatados por la inspección del 

trabajo y, por consiguiente, se interpuso una denuncia ante el tribunal competente el 

17 de mayo de 2011. La organización querellante adjunta la sentencia judicial resultante de 

12 de diciembre de 2011, en la que el Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso concluyó 

que había habido prácticas antisindicales por parte de la empresa en relación con la 

organización querellante, por cuanto se había probado que se había despedido 

mayoritariamente a socios de la organización querellante, que se había presionado para 

lograr que los socios se desafiliasen de la organización y que se había incurrido en 

discriminación económica, conductas que habían obstaculizado el funcionamiento del 

sindicato, desestimulando la afiliación o incentivando la desafiliación. Por consiguiente, el 

Tribunal sancionó a la empresa con una multa de 30 unidades tributarias.  

279. Por otra parte, la organización querellante denuncia que algunos de sus afiliados han sido 

despedidos por hacer valer su derecho a cambiarse de vestuario para trabajar durante el 

horario laboral (la empresa pretendía que dicho cambio debía realizarse previamente al 

ingreso al trabajo). En defensa de su posición la organización querellante alude al dictamen 

del departamento jurídico de la Dirección del Trabajo de 4 de enero de 2011, el cual afirmó 

la procedencia del pago del tiempo destinado al cambio de vestuario al que están obligados 

los trabajadores para prestar sus servicios. Como prueba de sus alegatos, la organización 
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querellante remite una sentencia del Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso de 27 de 

noviembre de 2012, que declaró injustificados los despidos de tres afiliados a la organización 

querellante (Sr. Torres Gajardo, Sr. Azúa Flores y Sra. Silva Flores) cuyos contratos de 

trabajo habían sido rescindidos por persistir, después de tres amonestaciones, en su conducta 

de marcar en ropa de calle el ingreso y la salida de la jornada laboral.  

280. Finalmente, como ejemplo adicional de discriminación antisindical, la organización 

querellante hace referencia al despido de una trabajadora (Sra. Tabilo Cisternas) el 

19 de octubre de 2011, 13 días después de su afiliación a la organización querellante (en 

aquel momento la única nueva afiliación que se había producido desde la huelga de 2010). 

La organización querellante remite la sentencia del Juzgado de Letras del Trabajo de 

Valparaíso de 21 de junio de 2012, que consideró el despido como acto de discriminación 

antisindical y condenó a la empresa a pagar un recargo del 30 por ciento por despido 

injustificado, de 929 162 pesos chilenos, y a una indemnización de 3 786 474 pesos chilenos 

(ascendiendo a un total aproximado de 6 400 dólares de los Estados Unidos). 

B. Respuesta del Gobierno  

281. En su comunicación de 26 de febrero de 2015 el Gobierno informa que, además de la 

denuncia de 11 de marzo de 2011, mencionada en los precedentes párrafos, entre 2012 y 

2014 la organización querellante presentó las siguientes denuncias por vulneración de 

derechos fundamentales, dando lugar a diversos procedimientos administrativos y judiciales: 

i) denuncia de 18 de julio de 2012 por despido de socios del sindicato por sindicación y no 

descuento del 75 por ciento de la cuota sindical (en relación al cual la inspección del trabajo 

sólo constató el despido de socios y el Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso, mediante 

sentencia de 29 de junio de 2013, consideró que no se había probado la existencia de una 

conducta antisindical); ii) denuncia de 24 de mayo de 2012 por separación ilegal de 

trabajadores con fuero de negociación colectiva (en relación con la cual se requirió el cese 

de la conducta, el reintegro de los trabajadores y el pago de sus remuneraciones, a lo que la 

empresa se allanó); iii) denuncia de 5 de agosto de 2013 por no pago íntegro de permisos 

sindicales (en relación a la cual la inspección del trabajo no constató la existencia de la 

práctica denunciada); iv) denuncia de 26 de septiembre de 2013 por discriminación por actos 

de sindicación (la inspección del trabajo constató la existencia de un mecanismo especial 

para el marcaje de los trabajadores afiliados a la organización querellante y, aunque no se 

llegó a un acuerdo, la fiscalía estimó suficiente la medida reparadora ofrecida por la empresa 

y decidió no interponer denuncia ante el tribunal competente); v) denuncia de 28 de octubre 

de 2013 por actos de discriminación (la inspección del trabajo constató indicios de prácticas 

vulneradoras por pactar en instrumento colectivo una cláusula sobre pago de horas de 

permiso sindicales en favor de un sindicato más beneficiosa que para los otros dos sindicatos, 

dando lugar a una conciliación judicial que resultó en el compromiso de la empresa de 

otorgar un trato igualitario entre sindicatos); denuncia de 26 de febrero de 2014 por prácticas 

antisindicales y discriminación por motivos de sindicación (el Juzgado de Letras del Trabajo 

de Valparaíso, en su sentencia de 26 de enero de 2015, estimó que no se había probado la 

existencia de actividades antisindicales).  

282. El Gobierno informa asimismo que, mediante carta de 5 de febrero de 2015, la empresa 

señaló que no son efectivos los hechos denunciados por la organización querellante en 

relación a los despidos efectuados, que además de la organización querellante existen otros 

dos sindicatos en la empresa y que es política de la empresa respetar las formas de 

organización de sus trabajadores, otorgándoles todas las posibilidades y facilidades 

necesarias para que puedan desarrollar sus actividades sindicales. 

283. El Gobierno concluye destacando que se han efectuado todas las gestiones pertinentes por 

parte de la inspección del trabajo de conformidad con la legislación, denunciando ante los 

tribunales competentes las materias investigadas en que existían indicios de vulneración de 
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la libertad sindical. Añade que, por su parte, el tribunal competente ha rechazado las 

denuncias tras un debido proceso. 

284. Finalmente, el Gobierno indica que ha propuesto que las regulaciones en materia de 

tipificación y sanción de prácticas antisindicales y desleales en la negociación sean revisadas 

en el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales ingresado a 

tramitación legislativa el 29 de diciembre de 2014, oportunidad en que se espera poder 

mejorar los aspectos deficitarios que pueda tener la legislación para resguardar los derechos 

de libertad sindical. 

C. Conclusiones del Comité 

285. El Comité toma nota de que los alegatos de prácticas antisindicales planteados por la 

organización querellante han sido objeto de fiscalizaciones por parte de la inspección del 

trabajo, así como de varias sentencias judiciales. En cuanto a los resultados de estos 

procedimientos, el Comité toma nota de que los informes de la inspección del trabajo 

constataron indicios de discriminación antisindical en varias ocasiones. Asimismo, mientras 

que en dos de las sentencias aludidas por el Gobierno, relativas a denuncias posteriores a 

las que no había hecho referencia la organización querellante en su queja, el tribunal 

competente consideró que no se probó la existencia de discriminación sindical, en otras 

sentencias, proporcionadas por la organización querellante, el tribunal competente estimó 

que la empresa había incurrido en actos de discriminación antisindical — tanto en general, 

aludiendo diversas prácticas dirigidas a obstaculizar el funcionamiento de la organización 

y menoscabar su afiliación, como en relación a despidos concretos de sus afiliados. 

286. Al tiempo que observa que los alegatos de la organización querellante fueron sometidos a 

los órganos nacionales administrativos y jurisdiccionales competentes, y que expresa su 

preocupación por los actos de discriminación antisindical constatados por las decisiones 

de dichos órganos, el Comité pide al Gobierno que emprenda las iniciativas necesarias (por 

ejemplo la facilitación del diálogo entre la empresa y la organización querellante) para 

contribuir a la prevención de nuevos conflictos de carácter similar y, en particular, de todo 

acto de discriminación antisindical en la empresa en cuestión.  

287. El Comité observa que el tribunal competente impuso a la empresa concernida una multa, 

según informa el Gobierno equivalente aproximadamente a 2 000 dólares de los Estados 

Unidos, considerando haberse probado que se había despedido mayoritariamente a socios 

de la organización querellante, que se había presionado para lograr que los socios se 

desafiliasen de la organización y que se había incurrido en discriminación económica, 

conductas que habían obstaculizado el funcionamiento del sindicato, mermando su 

afiliación. Teniendo en cuenta la gravedad de los hechos, el Comité expresa su 

preocupación al no ser la sanción impuesta suficientemente disuasoria para impedir que 

tales actos se reproduzcan en un futuro, especialmente teniendo en cuenta el carácter 

reiterado de las acciones por las cuales el tribunal estimó que la empresa había incurrido 

en prácticas antisindicales. En este sentido, el Comité saluda la voluntad anunciada por el 

Gobierno de revisar las regulaciones en materia de tipificación y sanción de prácticas 

antisindicales para poder mejorar todo aspecto deficitario en la legislación en plena 

consulta con los interlocutores sociales y pide al Gobierno que informe sobre las medidas 

adoptadas a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 

(CEACR), a la que remite los aspectos legislativos de este caso. 

Recomendaciones del Comité 

288. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 
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a) al tiempo que observa que los alegatos de la organización querellante han 

sido sometidos a los órganos nacionales administrativos y jurisdiccionales 

competentes, y que expresa su preocupación por los actos de discriminación 

antisindical constatados en las decisiones de dichos órganos, el Comité pide 

al Gobierno que emprenda las iniciativas necesarias, como por ejemplo la 

facilitación del diálogo entre la empresa y la organización querellante, para 

contribuir a la prevención de nuevos conflictos de carácter similar y, en 

particular, de actos de discriminación antisindical en la empresa en cuestión, 

y 

b) saluda la voluntad expresada por el Gobierno de revisar las regulaciones en 

materia de tipificación y sanción de prácticas antisindicales para poder 

mejorar todo aspecto deficitario en la legislación en plena consulta con los 

interlocutores sociales y pide al Gobierno que informe sobre las medidas 

adoptadas a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones (CEACR), a la que remite los aspectos legislativos de este 

caso. 

CASO NÚM. 2620 

INFORME DEFINITIVO 

 

Queja contra el Gobierno de la República de Corea 

presentada por 

– la Confederación de Sindicatos de Corea (KCTU) y 

– la Confederación Sindical Internacional (CSI) 

Alegatos: las organizaciones querellantes 

alegan que el Gobierno se negó a inscribir al 

Sindicato de Trabajadores Migrantes (MTU) y 

que llevó a cabo una represión selectiva en 

contra de éste al detener, sucesivamente, a sus 

presidentes, Sres. Anwar Hossain, Kajiman 

Khapung y Toran Limbu, a sus vicepresidentes, 

Sres. Raj Kumar Gurung (Raju) y Abdus Sabur, 

y al secretario general, Sr. Abul Basher 

Moniruzzaman (Masum), y al deportar 

posteriormente a muchos de ellos. Las 

organizaciones querellantes alegan que estos 

hechos se produjeron en un contexto de 

discriminación generalizada contra los 

trabajadores migrantes, cuyo fin era crear una 

fuerza de trabajo de salarios bajos fácilmente 

explotable 

289. El Comité examinó este caso por última vez en su reunión de marzo de 2015, ocasión en la 

que presentó un informe provisional al Consejo de Administración [véase 374.º informe, 

párrafos 286-305, aprobado por el Consejo de Administración en su 323.ª reunión]. 
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290. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de fecha 18 de septiembre de 2015. 

291. La República de Corea no ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección 

del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87), ni el Convenio sobre el derecho de sindicación 

y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Examen anterior del caso 

292. En su reunión de marzo de 2015, el Comité formuló las siguientes recomendaciones 

[véase 374.º informe, párrafo 305]: 

a) lamentando que, ocho años después de su presentación, el recurso del Gobierno contra la 

decisión del Tribunal Superior de Seúl que avalaba la inscripción del MTU siga sin 

haberse resuelto, el Comité expresa de nuevo su firme esperanza de que el Tribunal 

Supremo no tarde en pronunciar el fallo sobre la situación del MTU y tenga debidamente 

en cuenta los alegatos de que la negativa a inscribir al MTU se acompañó de una represión 

selectiva en contra de sus líderes y sus miembros. Entretanto, el Comité urge de nuevo al 

Gobierno a que vele por que se sometan a la consideración del Tribunal Supremo las 

conclusiones del Comité, en particular las relativas a los derechos de libertad de asociación 

y libertad sindical de los trabajadores migrantes, y le facilite una copia del fallo del 

Tribunal Supremo en cuanto éste lo haya pronunciado; 

b) el Comité expresa una vez más su firme esperanza de que el Gobierno haga todo cuanto 

esté a su alcance para inscribir sin demora al MTU y le solicita que le facilite toda la 

información al respecto; 

c) el Comité insta de nuevo al Gobierno a que realice un examen exhaustivo de la situación 

de los trabajadores migrantes en plena consulta con los interlocutores sociales interesados, 

a fin de garantizar y salvaguardar plenamente los derechos fundamentales de la libertad 

sindical y la negociación colectiva de todos los trabajadores migrantes, estén o no en 

situación regular, y en conformidad con los principios de la libertad sindical, y que dé 

prioridad al diálogo con los interlocutores sociales interesados como medio para encontrar 

soluciones negociadas a los problemas a los que se enfrentan estos trabajadores. El Comité 

pide una vez más que se le mantenga informado sobre los progresos realizados a este 

respecto; 

d) el Comité invita a las organizaciones querellantes a que le faciliten cualquier información 

adicional que consideren pueda ser de utilidad para entender el funcionamiento actual del 

MTU, y 

e) el Comité «recuerda al Gobierno que, si así lo desea, puede recurrir a la asistencia técnica 

de la Oficina en relación con las cuestiones planteadas en el presente caso. 

B. Respuesta del Gobierno 

293. En su comunicación de fecha 18 de septiembre de 2015, el Gobierno señala que, el 

25 de junio de 2015, el Tribunal Supremo pronunció el fallo con respecto a la denegación 

de la inscripción del Sindicato de Trabajadores Migrantes (MTU). Según el Gobierno, el 

Tribunal Supremo en pleno dispuso lo siguiente: «en virtud de la Ley de Sindicatos y 

Armonización de las Relaciones Laborales (TULRAA), se entiende por trabajador toda 

persona que vive de un sueldo, un salario o ingresos equivalentes percibidos como 

retribución por el ejercicio de un empleo. La definición de trabajador que establece la 

TULRAA se aplica también a los extranjeros que no reúnen las condiciones establecidas 

para ejercer un empleo; por consiguiente, un trabajador extranjero que carezca del estatuto 

de estancia que le permite ejercer un empleo puede sindicarse». El Gobierno señala que el 

Tribunal Supremo especificó también en su fallo que el hecho de que los trabajadores 

extranjeros que carecen de estatuto de estancia puedan afiliarse a sindicatos no implica que 

se les otorgue permiso de empleo ni que se legalice su estancia en la República de Corea. Se 

adjunta al informe del Gobierno un comunicado de prensa sobre el fallo, preparado por la 
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oficina de relaciones públicas del Tribunal Supremo. El Gobierno indica también que, tras 

pronunciarse el fallo, examinó el nuevo reglamento presentado por el MTU para determinar 

si estaba en conformidad con la TULRAA y que, el 20 de agosto de 2015, expidió un 

certificado de inscripción. Asimismo, señala que, habida cuenta de que el MTU, tras su 

inscripción, había obtenido el reconocimiento legal como sindicato, ya no era necesario 

seguir examinando la queja. 

C. Conclusiones del Comité 

294. El Comité recuerda que el presente caso se refiere a alegatos según los cuales el Gobierno 

denegó la inscripción del MTU y llevó a cabo una represión selectiva en contra de dicho 

sindicato al detener sucesivamente a sus dirigentes sindicales y deportar posteriormente a 

muchos de ellos, en un contexto de presunta discriminación generalizada contra los 

trabajadores migrantes. 

295. En relación con la recomendación a), el Comité aprecia el fallo, largo tiempo esperado, 

emitido por el Tribunal Supremo el 25 de junio de 2015, en virtud del cual éste desestimó el 

recurso del Gobierno contra la decisión del Tribunal Superior de Seúl que avalaba la 

inscripción del MTU y dictaminó que un trabajador extranjero que careciera del estatuto 

de estancia podía sindicarse. En particular, el Comité toma nota con interés de los 

siguientes extractos del comunicado de prensa emitido por la oficina de relaciones públicas 

del Tribunal Supremo: i) «en virtud de la Ley de Sindicatos y Armonización de las 

Relaciones Laborales (TULRAA), se entiende por trabajador toda persona que vive de un 

sueldo, un salario o ingresos equivalentes percibidos como retribución por el ejercicio de 

un empleo. La definición de trabajador que establece la TULRAA se aplica también a los 

extranjeros que no reúnen las condiciones establecidas para ejercer un empleo; por 

consiguiente, un trabajador extranjero que carezca del estatuto de estancia que le permite 

ejercer un empleo puede sindicarse», y ii) «no puede prohibirse la fundación de un sindicato 

o la afiliación a un sindicato por el mero hecho de que la persona que realice ese acto sea 

un trabajador extranjero que no dispone del estatuto de estancia pertinente». El Comité 

también toma nota de que el Tribunal Supremo diferencia entre «la aplicación de leyes sobre 

el control de la inmigración y el empleo de los extranjeros, con inclusión de cuestiones como 

la restricción del empleo o la deportación de los extranjeros que no reúnen los requisitos 

para ejercer un empleo» y «la observancia de los derechos de los trabajadores de 

conformidad con lo dispuesto por la TULRAA», y toma nota del argumento del Tribunal 

Supremo, según el cual: «de conformidad con la Ley de Control de la Inmigración, para 

poder trabajar en la República de Corea, los extranjeros deben obtener el estatuto de 

estancia que les permite ejercer un empleo. Todo extranjero que ejerza un empleo sin haber 

obtenido el estatuto de estancia «pertinente podrá ser deportado y sancionado. Ahora bien, 

esta disposición no tiene por objeto denegar a los extranjeros que no reúnen las condiciones 

para ejercer un empleo los derechos que confiere el servicio que prestan o los derechos que 

les corresponden como trabajadores en virtud de la TULRAA, sino impedir que los 

empleadores contraten a extranjeros que no disponen del estatuto de estancia pertinente». 

296. Por lo que respecta a la recomendación b), el Comité toma nota con satisfacción de que, 

según señala el Gobierno, tras el fallo emitido por el Tribunal Supremo, el Ministerio de 

Empleo y Trabajo examinó el nuevo reglamento presentado por el MTU y, el 

20 de agosto de 2015, expidió un certificado de inscripción. 

297. En cuanto a la recomendación c), el Comité espera firmemente que se dé plena aplicación 

en la práctica al fallo del Tribunal Supremo sobre el derecho de todos los trabajadores 

migrantes a sindicarse y confía en que el Gobierno realice un examen de la situación de los 

trabajadores migrantes en plena consulta con los interlocutores sociales, incluyendo MTU, 

a fin de garantizar y salvaguardar plenamente los derechos fundamentales de la libertad 
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sindical y la negociación colectiva de todos los trabajadores migrantes, estén o no en 

situación regular. 

Recomendación del Comité 

298. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe la siguiente recomendación: 

El Comité espera firmemente que se dé plena aplicación en la práctica al fallo 

del Tribunal Supremo sobre el derecho de todos los trabajadores migrantes a 

sindicarse y confía en que el Gobierno realice un examen de la situación de 

los trabajadores migrantes en plena consulta con los interlocutores sociales, 

incluyendo MTU, a fin de garantizar y salvaguardar plenamente los derechos 

fundamentales de la libertad sindical y la negociación colectiva de todos los 

trabajadores migrantes, estén o no en situación regular. 

CASO NÚM. 2923 

INFORME PROVISIONAL 

 

Queja contra el Gobierno de El Salvador 

presentada por 

– el Sindicato de Trabajadores de la Alcaldía Municipal  

de Santa Ana (SITRAMSA) y 

– la Central Autónoma de Trabajadores Salvadoreños (CATS) 

Alegatos: asesinato de un dirigente sindical 

299. El Comité examinó por última vez el presente caso en su reunión de junio de 2015 y presentó 

un informe provisional al Consejo de Administración [véase 375.º informe, párrafos 268 

a 282, aprobado por el Consejo de Administración en su 324.ª reunión (junio de 2015)].  

300. El Gobierno envió nuevas observaciones por comunicación de fecha 29 de septiembre 

de 2015. 

301.  El Salvador ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98), el Convenio sobre los representantes de los 

trabajadores, 1971 (núm. 135) y el Convenio sobre las relaciones de trabajo en la 

administración pública, 1978 (núm. 151). 

A. Examen anterior del caso 

302. En su último examen del caso en junio de 2015 el Comité formuló las recomendaciones 

siguientes [véase 375.º informe, párrafo 282]: 

— al tiempo que deplora profundamente y condena el asesinato del dirigente sindical, 

Sr. Victoriano Abel Vega, el Comité pide nuevamente al Gobierno que le mantenga 

informado sobre la evolución del proceso judicial penal y que tome todas las medidas a su 

alcance para asegurarse de que se intensifiquen las investigaciones para esclarecer los 

hechos, identificar a los culpables y para que se les apliquen sanciones proporcionales de 
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acuerdo con la legislación y se prevenga y evite así la realización de este tipo de actos 

delictivos. El Comité pide al Gobierno y a todas las autoridades competentes que tomen 

todas las medidas a su alcance de conformidad con la legislación para identificar a los 

responsables de este asesinato y para que las investigaciones profundicen también sobre 

la alegada motivación antisindical del mismo;  

— en este sentido, teniendo en cuenta que las organizaciones querellantes han vinculado el 

asesinado de este dirigente sindical a sus actividades sindicales y en especial al hecho de 

haber promovido la constitución de un sindicato en la alcaldía municipal de San Sebastián 

(obstaculizada según los alegatos por la promoción de despidos contra los fundadores y el 

silencio de la autoridad administrativa laboral ante las denuncias sindicales), el Comité 

insta al Gobierno a que realice una investigación al respecto y que le mantenga informado, 

y  

— por último, el Comité llama nuevamente la atención del Consejo de Administración sobre 

el carácter extremadamente grave y urgente de este caso. 

B. Respuesta del Gobierno 

303. En su comunicación de 29 de septiembre de 2015, el Gobierno destaca que en el país se ha 

censurado reiteradamente el asesinato del Sr. Victoriano Abel Vega, que el Gobierno respeta 

y garantiza la libertad sindical y que la Fiscalía General de la República y la Policía Nacional 

Civil siguen investigando el caso. Aunque, en virtud de la separación de poderes, el 

Ministerio Público actúa con total autonomía, el Gobierno, en aras de agilizar la 

investigación y dar cumplimiento a las recomendaciones del Comité, informó a la Fiscalía 

General de la República sobre la presente queja, destacando su gravedad y la más alta 

prioridad para su esclarecimiento, y le solicitó nuevamente información sobre las diligencias 

realizadas. Mediante nota de 12 de mayo de 2015, el Fiscal General de la República informó 

sobre las diligencias de investigación efectuadas, incluidos diferentes peritajes y entrevistas 

a testigos, indicando no obstante que todavía no había sido posible individualizar a los 

autores del delito y que la investigación seguía activa, habiéndose requerido nuevas 

investigaciones a la División Central de Investigaciones de la Policía Nacional Civil (DCI) 

y permaneciéndose a la espera de sus resultados. En atención a lo anterior, en julio de 2015, 

el Ministerio de Trabajo y Previsión Social se reunió con el Fiscal General de la República 

para subrayar el carácter extremadamente grave y urgente del caso y la importancia de 

avanzar y concluir la investigación. Como resultado de esta reunión, el Fiscal General 

manifestó su interés de agilizar la investigación. El Gobierno indica que informará al Comité 

de todo avance en la misma. 

304. En cuanto al alegato de los querellantes sobre la vinculación del asesinato por sus actividades 

sindicales y por el hecho de haber promovido la constitución de un sindicato en la alcaldía 

municipal de San Sebastián Salitrillo, el Gobierno declara nuevamente que ello carece de 

fundamento, debido a que, según los registros del Departamento Nacional de Organizaciones 

Sociales, se dio la constitución del Sindicato de la Alcaldía Municipal de San Sebastián 

Salitrillo el día 18 de noviembre de 2010, y que a la fecha dicho sindicato y su junta directiva 

se encuentran activos. 

305. En relación al silencio de la autoridad administrativa laboral alegado por los querellantes en 

su queja, el Gobierno informa que no encontró ningún expediente diligenciado en el archivo 

que para tal efecto lleva el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, ya que, no siendo 

aplicable el Código del Trabajo a la carrera administrativa municipal, son las comisiones 

municipales las que tienen la atribución de conocer de las demandas de los funcionarios y 

empleados municipales por violaciones de los derechos consagrados en la legislación 

aplicable (la Ley de la Carrera Administrativa Municipal). El Gobierno aclara que el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social debe abstenerse de conocer solicitudes de 

inspección por vulneración de derechos laborales en las alcaldías municipales. Finalmente, 

el Gobierno informa que existen otras instancias competentes para conocer las denuncias de 
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los trabajadores de las alcaldías municipales — la Procuraduría General de la República, la 

Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos y la Fiscalía General de la 

República. 

C. Conclusiones del Comité 

306. El Comité recuerda que los alegatos del presente caso se refieren al asesinato, el 16 de 

enero de 2010 en la ciudad de Santa Ana, del Sr. Victoriano Abel Vega (secretario general 

del Sindicato de Trabajadores de la Alcaldía Municipal de Santa Ana (SITRAMSA)) a 

consecuencia de múltiples impactos de bala cuando salía de las oficinas del Departamento 

de Aseo Urbano donde había acudido para presentar una carta pidiendo permiso para 

asistir a una reunión sindical en la Central Autónoma de Trabajadores Salvadoreños 

(CATS). Las organizaciones querellantes pusieron de relieve que, a la salida, cinco sujetos 

esperaban al Sr. Victoriano Abel Vega, que ya había recibido amenazas de muerte por su 

actividad sindical, para asesinarlo, huyendo los asesinos en un vehículo que los esperaba. 

En su anterior examen del caso, el Comité tomó nota de la declaración del Gobierno de que 

no se había logrado individualizar al responsable o responsables y que, permaneciendo 

activa la investigación, la DCI continuaba con la búsqueda de fuentes para la 

individualización de los autores copartícipes del hecho delictivo. 

307. El Comité desea recordar que «[e]l asesinato, la desaparición o las lesiones graves de 

dirigentes sindicales y sindicalistas exigen la realización de investigaciones judiciales 

independientes con el fin de esclarecer plenamente en el más breve plazo los hechos y las 

circunstancias en las que se produjeron dichos asesinatos, y así, dentro de lo posible, 

determinar las responsabilidades, sancionar a los culpables y prevenir la repetición de los 

mismos» [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, 

quinta edición (revisada), 2006, párrafo 48]. 

308. El Comité toma nota de las observaciones adicionales del Gobierno según las cuales: 1) ha 

informado en distintas ocasiones al Fiscal General de la República sobre la gravedad y 

urgencia del caso, y 2) a pesar de las diversas diligencias realizadas no se ha podido 

identificar a los culpables, la investigación permanece activa y el Fiscal de la República ha 

expresado su interés en agilizar la misma. 

309. El Comité lamenta profundamente que a pesar de que el asesinato del dirigente sindical 

Sr. Victoriano Abel Vega se produjo el 16 de enero de 2010, más de seis años después las 

autoridades no hayan identificado a los autores y cómplices de este abyecto asesinato. 

Tomando nota de que a pesar de las diligencias realizadas no parece que se hayan 

producido progresos tangibles en la investigación, el Comité insta firmemente al Gobierno 

y a todas las autoridades competentes a que tomen sin demora todas las medidas a su 

alcance para identificar a los responsables del asesinato. 

310. El Comité destaca nuevamente la gravedad de los hechos alegados, deplora profundamente 

y condena una vez más el asesinato de este dirigente sindical y reitera nuevamente su 

recomendación formulada en su reunión de junio de 2014 instando firmemente al Gobierno 

que le mantenga informado sobre la evolución del proceso judicial penal, esperando 

constatar en un futuro próximo progresos tangibles en cuanto al esclarecimiento de los 

hechos, la identificación de los culpables y la aplicación de sanciones proporcionales de 

acuerdo con la legislación y para prevenir y evitar así la realización de este tipo de actos 

delictivos. 

311. En cuanto a los alegatos de vinculación del asesinato de este dirigente sindical a sus 

actividades sindicales y en especial al hecho de haber promovido la constitución de un 

sindicato en la alcaldía municipal de San Sebastián Salitrillo, el Comité había ya tomado 

nota en su anterior examen del caso de las declaraciones del Gobierno, según las cuales el 
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Sindicato de la Alcaldía Municipal de San Sebastián Salitrillo (SITMASSS) se constituyó el 

18 de noviembre de 2010 y tanto el sindicato como su junta permanecen activos. Teniendo 

en cuenta las informaciones brindadas por las organizaciones querellantes en relación al 

activismo sindical del Sr. Victoriano Abel Vega, reflejado en su petición para participar en 

una reunión de la CATS el día en que fue asesinado, y al hecho de que había recibido 

amenazas de muerte por sus actividades sindicales, el Comité considera que la posterior 

constitución del SITMASSS y la vigencia de su junta a la fecha no constituyen elementos 

suficientes para desechar los alegatos de vinculación del asesinato a actividades sindicales 

y, en particular, a la promoción de la constitución de este sindicato. El Comité había ya 

recordado a este respecto que el dirigente sindical, Sr. Victoriano Abel Vega, fue asesinado 

el 16 de enero de 2010 y que las actividades de promoción de dicho sindicato fueron 

anteriores al asesinato. El Comité, por consiguiente, debe reiterar su petición al Gobierno 

que en las investigaciones penales se profundice debidamente en las declaraciones de las 

organizaciones querellantes sobre la motivación antisindical del mismo. 

312. En relación a los alegatos de despidos de fundadores del sindicato y de silencio 

administrativo (los querellantes alegaron en la queja que el Ministerio de Trabajo y 

Previsión Social no habría dado seguimiento a sus solicitudes de inspección) el Comité toma 

nota de que el Gobierno indica que no existe constancia de expedientes diligenciados en el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social, ya que las atribuciones de fiscalización en el 

ámbito municipal no corresponden a dicho Ministerio, sino a órganos municipales (las 

comisiones municipales), así como otros órganos estatales. El Comité, no obstante, lamenta 

que, más allá de brindar estas informaciones, el Gobierno no indica haber tomado acciones 

para dar curso a la recomendación del Comité de investigar los alegatos de despidos de 

fundadores del sindicato, por ejemplo indagando ante las instancias competentes a las que 

alude en sus últimas observaciones. El Comité insta al Gobierno a que refiera a las 

autoridades competentes los alegatos de despidos de los fundadores del sindicato y, a este 

efecto, invita a las organizaciones querellantes a que brinden más información sobre estos 

alegatos, así como sobre toda denuncia interpuesta en relación a los mismos. El Comité 

pide al Gobierno que le mantenga informado al respecto. 

Recomendaciones del Comité 

313. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 

Consejo de Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) al tiempo que deplora profundamente y condena el asesinato del dirigente 

sindical, Sr. Victoriano Abel Vega, el Comité insta firmemente al Gobierno 

que le mantenga informado sobre la evolución del proceso judicial penal, 

esperando constatar en un futuro próximo progresos tangibles en cuanto al 

esclarecimiento de los hechos, la identificación de los culpables y la 

aplicación de sanciones proporcionales de acuerdo con la legislación y para 

prevenir y evitar así la realización de este tipo de actos delictivos. El Comité 

insta firmemente al Gobierno y a todas las autoridades competentes a que 

tomen sin demora todas las medidas a su alcance de conformidad con la 

legislación para identificar a los responsables de este asesinato y para que las 

investigaciones profundicen también sobre la alegada motivación antisindical 

del mismo; 

b) en este sentido, teniendo en cuenta que las organizaciones querellantes han 

vinculado el asesinato de este dirigente sindical a sus actividades sindicales y 

en especial al hecho de haber promovido la constitución de un sindicato en la 

alcaldía municipal de San Sebastián, insta al Gobierno a que refiera a las 
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autoridades competentes los alegatos de despidos de los fundadores del 

sindicato y, a este efecto, invita a las organizaciones querellantes a que 

brinden mayores informaciones sobre estos alegatos, así como sobre toda 

denuncia interpuesta en relación a los mismos. El Comité pide al Gobierno 

que le mantenga informado al respecto, y 

c) por último, el Comité llama nuevamente la atención del Consejo de 

Administración sobre el carácter extremadamente grave y urgente de este 

caso. 

CASO NÚM. 3136 

INFORME DEFINITIVO 

 

Queja contra el Gobierno de El Salvador 

presentada por 

el Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores del Instituto 

Salvadoreño de Rehabilitación Integral (SITRAISRI) 

Alegatos: negativa de inscripción de la junta 

directiva general del sindicato mediante 

imposición de directrices discrecionales 

314. La queja figura en la comunicación de 3 de junio de 2015 del Sindicato de Trabajadoras y 

Trabajadores del Instituto Salvadoreño de Rehabilitación Integral (SITRAISRI). 

315. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de fecha 28 de septiembre de 2015. 

316.  El Salvador ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98) y el Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración 

pública, 1978 (núm. 151). 

A. Alegatos de la organización querellante 

317. En su comunicación de 3 de junio de 2015 el SITRAISRI alega que el Ministerio del Trabajo 

y Previsión Social impuso directrices discrecionales para la inscripción de su junta directiva 

y la entrega de credenciales y carnés a sus miembros electos, vulnerando por consiguiente 

el derecho a la garantía del fuero sindical. 

318. La organización querellante indica que el 24 de marzo de 2015 presentó ante el 

Departamento Nacional de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social una solicitud de inscripción de su junta directiva general y de entrega de credenciales 

y carnés de los dirigentes del SITRAISRI, trámite que, según precisa dicha organización, 

tiene como tiempo de respuesta previsto 15 días hábiles. La organización querellante añade 

que, 19 días hábiles después, el 29 de abril de 2015, recibió una resolución del Departamento 

Nacional de Organizaciones Sociales en la que se observaba, previo a resolver sobre la 

solicitud de inscripción, que de la documentación presentada no era posible verificar algunos 

de los requisitos que debían cumplir los miembros de la junta directiva en virtud del 

artículo 225 del Código del Trabajo, a saber: i) ser salvadoreño por nacimiento; ii) ser mayor 

de 18 años, y iii) no ser empleado de confianza ni representante patronal. En razón de lo 
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anterior la resolución solicitaba la remisión de fotocopias de los documentos únicos de 

identidad y de boletas de pago recientes, o constancias de trabajo en las que se especificasen 

los cargos desempeñados por los cargos electos. 

319. La organización querellante considera que la resolución entraña una negativa a inscribir la 

nueva junta que transgrede el derecho constitucional de fuero sindical e impide su goce. La 

organización querellante considera que la ley aplicable no establece que sea obligatorio 

entregar los documentos solicitados en la resolución objetada. Alega el SITRAISRI que la 

resolución carece de fundamento legal e introduce un requerimiento discrecional que, como 

consecuencia, dejó al sindicato acéfalo.  

320. El SITRAISRI alega asimismo que esta solicitud de documentos adicionales exigida por el 

Ministerio de Trabajo constituye un cambio de criterio arbitrario que vulnera la seguridad 

jurídica. La organización querellante indica que desde la constitución del SITRAISRI en 

2010 se habían presentado cinco solicitudes de inscripción y entrega de credenciales y 

carnés, a las que se había atendido favorablemente sin requerir la entrega de copias de los 

documentos únicos de identidad y de las boletas de pago de las personas elegidas.  

B. Respuesta del Gobierno 

321. En su comunicación de 28 de septiembre de 2015, el Gobierno destaca que la resolución de 

29 de abril de 2015 recurrida por la organización querellante no fue denegatoria, sino que 

invitaba a subsanar la solicitud mediante la presentación de la documentación necesaria. Al 

respecto el Gobierno indica que la prevención hecha al SITRAISRI de presentar copias de 

los documentos únicos de identidad y de las boletas de pago de las personas elegidas se llevó 

a cabo únicamente con el objeto de verificar: i) por medio de los documentos únicos de 

identidad, la nacionalidad y la mayoría de edad, y ii) por medio de las boletas de pago, o en 

su caso constancias de trabajo, corroborar el cargo ocupado en la institución, para descartar 

que no fueran empleados de confianza o representantes patronales. 

322. El Gobierno indica que, en virtud de la jurisprudencia nacional, la inscripción de juntas 

directivas no es un acto discrecional sino una función reglada de la administración. El 

Gobierno precisa que para llevarla a cabo es necesario verificar los requisitos legales y que, 

aunque las disposiciones aplicables no exijan explícitamente la entrega de estos documentos, 

su presentación resulta necesaria para comprobar el cumplimento de los requisitos 

establecidos en la Constitución del país (nacionalidad salvadoreña – artículo 47) y en el 

Código del Trabajo (entre otros, mayoría de edad y no ser empleado de confianza o 

representante patronal – artículo 225). 

323. El Gobierno admite que administraciones anteriores no habían verificado algunos de los 

requisitos legales para la integración de juntas directivas. El Gobierno considera, sin 

embargo, que ello había ocasionado serios problemas en la práctica, entre los que destaca la 

existencia de juntas directivas conformadas por extranjeros o por empleados de confianza y 

representantes patronales. 

324. Finalmente, el Gobierno informa que el 26 de junio de 2015 la organización querellante 

subsanó la solicitud presentada, incorporando a la misma los documentos nacionales de 

identidad y las boletas de pago requeridos por la resolución de 29 de abril de 2015. El 

Gobierno indica que, habiéndose presentado la documentación requerida, se procedió a la 

inscripción de la junta directiva del SITRAISRI y se entregaron las credenciales de sus 

miembros el 6 de julio de 2015. El Gobierno estima que, por consiguiente, la queja carece 

de mérito o fundamento.  
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C. Conclusiones del Comité 

325. El Comité observa que en el presente caso la organización querellante alega la negativa de 

inscripción de la junta directiva general del SITRAISRI mediante la imposición de 

directrices discrecionales en una resolución del Departamento Nacional de Organizaciones 

Sociales del Ministerio de Trabajo y Previsión Social. El Comité observa asimismo que, 

según indica el Gobierno, la resolución objetada no denegó discrecionalmente la 

inscripción de la junta y se limitó a requerir la presentación de la documentación necesaria 

(documentos nacionales de identidad y las boletas de pago) para verificar el cumplimiento 

de requisitos exigibles a los miembros de la junta directiva, en virtud de la Constitución del 

país y del Código del Trabajo. Asimismo, el Comité observa que, según informa el Gobierno, 

una vez que la organización querellante presentó los documentos nacionales de identidad y 

las boletas de pago respectivas, se procedió, pocos días después, a la inscripción de la junta 

directiva y a la entrega de las credenciales de sus miembros.  

326. Al respecto, el Comité desea recordar que los requisitos establecidos en el derecho nacional 

para la inscripción de una junta directiva deben ser acordes a los principios de la libertad 

sindical, en particular al derecho de los trabajadores de elegir libremente a sus 

representantes. El Comité toma nota de que el Gobierno indica que exigió la presentación 

de copias de los documentos únicos de identidad y de las boletas de pago para verificar los 

siguientes requisitos legalmente exigidos a los miembros de juntas directivas: la 

nacionalidad salvadoreña por nacimiento, la mayoría de edad, y el no ser empleados de 

confianza o representantes patronales. En relación al requisito de ser salvadoreño por 

nacimiento, el Comité debe recordar el principio en virtud del cual «debería conferirse 

mayor flexibilidad a las legislaciones a fin de permitir que las organizaciones ejerzan sin 

trabas la libre elección de sus dirigentes y a los trabajadores extranjeros tener acceso a las 

funciones sindicales, por lo menos una vez pasado un período razonable de residencia en el 

país de acogida» [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad 

Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafo 420]. Asimismo, el Comité observa que 

la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR) ha 

pedido al Gobierno que tome medidas para revisar el artículo 47, párrafo 4, de la 

Constitución del país, el artículo 225 del Código del Trabajo y el artículo 90 de la Ley del 

Servicio Civil, que establecen el requisito de ser «salvadoreño por nacimiento» para ser 

miembros de la junta directiva de un sindicato. En cuanto al requisito de la mayoría de edad 

para integrar una junta directiva, el Comité considera que su imposición constituye una 

restricción al derecho de los trabajadores de elegir libremente a sus representantes.  

327. En vista de que El Salvador ha ratificado el Convenio núm. 87, el Comité pide al Gobierno 

que facilite informaciones detalladas a la CEACR sobre las medidas tomadas para adecuar 

la normativa relativa a la conformación e inscripción de juntas directivas a los principios 

de la libertad sindical, y somete a la CEACR los aspectos legislativos de este caso. 

Recomendación del Comité 

328. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe la siguiente recomendación: 

En vista de que El Salvador ha ratificado el Convenio núm. 87, el Comité pide 

al Gobierno que facilite informaciones detalladas a la CEACR sobre las 

medidas tomadas para adecuar la normativa relativa a la conformación e 

inscripción de juntas directivas a los principios de la libertad sindical, y 

somete a la CEACR los aspectos legislativos de este caso. 
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CASO NÚM. 3094 

INFORME PROVISIONAL 

 

Queja contra el Gobierno de Guatemala 

presentada por 

– la Federación Sindical de Empleados Bancarios,  

Servicios y del Estado de Guatemala (FESEBS) y 

– el Sindicato de Trabajadores del Instituto de 

Fomento Municipal (SITRAINFOM) 

Alegatos: las organizaciones querellantes 

alegan que el Instituto de Fomento Municipal y 

el Ministerio de Trabajo y Previsión Social se 

niegan a reconocer la validez del pacto colectivo 

firmado por el Instituto de Fomento Municipal, 

desconociendo de esta manera el derecho de 

negociación colectiva de los trabajadores de la 

mencionada institución 

329. La queja figura en comunicaciones de fechas 14 de julio de 2014, 12 de noviembre de 2014, 

4 de mayo de 2015 y 28 de enero de 2016 presentadas conjuntamente por la Federación 

Sindical de Empleados Bancarios, Servicios y del Estado de Guatemala (FESEBS) y el 

Sindicato de Trabajadores del Instituto de Fomento Municipal (SITRAINFOM). 

330. El Gobierno envió sus observaciones por una comunicación de fecha 5 de agosto de 2015. 

331. Guatemala ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98) y el Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 

(núm. 154). 

A. Alegatos de las organizaciones querellantes 

332. En su comunicación de fecha 14 de julio de 2014, las organizaciones querellantes denuncian 

que el Instituto de Fomento Municipal (INFOM) y el Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social se niegan a reconocer la validez del pacto colectivo firmado por el INFOM y el 

SITRAINFOM, desconociendo de esta manera el derecho de negociación colectiva de los 

trabajadores de la mencionada institución. 

333. A este respecto, las organizaciones querellantes manifiestan que: i) entre 2008 y 2012, el 

SITRAINFOM y el INFOM mantuvieron un conflicto colectivo de carácter económico-

social en relación con la negociación del séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo 

de la entidad, conflicto conocido por el Juzgado Primero de Trabajo y Previsión Social; ii) en 

octubre de 2012, ambas partes suscribieron un convenio colectivo de trabajo en el cual se 

comprometieron a nombrar a sus respectivas comisiones negociadoras del pacto colectivo 

de condiciones de trabajo y a negociar dicho pacto por la vía directa, el sindicato desistiendo 

por lo tanto del proceso de conciliación en curso ante el Juzgado Primero de Trabajo y 

Previsión Social; iii) el 13 de junio de 2013, el Presidente de la Republica nombró al nuevo 

gerente del INFOM, el Sr. German Estuardo Velásquez Pérez; iv) el 13 de septiembre de 

2013, el gerente del INFOM y los representantes del sindicato suscribieron un convenio en 

el cual las partes se comprometieron a conformar sus respectivas comisiones negociadoras 
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con miras a continuar con el proceso de negociación y suscribir el séptimo pacto colectivo 

de condiciones de trabajo a más tardar el 20 de octubre de 2013; v) el 19 de septiembre de 

2013, mediante acto oficial, el gerente nombró a la nueva comisión negociadora del INFOM; 

vi) el 20 de octubre de 2013, cinco años después del inicio del proceso de negociación, los 

representantes debidamente acreditados del INFOM y del SITRAINFOM suscribieron 

públicamente el séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo del INFOM; vii) en 

diciembre de 2013, argumentando dificultades técnicas relacionadas con el cierre contable 

del año en curso, el gerente, consciente de la vigencia y validez del pacto propuso una adenda 

al pacto de manera que las obligaciones contraídas en el mismo se hagan efectivas a partir 

de enero de 2014; viii) el 16 de diciembre de 2013, ambas partes suscribieron la mencionada 

adenda; ix) en enero de 2014, la junta directiva del INFOM se negó a reconocer el pacto 

firmado, aduciendo que (a pesar de haber autorizado, mediante resolución 255-2012 al 

gerente a que negocie el nuevo pacto con el sindicato) no tenía conocimiento de la 

negociación y que el gerente no estaba autorizado para llevarla a cabo; x) con base en lo 

anterior, la junta directiva del INFOM ordenó al gerente que renegociara el pacto ya firmado; 

xi) el 13 de marzo de 2014, en cumplimiento de la reglamentación vigente, el SITRAINFOM 

presentó el pacto colectivo al Ministerio de Trabajo y Previsión Social para su 

homologación; xii) el 18 de marzo de 2014, mediante resolución núm. 87-2014, el Ministerio 

de Trabajo aprobó la homologación del pacto, las cláusulas del mismo empezando a regir a 

partir del 20 de octubre de 2013; xiii) el INFOM interpuso un recurso de reposición en contra 

de la resolución núm. 87-2014, solicitando que se cancelara la inscripción del pacto en el 

registro público; xiv) en violación del artículo 275 del Código de Trabajo que establece que, 

a falta de resolución por el Ministerio de Trabajo en el plazo máximo de ocho días, los 

recursos de reposición se tendrán por resueltos desfavorablemente, el Ministro de Trabajo 

emitió el 6 de mayo de 2014 la resolución núm. 141-2014 por medio de la cual acogió el 

recurso de reposición del INFOM, revocó la resolución núm. 87-2014 y canceló del registro 

público el pacto colectivo. 

334. En relación con los hechos mencionados, las organizaciones querellantes alegan que la 

cancelación del registro público del pacto colectivo no se basa en los motivos previstos por 

la reglamentación vigente en materia de homologación y que la demora del Ministro de 

Trabajo en emitir la resolución núm. 141-2014 demuestra la existencia de un tráfico de 

influencias en la toma de dicha decisión. A la luz de lo anterior, las organizaciones 

querellantes piden que se reconozca la validez del pacto colectivo firmado el 20 de octubre 

de 2013. 

335. En su comunicación de 12 de noviembre de 2014, las organizaciones querellantes denuncian 

la existencia de presiones de parte de la dirección del INFOM para que el SITRAINFOM y 

sus miembros renuncien de forma definitiva al contenido del pacto colectivo firmado en 

octubre de 2013. A este respecto, las organizaciones querellantes manifiestan que: i) el 28 de 

julio de 2014, la dirección del INFOM inició una campaña en contra del pacto y propuso de 

forma unilateral a cada trabajador supuestos beneficios económicos en sustitución a los ya 

negociados en el pacto; ii) a partir del 13 de agosto de 2014, aparecieron, tanto en las redes 

sociales como en las instalaciones de la empresa, varias comunicaciones firmadas por los 

«compañeros adelante proactivos» que contienen imputaciones anónimas en contra de los 

representantes del sindicato y que reclaman la convocación de una asamblea general para 

que el SITRAINFOM renuncie a solicitar la aplicación del pacto; iii) las solicitudes de los 

representantes del SITRAINFOM para que el INFOM llevara a cabo una investigación para 

determinar a los autores de los ataques anónimos y que se instalaran cámaras de seguridad 

en el seno de la institución no dieron lugar a respuesta alguna; iv) ante el silencio del INFOM, 

los representantes sindicales presentaron una denuncia ante el Ministerio Público el 28 de 

agosto de 2014 por acoso, coacción, amenaza y represión sindical. Las organizaciones 

querellantes consideran que, en violación de los Convenios núms. 98 y 154 de la OIT 

ratificados por Guatemala, los hechos denunciados son constitutivos de una discriminación 
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antisindical y que confirman la obstaculización del derecho de negociación colectiva en el 

seno del INFOM. 

336. En su comunicación de 4 de mayo de 2015, las organizaciones querellantes añaden que, el 

24 de octubre de 2015, el SITRAINFOM dirigió al Ministro de Trabajo y Previsión Social 

una acción de reconsideración relativa a la resolución núm. 141-2014 que cancela del 

registro público el séptimo pacto colectivo del INFOM, sin que, hasta la fecha, se haya 

obtenido respuesta alguna de parte de las autoridades. 

337. Por medio de una comunicación adicional de 28 de enero de 2016, las organizaciones 

querellantes manifiestan que, a partir de julio de 2015, con el apoyo de la Comisión de 

tratamiento de conflictos ante la OIT en materia de libertad sindical y negociación colectiva, 

las comisiones negociadoras del SINTRAINFOM y del INFOM han dado pasos adicionales 

para lograr un acuerdo definitivo sobre el contenido y las modalidades de entrada en vigor 

del séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo pero que, sin embargo, la junta 

directiva de la institución ha ido multiplicando durante este lapso de tiempo las violaciones 

al derecho de negociación colectiva. Las organizaciones querellantes alegan especialmente 

que, a pesar de haber aprobado una versión modificada del pacto el 14 de septiembre 2015, 

la junta directiva del INFOM utiliza desde aquel momento medidas dilatorias para negarse 

a dar aplicación a lo firmado, haciendo caso omiso de los pedidos de acción formulados por 

la Comisión de tratamiento de conflictos y el propio Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social. 

B. Respuesta del Gobierno 

338. En su comunicación de fecha 5 de agosto de 2015, el Gobierno se refiere a la cancelación 

por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social de la homologación del séptimo pacto 

colectivo de condiciones de trabajo firmado entre el SITRAINFOM y el INFOM. A este 

respecto, el Gobierno manifiesta que la complejidad técnica del caso explica que el 

Ministerio de Trabajo haya tardado varias semanas antes de pronunciarse sobre el recurso 

de reposición presentado por el INFOM en contra de la homologación del pacto. El Gobierno 

añade que la cancelación de la homologación del pacto se basa en el hecho de que si bien el 

pacto fue firmado por las comisiones negociadoras del sindicato y del INFOM, el mismo no 

fue aprobado por la junta directiva de dicha institución estatal autónoma, contrariamente a 

lo estipulado en la cláusula segunda del acta núm. 1 de fecha 24 de septiembre de 2013 y en 

la cláusula tercera del acta núm. 10 de 18 de octubre de 2013, suscritas por ambas comisiones 

negociadoras. El Gobierno precisa que, en ambas actas, se especifica claramente que el 

proceso de negociación colectiva culminará una vez que el pacto acordado por las 

comisiones negociadoras haya sido aprobado por la junta directiva del INFOM, en cuanto 

órgano máximo de la institución. El Gobierno señala que, por medio de una resolución de 

20 de febrero de 2014, la junta directiva del INFOM, basándose en un dictamen de la 

dirección financiera de la institución, pidió al gerente que nombrara una nueva comisión 

negociadora con el mandato de asegurar que el contenido del pacto colectivo se adecúe a la 

capacidad financiera sostenible del instituto. El Gobierno indica finalmente que: i) la 

homologación inicial del pacto por parte del Ministerio de Trabajo y Previsión Social (que 

fue consecutivamente anulada) se debió a la no presentación por el sindicato de los 

documentos en donde se explicitaba el proceso de aprobación del pacto acordado por las 

partes y la no inclusión, en la solicitud de homologación, de las adendas al pacto firmadas 

posteriormente a la adopción del mismo; ii) una vez comunicadas las actas relativas al 

proceso de aprobación del pacto, el Ministerio pudo comprobar que el proceso negociador 

no había culminado con la aprobación del pacto por la autoridad del INFOM competente 

para ello; iii) el recurso de reconsideración presentado por el sindicato fue resuelto por medio 

de una resolución del Ministro de Trabajo de 19 de noviembre de 2014, indicando que el 

ordenamiento jurídico guatemalteco sólo conoce, en vía administrativa, los recursos de 

revocatoria y de reposición, sin que se contemple el recurso de reconsideración; iv) la 
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Comisión de tratamiento de conflictos ante la OIT en materia de libertad sindical y 

negociación colectiva ha sometido a mediación el presente caso, llevándose a cabo una 

primera reunión entre las partes el 9 de julio de 2015; v) a raíz de dicha reunión, la junta 

directiva del INFOM hizo una propuesta económica para dar viabilidad al séptimo pacto 

colectivo de condiciones de trabajo de la entidad, quedando pendiente la respuesta del 

sindicato a la misma, y vi) ante la denuncia planteada por el SITRAINFOM ante la 

Procuraduría de Derechos Humanos el 4 de agosto de 2014, el Ministro de Trabajo y 

Previsión Social emitió en el plazo requerido un informe circunstanciado referente a la 

negociación del séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo del INFOM. 

C. Conclusiones del Comité 

339. El Comité observa que el presente caso se refiere a la negociación y firma de un pacto 

colectivo de condiciones de trabajo en el seno del Instituto de Fomento Municipal (INFOM), 

una institución estatal autónoma, y a la cancelación de su homologación de parte del 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social así como a la denuncia de presiones sobre los 

representantes del SITRAINFOM para que acepten la renegociación del pacto. 

340. El Comité observa que se desprende de los elementos proporcionados tanto por las 

organizaciones querellantes como por el Gobierno que: i) en 2012, después de varios años 

de conflicto en relación con la negociación del séptimo pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del INFOM, las partes decidieron desistir del proceso en curso ante los tribunales 

y volver a la negociación directa; ii) a tal efecto, cada parte nombró a su comisión 

negociadora, las cuales, el 20 de octubre de 2013, firmaron el séptimo pacto colectivo de 

condiciones de trabajo del INFOM; iii) las comisiones negociadoras firmaron en diciembre 

de 2013 una adenda al pacto relativa a la fecha de su efectiva entrada en vigor; iv) el 13 de 

marzo de 2014, el sindicato sometió el pacto colectivo al Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social para su homologación; v) el Ministerio de Trabajo y Previsión Social emitió una 

resolución de homologación del pacto el 18 de marzo de 2014, la cual fue recurrida por la 

junta directiva del INFOM; vi) el 6 de mayo de 2014, el Ministerio de Trabajo y Previsión 

Social acogió el recurso del INFOM y canceló la homologación del pacto colectivo; vii) el 

recurso de reconsideración planteado por el SITRAINFOM no fue declarado admisible, y 

viii) no hay mención de una eventual impugnación judicial de las decisiones del Ministerio 

de Trabajo y Previsión Social señaladas anteriormente. 

341. Adicionalmente, el Comité toma nota de que las organizaciones querellantes alegan que: 

i) la negociación y la firma del pacto colectivo cumplieron plenamente con las exigencias 

legales, tal como lo demuestra la homologación del mismo, en un primer momento, por el 

Ministerio de Trabajo y Previsión Social; ii) la firma, en diciembre de 2013, de una adenda 

al pacto en relación con la fecha de su efectiva entrada en vigor demuestra que ambas partes 

en la negociación aceptaban la plena validez del pacto, y iii) la demora del Ministerio de 

Trabajo y Previsión Social en resolver el recurso de reposición planteado por el INFOM 

(mes y medio en vez de los ocho días hábiles previstos por el artículo 275 del Código de 

Trabajo) demuestra que la decisión del Ministerio de revocar la homologación del pacto es 

el resultado de un tráfico de intereses y no de la aplicación de la ley. 

342. El Comité toma también nota de que el Gobierno manifiesta que: i) en su solicitud de 

homologación, el sindicato no había adjuntado la documentación relativa al proceso de 

aprobación del pacto, acordado por las partes, en el cual se indicaba que, una vez firmado 

por las comisiones negociadoras, el pacto entraría en vigor después de su aprobación por 

la junta directiva de la institución; ii) por medio de una resolución de 20 de febrero de 2014, 

la junta directiva del INFOM, basándose en un dictamen de la dirección financiera de la 

institución, pidió al gerente de la institución que nombrara una nueva comisión negociadora 

con el mandato de asegurar que el contenido del pacto colectivo se adecúe a la capacidad 

financiera sostenible del instituto, y iii) el Ministerio pudo por lo tanto comprobar que el 
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proceso de negociación no había culminado con la aprobación del pacto por la junta 

directiva del INFOM, autoridad competente al respecto. 

343. Con base en los distintos elementos anteriormente descritos, el Comité observa 

especialmente que: i) los acuerdos firmados por las comisiones negociadoras y las 

resoluciones del INFOM adoptadas a partir de 2012 para reanudar y avanzar en la 

negociación directa del séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo indican que los 

acuerdos suscritos por la comisión negociadora del INFOM deberán ser aprobados por la 

junta directiva de la institución (negociación «ad referéndum»), y ii) la práctica de celebrar 

convenios colectivos «ad referéndum», subordinando su conclusión definitiva a su 

aprobación posterior por el órgano superior de la parte negociadora, se ve reflejada en la 

legislación guatemalteca, especialmente en ciertas disposiciones del Código de Trabajo. Sin 

embargo, el Comité observa también que: i) el texto del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo firmado el 20 de octubre de 2013 no prevé expresamente que su conclusión definitiva 

quede subordinada a su aprobación por la junta directiva del INFOM; ii) la firma, en 

diciembre de 2013 de una adenda al pacto colectivo sobre la fecha de su efectiva entrada 

en vigor, parece indicar el carácter definitivo, y no «ad referéndum», atribuido por las 

comisiones negociadoras, al pacto que firmaron en octubre de 2013, y iii) la junta directiva 

del INFOM tardó varios meses antes de pronunciarse sobre el contenido del pacto firmado 

por su comisión negociadora y finalmente optar por la renegociación del pacto. 

344. A la luz de lo anterior, el Comité constata en primer lugar que existe un conflicto relativo a 

la validez del pacto colectivo firmado el 20 de octubre de 2013, el cual gira en torno a la 

cuestión de saber si la aprobación del pacto por la junta directiva del INFOM era necesaria 

para que entrara en vigor. A este respecto, el Comité observa que el Ministerio de Trabajo 

y Previsión Social decidió, en un primer momento, homologar el pacto antes de finalmente 

revocar dicha decisión. El Comité observa también que el conflicto no ha sido objeto hasta 

la fecha de una acción judicial sino que ha sido sometido a un proceso de mediación en el 

marco de la Comisión de tratamiento de conflictos ante la OIT en materia de libertad 

sindical y negociación colectiva. A este respecto, el Comité toma nota de las informaciones 

adicionales proporcionadas por las organizaciones querellantes por medio de una 

comunicación de 28 de enero de 2016, denunciando que la junta directiva del INFOM no 

cumple con los acuerdos alcanzados ante la Comisión de tratamiento de conflictos. El 

Comité pide por lo tanto al Gobierno que envíe a la mayor brevedad sus observaciones a 

este respecto y que lo mantenga informado de los resultados obtenidos por la Comisión de 

tratamiento de conflictos respecto de este conflicto. En caso de que el proceso de mediación 

no permita llegar a un acuerdo, el Comité subraya que el conflicto relativo a la validez del 

pacto colectivo debería ser resuelto por un órgano judicial y no por el Ministerio de Trabajo 

y Previsión Social, especialmente en la medida en que, siendo el INFOM una institución 

pública, el Ministerio no constituye un órgano independiente de las partes. 

345. El Comité quiere subrayar en segundo lugar que, si bien es plenamente legítimo que, en un 

ente público autónomo, la negociación y firma de un convenio colectivo dé lugar a un 

dictamen financiero previo y que el convenio sea aprobado por las autoridades competentes 

del ente, no es menos cierto que el proceso de negociación colectiva debe ser claro y facilitar 

la negociación de buena fe entre las partes. A este respecto, el Comité recuerda que el 

respeto mutuo de los compromisos asumidos en los acuerdos colectivos es un elemento 

importante del derecho de negociación colectiva y debería ser salvaguardado para 

establecer relaciones laborales sobre una base sólida y estable [véase Recopilación de 

decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, 

párrafo 940]. Adicionalmente, el Comité llama la atención del Gobierno sobre el párrafo 6 

de la Recomendación sobre la negociación colectiva, 1981 (núm. 163) según el cual las 

partes en la negociación colectiva deberían conferir a sus negociadores respectivos el 

mandato necesario para conducir y concluir las negociaciones a reserva de cualquier 

disposición relativa a consultas en el seno de sus respectivas organizaciones. Con base en 
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estos principios, y con miras a fomentar la negociación colectiva de buena fe y el desarrollo 

armonioso de las relaciones profesionales en el sector público, el Comité considera que 

debe existir de antemano claridad sobre la articulación de las distintas etapas de la 

negociación colectiva y que los estudios de verificación de la viabilidad económica de lo 

negociado deberían tener lugar antes de la firma del pacto colectivo. En la medida en que 

entiende que el uso de la negociación «ad referéndum» no constituye una práctica aislada 

en el seno del sector público, el Comité pide al Gobierno que tome, en consulta con las 

organizaciones sindicales concernidas las medidas necesarias para garantizar que los 

procesos de negociación colectiva en el sector público sigan pautas claras que cumplan a 

la vez con los requisitos de sostenibilidad financiera y el principio de negociación de buena 

fe. Recordando que puede recurrir a la asistencia técnica de la Oficina, el Comité pide al 

Gobierno que lo mantenga informado al respecto. 

346. En relación con la denuncia por parte de las organizaciones querellantes de presiones y 

actos de discriminación antisindical en contra de los representantes del SITRAINFOM para 

que acepten la renegociación del pacto colectivo, el Comité toma nota de que el Gobierno 

indica que en relación con la denuncia planteada por el SITRAINFOM ante la Procuraduría 

de Derechos Humanos el 4 de agosto de 2014, el Ministro de Trabajo y Previsión Social 

emitió en el plazo requerido un informe circunstanciado. El Comité observa sin embargo 

que el Gobierno no proporciona informaciones acerca de la denuncia presentada por el 

SITRAINFOM ante el Ministerio Público el 28 de agosto de 2014 por acoso, coacción, 

amenaza y represión sindical. Recordando que cuando haya denuncias de actos de 

discriminación antisindical, las autoridades competentes deben realizar de manera 

inmediata una investigación y tomar las medidas oportunas para remediar las 

consecuencias de los actos de discriminación antisindical que se constaten [véase 

Recopilación, op. cit., párrafo 835], el Comité pide al Gobierno que tome las medidas 

necesarias para asegurar que la denuncia presentada por el SITRAINFOM dé lugar a la 

mayor brevedad a todas las investigaciones necesarias y que le mantenga informado de los 

resultados de las mismas. 

Recomendaciones del Comité 

347. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 

Consejo de Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité pide al Gobierno que envíe a la mayor brevedad sus observaciones 

acerca de las informaciones adicionales comunicadas por las organizaciones 

querellantes y que lo mantenga informado de los resultados del proceso de 

mediación llevado a cabo en el marco de la Comisión de tratamiento de 

conflictos ante la OIT en materia de libertad sindical y negociación colectiva 

en relación con el séptimo pacto colectivo de condiciones de trabajo del 

INFOM. En caso de que el proceso de mediación no permita llegar a un 

acuerdo, el Comité subraya que el conflicto relativo a la validez del pacto 

colectivo debería ser resuelto por un órgano judicial y no por el Ministerio de 

Trabajo y Previsión Social; 

b) recordando que puede recurrir a la asistencia técnica de la Oficina, el Comité 

pide al Gobierno que tome, en consulta con las organizaciones sindicales 

concernidas, las medidas necesarias para garantizar que los procesos de 

negociación colectiva en el sector público sigan pautas claras que cumplan a 

la vez con los requisitos de sostenibilidad financiera y con el principio de 

negociación de buena fe. El Comité pide al Gobierno que lo mantenga 

informado al respecto, y 
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c) el Comité pide al Gobierno que tome las medidas necesarias para asegurar 

que la denuncia presentada ante el Ministerio Público por el SITRAINFOM 

dé lugar a la mayor brevedad a todas las investigaciones necesarias y que le 

mantenga informado de los resultados de las mismas. 

CASO NÚM. 3100 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de la India 

presentada por 

la Asociación de Policía Cívica de Bengala Occidental (WBCPA) 

Alegatos: amenazas, actos de intimidación y 

discriminación antisindical contra los líderes  

y afiliados de la WBCPA, arrestos, detenciones 

y procesamiento de los líderes de la WBCPA, 

represión violenta de las protestas, intentos de 

impedir reuniones de la organización de los 

trabajadores, injerencia en el derecho de la 

organización a organizar libremente sus 

actividades y formular sus programas 

348. La queja figura en una comunicación de fecha 12 de agosto de 2014 de la Asociación de 

Policía Cívica de Bengala Occidental (WBCPA). 

349. El Gobierno envió sus observaciones en comunicaciones con fechas 22 de abril y 2 de julio 

de 2015.  

350. La India no ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), ni el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Alegatos de la organización querellante 

351. En su comunicación de fecha 12 de agosto de 2014, la WBCPA se describe como una 

asociación de hombres y mujeres empleados por el Gobierno del estado de Bengala 

Occidental (la India) para reforzar a los servicios oficiales de policía y para ofrecer servicios 

de vigilancia rutinaria de corta duración. La organización querellante indica que, el 10 de 

octubre de 2013, el Gobierno de Bengala Occidental reclutó a 130 000 hombres y mujeres 

de entre 18 y 28 años como «voluntarios cívicos policiales» y facilita copias de la orden 

gubernativa núm. 752-PL/PB/3P-31/12, de 28 de febrero de 2013, y las Directrices sobre 

idoneidad, modalidades de ingreso, formación, funciones y cese en el servicio voluntario, 

etc. (anexo a la orden gubernativa núm. 4129-PL/PB/3P-29/11, de 26 de septiembre de 

2011), referidas en la orden anterior como el fundamento jurídico establecido para reclutar 

a 130 000 voluntarios cívicos policiales y fijar sus condiciones de trabajo. 
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352. La organización querellante indica que el empleo suponía 120 días de trabajo durante un 

período de seis meses, con una retribución diaria de 141,82 rupias de la India (INR) 

(2,30 dólares de los Estados Unidos), muy inferior al tramo más bajo del salario mínimo, 

fijado por el Gobierno en 206 rupias de la India (3,35 dólares de los Estados Unidos). La 

organización querellante declara que incluso este exiguo salario se pagaba irregularmente, a 

menudo con retrasos de entre dos y tres meses. La WBCPA indica, además, que no se 

entregaban cartas de nombramiento a los reclutas, que los pagos se hacían en función de los 

libros de registro de mano de obra (muster roll) y que en la mayoría de los distritos no se 

facilitaban uniformes. Se asignaban tareas de riesgo a hombres y mujeres jóvenes sin 

proporcionarles ninguna formación ni seguridad o protección jurídica. Seis personas 

murieron mientras estaban de servicio, entre otras Saphikul Sheikh, de la comisaría de 

Behrampur en Murshidabad, al ser arrojado de un puente por unos conductores de camión 

furiosos mientras intentaba dirigir el tráfico. No se pagó ninguna indemnización a las 

familias de los fallecidos. Los reclutas que resultan heridos no cuentan con ninguna garantía 

de que recibirán un tratamiento médico. 

353. La organización querellante indica que la policía cívica empezó a organizarse en noviembre 

de 2013 con la ayuda de la Asanghatit Kshetra Shramik Sangrami Manch (Plataforma de 

Apoyo a los Trabajadores del Sector No Sindicado). La WBCPA fue fundada en diciembre de 

2013 para mejorar las condiciones de trabajo de sus miembros. Durante las elecciones al 

Parlamento de la India (Lok Sabha) de mayo de 2014, la policía cívica estaba de servicio, pero 

el 30 de junio se les despidió. Como consecuencia, organizaron una gran protesta en Calcuta 

el 10 de julio de 2014, a la que acudieron entre 35 000 y 40 000 personas. Una delegación de 

los manifestantes se reunió con el Ministro de Trabajo del estado, que acto seguido aprobó una 

orden para inscribir a la policía cívica en el régimen de seguridad social para los trabajadores 

del sector no sindicado. El Ministro también solicitó información sobre los voluntarios que 

habían fallecido o habían resultado heridos durante el servicio para organizar las 

indemnizaciones y el tratamiento médico, y se comprometió a estudiar las demás 

reivindicaciones de la policía cívica con la Jefa del Gobierno de Bengala Occidental en el plazo 

de un mes. Entre las demás reivindicaciones se incluían la continuidad en el servicio, la 

notificación oficial del nombramiento, el pago del salario mínimo, un fondo de previsión, 

gratificaciones, cobertura a través del régimen estatal de seguros de empleo (Employment State 

Insurance Scheme – ESIS), una formación adecuada y protección en el trabajo. El 14 de julio 

de 2014, el Gobierno del estado emitió la orden núm. 1940-PL/PB/3P-31/12, por la que se 

fijaban 120 días de trabajo por 141,82 rupias de la India para el «cuerpo de voluntarios cívicos 

policiales» desde julio hasta diciembre de 2014. La orden disponía claramente que no se 

contrataría a más candidatos y que los 130 000 ya inscritos tendrían trabajo. La WBCPA 

consideró una victoria la decisión del Gobierno de Bengala Occidental. 

354. Sin embargo, tras estos acontecimientos, cuando los líderes y los miembros de la WBCPA 

volvieron a sus regiones de origen, tuvieron que enfrentarse a amenazas y a actos de 

intimidación por parte de sus superiores de los cuerpos de policía y de los líderes de los 

partidos locales. Se recibió información de que se produjeron incidentes sobre este asunto 

en casi todos los distritos de Bengala Occidental. 

355. El 16 de julio a mediodía, el Sr. Sanjay Poria, presidente de la WBCPA, fue convocado a la 

comisaría de su domicilio, situada en Keshpur (distrito de Midnapore occidental) y fue 

retenido en la oficina del comisario de policía del distrito hasta las 00.30 horas, sin que 

pudiera informar de dónde se encontraba ni a su familia ni a sus compañeros de la WBCPA. 

Durante ese rato, un grupo de funcionarios de policía de rango superior lo interrogó y 

amenazó en múltiples ocasiones. La organización querellante considera que sólo gracias a 

las repetidas llamadas telefónicas realizadas por los líderes de los sindicatos que apoyaban 

a la WBCPA, que habían logrado averiguar el paradero del Sr. Poria, se consiguió que éste 

saliera ileso aquella noche. No se permitió al Sr. Poria volver al trabajo tras aquel incidente. 

Además, se ha iniciado una causa penal contra él. 
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356. El mismo día, el funcionario responsable de la comisaría de Khatra, en el distrito de Bankura, 

amenazó con que no contrataría a ningún líder de la WBCPA. Este hecho llevó a un altercado 

con los reclutas alistados allí y la policía terminó por cargar con sus porras. La policía 

presentó sendas denuncias contra dos líderes de la WPCPA, el Sr. Arijit Mitra y el 

Sr. Chandranath Bid. 

357. La organización querellante indica que, el 17 de julio, la policía entró en la Cooperativa 

Badu, descrita como una comuna donde viven juntas 12 familias y que utilizan muchos 

activistas, incluidos los de la WBCPA, para pernoctar y como lugar de reuniones no oficial. 

Varios agentes del Servicio de Inteligencia de la Policía del Distrito preguntaron primero 

por una reunión de la policía cívica que, pensaban, iba a celebrarse en el recinto. Más tarde 

les siguió un gran contingente policial, dirigido por el comisario segundo, armado con 

bombas de gas lacrimógeno y furgones policiales, para poner fin a la supuesta reunión. Las 

personas que vivían en la Cooperativa Badu fueron tomadas por sorpresa, ya que no tenían 

información sobre dicha reunión y permanecieron cercados por la policía durante todo el 

día. 

358. La organización querellante indica que, según ciertas informaciones, el 19 de julio el 

comisario del distrito de Malda declaró que los 4 800 policías cívicos del distrito serían 

sustituidos por nuevos reclutas. Esto contradecía la taxativa declaración del Gobierno de 

Bengala Occidental de que los 130 000 ya inscritos volverían a trabajar y de que no se 

realizarían más contrataciones. A raíz de este hecho, hubo protestas masivas en muchas 

comisarias. En la comisaría de Harishchandrapur se cargó contra los manifestantes a golpe 

de porra, se detuvo a 12 personas hasta la medianoche y después se las liberó sin cargos 

gracias a la intervención de un diputado local. Entre 500 y 600 policías cívicos acudieron a 

la comisaría de Baishnabnagar, en el mismo distrito, después de que se emitiera la nueva 

circular del 19 de julio. La decisión de la policía local de sustituirlos por un nuevo grupo de 

voluntarios desató protestas que se reprimieron con violencia. Con respecto a dichas 

protestas, la policía denunció a 13 policías cívicos, entre ellos cinco mujeres y ocho hombres 

jóvenes (Khairul Islam, Sadirul Islam, Souvik Mondal, Dipali Mondal, Champa Mondal, 

Poly Rani Mondal, Noeti Mondal, Salim Mian, Kunal Singha, Sridam Mondal, Mobarak 

Hossain, Pijush Kranti Ghosh, Jharna Ghosh). 

359. La organización querellante menciona denuncias de un trato similar dispensado a los líderes 

y miembros de la WBCPA tras la movilización del 10 de julio de 2014 en casi todos los 

distritos de Bengala Occidental y facilita una lista detallada de 111 comisarías de policía 

donde tuvo lugar este tipo de prácticas: en Bankura, Birbhum, Bardhaman, Koch Bihar, 

Darjeeling, Hugli, Jalpaiguri, Murshidabad, Nadia, 24 Parganas Norte, Uttar Dinajpur, 

Midnapore occidental, Midnapore oriental, Purulia, y 24 Parganas Sur se desmovilizó a 

varios policías cívicos (29 en total) y se despidió a otros por mala conducta (742 en total) o 

sin ninguna justificación (171 en total). A otros se les amenazó con el despido o con el inicio 

de acciones penales (2 491 en total). La organización querellante indica que varios 

funcionarios responsables decían que se les había ordenado no contratar a ningún líder de la 

asociación. Se comunicó verbalmente o por escrito a los miembros y líderes de la WBCPA 

que se les estaba castigando por organizar a sus compañeros y liderar el movimiento y la 

manifestación del 10 de julio, que se les había grabado en vídeo mientras participaban en la 

manifestación y que los servicios de inteligencia de la policía habían recopilado los nombres 

de los líderes. Los organizadores a nivel de comisarías informaron de que se amenazó a 

muchos miembros y la organización querellante indica que cerca de 1 500 fueron obligados 

a comprometerse por escrito a cesar de inmediato todo tipo de relación con la WBCPA para 

poder reincorporarse a su puesto. 

360. Además, la organización querellante indica que el 20 de julio de 2014 el diario bengalí de 

referencia Bartaman Patrika informó de que la Jefa de Gobierno de Bengala Occidental 

destinó 6 500 000 rupias de la India a una operación de inteligencia para determinar quién 
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estaba detrás de la WBCPA. Se informaba asimismo de que el Departamento de Interior 

solicitó a su servicio de inteligencia que realizara una investigación secreta sobre esta 

cuestión y desplegara informadores en todos los distritos para recopilar información sobre 

la actividad de la asociación. La organización querellante afirma que, dado que todos sus 

defensores han actuado abiertamente, han solicitado y obtenido un permiso de la policía para 

celebrar una reunión multitudinaria y ruedas de prensa, se han reunido con el Ministro de 

Trabajo y han intercambiado mensajes con el Gobierno, intentar atribuirle un apoyo secreto 

sólo puede hacerse con intenciones perversas. 

361. La organización querellante indica que, hasta ahora, 3 000 de sus miembros han presentado 

peticiones individuales a los funcionarios responsables de sus comisarías, a los comisarios 

de policía de distrito, al director general, al Inspector General de la Policía y al Secretario de 

Interior de Bengala Occidental. La organización querellante manifiesta su intención de 

presentar una queja contra todas estas personas al Secretario de Interior, al Secretario 

Principal, al Ministro de Trabajo, al Ministro de Interior y a la Jefa de Gobierno. Por último, 

la WBCPA pide al Comité que examine la queja con los Gobiernos de la India y de Bengala 

Occidental para asegurarse de que se da respuesta a las siguientes reivindicaciones: 

a) que se retiren todos los cargos contra sus miembros; 

b) que los miembros que han sido despedidos de forma arbitraria vuelvan al trabajo; 

c) que se ponga fin a las amenazas y a los actos de intimidación contra sus miembros, y 

d) que se permita a los miembros de la WBCPA continuar ejerciendo su derecho de 

sindicación y a luchar de forma colectiva por unas mejores condiciones de trabajo. 

B. Respuesta del Gobierno 

362. En su comunicación de fecha 22 de abril de 2015, el Gobierno de la India indica que, de 

acuerdo con la información enviada por el Departamento de Trabajo de Bengala Occidental, 

parece que la WBCPA no está registrada conforme a la Ley de Sindicatos de 1926. Además, 

el Gobierno del estado ha indicado que, puesto que el alegato se dirige fundamentalmente 

contra funcionarios de policía, el asunto se ha discutido con el Departamento de Interior del 

estado. Se ha celebrado una reunión bajo la presidencia del secretario segundo del 

Departamento de Interior del Gobierno de Bengala Occidental con el director general 

afectado, el Inspector General de Policía y el Comisario de Policía de Calcuta. Se solicitó a 

las autoridades que entregaran un informe exhaustivo sobre la queja. También se declara que 

se entregará el informe del Departamento de Interior del estado de Bengala Occidental a la 

OIT en cuanto se reciba. 

363. En su comunicación de fecha 2 de julio de 2015, el Gobierno de la India proporciona más 

información en respuesta a ciertos alegatos de la organización querellante, de acuerdo con 

la información proporcionada por el Gobierno del estado de Bengala Occidental. Con 

respecto a la situación de la policía cívica, el Gobierno indica que los «voluntarios cívicos», 

denominados anteriormente «voluntarios cívicos policiales», fueron reclutados para apoyar 

al cuerpo oficial prestando servicio en ocasiones especiales como festivales o para gestionar 

el tráfico en situaciones de emergencia, y para ofrecer servicios de vigilancia rutinaria de 

corta duración, en función de las necesidades. El Gobierno declara que, al contrario de lo 

que se manifiesta en la queja, no se trata de un empleo regular por el que se puedan hacer 

reclamaciones relativas al pago de salarios. Ha sido diseñado como un servicio estrictamente 

voluntario para involucrar a la comunidad en algunas tareas policiales en momentos 

puntuales. Los voluntarios perciben una retribución por los servicios prestados. Los 

voluntarios cívicos no quedan obligados en modo alguno a trabajar para el Gobierno en esa 

condición. Poseen total libertad para aceptar cualquier empleo con cualquier organismo 
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público o privado en cualquier momento. El Gobierno indica además que, puesto que se trata 

de un servicio estrictamente voluntario, durante el proceso de reclutamiento la notificación 

publicada por el Gobierno de Bengala Occidental en el Boletín Oficial (Gazette) no contenía 

ninguna disposición relativa a la continuidad en el servicio, la notificación oficial del 

nombramiento, el pago de salarios, el fondo de previsión, las gratificaciones, la cobertura a 

través del régimen estatal de seguros de empleo, etc. El Gobierno hace referencia a una 

notificación publicada por el Departamento de Interior del Gobierno de Bengala Occidental 

en el Boletín Oficial, en la que se dispone claramente que ningún voluntario prestará servicio 

durante un período superior a seis meses consecutivos, y que los voluntarios seleccionados 

en el primer grupo prestarán servicio durante seis meses y después los sustituirán los 

voluntarios seleccionados en el grupo posterior para los seis meses siguientes, con el receso 

previsto. 

364. El Gobierno de Bengala Occidental rechaza el alegato de la organización querellante sobre 

el fallecimiento de Saphikul Seikh mientras estaba de servicio y declara que ningún 

voluntario cívico de la comisaría de Behrampur ha fallecido, como se alega en la queja. 

365. El Gobierno de Bengala Occidental niega que el Sr. Sanjay Poria, presidente de la WBCPA, 

fuera recluido por la fuerza y amenazado por funcionarios de policía de rango superior, y 

afirma que esos alegatos son malintencionados y carecen de fundamento. El Gobierno indica 

que, de hecho, el Sr. Poria lleva sin prestar servicio desde el 1.º de julio de 2014 y que, 

aunque se le ha convocado, no ha vuelto a presentarse al trabajo desde entonces. Asimismo, 

el Gobierno afirma que el Sr. Poria se ha visto involucrado en casos de intimidación ilícita 

a la población local en la jurisdicción adscrita a la comisaría del distrito de Keshpur. El 

asunto ha sido debidamente investigado y se ha iniciado una causa penal contra el Sr. Poria 

por delitos cometidos conforme al artículo 506 del Código Penal de la India. Fue cesado 

como voluntario cívico el 30 de agosto de 2014 por corrupción y extorsión, de conformidad 

con las Directrices del Gobierno relativas al cese en el servicio voluntario. 

366. Con respecto al alegato sobre el Sr. Arijit Mitra y el Sr. Chandranath Bid, de la comisaría de 

Khatra, distrito de Bankura, el Gobierno sostiene que, el 16 de julio de 2014, para exigir las 

mismas condiciones que los funcionarios de policía regulares, los dos se sentaron frente a la 

puerta principal de la comisaría de Khatra y obstruyeron el paso al personal de policía y al 

público en general. Esto constituía un delito de alteración de la ley y el orden público y una 

falta grave de desobediencia que perturbaba la vida normal en el espacio público. Por este 

incidente, se registró en la comisaría de Khatra la denuncia núm. 56/14 de 16 de julio de 

2014 conforme a los artículos 34, 186 y 341 del Código Penal de la India y la policía redactó 

un informe preliminar (First Information Report) contra ellos. Los dos se entregaron al 

tribunal de primera instancia superior (Court of Additional Chief Judicial Magistrate) el 

17 de julio de 2014, donde los cargos contra ellos se presentaron. Además, el Gobierno 

indica que, desde entonces, el Sr. Arijit Mitra y el Sr. Chandranath Bid fueron cesados como 

voluntarios cívicos por faltas graves de desobediencia y conducta. 

367. En cuanto a los alegatos relativos al distrito de Malda, el Gobierno indica que se habían 

constituido dos grupos, cada uno formado por 4 800 voluntarios cívicos, para emplearlos 

durante períodos rotativos de seis meses. El 19 de julio de 2014, los voluntarios cívicos 

decidieron manifestarse y cortaron varias carreteras en distintos lugares del distrito. Por estos 

incidentes se presentaron dos denuncias y se entablaron acciones judiciales. 

C. Conclusiones del Comité 

368. El Comité observa que, en este caso, la organización querellante, la Asociación de Policía 
Cívica de Bengala Occidental (WBCPA), se describe como una asociación de personas 
empleadas por el Gobierno de Bengala Occidental en calidad de miembros de un cuerpo 
voluntario de policía cívica para prestar servicios policiales y de vigilancia rutinaria y de 
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corta duración. El Comité observa que la contratación de la policía cívica se hizo por medio 
de órdenes gubernativas en las que se fijaban la retribución diaria, las condiciones de 
idoneidad, las modalidades de ingreso, la formación, las funciones y las causas de cese en 
el servicio de los voluntarios cívicos policiales. Además, el Comité observa que la WBCPA 
plantea varias inquietudes de los voluntarios cívicos policiales relativas a sus condiciones 
de trabajo, entre otras, la inseguridad en el empleo, la retribución diaria inferior al tramo 
más bajo del salario mínimo fijado por el Gobierno, los pagos irregulares, la asignación de 
tareas de riesgo sin ningún tipo de protección que en ciertos casos han causado lesiones y 
la muerte de algunos voluntarios, y la falta de un seguro médico y de compensaciones en 
caso de lesión o muerte. La WBCPA afirma que se constituyó para buscar la mejora de las 
condiciones de trabajo de sus miembros y que a raíz del despido de éstos, el 30 de junio de 
2014, organizó una gran protesta en Calcuta el 10 de julio, durante la cual una delegación 
se reunió con el Ministro de Trabajo del Gobierno de Bengala Occidental y lo informó de 
los agravios que sufrían los voluntarios cívicos policiales. El Comité observa que, de 
acuerdo con la organización querellante, la reunión supuso una victoria inmediata para la 
WBCPA, puesto que el Ministro aprobó una orden para inscribir a los voluntarios cívicos 
policiales en un programa de seguridad social para los trabajadores del sector no sindicado 
y se comprometió a estudiar con la Jefa de Gobierno las demás reivindicaciones, entre otras 
la continuidad en el servicio y el salario mínimo. Tan sólo cuatro días después, el 14 de 
julio, una nueva orden gubernativa les garantizaba la continuidad en el servicio entre julio 
y diciembre de 2014. Sin embargo, la organización querellante denuncia que empezaron a 
producirse actos de intimidación y despidos masivos de sus líderes y afiliados a partir del 
16 de julio de 2014, en vulneración de la orden gubernativa de 14 de julio. 

369. El Comité toma nota de que el Gobierno manifiesta que el trabajo de los voluntarios cívicos 
no es un empleo regular por el que se puedan presentar reclamaciones relativas al pago de 
salarios y que ha sido diseñado únicamente como un servicio voluntario para involucrar a 
la comunidad en algunas tareas policiales para momentos puntuales. Además, el Gobierno 
resalta que los voluntarios cívicos no quedan obligados en modo alguno a trabajar para el 
Gobierno en esa condición y que son totalmente libres de aceptar cualquier empleo con 
cualquier organismo público o privado en cualquier momento. Asimismo, el Gobierno 
indica que, puesto que el servicio es estrictamente voluntario, durante el proceso de 
reclutamiento la notificación publicada por el Gobierno de Bengala Occidental en el Boletín 
no contenía ninguna disposición relativa a la continuidad en el servicio, la notificación 
oficial del nombramiento, el pago de salarios, el fondo de previsión, las gratificaciones, la 
cobertura a través del régimen estatal de seguros de empleo, etc., y se menciona que los 
voluntarios seleccionados en el primer grupo prestarían servicio durante seis meses y 
después los sustituirían los voluntarios seleccionados en el grupo posterior para los 
siguientes seis meses. 

370. El Comité desea observar en primer lugar que considera que las actividades realizadas por 
parte de los voluntarios cívicos policiales de Bengala Occidental deben considerarse como 
trabajo y, como tal, están cubiertas por los principios de la libertad sindical. El Comité 
constata asimismo que la preocupación principal del Gobierno radica en si voluntarios 
cívicos tienen o no derecho a presentar reclamaciones relativas al pago de salarios y a la 
continuidad en el servicio, dado el carácter estrictamente voluntario de éste. Sin embargo, 
la organización querellante sostiene que estas cuestiones afectan de un modo importante a 
las condiciones de trabajo de sus afiliados, por cuya mejora la organización se ha 
comprometido a trabajar y sobre las que ha negociado (con un éxito parcial) con el Ministro 
del Trabajo del Gobierno de Bengala Occidental el 10 de julio de 2014. 

371. Con respecto a la declaración del Gobierno de que el trabajo de los voluntarios cívicos no 
constituye un empleo regular, el Comité recuerda que, de acuerdo con los principios de 
libertad sindical, todos los trabajadores tienen derecho a constituir las organizaciones que 
estimen convenientes y a afiliarse a las mismas. El Comité observa que el Gobierno no 
parece cuestionar en sí el derecho de sindicación de los voluntarios cívicos y que en efecto 
el Gobierno de Bengala Occidental ha entablado relaciones con la Asociación de Policía 
Cívica de Bengala Occidental. Sin embargo, el Gobierno no reconoce el derecho de la 
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organización querellante a presentar quejas relativas a los salarios y, por tanto, rechaza de 
manera implícita su derecho a organizarse con el fin de promover y defender los intereses 
laborales de sus miembros mediante la negociación colectiva y otras acciones colectivas. 

372. En cuanto al carácter voluntario de la labor de la policía cívica en este caso, el Comité 
observa que en el Informe sobre el estado del voluntariado en el mundo de 2011, redactado 
por Voluntarios de las Naciones Unidas, se dispone que «los tres criterios de voluntad libre, 
motivación no pecuniaria y beneficio para otros pueden aplicarse a cualquier acción para 
evaluar si se trata de voluntariado». El Comité toma nota de que la orden gubernativa 
núm. 752-PL/PB/3B-31/12, de fecha 28 de febrero de 2013, fija una retribución de 
141,81 rupias de la India al día para los voluntarios cívicos policiales, mientras que, de 
acuerdo con el alegato de la organización querellante, que el Gobierno no impugna, el 
tramo más bajo del salario mínimo fijado por el Gobierno era de 206 rupias de la India 
para el mismo período. El Comité observa que la retribución fijada para los voluntarios, si 
bien inferior al salario mínimo, parecería más que una recompensa simbólica destinada a 
cubrir gastos. Aunque el Gobierno afirma que los voluntarios cívicos de Bengala Occidental 
poseen total libertad para aceptar cualquier empleo en cualquier momento y que la labor 
de los voluntarios cívicos policiales ha sido diseñada como un servicio estrictamente 
voluntario para involucrar a la comunidad en algunas tareas policiales en momentos 
puntuales, parece desprenderse de la queja, que la policía cívica voluntaria atrae 
principalmente a jóvenes desempleados que se alistan para poder percibir una retribución 
ante la falta de otras fuentes de ingreso, por lo que puede considerarse que existen 
motivaciones pecuniarias. 

373. El Comité, si bien toma nota de la indicación del Gobierno sobre el carácter «estrictamente 
voluntario» del servicio y del hecho de que los voluntarios cívicos pueden aceptar cualquier 
empleo en cualquier momento (lo cual excluye cualquier reclamación legítima relativa a los 
salarios), también observa que lo dispuesto en el apartado 4 de la orden gubernativa 
núm. 752-PL/PB/3P-31/12, de fecha 28 de febrero de 2013, dio lugar a que se contratara a 
voluntarios cívicos de manera sucesiva y continuada, ya que se eliminaba la condición 
fijada en la orden gubernativa anterior, por la que cada grupo de voluntarios debía prestar 
servicio durante seis meses y después ser sustituido por el siguiente grupo. A este respecto, 
el Comité también toma nota del alegato de la organización querellante (no impugnada por 
el Gobierno), según el cual, el 14 de julio de 2014 el Gobierno del estado emitió la orden 
núm. 1940-PL/PB/3P-31/12, en la que se fijaban 120 días de trabajo por 141,82 rupias de 
la India para el «cuerpo de voluntarios cívicos policiales» de julio a diciembre de 2014. La 
orden disponía claramente que no se inscribiría a nuevos candidatos y que los 130 000 ya 
inscritos volverían a trabajar. Habida cuenta de lo anterior, el Comité considera que la 
labor de los voluntarios cívicos, que conlleva una retribución, la determinación de horas de 
trabajo y la continuidad en el servicio, también debe garantizar a estos trabajadores la 
protección que confieren los principios de la libertad sindical, incluido el derecho de 
negociación colectiva. 

374. Con respecto a la presunta privación de libertad y al interrogatorio al presidente de la 
WBCPA, el Sr. Poria, el 16 de julio de 2014, el Comité observa que el Gobierno niega 
rotundamente el alegato de la organización querellante, y afirma que el Sr. Poria no ha sido 
recluido por la fuerza ni amenazado por funcionarios de policía de rango superior. Sin 
embargo, el Gobierno reconoce, como alega la organización querellante, que se han 
presentado cargos penales contra el Sr. Poria. Asimismo, el Comité observa que la 
organización querellante y el Gobierno discrepan sobre el fundamento de dichos cargos: 
mientras que la organización querellante sostiene que la causa se inició por la actividad del 
Sr. Poria en su condición de presidente de la WBCPA, el Gobierno afirma que éste se ha 
visto involucrado en casos de intimidación ilícita a la población local, un delito previsto en 
el artículo 506 del Código Penal de la India. Del mismo modo, respecto de las denuncias de 
la policía contra el Sr. Arijit Mitra y el Sr. Chandranath Bid, líderes de la WBCPA en el 
distrito de Bankura, el Comité toma nota de que la organización querellante sostiene que 
los cargos presentados carecen de fundamento, mientras que el Gobierno afirma que los 
acusados han cometido un delito de alteración de la ley y el orden público y perturbado la 
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vida normal en el espacio público, siendo estas infracciones tipificadas en los artículos 341 
y 186 del Código Penal de la India. Teniendo en consideración la divergencia entre lo 
declarado por la organización querellante y el Gobierno, y para poder examinar los 
alegatos con pleno conocimiento de los hechos, el Comité pide al Gobierno que envíe 
información detallada sobre la evolución y el resultado de los procesos judiciales iniciados 
contra los líderes de la WBCPA anteriormente mencionados y remita los textos de las 
resoluciones pronunciadas junto con los motivos aducidos. 

375. En cuanto al cese en el servicio voluntario de los líderes de la WBCPA, el Sr. Sanjay Poria, 
el Sr. Arijit Mitra y el Sr. Chandranath Bid, el Comité observa que el Gobierno aduce 
motivos de corrupción y extorsión y faltas graves de desobediencia y conducta, mientras 
que la organización querellante relaciona el cese con las actividades de estas personas en 
su condición de líderes de la WBCPA y con las exigencias que plantearon en nombre de los 
miembros de la asociación. El Comité también observa que la organización querellante 
hace referencia a informes de funcionarios responsables de comisarías que habrían 
afirmado que las comisarías de casi todos los distritos del estado de Bengala Occidental 
emitieron la orden de no contratar a los líderes de la WBCPA. El Comité recuerda que uno 
de los principios fundamentales de la libertad sindical es que los trabajadores gocen de 
protección adecuada contra los actos de discriminación antisindical en relación con su 
empleo — tales como despido, descenso de grado, traslado y otras medidas perjudiciales — 
y que dicha protección es particularmente necesaria tratándose de delegados sindicales, 
porque para poder cumplir sus funciones sindicales con plena independencia deben tener 
la garantía de que no serán perjudicados en razón del mandato que detentan en el sindicato. 
El Comité ha estimado que tal garantía, en el caso de dirigentes sindicales, es también 
necesaria para dar cumplimiento al principio fundamental de que las organizaciones de 
trabajadores han de contar con el derecho de escoger a sus representantes con plena 
libertad [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, 
quinta edición (revisada), 2006, párrafo 799].  

376. El Comité toma nota de las alegaciones de la organización querellante respecto de la 
discriminación antisindical generalizada contra los miembros de la WBCPA, que en algunos 
casos se vio acompañada de amenazas y actos de intimidación. En particular, la 
organización querellante indica que se comunicó verbalmente o por escrito a los miembros 
de la WBCPA que se les estaba castigando por organizar a sus compañeros y liderar el 
movimiento y la manifestación del 10 de julio, que se les había grabado en vídeo mientras 
participaban en la manifestación y que los servicios de inteligencia de la policía habían 
recopilado los nombres de los líderes. Asimismo, la organización querellante indica que se 
desmovilizó a 29 voluntarios, se despidió a 742 por mala conducta y a 171 sin ninguna 
justificación, y se amenazó a 2 491 con el despido o con el inicio de acciones penales, al 
tiempo que se obligó a 1 500 voluntarios a comprometerse por escrito a cesar de inmediato 
todo tipo de relación con la WBCPA para poder reincorporarse a su puesto. El Comité 
observa con preocupación que el Gobierno no ha realizado ninguna observación en 
respuesta a estos alegatos. El Comité señala que amenazar e intimidar de forma directa a 
los miembros de una organización de trabajadores y obligarlos a que se comprometan a 
romper los vínculos con su organización bajo la amenaza del despido supone negar los 
derechos de libertad sindical de estos trabajadores.  
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377. En cuanto a lo ocurrido en el distrito de Malda, el Comité observa que la organización 
querellante indica que el 19 de julio de 2014 se declaró que los 4 800 voluntarios cívicos 
del distrito serían sustituidos, lo que contravenía la orden gubernativa emitida cinco días 
antes, por la que se garantizaba la continuidad en el servicio de los ya inscritos. Con 
respecto al mismo caso, el Gobierno indica que se constituyeron dos grupos, cada uno 
formado por 4 800 voluntarios cívicos, para emplearlos durante períodos rotativos de seis 
meses. Tanto el Gobierno como la organización querellante indican que se produjeron 
disturbios en el distrito a raíz de la decisión de sustituir a los voluntarios cívicos del primer 
grupo. El Gobierno indica en términos generales que los voluntarios cívicos se 
manifestaron, cortando varias carreteras en distintos lugares del distrito, se presentaron 
dos denuncias y se emprendieron acciones judiciales con respecto a dichos incidentes. La 
organización querellante indica en particular que en Harishchandrapur se cargó contra los 
manifestantes a golpe de porra, se detuvo a 12 personas hasta la medianoche y después se 
las liberó sin cargos gracias a la intervención de un diputado local; en Baishnabnagar 
también se reprimió con dureza las protestas y la policía denunció a 13 policías cívicos. 
Asimismo, la organización querellante indica que el 16 de julio de 2014, en la comisaría de 
Khatra (distrito de Bankura), la negativa del funcionario responsable de contratar a los 
líderes de la WBCPA llevó también a un altercado con todos los allí inscritos y la policía 
terminó por cargar con sus porras. El Comité observa con preocupación que el Gobierno 
no ha proporcionado ninguna información sobre la represión violenta y la detención de 
manifestantes. El Comité recuerda que los trabajadores deben poder gozar del derecho de 
manifestación pacífica para defender sus intereses profesionales; las autoridades policiales 
deberían recibir instrucciones precisas a fin de evitar que, en los casos en que no esté 
seriamente amenazado el orden público, se detenga a personas por el simple hecho de haber 
organizado o participado en una manifestación; y que las autoridades sólo deberían 
recurrir a la fuerza pública cuando se halla realmente amenazado el orden público. La 
intervención de la fuerza pública debe guardar debida proporción con la amenaza del orden 
público que se trata de controlar y los gobiernos deberían tomar disposiciones para que las 
autoridades competentes reciban instrucciones adecuadas con el objeto de eliminar el 
peligro que implica los excesos de violencia cuando se trata de controlar manifestaciones 
que pudieran entrañar alteración al orden público [véase Recopilación, op. cit., 
párrafos 133, 151 y 140]. El Comité pide al Gobierno que realice una investigación sobre 
los alegatos relativos al uso de la fuerza por parte de la policía durante las manifestaciones 
de los voluntarios cívicos y lo mantenga informado de las conclusiones. Asimismo, el Comité 
pide al Gobierno que le proporcione información detallada sobre la evolución y el resultado 
de los procesos judiciales iniciados contra los 13 manifestantes de Baishnabnagar 
mencionados en el párrafo 11 del presente informe y le remita una copia de las resoluciones 
adoptadas. 

378. En relación al alegato de la muerte de Saphikul Sheikh, de la comisaría de Behrampur, el 
Comité toma nota de que el Gobierno declara que no murió el referido voluntario cívico 
como se alega en la queja. En vista de la gravedad de este alegato el Comité pide al 
Gobierno que elucide dicho alegato para asegurar que los hechos sean debidamente 
esclarecidos y que le informe al respecto. 

379. El Comité toma nota del alegato de la organización querellante, según el cual la policía 
entró en la Cooperativa Badu, una comuna donde viven juntas 12 familias y que utilizaban 
miembros de la WBCPA para pernoctar y como lugar de reuniones no oficial, para 
supuestamente impedir una reunión de la organización que, pensaban, iba a celebrarse en 
el recinto. Tomando nota de que el Gobierno no ha respondido a este alegato, el Comité 
espera que el derecho de las organizaciones de trabajadores a celebrar reuniones para 
examinar cuestiones profesionales sin injerencia de las autoridades será plenamente 
garantizado en el futuro. 

380. A la luz de las divergencias en las informaciones proporiconadas y las opinoines expresadas 
en relación a varios alegatos en este caso, el Comité pide al Gobierno que facilite la 
implicación del Gobierno de Bengala Occidental y la WBCPA en un diálogo social 
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constructivo y en la negociación colectiva con miras a resolver todas las cuestiones 
pendientes.  

Recomendaciones del Comité 

381. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 
Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité pide al Gobierno que proporcione información detallada sobre el 
resultado de los procedimientos judiciales iniciados contra los líderes de la 
WBCPA, el Sr. Sanjay Poria, el Sr. Arijit Mitra y el Sr. Chandranath Bid y 
que le remita una copia de las resoluciones pronunciadas; 

b) el Comité pide al Gobierno que realice una investigación sobre las 
alegaciones relativas al uso de la fuerza por parte de la policía como respuesta 
a las manifestaciones de los voluntarios cívicos en los distritos de Malda y 
Bankura y que lo mantenga informado de las conclusiones de la 
investigación. Asimismo, pide al Gobierno que proporcione información 
sobre la evolución y el resultado de los procesos judiciales iniciados contra 
los 13 manifestantes de Baishnabnagar mencionados en el párrafo 11 del 
presente documento, y le remita una copia de las resoluciones pronunciadas; 

c) el Comité pide al Gobierno que elucide los alegatos de la WBCPA relativos a la 
muerte del voluntario cívico, Saphikal Sheikh, y que le informe al respecto, y 

d) el Comité pide al Gobierno que facilite la implicación del Gobierno de 
Bengala Occidental y la WBCPA en un diálogo social constructivo y en la 
negociación colectiva con miras a resolver todas las cuestiones pendientes. 

CASO NÚM. 3140 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de Montenegro 

presentada por 

la Confederación Sindical Internacional (CSI) 

Alegatos: la organización querellante alega que 

la Sra. Sandra Obradovic, presidenta del 

sindicato de la Planta de Aluminio de Podgorica 

(KAP) y miembro de la junta directiva de la 

Unión de Sindicatos Libres de Montenegro 

(UFTUM), fue despedida de la KAP por ejercer 

actividades sindicales 

382. La queja figura en una comunicación de la Confederación Sindical Internacional (CSI) de 

fecha 7 de julio de 2015. 

383. El Gobierno envió sus observaciones por comunicaciones de fechas 3 de septiembre y 6 de 

noviembre de 2015. 
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384. Montenegro ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98), y el Convenio sobre los representantes de los 

trabajadores, 1971 (núm. 135). 

A. Alegatos de la organización querellante 

385. En su comunicación de fecha 7 de julio de 2015, la organización querellante alega que la 

Planta de Aluminio de Podgorica (KAP) despidió a la Sra. Sandra Obradovic, presidenta del 

sindicato de la KAP y miembro de la junta directiva de la Unión de Sindicatos Libres de 

Montenegro (UFTUM), por ejercer actividades sindicales, en violación del convenio 

colectivo vigente, de la legislación nacional y de los Convenios de la OIT núms. 87 y 98. La 

organización querellante afirma en particular que, antes de su despido, la Sra. Obradovic 

había protestado en repetidas ocasiones por el hecho de que, debido a un procedimiento de 

quiebra iniciado contra la empresa, se les había negado a los trabajadores de la KAP la 

posibilidad de tomar sus vacaciones anuales. La organización querellante también alega que 

el despido de la Sra. Obradovic se publicó en los medios de comunicación de Montenegro, 

incluso antes de que fuera formalmente despedida el 31 de marzo de 2015 y que 

posteriormente la dirección de la KAP formuló una serie de justificaciones poco 

convincentes (e ilegales) de su despido como, por ejemplo, la necesidad de reducir la 

plantilla del departamento donde trabajaba la Sra. Obradovic, aunque su reemplazante fue 

contratado de inmediato, y la necesidad de contratar a personal más joven y jubilar 

anticipadamente a la Sra. Obradovic a pesar de que sólo tenía 47 años de edad. Además, la 

organización querellante indica que la Sra. Obradovic apeló la decisión relativa a la 

terminación de su contrato de trabajo ante el Tribunal de Comercio de Montenegro y que, 

en junio de 2015, dos comunicaciones, una de la querellante y otra de la Confederación 

Europea de Sindicatos (CES), fueron enviadas al Ministerio de Trabajo y Bienestar Social, 

solicitando su intervención ante la dirección de la KAP a los efectos de garantizar el reintegro 

inmediato de la Sra. Obradovic y el pago íntegro de los salarios atrasados. Según la 

organización querellante, el Ministerio respondió que, a pesar de que había presentado una 

solicitud a los servicios de inspección del trabajo a fin de que efectuaran una inspección en 

la KAP relativa a la terminación de los contratos de trabajo de varios empleados, los 

servicios de inspección del trabajo informaron que, dado que la empresa estaba en quiebra, 

una entidad del Poder Ejecutivo no podía interferir en la labor de las autoridades judiciales 

encargadas de la supervisión del procedimiento de quiebra y, por lo tanto, la inspección del 

trabajo, que es un procedimiento administrativo, no se pudo realizar. En una comunicación 

de fecha 10 de agosto de 2015, la organización querellante suministra información adicional, 

en particular, una sentencia del Tribunal de Comercio de Montenegro de fecha 24 de julio 

de 2015, en la que el Tribunal desestimó la queja presentada por la Sra. Obradovic en la que 

solicitaba la anulación de la decisión relativa a la terminación de su contrato de trabajo 

adoptada por el síndico de la quiebra. 

386. Por otra parte, en su comunicación de fecha 7 de julio de 2015, la organización querellante 

indica que la junta directiva del sindicato de la KAP, en consulta con la UFTUM, adoptó, el 

27 de abril de 2015, una decisión según la cual la Sra. Obradovic debía seguir asumiendo 

sus responsabilidades de presidenta del sindicato de la KAP hasta la solución del conflicto 

judicial relativo a la legalidad de su despido. Sin embargo, la organización querellante afirma 

que, el 30 de abril de 2015, cuando la Sra. Obradovic intentó ingresar en los locales del 

sindicato situados en el lugar de trabajo, en su calidad de presidenta del sindicato de la KAP, 

en la entrada de la planta un guardia de seguridad privado no le permitió ingresar en el 

edificio. En consecuencia, la Sra. Obradovic envió una solicitud escrita a la dirección para 

que le facilitara el acceso a los locales del sindicato todos los días laborables de las 7 a las 

15 horas hasta que fuera pronunciado el fallo definitivo en el caso mencionado. Según la 

organización querellante, la dirección declaró que no podía cumplir dicha solicitud porque 

la Sra. Obradovic ya no era empleada de la KAP y, por lo tanto, no tenía acceso a los locales 
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del sindicato situados en la propiedad privada de la empresa. En consecuencia, la UFTUM 

recurrió ante el Defensor del Pueblo de Montenegro con el fin de que la Sra. Obradovic 

pudiera ingresar en los edificios de la empresa y ejercer sus responsabilidades como 

presidenta del sindicato de la KAP. La organización querellante precisa que la 

Sra. Obradovic aún no ha podido ingresar en los locales del sindicato. 

B. Respuesta del Gobierno 

387. En su comunicación de fecha 3 de septiembre de 2015, el Gobierno indica que el Ministerio 

de Trabajo y Bienestar Social envió a la KAP una carta, de fecha 26 de junio de 2015, en la 

que solicitaba información sobre la situación jurídica laboral de la Sra. Obradovic. En su 

respuesta al Ministerio de fecha 2 de julio de 2015, la KAP declara que: i) el procedimiento 

de quiebra contra la empresa se inició en virtud de la decisión del Tribunal de Comercio de 

Montenegro el 8 de julio de 2013; ii) en virtud de la autorización contenida en el artículo 32 

de la Ley de Quiebras, el síndico emitió una decisión que invalidaba todas las medidas u 

ordenanzas generales de la empresa; iii) de conformidad con la Ley de Quiebras, el síndico 

puede, en cualquier etapa del procedimiento de quiebra, dar por terminado un contrato de 

trabajo ex lege, independientemente de la cláusula de protección general contenida en la Ley 

del Trabajo y el convenio colectivo, y, por tanto, su decisión es definitiva; iv) de 

conformidad con la Ley de Quiebras, el síndico rescindió más de 600 contratos de trabajo 

de trabajadores, quienes después de la apertura de la quiebra fueron empleados 

temporalmente, entre ellos la Sra. Obradovic, cuya contratación ya no era necesaria en el 

marco del procedimiento de quiebra; v) el criterio exclusivo empleado para decidir la 

terminación de la relación de empleo fue que ya no era necesario seguir contratando a una 

persona, y no así las actividades sindicales consideradas, ni cualquier otra razón; vi) la Ley 

de Quiebras es la ley especial que regula de manera imperativa el procedimiento de quiebra 

(artículo 7, 1), de la Ley de Quiebras); vii) las actividades sindicales no gozan de una 

protección especial en las situaciones de quiebra, y viii) el procedimiento de quiebra está 

regido por el Tribunal de Comercio y toda presión sobre las autoridades de la quiebra con el 

pretexto de una presunta discriminación contra la Sra. Obradovic constituye una injerencia 

inadmisible en el proceso judicial. Además, en su carta la KAP explica que, de conformidad 

con el artículo 20 de la Ley de Quiebras, toda persona que tenga un interés jurídico, podrá 

presentar una objeción al Tribunal (juez de quiebra) contra cualquier acción realizada por el 

síndico en un plazo de cinco días después de tomar conocimiento de la dicha acción, o al 

Tribunal de Apelación a los efectos de impugnar la decisión de un juez de quiebra. También 

señala que la Sra. Obradovic inició una acción ante el Tribunal de Comercio de Montenegro 

con el fin de evaluar la legalidad de la decisión relativa a la terminación de su contrato de 

trabajo y que todas las personas cuyos contratos de trabajo habían sido rescindidos durante 

la quiebra ejercieron uno de los derechos contenidos en el programa social, a saber, elegir 

acogerse ya sea a la indemnización por despido o a la jubilación, lo que incluía a la 

Sra. Obradovic que reunía las condiciones requeridas y tiene derecho a una pensión. 

C. Conclusiones del Comité 

388. El Comité observa que este caso se refiere a alegatos de despido antisindical de la 
Sra. Sandra Obradovic, presidenta del sindicato de la Planta de Aluminio de Podgorica 
(KAP) y miembro de la junta directiva de la Unión de Sindicatos Libres de Montenegro 
(UFTUM), así como al hecho de que presuntamente la dirección de la empresa se negó a 
autorizar el ingreso de la Sra. Obradovic en los locales sindicales después de su despido. 

389. En relación con los alegatos de despido antisindical, el Comité toma nota de que la 
organización querellante sostiene que la Sra. Obradovic fue despedida el 31 de marzo 
de 2015, porque, en su función de presidenta de la organización sindical, había protestado 
en repetidas ocasiones por el hecho de que la dirección había negado a los trabajadores de 
la empresa la posibilidad de tomar sus vacaciones anuales después de haberse iniciado un 



GB.326/INS/12 

 

110 GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  

procedimiento de quiebra contra la empresa. El Comité observa que, como lo afirma la 
organización querellante, la dirección presentó una serie de justificaciones para el despido 
de la Sra. Obradovic como, por ejemplo, la necesidad de reducir la plantilla del 
departamento donde trabajaba la Sra. Obradovic y la necesidad de contratar a personal 
más joven. Sin embargo, la organización querellante alega que un reemplazante fue 
contratado de inmediato en su puesto — acusación a la que la empresa no ha respondido. 
El Comité también toma nota de las informaciones comunicadas por la organización 
querellante, según las cuales la Sra. Obradovic apeló la decisión relativa a la terminación 
de su contrato de trabajo ante el Tribunal de Comercio de Montenegro y que, en junio 
de 2015, dos comunicaciones, una de la querellante y otra de la Confederación Europea de 
Sindicatos (CES), fueron enviadas al Ministerio de Trabajo y Bienestar Social solicitando 
su intervención ante la dirección de la empresa a los efectos de garantizar el reintegro 
inmediato de la Sra. Obradovic y el pago íntegro de los salarios atrasados. El Comité 
también observa que la organización querellante explica que, si bien el Ministerio de 
Trabajo y Bienestar Social había pedido a los servicios de inspección del trabajo que 
realizaran una inspección en la empresa relativa a la terminación de los contratos de 
trabajo de varios empleados, entre ellos la Sra. Obradovic, dicha inspección, que era una 
medida administrativa, no se pudo realizar, ya que había sido considerada como una 
injerencia en la labor de las autoridades judiciales encargadas de la supervisión del 
procedimiento de quiebra. 

390. El Comité toma nota de la información proveniente de la empresa, proporcionada por el 
Gobierno, en relación con los alegatos de despido antisindical de la Sra. Obradovic, en la 
que se indica que: i) el procedimiento de quiebra contra la empresa se inició en virtud de la 
decisión del Tribunal de Comercio de Montenegro el 8 de julio de 2013; ii) en virtud de la 
autorización contenida en el artículo 32 de la Ley de Quiebras, el síndico emitió una 
decisión que invalidaba todas las medidas u ordenanzas generales de la empresa; iii) de 
conformidad con la Ley de Quiebras, el síndico puede, en cualquier etapa del procedimiento 
de quiebra, dar por terminado un contrato de trabajo ex lege, independientemente de la 
cláusula de protección general contenida en la Ley del Trabajo y el convenio colectivo, y, 
por tanto, su decisión es definitiva; iv) de conformidad con la Ley de Quiebras, el síndico 
rescindió más de 600 contratos de trabajo de trabajadores quienes, después de la apertura 
de la quiebra fueron empleados temporalmente, entre ellos la Sra. Obradovic, cuya 
contratación ya no era necesaria en el marco del procedimiento de quiebra; v) el criterio 
exclusivo empleado para decidir la terminación de la relación de empleo fue que ya no era 
necesario seguir contratando a una persona, y no así sus actividades sindicales; vi) la Ley 
de Quiebras es la lex specialis que regula de manera imperativa el procedimiento de quiebra 
(artículo 7, 1), de la Ley de Quiebras); vii) las actividades sindicales no gozan de una 
protección especial en las situaciones de quiebra; viii) el procedimiento de quiebra está 
regido por el Tribunal de Comercio y toda presión sobre las autoridades de la quiebra con 
el pretexto de una presunta discriminación contra la Sra. Obradovic constituye una 
injerencia inadmisible en el proceso judicial; ix) de conformidad con el artículo 20 de la 
Ley de Quiebras, toda persona que tenga un interés jurídico, podrá presentar una objeción 
al Tribunal (juez de quiebra) contra cualquier acción realizada por el síndico en un plazo 
de cinco días después de tomar conocimiento de la dicha acción, o ante el Tribunal de 
Apelación a los efectos de impugnar la decisión de un juez de quiebra; x) la Sra. Obradovic 
inició una acción ante el Tribunal de Comercio de Montenegro con el fin de evaluar la 
legalidad de la decisión relativa a la terminación de su contrato de trabajo, y xi) todas las 
personas cuyos contratos de trabajo habían sido rescindidos durante la quiebra ejercieron 
uno de los derechos contenidos en el Programa Social, a saber, elegir acogerse ya sea a la 
indemnización por despido o a la jubilación, lo que incluía a la Sra. Obradovic que reunía 
las condiciones requeridas y tiene derecho a una pensión. 

391. Por último, el Comité toma nota de la sentencia del Tribunal de Comercio de Montenegro 
de fecha 24 de julio de 2015, en la que el Tribunal desestimó la queja presentada por la 
Sra. Obradovic en la que solicitaba la anulación de la decisión relativa a la terminación de 
su contrato de trabajo adoptada por el síndico de la quiebra. El Comité observa que, si bien 
la Sra. Obradovic alegó ante el Tribunal que la decisión relativa a la terminación de su 
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contrato fue tomada únicamente como una oposición a sus actividades sindicales, la 
empresa afirmó que su despido se debía a que su trabajo ya no era necesario y a la decisión 
de reducir los costos ocasionados por la quiebra, y no a un despido por causas económicas 
o a cualquier otra razón, y que por otra parte se habían rescindido 12 contratos de trabajo 
más en el mismo sector. El Comité toma nota asimismo del resumen de los argumentos de 
la empresa presentado por el Tribunal: i) después de la apertura de la quiebra el 8 de julio 
de 2013, los contratos de trabajo de todos los empleados fueron rescindidos y 
posteriormente éstos fueron reintegrados de manera temporal, incluida la Sra. Obradovic, 
que estuvo empleada hasta su despido el 31 de marzo de 2015; ii) en vista de que no utilizó 
los recursos jurídicos previstos en la Ley de Quiebras para impugnar la decisión relativa a 
la terminación de su contrato de trabajo (objeción ante el juez de quiebra), sino que empleó 
los que figuran en la Ley del Trabajo, la queja que presentó ante el Tribunal de Comercio 
de Montenegro fue improcedente, y iii) ni la Ley de Quiebras ni la legislación nacional 
positiva requieren que el empleador proteja en mayor medida los derechos de los 
sindicalistas y de sus representantes que los de otros trabajadores. El Comité también toma 
nota de la argumentación del Tribunal según la cual: i) el procedimiento de quiebra es 
regido de manera imperativa por la Ley de Quiebras, que determina las condiciones y 
modalidades relativas a la terminación de la relación de empleo de los empleados que 
trabajan para el deudor en un procedimiento de quiebra, y ii) la Ley de Quiebras no permite 
que se interponga una queja contra de las decisiones del síndico si bien, de conformidad 
con el artículo 23.1.6 de la ley, se puede presentar una objeción ante el juez de quiebra, y, 
en virtud del artículo 19, se puede presentar, en un plazo de ocho días, un recurso ante el 
tribunal competente contra la decisión adoptada en el procedimiento de quiebra. El Comité 
toma nota de la conclusión del Tribunal según la cual la solicitud de anulación de la 
decisión del síndico relativa a la terminación de la relación de trabajo de la Sra. Obradovic 
es improcedente y debe rechazarse. El Comité observa además que dado que la denuncia 
fue desestimada por motivos de procedimiento, el Tribunal de Comercio no abordó los 
alegatos de despido antisindical. 

392. A este respecto, el Comité desea señalar a la atención el Convenio (núm. 135) y la 
Recomendación sobre los representantes de los trabajadores, 1971 (núm. 143), en los que 
se establece expresamente que los representantes de los trabajadores en la empresa deberán 
gozar de protección eficaz contra todo acto que pueda perjudicarlos, incluido el despido 
por razón de su condición de representantes de los trabajadores, de sus actividades como 
tales, de su afiliación al sindicato, o de su participación en la actividad sindical, siempre 
que actúen conforme a las leyes, contratos colectivos u otros acuerdos comunes en vigor 
[véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, quinta 
edición (revisada), 2006, párrafo 800]. El Comité también desea subrayar la conveniencia 
de dar prioridad a los representantes de los trabajadores respecto de su continuación en el 
empleo en caso de reducción del personal, para garantizar la protección efectiva de tales 
dirigentes [véase Recopilación, op. cit., párrafo 833]. El Comité considera que estos 
principios también son pertinentes en lo que respecta a los procedimientos de quiebra 
cuando la empresa continúa operando. 

393. El Comité expresa su profunda preocupación por el hecho de que los alegatos de despido 
antisindical objeto del presente caso nunca han sido examinados por el Gobierno. Los 
servicios de inspección del trabajo no han podido examinar este asunto, presuntamente por 
causa del procedimiento de quiebra pendiente, mientras que la apelación presentada ante 
el Tribunal de Comercio fue rechazada por razones de procedimiento, lo cual incluía la 
consideración según la cual no existe ninguna necesidad que se proteja a los representantes 
de los trabajadores en mayor medida que a los empleados de plantilla. Por otra parte, el 
Comité observa que el procedimiento de quiebra se inició en 2013, debido a lo cual se dieron 
contratos temporales a todos los trabajadores. En 2015, la Sra. Obradovic y 
12 trabajadores más fueron despedidos porque, según la empresa, su contratación ya no 
era necesaria; la empresa no respondió al alegato según el cual el remplazante de la 
Sra. Obradovic fue contratado de inmediato. Además, el Comité expresa su preocupación 
por el hecho de que, a pesar de los alegatos sumamente graves formulados en relación con 
el carácter antisindical del despido de la Sra. Obradovic, la empresa no ha presentado 
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ninguna argumentación para refutar directamente las reclamaciones específicas 
formuladas. 

394. A la luz de los principios antes mencionados y de las circunstancias del presente caso, en 
las que la empresa continua operando, el Comité considera que se deberían haber hecho 
esfuerzos para mantener al representante de los trabajadores — en este caso la 
Sra. Obradovic — en el empleo. Por consiguiente, el Comité pide al Gobierno que se 
asegure de que el procedimiento de quiebra no conduzca a una situación en que los alegatos 
de despido antisindical no se puedan tratar, y que examine detalladamente los alegatos 
presentados por la Sra. Obradovic sin demora con el fin de garantizar su reintegro en la 
empresa como primera medida, en caso de que se compruebe que su despido se debió a sus 
actividades sindicales. En los casos en que el reintegro no sea posible, el Gobierno velará 
por que se abone a los trabajadores interesados una compensación adecuada que implique 
una sanción disuasiva suficiente contra tales despidos que constituyen actos de 
discriminación antisindical [véase Recopilación, op. cit., párrafo 845]. El Comité pide al 
Gobierno que le mantenga informado de toda evolución de la situación a este respecto. 

395. En lo referente al acceso a los locales sindicales, el Comité toma nota de la indicación de 
la organización querellante según la cual cuando el 30 de abril de 2015 la Sra. Obradovic 
intentó ingresar en los locales del sindicato, en su calidad de presidenta de la organización 
sindical (función que el sindicato decidió que tenía que seguir cumpliendo incluso después 
de su despido y hasta la solución del conflicto judicial relativo a la legalidad de su despido), 
en la entrada de la planta un guardia de seguridad privado no le permitió ingresar en el 
edificio. El Comité toma nota de que, según indicó la organización querellante, la 
Sra. Obradovic envió una solicitud escrita a la dirección para que autorizara su ingreso en 
los locales del sindicato todos los días laborables de las 7 a las 15 horas hasta que fuera 
pronunciado el fallo definitivo en el caso mencionado, pero que la dirección de la empresa 
negó la solicitud indicando que la Sra. Obradovic ya no era empleada de la empresa y, por 
lo tanto, no tenía acceso a los locales del sindicato situados en la propiedad privada de la 
empresa. El Comité también observa que, en agosto de 2015, la UFTUM presentó un 
recurso ante el Defensor del Pueblo de Montenegro con el fin de que la Sra. Obradovic 
pudiera ingresar en los edificios de la empresa y ejercer sus responsabilidades como 
presidenta de la organización sindical. No obstante, la Sra. Obradovic aún no ha podido 
ingresar en los locales del sindicato. El Comité lamenta que el Gobierno no haya 
comunicado sus comentarios acerca de la presunta negativa de la dirección de autorizar el 
ingreso de la Sra. Obradovic en los locales del sindicato y expresa su preocupación de que, 
de ser cierto, ello podría respaldar el alegato de la querellante según el cual su despido se 
debía a su actividad sindical. Al recordar que los representantes de los trabajadores 
deberían ser autorizados a entrar en todos los lugares de trabajo de la empresa cuando ello 
sea necesario para permitirles desempeñar sus funciones de representación [véase 
Recopilación, op. cit., párrafo 1104], el Comité pide al Gobierno que tome sin demora las 
medidas que sean necesarias para garantizar que el procedimiento de quiebra en curso no 
conduzca a discriminación antisindical alguna y que la Sra. Obradovic, mientras cumpla la 
función de presidenta del sindicato o cualquier otra función de representación, goce de un 
acceso razonable al lugar de trabajo y los locales sindicales para el ejercicio de sus 
funciones y preconice un acuerdo entre el sindicato y el empleador con ese fin. El Comité 
pide al Gobierno que le mantenga informado de toda evolución de la situación a este 
respecto. 

Recomendaciones del Comité 

396. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 
Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité pide al Gobierno que se asegure de que el procedimiento de quiebra 
no conduzca a una situación en que los alegatos de despido antisindical no se 
puedan tratar, y que examine detalladamente los alegatos presentados por la 
Sra. Obradovic sin demora con el fin de garantizar su reintegro en la empresa 
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como primera medida, en caso de que se compruebe que su despido se debió 
a sus actividades sindicales, o, si la autoridad judicial determinara que el 
reintegro no era posible por razones objetivas e imperiosas, debería otorgarse 
una indemnización adecuada para reparar todos los daños sufridos y prevenir 
la repetición de tales actos en el futuro, la cual debería consistir en una 
sanción suficientemente disuasoria contra los actos de discriminación 
antisindical. El Comité pide al Gobierno que le mantenga informado de toda 
evolución de la situación a este respecto, y 

b) el Comité pide al Gobierno que tome sin demora las medidas que sean 
necesarias para garantizar que el procedimiento de quiebra en curso no 
conduzca a discriminación antisindical alguna y que la Sra. Obradovic, 
mientras cumpla la función de presidenta del sindicato o cualquier otra 
función de representación, goce de un acceso razonable al lugar de trabajo y 
los locales sindicales para el ejercicio de sus funciones y preconice un acuerdo 
entre el sindicato y el empleador con ese fin. El Comité pide al Gobierno que 
le mantenga informado de toda evolución de la situación a este respecto. 

CASO NÚM. 2889 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno del Pakistán 

presentada por 

el Sindicato de Trabajadores del Sector de las Telecomunicaciones 

del Pakistán (PTEU) 

apoyada por 

UNI Global Union 

Alegatos: la organización querellante alega 

despidos y tácticas antisindicales por parte de  

la dirección de la Pakistan Telecommunication 

Company Limited (PTCL), así como la 

incapacidad del Gobierno de cara a la 

protección de los trabajadores 

397. La queja figura en tres comunicaciones del Sindicato de Trabajadores del Sector de las 

Telecomunicaciones del Pakistán (PTEU) de fechas 27 de julio y 4 de septiembre de 2011, 

y 31 de enero de 2012. UNI Global Union se adhirió a la queja por comunicación de fecha 

7 de junio de 2011. 

398. El Gobierno envió sus observaciones por comunicaciones de fechas 14 de marzo y 7 de junio 

de 2012, y 11 de septiembre de 2015. 

399. El Pakistán ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 
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A. Alegatos de la organización querellante 

400. En sus comunicaciones de fechas 27 de julio y 4 de septiembre de 2011, y 31 de enero 

de 2012, el PTEU se describe como un sindicato nacional de alcance sectorial, que ha sido 

inscrito en el registro de la Comisión Nacional de Relaciones Laborales (NIRC) y designado 

agente de negociación colectiva en virtud de una serie de referéndums nacionales. Dicha 

entidad representa a los trabajadores de la Pakistan Telecommunication Company Limited 

(PTCL). La organización querellante y UNI Global Union alegan que, en 2006, el Gobierno 

privatizó parcialmente la PTCL y vendió el 26 por ciento de sus acciones a una empresa 

extranjera (a saber, Etisalat Internacional), que también adquirió derechos de gestión 

mediante la obtención del 53 por ciento de los derechos de voto. En el marco de dicha venta, 

la nueva dirección llegó a un acuerdo con arreglo al cual la empresa se comprometía a seguir 

pagando los mismos sueldos y asignaciones, aplicando los mismos términos y condiciones, 

y concediendo las mismas prestaciones que el Gobierno del Pakistán a los trabajadores de 

los organismos públicos y paraestatales. 

401. De conformidad con el PTEU, la empresa aplicó los incrementos salariales anunciados en 

su momento por el Gobierno, después de que el sindicato formulara las correspondientes 

solicitudes. A causa de la severa inflación acaecida en 2010, el Gobierno anunció un 

aumento de los sueldos mínimos del orden del 50 por ciento. El sindicato solicitó la 

aplicación de dicho incremento salarial a los trabajadores de la PTCL. De acuerdo con la 

organización querellante, la empresa no sólo se negó, sino que además solicitó al Tribunal 

Supremo que detuviese una serie de actividades sindicales lícitas. El Tribunal Supremo 

(véase la decisión contenida en la petición de resolución (writ petition) núm. 17832/10) falló 

en contra de la empresa y exhortó a la dirección a entablar negociaciones con el sindicato. 

La organización querellante facilita una copia de dicha decisión judicial. 

402. El PTEU alega que, en lugar de acatar la decisión judicial, la dirección interpuso falsas 

denuncias en virtud de la ley antiterrorista contra varios dirigentes sindicales, incluido el 

secretario general de la organización, Sr. Hassan Muhammad Rana. El Sr. Rana y sus 

compañeros fueron arrestados, juzgados y absueltos. La organización querellante sostiene 

asimismo que la dirección de la empresa incoó una serie de procesos penales contra tres 

dirigentes del sindicato, y facilita una copia de la decisión judicial de fecha 24 de diciembre 

de 2011, en la que el Tribunal considera que los «alegatos presentados en contra de los 

peticionarios son insubsistentes, falsos e infundados, pues los susodichos se hallaban en 

prisión [tras haber sido arrestados con arreglo a la ley antiterrorista] en el momento en que 

acontecieron los hechos alegados y, por consiguiente, no pueden haber participado en modo 

alguno». El Tribunal absolvió a los tres dirigentes sindicales. 

403. De conformidad con el PTEU y UNI Global Union, a raíz de una manifestación, la empresa 

optó por el despido y la no renovación del contrato de 313 dirigentes sindicales activos, 

incluido el secretario general, y suspendió y envió solicitudes de justificación a más de 

250 sindicalistas. Los trabajadores despedidos eran dirigentes y activistas sindicales de la 

PTCL, que participaron activamente en campañas en pro del trabajo decente y la observancia 

de las normas en materia de condiciones de trabajo. Según la organización querellante, la 

empresa no alegó razones válidas que justificasen el despido o la suspensión de dichos 

trabajadores, y el Gobierno no adoptó medida alguna con objeto de incitar a las partes a 

reanudar las negociaciones y salir del atolladero, a pesar de ser el accionista mayoritario. La 

organización querellante facilita una lista con los nombres de 81 dirigentes sindicales que 

vieron terminada su relación de trabajo y aún no han sido readmitidos. 

404. El PTEU alega, además, que la estrategia de la dirección de la empresa consiste en «dar una 

lección» a los dirigentes y activistas del sindicato, para que no vuelvan a participar en 

actividades sindicales. La organización querellante proporciona una copia de los correos 

electrónicos intercambiados a escala interna con respecto a cinco empleados cuyos casos de 



GB.326/INS/12 

 

GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  115 

despido estaban pendientes de resolución judicial ante el Tribunal del Trabajo, y a otros 

cinco empleados que habían sido suspendidos de empleo y sueldo. En el primer orden de 

correos electrónicos, un miembro de la dirección reconoció que los cabecillas integraban un 

grupo reducido, pero que no podían permitir que los demás salieran impunes, pues la 

estrategia de la dirección consistía en darles una buena lección. En el segundo orden de 

correos, en que los empleados pedían que los casos referentes al desbloqueo de sus salarios 

fueran considerados favorablemente, la dirección les solicitó un certificado que confirmase 

que no participaban en ningún tipo de actividad sindical, así como un afidávit de los 

dirigentes en el que se garantizase que tampoco participarían en ningún tipo de actividad 

sindical futura. 

B. Respuesta del Gobierno 

405. En sus comunicaciones de fechas 14 de marzo y 7 de junio de 2012, el Gobierno indica que, 

en su momento, solicitó a la dirección de la empresa que respondiese a los alegatos relativos 

al presente caso. De acuerdo con el Gobierno, la dirección declaró que el Sr. Rana ya no 

ejercía de secretario general de la organización querellante y que ésta había elegido a un 

nuevo secretario general. El Gobierno adjunta una copia de una comunicación firmada por 

la nueva cúpula del PTEU, en la que sus dirigentes explican que el Sr. Rana fue destituido 

el 18 de mayo de 2010, cuando la mayoría de los representantes del sindicato aprobó una 

resolución en su contra por malversación de fondos. En dicha comunicación, dirigida al 

Consejero de Trabajo del Ministerio de Coordinación Interprovincial del Gobierno del 

Pakistán, los dirigentes del PTEU indican que la información precedente sería puesta en 

conocimiento de la OIT. 

406. El Gobierno señala que el caso se sometió a la consideración del funcionario de la NIRC 

encargado del registro. Dicho funcionario declaró que varios casos relacionados con 

procesos electorales y reuniones del órgano general del PTEU seguían pendientes de 

resolución ante diferentes órganos judiciales de la NIRC, y que incumbía a la partes 

proseguir sus casos. Según el Gobierno, el 2 de marzo de 2012 se celebró una reunión con 

el Sr. Rana, quien confirmó la existencia de diversos casos pendientes de resolución ante la 

NIRC, algunos de los cuales aludían a procesos electorales del sindicato. También afirmó 

que existían casos de prácticas laborales desleales pendientes ante los tribunales del trabajo, 

así como casos de despido y no renovación de contratos pendientes ante los Tribunales 

Superiores de Lahore e Islamabad, y que el Tribunal del Trabajo de Multan había fallado a 

favor de la organización querellante. 

407. En su comunicación de fecha 11 de septiembre de 2015, el Gobierno declara que la NIRC le 

ha comunicado los siguientes progresos: 

— 226 trabajadores cesados han sido readmitidos; 

— 39 trabajadores dejaron su empleo una vez recibidas las sumas adeudadas; 

— el Tribunal Superior ha decretado la readmisión de 17 trabajadores, no obstante, la 

empresa ha interpuesto un recurso de apelación contra esta decisión ante el Tribunal 

Supremo, y 

— 18 casos siguen pendientes ante la NIRC. La mayoría de estos casos fueron resueltos 

por un órgano judicial unipersonal de la NIRC, sin embargo, la dirección de la empresa 

apeló las decisiones dictadas ante un órgano judicial colegiado de la NIRC. 

408. El Gobierno hace hincapié en el carácter provisorio de esta información, e indica que las 

decisiones finales se remitirán a la OIT tan pronto como se resuelvan los casos. 
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C. Conclusiones del Comité 

409. El Comité observa que, en el presente caso, la organización querellante, el Sindicato de 

Trabajadores del Sector de las Telecomunicaciones de Pakistán (PTEU), con el apoyo de 

UNI Global Union, alega en sus comunicaciones de fechas 27 de julio y 4 de septiembre de 

2011, y 31 de enero de 2012, despidos y tácticas antisindicales por parte de la dirección de 

la Pakistan Telecommunication Company Limited (PTCL), así como la incapacidad del 

Gobierno de cara a la protección de los trabajadores. 

410. En primer lugar, el Comité toma nota de que, en su comunicación de fecha 14 de marzo 

de 2012, el Gobierno sostiene que el Sr. Rana ya no ejerce de secretario general de la 

organización querellante y que ésta ha elegido a un nuevo secretario general. El Gobierno 

adjunta una copia de una comunicación firmada por la nueva cúpula del PTEU, en la que 

sus dirigentes explican que el Sr. Rana fue destituido el 18 de mayo de 2010, cuando la 

mayoría de los representantes del sindicato aprobó una resolución en su contra por 

malversación de fondos. Por consiguiente, el Sr. Rana carece de la autoridad necesaria 

para dirigirse a la OIT en nombre del sindicato. En dicha comunicación, dirigida al 

Consejero de Trabajo del Ministerio de Coordinación Interprovincial del Gobierno del 

Pakistán, los dirigentes del PTEU indican que la información precedente sería puesta en 

conocimiento de la OIT. No obstante, el Comité toma asimismo nota de que, según el 

Gobierno, varios casos relacionados con procesos electorales y reuniones del órgano 

general del PTEU siguen pendientes de resolución ante la NIRC. El Comité señala que ni 

el Gobierno le ha facilitado información adicional con respecto a la resolución de los casos, 

ni los dirigentes del PTEU han confirmado o desmentido su intención de retirar la queja. 

411. El Comité observa que, de acuerdo con el PTEU, a raíz de la privatización de la empresa, 

el nuevo equipo directivo se negó a aplicar el incremento salarial anunciado por el 

Gobierno, infringiendo así los términos del acuerdo suscrito por el sindicato y la empresa. 

Con arreglo a dicho acuerdo, la empresa se comprometía a seguir pagando los mismos 

sueldos y asignaciones, aplicando los mismos términos y condiciones, y concediendo las 

mismas prestaciones que el Gobierno del Pakistán a los trabajadores de los organismos 

públicos y paraestatales. Según el PTEU, cuando el Tribunal Supremo exhortó a la 

dirección a entablar negociaciones con el sindicato, la empresa se negó y, en su lugar, 

interpuso falsas denuncias en virtud de la ley antiterrorista contra los principales dirigentes 

sindicales, incluido el secretario general de la organización, Sr. Hassan Muhammad Rana, 

e incoó procesos penales en contra de otros tres dirigentes sindicales. El sindicato señala 

asimismo que el Sr. Rana y sus compañeros fueron arrestados, juzgados y absueltos. 

412. El PTEU también alega que la empresa empleó tácticas antisindicales y hace referencia, en 

particular, a los casos en que la dirección solicitó a los trabajadores un certificado que 

confirmase que no participaban en ningún tipo de actividad sindical, antes de considerar la 

posibilidad de desbloquear sus sueldos. 

413. Además, de acuerdo con la organización querellante, a raíz de la celebración de una 

manifestación, la empresa optó por el despido y la no renovación del contrato de 

313 dirigentes sindicales activos, incluido el secretario general, y suspendió y envió 

solicitudes de justificación a más de 250 sindicalistas. La organización querellante facilita 

una lista con los nombres de 81 dirigentes sindicales que vieron terminada su relación de 

trabajo y aún no han sido readmitidos. 

414. En ese sentido, el Comité toma nota de la información facilitada por el Gobierno en su 

comunicación de fecha 11 de septiembre de 2015, de conformidad con la cual 

226 empleados han sido readmitidos; 39 trabajadores han dejado su empleo tras haber 

recibido las sumas adeudadas; el Tribunal Superior ha decretado la readmisión de 

17 trabajadores, pero la empresa ha interpuesto un recurso de apelación contra esta 
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decisión ante el Tribunal Supremo, y 18 casos siguen pendientes ante un órgano judicial 

colegiado de la NIRC, después de que la empresa apelase las decisiones previas. El Comité 

toma asimismo nota de que el Gobierno ha puntualizado el carácter provisorio de esta 

información, en espera de que se concluyan los procesos judiciales correspondientes. 

415. Si bien observa con interés la aparente resolución de un cierto número de despidos, el 

Comité lamenta tomar nota de lo que parecen constituir tácticas encaminadas a debilitar el 

sindicato y a sus dirigentes en el seno de la empresa. La negativa a observar los términos 

del acuerdo de privatización; la negativa, en contravención de una decisión judicial, de 

entablar negociaciones de buena fe con el sindicato; la interposición de demandas en virtud 

de la ley antiterrorista contra dirigentes sindicales (absueltos); la imputación de cargos 

penales a sindicalistas, que el tribunal consideró «insubsistentes, falsos e infundados»; el 

despido, la no renovación de contratos y la suspensión de miembros del sindicato, y la 

solicitud de presentación de afidávits en los que se garantizase que los trabajadores no 

participarían en ningún tipo de actividad sindical futura denotan el escaso respeto de la 

dirección por los derechos sindicales de sus trabajadores. A esta conclusión se adhiere el 

Tribunal Superior de Lahore en el caso relativo a la petición de resolución núm. 60 de 2012 

(Hassan Muhammad Rana contra PTCL y otros), en el que también se abordan otras 

14 peticiones de resolución atinentes a la misma cuestión de iure y de facto (de conformidad 

con lo expuesto por la organización querellante en el presente caso). La Comisión toma 

nota, en particular, de los párrafos 14 a 16 de dicha decisión judicial (de acceso público): 

14. [...] no consta que se hayan celebrado negociaciones con el agente negociador, a fin 

de resolver las controversias existentes entre las partes. En la(s)carta(s) ... el demandado 

núm. 1 se refiere al peticionario como [quien afirma ser el secretario general], lo cual apunta 

a que la parte demandada nunca tuvo la seria intención de negociar una solución amistosa con 

los peticionarios. En su lugar, los demandados trataron de imponer sus propios términos a los 

trabajadores, a pesar de los compromisos que adquirieron ante este Tribunal en el marco de la 

petición de resolución núm. 17832/10, cuando, oídas las partes, el Tribunal emitió una decisión 

[...]. 

15. […] los documentos presentados por la parte demandada [...] evidencian que los 

demandados habían decidido con carácter previo la terminación de su relación de trabajo con 

los empleados que no se estaban plegando a sus condiciones. La solicitud de presentación de 

afidávits en los que se garantizase que los empleados no participarían en ningún tipo de 

actividad sindical futura no era conforme a derecho; todo empleado/trabajador tiene el derecho 

fundamental de constituir las organizaciones sindicales que estime convenientes, así como el 

de afiliarse a estas organizaciones, y el hecho de negar o entorpecer el ejercicio de estos 

derechos es constitutivo de delito. 

16. […] los peticionarios, quienes han superado los 20 años de servicio en la empresa, 

fueron despedidos sin miramientos y, de este modo, vieron infringido su derecho fundamental 

a un juicio imparcial con las debidas garantías procesales, de conformidad con el artículo 10A 

de la Constitución. Cabe admitir que los peticionarios no fueron escuchados, que no se emitió 

ningún pliego de cargos y que la terminación de su relación de trabajo con la parte demandada 

carece de base jurídica. A la luz de las consideraciones que anteceden, se establece que la 

terminación de las relaciones de trabajo entre los peticionarios y los demandados carece de 

fundamento y efectos jurídicos y, por consiguiente, los peticionarios se considerarán 

readmitidos [...]. 

416. El Comité lamenta que el Gobierno, en su calidad de último responsable de la observancia 

de los principios de libertad sindical en el país, en general, y de accionista mayoritario de 

la empresa, en particular, no haya sido capaz de prevenir y ulteriormente subsanar dichas 

violaciones de los derechos sindicales, incluidos ciertos casos de despido que se remontan 

a 2010 y que al día de hoy siguen pendientes de decisión. En ese sentido, recuerda que el 

Gobierno es responsable de la prevención de todo acto de discriminación antisindical y que 

debe velar por que todas las quejas contra prácticas discriminatorias de esa índole sean 

examinadas con arreglo a un procedimiento que además de expeditivo no sólo debería de 

ser imparcial sino también parecerlo a las partes interesadas. Recuerda asimismo que los 
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procesos relativos a cuestiones de discriminación antisindical, en violación del Convenio 

núm. 98, deberían ser examinados prontamente, a fin de que las medidas correctivas 

necesarias puedan ser realmente eficaces. Una excesiva demora en la tramitación de los 

casos de discriminación antisindical y, en particular, la ausencia de decisión por largo 

tiempo en los procesos relativos a la reposición de los dirigentes sindicales despedidos 

equivale a una denegación de justicia y por tanto una negación de los derechos sindicales 

de los afectados [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad 

Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafos 817 y 826]. Por consiguiente, el Comité 

solicita al Gobierno que adopte todas las medidas necesarias para evitar una denegación 

de justicia y garantizar que los procesos judiciales pendientes se concluyan sin demora. 

Asimismo, pide al Gobierno que lo mantenga informado a ese respecto. 

417. El Comité observa que el número de sindicalistas que la organización querellante alega ha 

sido objeto de despido, no renovación o suspensión difiere del número indicado por el 

Gobierno en su respuesta, y solicita al Gobierno y a la organización querellante que 

proporcionen información detallada sobre el número de sindicalistas objeto de despido, no 

renovación o suspensión en relación con los hechos alegados en el presente caso, y su 

situación de empleo actual. 

Recomendaciones del Comité 

418. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité pide al Gobierno que adopte todas las medidas necesarias para 

evitar una denegación de justicia y garantizar que los procesos judiciales 

pendientes se concluyan sin demora. Asimismo, pide al Gobierno que lo 

mantenga informado a ese respecto, y 

b) el Comité pide al Gobierno y a la organización querellante que proporcionen 

información detallada sobre el número de sindicalistas objeto de despido, no 

renovación o suspensión en relación con los hechos alegados en el presente 

caso, y su situación de empleo actual. 

CASO NÚM. 2949 

INFORME PROVISIONAL 

 

Queja contra el Gobierno de Swazilandia 

presentada por 

– el Congreso de Sindicatos de Swazilandia (TUCOSWA) y 

– la Confederación Sindical Internacional (CSI) 

Alegatos: la organización querellante denuncia 

que el Gobierno ha cancelado su registro y la 

sistemática injerencia de las fuerzas de 

seguridad en sus actividades 

419. El Comité examinó por última vez este caso en su reunión de octubre de 2014, cuando 

presentó un informe provisional al Consejo de Administración [véase el 373.er informe, 
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aprobado por el Consejo de Administración en su 322.ª reunión (octubre de 2014), 

párrafos 427 a 470]. 

420. La Confederación Sindical Internacional (CSI) remitió información adicional en relación 

con la queja por comunicación de fecha 13 de marzo de 2015 y el 26 de febrero de 2016. 

421. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de fecha 7 de octubre de 2015. 

422. Swazilandia ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 

de sindicación, 1948 (núm. 87) y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Examen anterior del caso 

423. En el examen anterior del caso realizado en su reunión de octubre de 2014, el Comité 

formuló las siguientes recomendaciones [véase el 373.er informe, párrafo 470]: 

a) el Comité espera que el Parlamento apruebe de forma inmediata las enmiendas a la Ley 

de Relaciones Laborales de manera tal que los derechos sindicales del Congreso de 

Sindicatos de Swazilandia (TUCOSWA) y de todas las federaciones de trabajadores y de 

empleadores que han representado históricamente los intereses de sus miembros en el país 

sean plenamente garantizados. El Comité insta al Gobierno a que tome medidas inmediatas 

a fin de preservar las federaciones de trabajadores y de empleadores, y de permitirles 

operar en espera de que el Parlamento apruebe las enmiendas a la Ley de Relaciones 

Laborales, de modo que se garantice la continuidad de tales organizaciones. El Comité 

insta al Gobierno a que lo mantenga informado de los progresos realizados a este respecto; 

b) entretanto, el Comité insta encarecidamente una vez más al Gobierno a que tome todas las 

medidas necesarias para garantizar que el TUCOSWA pueda ejercer plenamente sus 

derechos sindicales, incluido el derecho a participar en protestas y manifestaciones 

pacíficas en defensa de los intereses laborales de sus miembros, así como para evitar 

cualquier injerencia o represalia contra sus dirigentes, de conformidad con los principios 

de libertad sindical. El Comité espera que se garanticen plenamente los derechos de 

libertad sindical de todas las federaciones de trabajadores y de empleadores activas en el 

país hasta que puedan obtener su registro con arreglo a la ley enmendada; 

c) el Comité pide al Gobierno y a la organización querellante que lo mantengan informado 

de la decisión que adopte el Tribunal Supremo de Swazilandia respecto del recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto contra la negativa del Gobierno a registrar la federación; 

d) el Comité insta al Gobierno a que tome de inmediato las medidas necesarias para la 

liberación incondicional del Sr. Maseko y a que otorgue a éste una compensación por los 

perjuicios sufridos; 

e) el Comité expresa su profunda preocupación acerca de las alegaciones de la organización 

querellante en cuanto a las amenazas de detención sufridas asimismo por la jueza Mumcy, 

quien ordenó la puesta en libertad del Sr. Maseko. En vista de que un Poder Judicial 

independiente es esencial para garantizar el respeto pleno de los derechos fundamentales 

a la libertad sindical y la negociación colectiva, el Comité insta al Gobierno a que garantice 

el pleno respeto de este principio y asegure que la jueza Mumcy no sea objeto de amenazas 

por haber ejercido sus funciones de conformidad con el mandato que le fue otorgado; 

f) el Comité expresa su profunda preocupación por la falta de avances significativos en el 

presente caso, más de dos años después de haberse anulado el registro del TUCOSWA, 

pese a las claras recomendaciones formuladas por el Comité y a la asistencia técnica 

prestada por la OIT. El Comité insta encarecidamente al Gobierno a que tome todas las 

medidas necesarias para resolver el caso con carácter urgente y a que le mantenga 

informado al respecto, y 

g) el Comité llama especialmente la atención del Consejo de Administración sobre el carácter 

extremadamente grave y urgente de este caso. 
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B. Información adicional de las organizaciones querellantes 

424. En una comunicación de fecha 13 de marzo de 2015, la CSI señala que, pese a haberse 

enmendado la Ley de Relaciones Laborales, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se 

niega a registrar el TUCOSWA. El 1.º de diciembre de 2014 se presentó una nueva solicitud 

de registro, en virtud de la Ley de Relaciones Laborales enmendada y, si bien la Federación 

de Empleadores y Cámara de Comercio de Swazilandia (FSE/CC) y la Federación de 

Empresarios de Swazilandia (FSBC) recibieron un acuse de recibo y recomendaciones sobre 

los cambios que necesitarían incorporar en sus respectivos estatutos, el Ministerio ha 

ignorado completamente las solicitudes presentadas por la federación de trabajadores. 

425. La organización querellante recuerda que el 8 de octubre de 2014, el Ministro de Trabajo y 

Seguridad Social anunció una resolución del Gabinete por la que quedaban suspendidas las 

federaciones, entre ellas, el TUCOSWA. En justificación de tal decisión, el Ministro 

argumentó que la enmienda de la Ley de Relaciones Laborales se había remitido al 

Parlamento con arreglo a un certificado de urgencia, y que el registro de las federaciones se 

autorizaría una vez aprobada tal enmienda. En noviembre de 2014, el Parlamento promulgó 

la ley núm. 11 por la que se enmendaba la Ley de Relaciones Laborales. Sin embargo, según 

la CSI, la enmienda dejaba sin efecto varias recomendaciones tripartitas acordadas en el 

marco del Consejo Consultivo Laboral, lo que interponía importantes obstáculos al registro 

del TUCOSWA. El artículo 32 bis, 2), de la ley enmendada resulta particularmente 

problemático por cuanto establece que el Comisionado de Trabajo puede exigir, además de 

los requisitos formales, «cualquier otro tipo de información» que considere pertinente para 

decidir si acepta o no el registro de una federación. Por otra parte, en el artículo 32 bis, 3), 

de la ley se establece que para que el Comisionado de Trabajo registre una federación tiene 

que haberse cerciorado de que se han cumplido los requisitos necesarios para el registro. El 

Comisionado de Trabajo no está obligado ni por límites temporales ni por criterios 

claramente definidos a la hora de decidir sobre el registro de una federación. Así pues, la 

legislación le confiere facultades discrecionales para decidir si una organización cumple 

todos los requisitos necesarios para su inscripción en el registro, lo que crea una situación 

análoga a la exigencia de autorización previa. La CSI estima que, sin lugar a dudas, tales 

facultades discrecionales se están utilizando para seguir denegando el registro del 

TUCOSWA, con lo que, de hecho, se ha estado negando a los trabajadores de Swazilandia 

el derecho a asociarse libremente a nivel federal durante casi tres años. 

426. Con respecto a la amplia discrecionalidad que la Ley de Relaciones Laborales concede al 

Comisionado de Trabajo, en su comunicación de 26 de febrero de 2016, la CSI declara que 

esto continúa constituyendo un obstáculo para los trabajadores en la práctica tal como es el 

caso de la negativa para registrar al Sindicato Amalgamado de Swazilandia (ATUSWA) 

durante más de dos años. Según la CSI, en agosto de 2013, diez sindicatos que representan 

a los trabajadores industriales decidieron fusionarse con el fin de formar el ATUSWA y se 

acercaron al Comisionado para discutir los trámites necesarios para su registro. La 

constitución fue revisada en su conjunto y el Comisionado señaló ciertas áreas que 

necesitaban ser revisadas. ATUSWA puso en práctica estas recomendaciones y celebró su 

congreso fundacional el 7 de septiembre de 2013. La solicitud de registro fue presentada el 

23 de septiembre de 2013, de conformidad con los requisitos establecidos por la ley. El 

Comisionado no reaccionó a la solicitud de registro sino hasta el 2 de enero 2014, cuando se 

pidió al Sindicato que hiciera nuevas modificaciones a su constitución. La CSI denuncia el 

hecho de que, desde entonces y durante los últimos dos años, el Comisionado de Trabajo ha 

estado poniendo numerosos requisitos antes ATUSWA para su registro (supresión del 

término «amalgamado» en el nombre del Sindicato; necesidad de los miembros fundadores 

del Sindicato de presentar una carta de sus empleadores certificando así su empleo), que fue 

más allá de los requisitos legales y lo que se ha solicitado a otros sindicatos para su registro. 
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427. La CSI denuncia la continua injerencia de la policía en las reuniones sindicales organizadas 

por el TUCOSWA. El TUCOSWA había organizado la celebración de una reunión 

multitudinaria el 26 de febrero de 2015 en Bosco Skills Centre Hall, en Manzini, a fin de 

tratar cuestiones relacionadas con el registro de los sindicatos, la pérdida de beneficios 

comerciales en virtud de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidad en África, el 

reconocimiento de los sindicatos a efectos de negociación colectiva y otros derechos 

democráticos. Sin embargo, la CSI informa de que, el 24 de febrero de 2015, el propietario 

de dicho centro recibió una intimidación de la policía en el sentido de que no podía alquilar 

el lugar al TUCOSWA sin una autorización policial. La reunión sindical se pospuso para el 

28de febrero de 2015, cuando se habría realizado en la sede de la Asociación Nacional de 

Maestros de Swazilandia en Manzini. Sin embargo, ese día, la policía dispuso el bloqueo de 

carreteras en todo el país y apostó policías uniformados y de civil frente a la sede de dicha 

asociación, donde debía celebrarse la reunión. Pese a la presencia intimidante de la policía 

y a los bloqueos de carreteras, más de 100 trabajadores lograron igual llegar al lugar. Pero 

la policía, con el comisionado regional y el oficial superior de operaciones al frente, insistió 

en que la reunión no podía celebrarse. 

428. En su comunicación de febrero de 2016, la CSI denuncia otros casos de intervención de la 

policía en acciones de protestas públicas, así como en las reuniones internas de los 

sindicatos, tales como reuniones locales de los delegados sindicales (las más recientes: 23 de 

enero de 2016 y 30 de enero de 2016). La policía ha empezado a justificar esta interferencia 

por medio de la Ley Urbana en lugar de la ley de orden público, que ha sido objeto de críticas 

repetidas en la OIT. En consecuencia, los sindicatos ahora tienen que solicitar un certificado 

de no objeción por parte de la policía dos semanas antes de la acción de protesta que se 

planea en las zonas urbanas, en donde se encuentran la mayoría de los lugares de trabajo con 

representación sindical. Por otra parte, en febrero de 2016, dos sindicalistas de la Asociación 

Nacional de Docentes de Swazilandia (SNAT) fueron detenidos y acusados de obstrucción 

por participar en una acción de protesta convocada por los sindicatos del sector público para 

exigir la publicación de un informe sobre la revisión salarial en el sector público. 

429. En conclusión, la CSI expresa su profunda preocupación por el incumplimiento sistemático 

del Gobierno de su deber de velar por el derecho a establecer libremente organizaciones 

sindicales, tanto por vía legal como en la práctica. 

C. Respuesta del Gobierno 

430. En una comunicación de fecha 7 de octubre de 2015, el Gobierno informa que el Parlamento 

ha adoptado la Ley de Relaciones Laborales (enmienda), de 2014 (ley núm. 11 de 2014 

publicada en el Boletín Oficial de 13 de noviembre de 2014), por la que se introducen 

disposiciones relativas al registro de federaciones de empleadores y de trabajadores. Como 

consecuencia de tal enmienda, en mayo de 2015 se registraron el TUCOSWA y dos 

federaciones de empleadores, a saber, la FSE y CC y la FSBC. El Gobierno añade que otra 

federación, la Federación de Sindicatos de Swazilandia (FESWATU), fue registrada en junio 

de 2015. 

431. Según el Gobierno, el registro de tales federaciones ha sentado las bases para establecer 

estructuras tripartitas y fortalecer las consultas tripartitas y el diálogo social. Las principales 

estructuras tripartitas, a saber, el Consejo Consultivo Laboral y el Comité Directivo Nacional 

sobre Diálogo Social se han publicado en el Boletín Oficial y están ahora operativas. Tras la 

reconstitución del Comité de Diálogo Social se ha acordado un programa de reuniones para 

los próximos seis meses, y ya se han celebrado tres reuniones. Además, el Consejo 

Consultivo Laboral también se reunió, desarrolló sus actividades sin contratiempos y acordó 

un programa de reuniones. El Gobierno añade que se está trabajando para concluir la 

composición de otras estructuras tripartitas. 
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432. Con respecto a la liberación del Sr. Thulani Maseko, abogado del TUCOSWA, solicitada 

por el Comité, el Gobierno indica que el Sr. Maseko fue liberado incondicionalmente el 

30 de junio de 2015 por decisión del Tribunal Supremo. 

433. Con respecto a la solicitud de la CSI de enmendar el artículo 32 de la Ley de Relaciones 

Laborales a fin de eliminar la facultad discrecional del Comisionado de Trabajo en materia 

de registro de sindicatos, el Gobierno indica que tal cuestión no se planteó sino durante la 

Conferencia Internacional del Trabajo de junio de 2015. Además, en la reunión del Comité 

Directivo Nacional sobre Diálogo Social celebrada el 24 de agosto de 2015, los trabajadores 

indicaron que presentarían un documento al Gobierno en el que aclararían sus inquietudes. 

D. Conclusiones del Comité 

434. El Comité recuerda que este caso trata de graves alegatos referidos a la revocación del 

registro de una federación de trabajadores por parte del Gobierno y de la injerencia 

sistemática de las fuerzas de seguridad para obstaculizar sus actividades, so pretexto de 

que, al no estar inscrita en el registro, esta organización goza de derechos sindicales 

restringidos. En sus anteriores conclusiones, el Comité había expresado su profunda 

preocupación por la falta de avances significativos en el caso, pese a haber transcurrido 

más de dos años desde que el registro del TUCOSWA fuera anulado y a las claras 

recomendaciones formuladas por el Comité y la asistencia técnica prestada por la OIT. 

435. El Comité aprecia la adopción de la Ley de Relaciones Laborales (enmienda), de 2014 (ley 

núm. 11 de 2014 publicada en el Boletín Oficial de 13 de noviembre de 2014), por la que se 

introducen disposiciones relativas al registro de federaciones de empleadores y de 

trabajadores, y el consiguiente registro del TUCOSWA en mayo de 2015. El Comité toma 

nota asimismo con interés de la información facilitada por el Gobierno, según la cual 

también se han registrado las dos federaciones de empleadores, a saber, la FSE y CC y la 

FSBC. Por último, el Comité observa la declaración del Gobierno en cuanto al registro de 

otra federación de trabajadores, en junio de 2015: la FESWATU. 

436. El Comité aprecia asimismo la indicación de que tanto el TUCOSWA como las otras 

federaciones, están ahora representadas en todas las estructuras tripartitas establecidas, 

entre las que se destaca el Consejo Consultivo Laboral y el Comité Directivo Nacional sobre 

Diálogo Social de Swazilandia, y de que estos órganos ya se han reunido y han acordado 

sin contratiempos programas de reuniones para los próximos meses. 

437. El Comité recuerda su anterior conclusión en la que instaba encarecidamente al Gobierno 
a tomar medidas para garantizar que el TUCOSWA pueda ejercer plenamente sus derechos 
sindicales sin injerencias ni represalias. El Comité expresa su preocupación por la denuncia 
de la CSI sobre la injerencia de las fuerzas de seguridad en una reunión multitudinaria 
organizada en febrero de 2015 por el TUCOSWA en Manzini para tratar cuestiones 
relacionadas con el registro de los sindicatos, la pérdida de beneficios comerciales en virtud 
de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidad en África, el reconocimiento de los sindicatos a 
efectos de negociación colectiva y otros derechos democráticos, así como en las reuniones 
internas de los sindicatos, tales como las reuniones locales de los dirigentes sindicales 
organizadas en enero de 2016, en las que la policía justificó su interferencia en virtud de la 
Ley Urbana. El Comité observa también con preocupación la alegación de que en febrero 
de 2016, dos sindicalistas de la Asociación Nacional de Docentes de Swazilandia (SNAT) 
fueron detenidos y acusados de obstrucción por participar en una acción de protesta 
convocada por los sindicatos del sector público. El Comité confía en que, además de 
fortalecer las consultas tripartitas y el diálogo social, el Gobierno procure garantizar que 
todas las federaciones de trabajadores y de empleadores que ya sea soliciten ser registradas 
o estén debidamente registradas conforme a la ley enmendada, puedan ejercer plenamente 
sus derechos sindicales, incluido el derecho a participar en protestas y manifestaciones 
pacíficas en defensa de los intereses laborales de sus miembros sin injerencia o represalia 
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contra sus dirigentes, de conformidad con los principios de libertad sindical. En 
consecuencia, el Comité insta al Gobierno que envíe sus observaciones en relación a las 
alegaciones relativas a la detención y condena de dos sindicalistas de la SNAT en febrero 
de 2016 por haber participado en una acción de protesta convocada por los sindicatos del 
sector público. 

438. El Comité recuerda además su anterior conclusión, en la que tomó nota de la detención y el 
encarcelamiento del Sr. Thulani Maseko, abogado del TUCOSWA, quien fue condenado a 
dos años de prisión por el Tribunal Supremo de Swazilandia a causa de la publicación en 
la prensa de artículos en los que cuestionaba la imparcialidad e independencia del Poder 
Judicial. El Comité en su momento expresó profunda preocupación por la condena del 
Sr. Maseko e instó al Gobierno a que tomase medidas inmediatas para su liberación 
incondicional. El Comité toma nota con satisfacción de que el Sr. Maseko fue liberado 
incondicionalmente el 30 de junio de 2015 por decisión del Tribunal Supremo. El Comité 
toma nota en particular de que el Tribunal Supremo observó que lo que había sucedido en 
este caso había sido una «parodia de justicia». Que las cuestiones planteadas con respecto 
a la necesidad de lograr un equilibrio entre la libertad de expresión o de prensa y la 
protección de un proceso equitativo y de la autoridad de los tribunales no se habían 
manejado correctamente. Que fue por tales razones que el Tribunal había autorizado el 
recurso de apelación, anulado las condenas y sentencias contra el recurrente, y ordenado 
la liberación inmediata de los recurrentes encarcelados (Thulani Maseko y otros c. Rex, 
Tribunal Supremo de Swazilandia, 30 de junio de 2015).  

439. El Comité observa que la CSI hace referencia específica al artículo 32 de la ley enmendada, 
en el que se dispone que toda federación que desee inscribirse en el registro deberá 
cumplimentar un formulario reglamentario y presentar una copia de su constitución al 
Comisionado de Trabajo, quien podrá exigir todo tipo de información adicional. Según la 
organización querellante, la legislación le confiere al Comisionado de Trabajo facultades 
discrecionales para decidir si una organización cumple todos los requisitos necesarios para 
su inscripción en el registro, lo que crea una situación análoga a la exigencia de 
autorización previa. El Comité toma nota asimismo de las observaciones del Gobierno en 
cuanto a que esta cuestión no había sido objeto de una discusión tripartita antes de junio de 
2015 y de que los trabajadores, en la reunión del Comité Directivo Nacional sobre Diálogo 
Social del 24 de agosto de 2015, habían indicado que presentarían un documento en el que 
plantearían detalladamente sus inquietudes. El Comité confía en que esta cuestión se discuta 
en el marco de la estructura tripartita nacional pertinente. En vista de que de los últimos 
comentarios de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones se 
desprende que se está haciendo un seguimiento de este asunto legislativo, el Comité no 
proseguirá con el examen de este aspecto del caso. 

440. Sin embargo, el Comité observa que, según la CSI en una reciente comunicación de febrero 
de 2016, la amplia discrecionalidad que se concede al Comisionado de Trabajo sigue 
constituyendo un obstáculo para los trabajadores en la práctica tal como es el caso de la 
negativa para registrar al Sindicato Amalgamado de Swazilandia (ATUSWA) durante más 
de dos años. Según la CSI, en agosto de 2013, diez sindicatos que representan a los 
trabajadores industriales decidieron fusionarse con el fin de formar el ATUSWA y se 
acercaron al Comisionado para discutir los trámites necesarios para su registro. El Comité 
toma nota de las alegaciones de la CSI que desde que el ATUSWA solicitó que se realizara 
su registro en septiembre de 2013, el Comisionado de Trabajo ha estado poniendo 
numerosos requisitos ante la unión (supresión del término «amalgamado» en el nombre del 
Sindicato; necesidad de que los miembros fundadores del Sindicato presenten una carta de 
sus empleadores certificando así su empleo), que va más allá de los requisitos legales y de 
lo que se ha solicitado a otros sindicatos para su registro. A este respecto, el Comité desea 
recordar que la dilación de un procedimiento de registro supone un grave obstáculo a la 
constitución de organizaciones, y equivale a la denegación del derecho de los trabajadores 
a constituir organizaciones sin autorización previa. Por otra parte, el Comité subraya que 
el libre ejercicio del derecho de constituir sindicatos y de afiliarse a los mismos implica la 
libre determinación de la estructura y la composición de estos sindicatos [véase 
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Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, quinta edición 
(revisada), 2006, párrafos 307 y 333]. El Comité, al tiempo que solicita al Gobierno que 
envíe sus observaciones en respuesta a la CSI, confía en que el Comisionado de Trabajo se 
esforzará para finalizar el registro de la ATUSWA sin demora, como parte del esfuerzo para 
fortalecer el diálogo social nacional desde la modificación de la IRA en mayo de 2015, y 
pide al Gobierno que le mantenga informado de las medidas adoptadas a este respecto. 

Recomendaciones del Comité 

441. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité invita al 
Consejo de Administración a que apruebe las recomendaciones siguientes: 

a) el Comité confía en que, además de fortalecer las consultas tripartitas y el 
diálogo social, el Gobierno procure garantizar que todas las federaciones de 
trabajadores y de empleadores que ya sea soliciten ser registradas o estén 
debidamente registradas conforme a la ley enmendada, puedan ejercer 
plenamente sus derechos sindicales, incluido el derecho a participar en 
protestas y manifestaciones pacíficas en defensa de los intereses laborales de 
sus miembros sin injerencia o represalias contra sus dirigentes, de 
conformidad con los principios de libertad sindical; 

b) el Comité insta al Gobierno que envíe sus observaciones sobre las alegaciones 
relativas a la detención y condena de dos sindicalistas de la Asociación 
Nacional de Docentes de Swazilandia (SNAT) en febrero de 2016 por haber 
participado en una acción de protesta convocada por los sindicatos del sector 
público, y 

c) el Comité confía en que el Comisionado de Trabajo se esforzará para finalizar 
el registro de la ATUSWA sin demora, como parte del esfuerzo por fortalecer 
el diálogo social nacional desde la modificación de la IRA en mayo de 2015, 
y pide al Gobierno que le mantenga informado de las medidas adoptadas a 
este respecto. 

CASO NÚM. 3128 

INFORME EN QUE EL COMITÉ PIDE QUE SE LE MANTENGA 

INFORMADO DE LA EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN 

 

Queja contra el Gobierno de Zimbawe 

presentada por 

el Congreso de Sindicatos de Zimbawe (ZCTU)  

apoyada por 

la Confederación Sindical Internacional (CSI) 

Alegatos: la organización querellante alega  

la negativa del Jefe del Registro a registrar al 

Sindicato de Trabajadores del Curtido de Pieles 

para Calzado y Oficios Afines de Zimbabwe 

(ZFTAWU) en Bata Shoe Company y la 

prohibición de una manifestación pública  

por la policía 
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442. La queja figura en comunicaciones presentadas por el Congreso de Sindicatos de Zimbabwe 

(ZCTU), de fechas 7 de abril y 27 de mayo de 2015. La Confederación Sindical Internacional 

(CSI) se sumó a la queja mediante comunicación de 9 de abril de 2015. 

443. El Gobierno envió sus observaciones por comunicación de fecha 21 de septiembre de 2015.  

444. Zimbabwe ha ratificado el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 

sindicación, 1948 (núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98). 

A. Alegatos de la organización querellante 

445. En sus comunicaciones de fechas 7 de abril y 27 de mayo de 2015, el ZCTU explica que, en 

2012, 850 trabajadores de la empresa Bata Shoe Company, radicada en Gweru, se 

desafiliaron del Sindicato de Trabajadores del Cuero, el Calzado y Oficios Afines de 

Zimbabwe, porque ya no favorecía sus intereses. El 10 de mayo de 2012, esos trabajadores, 

liderados por un representante de su elección, constituyeron el Sindicato de Trabajadores del 

Curtido de Pieles para Calzado y Oficios Afines de Zimbabwe (ZFTAWU) en Bata Shoe 

Company a fin de que representara los intereses de los trabajadores de la industria del 

calzado de cuero y el curtido de pieles. El ZFTAWU aprobó su Constitución, en virtud de lo 

establecido en el artículo 28 de la Ley del Trabajo, y solicitó su registro el 21 de mayo de 

2012, de conformidad con los artículos 29, párrafo 1, 33 y 34 de la Ley del Trabajo. El 2 de 

agosto de 2013, el anuncio de solicitud de registro fue publicado en el Boletín Oficial 

mediante la nota general núm. 379/2013. El 24 de octubre de 2014, el Jefe del Registro 

publicó en el Boletín Oficial un aviso sobre el procedimiento de acreditación que iba a 

celebrarse el 19 de noviembre de 2014, y mediante el cual se invitaba a toda persona 

interesada a que designara un representante a tal fin. El 19 de noviembre de 2014, el 

Sindicato de Trabajadores del Cuero, el Calzado y Oficios Afines de Zimbabwe compareció 

para oponerse al registro del nuevo sindicato. El Jefe del Registro no proporcionó al 

ZFTAWU copias del escrito de oposición y éstas no se entregaron a los representantes 

sindicales hasta el día en que tuvo lugar el procedimiento de acreditación. El 19 de 

noviembre de 2014, los representantes del ZFTAWU protestaron por no haber recibido el 

escrito de oposición presentado por el Sindicato de Trabajadores del Cuero, el Calzado y 

Oficios Afines de Zimbabwe. Posteriormente, el Jefe del Registro pidió al sindicato en 

desacuerdo que presentara las comunicaciones por escrito, como así hicieron. El 9 de enero 

de 2015, el Jefe del Registro decidió denegar el registro al ZFTAWU sobre la base de que, 

en el caso de una solicitud similar que había denegado anteriormente, el Tribunal del Trabajo 

había confirmado su decisión, y que no había cambios en cuanto a la disminución de la 

densidad de la mano de obra en la industria y que los afiliados al ZFTAWU constituían una 

minoría de los trabajadores. El 19 de febrero de 2015, el ZFTAWU presentó un recurso ante 

el Tribunal del Trabajo para impugnar la decisión del Jefe del Registro y la solicitud todavía 

está pendiente. 

446. El ZCTU considera que la decisión del Gobierno de negarse a registrar al ZFTAWU 

constituye una violación del artículo 2 del Convenio núm. 87; el artículo 65, párrafo 2, de la 

Constitución nacional, que prevé que «[e]xceptuando a los miembros de los servicios de 

seguridad, toda persona tiene derecho a constituir y afiliarse a los sindicatos y a las 

organizaciones de empleadores o de trabajadores de su elección, y a participar en las 

actividades legítimas de dichos sindicatos y organizaciones»; y el artículo 27, párrafo 1, de 

la Ley del Trabajo, que establece que «[e]n virtud de esta ley, todo grupo de trabajadores 

podrá constituir un sindicato». 

447. El ZCTU explica que la negativa a registrar el sindicato priva a éste de su condición jurídica 

y del disfrute de los derechos y privilegios contemplados en el artículo 29 de la Ley del 

Trabajo, que incluyen, entre otros, la representación de sus afiliados, la negociación 
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colectiva y la recaudación de cuotas sindicales mediante un sistema de deducción de los 

salarios. El ZCTU lamenta que el artículo 45 de la Ley del Trabajo otorgue amplia facultad 

discrecional al Jefe del Registro para registrar o negarse a registrar a un sindicato después 

de tener en cuenta ciertos factores, entre los que se incluye proteger al sindicato mayoritario 

en detrimento de la minoría. 

448. El ZCTU también alega que el Sindicato Nacional de la Industria Metalúrgica y Afines de 

Zimbabwe (NUMAIZ) lleva esperando su registro desde el 21 de junio de 2013. 

449. Además, el ZCTU alega que los días 7 y 17 de marzo de 2015 adoptó una resolución para 

organizar y llevar a cabo una movilización de protesta que se celebraría el 11 de abril de 

2015 en los seis centros regionales del ZCTU en Harare, Bulawayo, Gweru, Mutare, 

Masvingo y Chinhoyi. A modo de protesta, se había previsto celebrar una manifestación 

pública y entregar una petición al Ministerio de Trabajo y Empleo, de la Formación 

Profesional y del Diálogo Social. La finalidad de la movilización de protesta era señalar a la 

atención de la población y el Gobierno las siguientes cuestiones que afectan a los 

trabajadores en Zimbabwe: la política prevista por el Gobierno para congelar y recortar los 

sueldos y salarios, e introducir una mayor flexibilidad del mercado de trabajo; el impago o 

el retraso en el pago de los salarios de los trabajadores; la no entrega de las cuotas sindicales; 

y el declive económico general que ocasiona la pérdida de puestos de trabajo. 

450. El ZCTU, a través de sus oficinas regionales, notificó a la policía la movilización de protesta 

prevista. La Policía de la República de Zimbabwe (ZRP) de Bulawayo y Masvingo respondió 

prohibiendo la manifestación, mientras que la ZRP del distrito de Mutare formuló una 

prohibición verbal. El ZCTU acudió al Tribunal Superior para solicitar que éste anulara la 

prohibición. El 10 de abril de 2015, el Tribunal Superior emitió una orden mediante la que 

prohibía a la ZRP obstaculizar o detener la manifestación. El ZCTU alega que, la noche 

anterior a la movilización de protesta, personas no identificadas imprimieron y distribuyeron 

comunicados de prensa presuntamente emitidos por el ZCTU en los que se notificaba que la 

movilización de protesta había sido cancelada. El ZCTU indica que tiene motivos para creer 

que la maquinaria del Estado y el partido en el poder estuvieron implicados en la impresión 

y distribución de los comunicados de prensa presuntamente emitidos por el ZCTU, porque 

después de que el Gobierno hubiera perdido la causa ante el Tribunal Superior, la única 

opción posible era trastocar la movilización de protesta por cualquier medio. 

451. La organización querellante alega también que, después de que el ZCTU anunciara la 

prohibición, el periódico afín al Gobierno The Herald publicó sendos artículos titulados «Se 

ha pagado al ZCTU por la manifestación» y «El ZCTU y el MDC-T en la cúspide de la 

locura». Estos artículos atacan al ZCTU e incluyen mentiras como que la OIT ha pagado al 

ZCTU por las manifestaciones. Además, el ZCTU alega que se publicó en prensa una 

declaración del Ministro de Agua y comisario político de la ZANU-PF en la que afirmaba 

que la movilización de protesta era «una treta urdida por una federación sindical necesitada 

de efectivo para llamar la atención de la comunidad de donantes y que los dirigentes 

sindicales deben decir a sus aliados occidentales que retiren las sanciones impuestas a la 

economía para que ésta pueda crecer […]». Según el ZCTU, se citó en prensa una 

declaración de la Alianza de Acción Juvenil de Zimbabwe (la rama juvenil de la ZANU-PF) 

en la que ésta advertía al ZCTU que no llevara a cabo la movilización y llamaba al ZCTU 

un «caballo de Troya del principal partido de la oposición, el MDC-T». 

452. El ZCTU también alega que la ZRP del distrito de Mbare prohibió al Sindicato de Guardias 

de Seguridad de Zimbabwe (ZISEGU), su filial, que llevara a cabo una manifestación 

pacífica el 30 de abril de 2015 tras un estancamiento de las negociaciones salariales. 

453. El ZCTU señala que, al prohibir las actividades sindicales, el Gobierno está vulnerando el 

artículo 3, párrafos 1 y 2, del Convenio núm. 87; el artículo 4 del Convenio núm. 98 y el 
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artículo 59 de su propia Constitución, que establece que: «Toda persona tiene derecho a 

manifestarse y a presentar peticiones, pero estos derechos deben ejercerse pacíficamente». 

B. Respuesta del Gobierno 

454. El Gobierno señala que la decisión de no registrar al ZFTAWU fue adoptada después de que 

el Jefe del Registro se hubiera cerciorado debidamente de que la industria del cuero no era 

lo bastante viable como para justificar la constitución de un nuevo sindicato en el sector. La 

decisión del Jefe del Registro está en consonancia con una decisión anterior, adoptada sobre 

la misma base, de no registrar al Sindicato de Trabajadores del Sector del Calzado de Cuero 

y Lona, decisión que fue confirmada por el Tribunal del Trabajo. La decisión se adoptó en 

virtud del artículo 45 de la Ley del Trabajo, que exige al Jefe del Registro que, durante el 

procedimiento de acreditación, tome en cuenta, entre otros, los siguientes factores: 

a) la conveniencia de otorgar a la mayoría de los trabajadores y empleadores en una 

empresa o en una industria la representación efectiva en las negociaciones que afecten 

sus derechos e intereses, y 

b) la conveniencia de reducir, al menor número posible, el número de entidades con las 

que deben negociar los trabajadores y los empleadores. 

El acta del procedimiento de acreditación muestra que el Jefe del Registro se cercioró de que 

el registro del ZFTAWU no favorecería los intereses de la mayoría de los trabajadores del 

sector. 

455. El Gobierno también informa de que el procedimiento de acreditación para NUMAIZ se 

llevó a cabo el 21 de septiembre de 2015, de conformidad con lo dispuesto en la legislación 

en vigor. El Gobierno argumenta que el sindicato solicitante paralizó el proceso de registro 

al retrasar el pago para la publicación del aviso del procedimiento de acreditación. La 

decisión sobre la cuestión está pendiente y se comunicará a las partes sin demora. 

456. El Gobierno informa de que se están revisando las disposiciones legislativas relativas al 

registro de los sindicatos. Las modificaciones tienen por finalidad establecer los factores 

específicos que debe tener en cuenta el Jefe del Registro al registrar un sindicato, como la 

existencia de una constitución, la existencia de una junta directiva, un domicilio social fijo, 

el registro de afiliación y los estados financieros comprobados. 

457. Respecto de la presunta prohibición de la movilización de protesta del ZCTU, el Gobierno 

indica que el ZCTU pudo llevar a cabo su manifestación en todo el país tal como había 

previsto. En el caso de las provincias del área metropolitana de Bulawayo y de Masvingo, la 

ZRP retiró su negativa inicial. Aunque el ZCTU había presentado un recurso ante el Tribunal 

Superior, la policía retiró la negativa inicial por iniciativa propia tras la celebración de 

consultas internas. En opinión del Gobierno, esto demuestra la capacidad de la ZRP de 

garantizar el derecho de sindicación de los trabajadores. El Gobierno también explica que la 

fecha propuesta para la movilización de protesta había presentado desafíos prácticos y 

logísticos para la ZRP, puesto que prácticamente coincidía con el Día de la Independencia, 

que se celebra el 18 de abril. Se celebraron diversos eventos para conmemorar el Día de la 

Independencia en todo el país, y el servicio de la policía es parte integral de los preparativos, 

lo que explica la falta de preparación para garantizar la protección policial para la 

manifestación del ZCTU del 11 de abril de 2015. 

458. El Gobierno sostiene que la ZRP actuó de buena fe al no conceder al Sindicato de Guardias 

de Seguridad de Zimbabwe autorización para manifestarse, principalmente debido a la fecha 

propuesta para celebrar la movilización. Como se ha indicado anteriormente, la fecha 

propuesta coincidía con los actos de conmemoración del Día de la Independencia en todo el 



GB.326/INS/12 

 

128 GB326-INS_12_[NORME-160318-1]-Sp.docx  

país y había una justificación razonable para creer que la manifestación sería utilizada por 

elementos maliciosos en detrimento tanto de los intereses del sindicato como del orden 

público. Además, el Gobierno indica que la fecha en que se preveía celebrar la manifestación 

coincidía con un período en el que las autoridades municipales de Harare estaban luchando 

por mantener la paz y el orden al tiempo que reubicaban a los vendedores ambulantes, con 

frecuencia violentos, a los emplazamientos designados. El Gobierno señala que, en este caso, 

la negativa no responde a una política general de prohibir indiscriminadamente las 

manifestaciones sindicales. 

459. El Gobierno desestima el alegato según el cual distribuyó material para cancelar la 

movilización de protesta del ZCTU y subraya que accedió a que se celebrara la movilización 

de protesta. El Gobierno también niega las acusaciones relativas a las presuntas 

declaraciones citadas en los periódicos, y explica que no utiliza periódicos para comunicar 

su posición acerca de dichas cuestiones y que la posición real del Gobierno fue la expresada 

por el Tribunal Superior cuando permitió al ZCTU llevar a cabo la movilización de protesta. 

460. El Gobierno indica que la mejora continuada en el disfrute del derecho de sindicación por 

parte de los trabajadores se debe a las iniciativas actuales del Gobierno para dar pleno efecto 

a los convenios de la OIT ratificados. Estas iniciativas incluyen la creación de vínculos en 

todo el país con los organismos responsables del cumplimiento de la ley en lo que respecta 

a las normas internacionales del trabajo que la Oficina Internacional del Trabajo ha 

respaldado desde 2011. El Gobierno también sostiene que ha habido una mejora continuada 

en cuanto a la participación de los sindicalistas y la ZRP en los debates y preparativos de las 

modalidades para la celebración de manifestaciones. Se prevé que este diálogo y la 

cooperación mutua continúen. El Gobierno todavía está trabajando con la Oficina en las 

iniciativas para integrar las normas internacionales del trabajo en la labor de la policía y está 

convencido de que las organizaciones de trabajadores seguirán disfrutando plenamente de la 

libertad sindical y del derecho de sindicación. 

461. Con respecto a la presunta vulneración del derecho de negociación colectiva en razón de la 

información publicada por los medios de comunicación relativa a los recortes salariales, la 

congelación de los salarios y la flexibilidad del mercado de trabajo, el Gobierno indica que 

esos alegatos no tienen nada que ver con sus políticas o reformas legislativas actuales. 

Reitera que no utiliza los medios de comunicación para articular su postura en materia de 

políticas. El Gobierno indica que en la elaboración de políticas y legislación continúa 

guiándose por los convenios de la OIT ratificados. El artículo 65, párrafo 5, de la 

Constitución nacional consagra el derecho de negociación colectiva. El Gobierno subraya 

que ha retomado el diálogo tripartito en el Foro de Negociación Tripartito a fin de que los 

interlocutores sociales puedan contribuir a los programas sociales y económicos del país. 

C. Conclusiones del Comité 

462. El Comité toma nota de que el ZCTU alega la negativa a registrar nuevos sindicatos 

(ZFTAWU y NUMAIZ) y la prohibición de manifestaciones sindicales por la policía. 

463. El Comité toma nota de que, según el ZCTU, el ZFTAWU fue constituido el 10 de mayo de 2012 

para representar los intereses de los empleados de la industria del calzado de cuero y del 

curtido de pieles. El sindicato, que tiene 850 trabajadores afiliados, solicitó su registro el 21 de 

mayo de 2012, en virtud de los artículos 29, párrafo 1, 33 y 34 de la Ley del Trabajo. El 2 de 

agosto de 2013, el anuncio de solicitud de registro fue publicado en el Boletín Oficial mediante 

la nota general núm. 379/2013. El 24 de octubre de 2014, el Jefe del Registro publicó en el 

Boletín Oficial un aviso sobre el proceso de acreditación mediante el cual se invitaba a toda 

persona interesada a que designara un representante a tal fin. El Sindicato de Trabajadores 

del Cuero, el Calzado y Oficios Afines compareció el 19 de noviembre de 2014 para oponerse 

al registro del nuevo sindicato. El 9 de enero de 2015, el Jefe del Registro decidió denegar el 
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registro al ZFTAWU sobre la base de que, en el caso de una solicitud similar que había 

denegado anteriormente, el Tribunal del Trabajo había confirmado su decisión, y que no había 

cambios en cuanto a la disminución de la densidad de la mano de obra en la industria y que 

los afiliados al ZFTAWU constituían una minoría de los trabajadores. El 19 de febrero de 2015, 

el ZFTAWU presentó un recurso ante el Tribunal del Trabajo para impugnar la decisión del 

Jefe del Registro. La solicitud todavía está pendiente. 

464. El ZCTU también alega que otro sindicato, NUMAIZ, lleva esperando su registro desde el 

21 de junio de 2013. 

465. El Comité toma nota de que, en su respuesta de 21 de septiembre de 2015, el Gobierno se 

refiere al requisito impuesto por el artículo 45 de la Ley del Trabajo, que exige al Jefe del 

Registro que, durante el procedimiento de acreditación, tome en cuenta, entre otros, los 

siguientes factores: 

[…] 

a) la conveniencia de otorgar a la mayoría de los trabajadores y empleadores en una 

empresa o en una industria la representación efectiva en las negociaciones que afecten 

sus derechos e intereses, y  

b) la conveniencia de reducir, al menor número posible, el número de entidades con las que 

deben negociar los trabajadores y los empleadores. 

[…] 

466. El Comité toma nota de que la redacción del artículo 45 de la Ley del Trabajo parece 

conferir al Jefe del Registro la facultad totalmente discrecional de aceptar o denegar una 

solicitud de registro. El Comité estima que la falta de precisión de esta disposición 

legislativa no hace sino alentar a las autoridades competentes a hacer un uso excesivo de 

su facultad discrecional, lo que supone un grave obstáculo a la constitución de 

organizaciones y puede equivaler a la denegación del derecho de los trabajadores y los 

empleadores a constituir organizaciones sin autorización previa. Además, en los casos en 

que el encargado del registro tiene que basarse en su propio criterio para decidir si un 

sindicato reúne las condiciones para ser registrado — aunque su decisión pueda ser objeto 

de apelación ante los tribunales — el Comité estimó que la existencia de un recurso judicial 

de apelación no parece una garantía suficiente; en efecto, no modifica el carácter de las 

facultades concedidas a las autoridades encargadas de la inscripción, y los jueces ante 

quienes se plantean tales recursos no tendrán más posibilidad que cerciorarse de que la 

legislación ha sido correctamente aplicada. El Comité llamó la atención acerca de la 

conveniencia de definir claramente en la legislación las condiciones precisas que los 

sindicatos deberán cumplir para poder ser registrados y de prescribir criterios específicos 

para determinar si esas condiciones se cumplen o no [véase Recopilación de decisiones y 

principios del Comité de Libertad Sindical, quinta edición (revisada), 2006, párrafo 302]. 

467. Asimismo, el Comité considera que el artículo 45 de la Ley del Trabajo parece obstaculizar 

el registro de una nueva organización si ya existe otra organización registrada en una 

empresa u ocupación específicas. Recuerda a este respecto que una disposición que permite 

denegar la solicitud de registro a un sindicato por existir otro ya registrado que es 

considerado como suficientemente representativo de los intereses que el sindicato 

postulante se propone defender, tiene por consecuencia que en ciertos casos se puede negar 

a los trabajadores el derecho de afiliarse a la organización que estimen conveniente, en 

violación de los principios de la libertad sindical [véase Recopilación, op. cit., párrafo 328]. 

468. El Comité también toma nota de que la Ley del Trabajo no contiene disposiciones sobre el 

plazo de tiempo para el procedimiento de registro. El Comité toma nota de que el 

procedimiento se prolongó durante dos años y medio en el caso del ZFTAWU, para que 

finalmente se le denegara su solicitud. El Comité considera que esto, por sí solo, supone un 
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grave obstáculo a la constitución de organizaciones y equivale a la denegación del derecho 

de los trabajadores a constituir organizaciones sin autorización previa [véase 

Recopilación, op. cit., párrafo 307]. 

469.  El Comité toma nota de la indicación del Gobierno según la cual se están revisando las 

disposiciones legislativas relativas al registro de los sindicatos y que las modificaciones 

tienen por finalidad establecer los factores específicos que debe tener en cuenta el Jefe del 

Registro al registrar un sindicato, como la existencia de una constitución, la existencia de 

una junta directiva, un domicilio social fijo, el registro de afiliación y los estados financieros 

comprobados. 

470. El Comité lamenta que la última enmienda de la Ley del Trabajo (Ley de Enmienda de la 

Ley del Trabajo, núm. 5, de agosto de 2015) no contenga ninguna modificación del 

artículo 45. El Comité alienta al Gobierno, sobre la base de los principios anteriormente 

mencionados, que introduzca modificaciones adicionales a la Ley del Trabajo en consulta 

con los interlocutores sociales a fin de: i) asegurar que las condiciones para conceder el 

registro no equivalgan a exigir una autorización previa de las autoridades públicas para la 

constitución de una organización de trabajadores o de empleadores; ii) que resulte 

claramente expresado que, el hecho de que ya exista un sindicato que represente a la misma 

categoría de trabajadores que la que organiza o propone organizar un nuevo sindicato que 

espera ser registrado, o el hecho de que un sindicato ya existente posea un certificado 

reconociéndole la calidad de representante de los trabajadores en las negociaciones 

colectivas para dicha categoría de trabajadores, no puede justificar la negativa del 

registrador a registrar el nuevo sindicato, y iii) asegurar que el plazo de tiempo para 

registrar una organización es razonable. El Comité pide al Gobierno que mantenga 

informada a la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a 

cuya atención señala los aspectos legislativos del presente caso, de los progresos realizados 

a este respecto. 

471. En vista de lo anterior y para dar pleno efecto al artículo 65 de la Constitución nacional, 

que prevé que «toda persona tiene derecho a constituir y afiliarse a los sindicatos […] de 

su elección, y a participar en las actividades legítimas de dichos sindicatos […]», incluido 

«el derecho de participar en la negociación colectiva», el Comité pide al Gobierno que 

adopte las medidas necesarias a fin de examinar la solicitud del ZFTAWU con miras a su 

registro, garantizando de ese modo el derecho de los 850 trabajadores supuestamente 

afiliados al sindicato de constituir la organización que estimen conveniente y de afiliarse a 

ésta, sin autorización previa. El Comité pide al Gobierno que le mantenga informado al 

respecto. 

472. Con respecto a la solicitud de registro de NUMAIZ, el Comité toma nota de la indicación 

del Gobierno según la cual el procedimiento de acreditación para este sindicato se llevó a 

cabo el 21 de septiembre de 2015, de conformidad con lo dispuesto en la legislación en 

vigor, y que la decisión sobre la cuestión está pendiente y se comunicará a las partes sin 

demora. El Comité recuerda que la importancia de la libre elección de los trabajadores en 

lo que respecta a la creación de sus organizaciones y a la afiliación a las mismas es tal para 

el respeto de la libertad sindical en su conjunto que este principio no puede sufrir demoras 

[véase Recopilación, op. cit., párrafo 312]. El Comité pide al Gobierno que se asegure de 

acelerar el procedimiento, si aún no ha concluido, y de transmitir la decisión del Jefe del 

Registro. 

473. El Comité toma nota de los alegatos del ZCTU relativos a la prohibición de tres marchas 

regionales del ZCTU el 11 de abril de 2015, así como de una manifestación pacífica del 

Sindicato de Guardias de Seguridad de Zimbabwe (ZISEGU) y de la respuesta del Gobierno 

al respecto. El Comité toma nota de que la prohibición de la movilización de protesta del 

ZCTU por la policía condujo a la presentación de una petición ante el Tribunal Superior, 
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que ordenó a la policía que no interfiriera en la actividad sindical. El Comité también toma 

nota de la indicación del Gobierno de que el ZCTU pudo llevar a cabo las manifestaciones 

el 11 de abril de 2015 tal como había previsto y que la policía retiró su negativa inicial con 

respecto a las manifestaciones previstas en dos provincias. En relación con la prohibición 

de la manifestación del ZISEGU prevista para el 30 de abril de 2015, el Gobierno indica 

que, dado que dicha actividad «coincidía con los actos de conmemoración del Día de la 

Independencia», había una justificación razonable para creer que la manifestación sería 

utilizada por elementos maliciosos en detrimento tanto de los intereses del sindicato como 

del orden público. Además, el Gobierno indica que la fecha en que se preveía celebrar la 

manifestación coincidía con un período en el que las autoridades municipales de Harare 

estaban luchando por mantener la paz y el orden al tiempo que reubicaban a los vendedores 

ambulantes, con frecuencia violentos, a los emplazamientos designados. El Gobierno señala 

que, en este caso, la negativa no responde a una política general de prohibir 

indiscriminadamente las manifestaciones sindicales. 

474. Asimismo, el Comité toma nota de la indicación del Gobierno según la cual ha habido una 

mejora continuada en cuanto a la participación de los sindicalistas y la ZRP en los debates 

y preparativos de las modalidades para la celebración de manifestaciones. El Gobierno 

prevé que este diálogo y cooperación mutua continúen y señala a este respecto que todavía 

está trabajando con la Oficina en las iniciativas para integrar las normas internacionales 

del trabajo en la labor de la policía y que está convencido de que las organizaciones de 

trabajadores seguirán disfrutando plenamente de la libertad sindical y del derecho de 

sindicación. Estas iniciativas incluyen la creación de vínculos en todo el país con los 

organismos responsables del cumplimiento de la ley en lo que respecta a las normas 

internacionales del trabajo que la Oficina Internacional del Trabajo ha respaldado desde 

2011. 

475. El Comité recuerda a este respecto que cuando examinó el caso núm. 2862, relativo a la 

prohibición de celebrar marchas con ocasión del Día Internacional de la Mujer y del Día 

Internacional del Trabajo, en su reunión de mayo-junio de 2012, había pedido al Gobierno 

que elaborara y promulgara sin demora pautas de actuación claras para la policía y las 

fuerzas de seguridad. Tomando nota con pesar de que esto no se ha hecho y recordando que 

la autorización para celebrar manifestaciones públicas, que constituyen un derecho sindical 

importante, no debería ser negada arbitrariamente, el Comité urge al Gobierno a que 

adopte las medidas necesarias para la adopción y la aplicación efectiva del código de 

conducta, a fin de velar por que la policía y las fuerzas de seguridad sigan unas pautas de 

actuación claras en relación con los derechos humanos y los derechos sindicales. El Comité 

pide al Gobierno que le mantenga informado al respecto. 

Recomendaciones del Comité 

476. En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de 

Administración a que apruebe las siguientes recomendaciones: 

a) el Comité alienta al Gobierno a que enmiende la Ley del Trabajo en consulta 

con los interlocutores sociales a fin de: 

i) asegurar que las condiciones para conceder el registro no equivalgan a 

exigir una autorización previa de las autoridades públicas para la 

constitución de una organización de trabajadores o de empleadores; 

ii) que resulte claramente expresado que, el hecho de que ya exista un 

sindicato que represente a la misma categoría de trabajadores que la que 

organiza o propone organizar un nuevo sindicato que espera ser 
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registrado, o el hecho de que un sindicato ya existente posea un 

certificado reconociéndole la calidad de representante de los 

trabajadores en las negociaciones colectivas para dicha categoría de 

trabajadores, no puede justificar la negativa del registrador a registrar el 

nuevo sindicato, y 

iii) asegurar que el plazo de tiempo para registrar una organización es 

razonable. 

El Comité pide al Gobierno que mantenga informada a la Comisión de 

Expertos en  Aplicación de Convenios y Recomendaciones, a cuya atención 

señala los aspectos legislativos del presente caso, de los progresos realizados 

a este respecto; 

b) el Comité pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias a fin de 

examinar la solicitud del ZFTAWU con miras a su registro, garantizando de 

ese modo el derecho de los 850 trabajadores supuestamente afiliados al 

sindicato de constituir la organización que estimen conveniente y de afiliarse 

a ésta, sin autorización previa. El Comité pide al Gobierno que le mantenga 

informado al respecto; 

c) con respecto a la solicitud de registro de NUMAIZ, el Comité pide al Gobierno 

que se asegure de acelerar el procedimiento, si aún no ha concluido, y de 

transmitir la decisión del Jefe del Registro, y 

d) el Comité urge al Gobierno a que adopte las medidas necesarias para la 

adopción y la aplicación efectiva del código de conducta, a fin de velar por 

que la policía y las fuerzas de seguridad sigan unas pautas de actuación claras 

en relación con los derechos humanos y los derechos sindicales. El Comité 

pide al Gobierno que le mantenga informado al respecto. 

 

Ginebra, 18 de marzo de 2016 (Firmado) Profesor Paul van der Heijden 

Presidente 
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